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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José
--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchon, Jaime

--Pérez Varela, Víctor

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio
--Uriarte Herrera, Gonzalo
--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros de Defensa Nacional, señor Rodrigo Hinzpeter Kirberg; Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau; Secretaria General de Gobierno, señora Cecilia Pérez Jara; el Ministro de Justicia subrogante, señor Juan Ignacio Piña Rochefort, y de Salud, señor Jaime Mañalich Muxi.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:19, en presencia de 23 señores Senadores.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 74ª, especial, en 27 de noviembre; 78ª, ordinaria, y 79ª, extraordinaria, en 10 y 11 de diciembre, respectivamente, todas del año en curso, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Dos de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero retira la urgencia y la hace presente nuevamente, en el carácter de “suma”, con relación al proyecto que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones, en materia de afectaciones de utilidad pública de los planes reguladores (boletín Nº 8.828-14).



Con el segundo hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación del proyecto que regula derechos sobre obtenciones vegetales y deroga la ley Nº 19.342 (boletín Nº 6.355-01).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia el Presidente de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar miembro del Directorio del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes a la señora Magdalena Pereira Campos (boletín Nº S 1.628-05), respecto de lo cual hace presente la urgencia en los términos del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero comunica que dio su aprobación, con las enmiendas que señala, al proyecto que modifica la Ley General de Servicios Eléctricos, con el fin de promover la interconexión de sistemas eléctricos independientes (boletín Nº 9.022-08) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasa a la Comisión de Minería y Energía.



Con el segundo informa que rechazó la proposición de la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias registradas durante la tramitación del proyecto de ley que fortalece el resguardo del orden público (boletín Nº 7.975-25) y que ofició a Su Excelencia el Presidente de la República para los fines previstos en el artículo 70 de la Carta Fundamental.



--Se toma conocimiento.

Informes



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el oficio de Su Excelencia el Presidente de la República mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para nombrar Ministro de la Excelentísima Corte Suprema al señor Carlos Ramón Aránguiz Zúñiga (boletín Nº S 1.618-05), con la urgencia del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental (Véase en los Anexos, documento 3).


De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto, en primer trámite, que modifica la ley Nº 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, para establecer la medida de control preventivo de identidad (boletín Nº 9.036-07) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 4).


Dos de la Comisión de Relaciones Exteriores, recaídos en los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Tratado de Extradición entre la República de Chile y la República Italiana”, suscrito en Roma el 27 de febrero de 2002 (boletín Nº 3.119-10) (Véase en los Anexos, documento 5).


2.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Protocolo Adicional al Tratado de Extradición entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Italia, de 27 de febrero de 2002”, suscrito el 4 de octubre de 2012 (boletín Nº 9.001-10) (Véase en los Anexos, documento 6).


--Quedan para tabla.

Mociones



Veinticinco del Honorable señor Navarro, con las que da inicio a los siguientes asuntos:



1.- Proyecto que modifica la ley que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores, para alterar el peso de la prueba en los procedimientos que ella contempla (boletín Nº 9.202-03) (Véase en los Anexos, documento 7).


2.- Proyecto que modifica la ley que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores, para otorgar valor al silencio de un proveedor de bienes o servicios ante el reclamo de su cliente (boletín Nº 9.203-03) (Véase en los Anexos, documento 8).


3.- Proyecto que modifica la ley que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores, para regular plazo y condiciones de la respuesta a reclamos que previene este cuerpo legal (boletín Nº 9.204-03) (Véase en los Anexos, documento 9).


4.- Proyecto que modifica la ley que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores, para regular condiciones de contratación con personas que sufran de discapacidad visual o auditiva (boletín Nº 9.220-03) (Véase en los Anexos, documento 10).


5.- Proyecto que modifica la ley que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores, para establecer requisitos que mejoren la comprensión de los contratos regulados por ella (boletín Nº 9.221-03) (Véase en los Anexos, documento 11).


6.- Proyecto que modifica la ley que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores, para aumentar las exigencias sobre legibilidad de los contratos (boletín Nº 9.222-03) (Véase en los Anexos, documento 12).


--Pasan a la Comisión de Economía.



7.- Proyecto de ley que autoriza la erección en Arica de un monumento en memoria del ex Presidente de la República de Sudáfrica Nelson Mandela (boletín Nº 9.223-04) (Véase en los Anexos, documento 13).


--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



8.- Proyecto que modifica la Ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, en materia de propaganda electoral (boletín Nº 9.205-06) (Véase en los Anexos, documento 14).


--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.


9.- Proyecto de reforma constitucional que establece afiliación obligatoria en colegios profesionales y regula otras atribuciones de estas entidades (boletín Nº 9.207-07) (Véase en los Anexos, documento 15).


10.- Proyecto de reforma constitucional que prohíbe a órganos del Estado la dictación de normas o la ejecución de actos que afecten el desarrollo progresivo de los derechos esenciales de la persona humana, salvo por razones excepcionales y debidamente justificadas (boletín Nº 9.208-07) (Véase en los Anexos, documento 16).


11.- Proyecto de reforma constitucional que incorpora, en el número 15° del artículo 32 de la Carta Fundamental, los principios de participación y transparencia en la negociación de tratados internacionales de naturaleza económica (boletín N° 9.209-07) (Véase en los Anexos, documento 17).


12.- Proyecto de ley que sanciona penalmente la adquisición masiva de diarios, revistas o periódicos que limite el ejercicio de las libertades de expresión y de información (boletín N° 9.210-07) (Véase en los Anexos, documento 18).


13.- Proyecto de reforma constitucional que establece, en el artículo 65, inciso cuarto, N° 4°, de la Carta Fundamental, una regla de proporcionalidad en la fijación por ley de los niveles de remuneración mínima de los trabajadores, respecto de los ingresos que percibe el decil más rico de la población (boletín N° 9.211-07) (Véase en los Anexos, documento 19).


14.- Proyecto de ley que excluye la aplicación de la circunstancia atenuante de responsabilidad criminal de irreprochable conducta anterior al tratarse de delitos graves (boletín N° 9.212-07) (Véase en los Anexos, documento 20).


15.- Proyecto de ley que impide aplicar como circunstancia atenuante de responsabilidad criminal, en los delitos que especifica, el haber procurado reparar con celo el mal causado (boletín N° 9.213-07) (Véase en los Anexos, documento 21).


16.- Proyecto de reforma constitucional que prescribe una elección complementaria en casos de vacancia del cargo de diputado o senador (boletín N° 9.214-07) (Véase en los Anexos, documento 22).


17.- Proyecto de reforma constitucional que modifica el inciso primero del artículo 119 de la Carta Fundamental, para limitar a tres los períodos consecutivos en que un ciudadano puede ser elegido concejal (boletín N° 9.215-07) (Véase en los Anexos, documento 23).


18.- Proyecto de reforma constitucional que incorpora un inciso final al artículo 48 de la Carta Fundamental, para limitar a tres los períodos consecutivos en que un ciudadano puede ser elegido diputado (boletín N° 9.216-07) (Véase en los Anexos, documento 24).


19.- Proyecto de reforma constitucional que incorpora un inciso final al artículo 50 de la Carta Fundamental, para limitar a dos los períodos consecutivos en que un ciudadano puede ser elegido senador (boletín N° 9.217-07) (Véase en los Anexos, documento 25).


20.- Proyecto de reforma constitucional que modifica el inciso segundo del artículo 113 de la Carta Fundamental, para limitar a tres los períodos consecutivos en que un ciudadano puede ser elegido consejero regional (boletín N° 9.218-07) (Véase en los Anexos, documento 26).


21.- Proyecto de reforma constitucional que incorpora un inciso final al artículo 48 de la Carta Fundamental con el fin de impedir al cónyuge o a parientes por consanguinidad o afinidad de un senador, en los grados que señala, la elección como diputado por distritos comprendidos en la circunscripción senatorial correspondiente (boletín N° 9.219-07) (Véase en los Anexos, documento 27).


22.- Proyecto de ley que impide la postulación al cargo de concejal a quien tenga el parentesco que expresa con quien es alcalde en la misma comuna (boletín N° 9.224-07) (Véase en los Anexos, documento 28).


23.- Proyecto de ley que limita a un máximo de dos reelecciones consecutivas la participación de un candidato a alcalde (boletín N° 9.225-07) (Véase en los Anexos, documento 29).


24.- Proyecto de ley que impide la postulación al cargo de consejero regional a quien tenga el parentesco que consigna con quien es parlamentario en la misma circunscripción provincial (boletín N° 9.226-07) (Véase en los Anexos, documento 30).


--Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



25.- Proyecto de reforma constitucional que prohíbe derogar o suspender derechos laborales y previsionales de funcionarios públicos (boletín N° 9.206-13) (Véase en los Anexos, documento 31).


--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

Proyecto de acuerdo



Del Honorable señor Chahuán, con el que solicita a Su Excelencia el Presidente de la República hacer presente la urgencia para el despacho del proyecto de ley (boletín N° 3.849-04), en segundo trámite constitucional en la Cámara de Diputados, que confiere el carácter de título profesional universitario al correspondiente a las carreras de Kinesiología, Fonoaudiología, Enfermería, Obstetricia y Puericultura, Nutrición y Dietética, Tecnología Médica y Terapia Ocupacional (boletín S 1.627-12) (Véase en los Anexos, documento 32).


--Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En este momento han llegado a la Mesa los siguientes documentos:



Informe de la Comisión Revisora de Cuentas, sancionado por la Comisión de Régimen Interior, mediante el cual se comunica que han sido aprobadas las cuentas de la Tesorería del Senado correspondientes al año presupuestario 2012, de las cuales se acompaña una síntesis, conforme a lo dispuesto en el artículo 68 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.



--Se toma conocimiento y se manda publicar la síntesis de las cuentas del año 2012 en el Diario Oficial.



Segundo informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que incorpora a los funcionarios judiciales a la ley Nº 19.296 (boletín Nº 6.721-07) (Véase en los Anexos, documento 33).


--Queda para tabla.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la Cuenta.

)---------------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, en cuanto al proyecto que crea la Agencia Nacional de Acreditación, solicito, al existir también otras prioridades en la Comisión de Educación con motivo de la agenda del propio Gobierno, que se fije el 28 de abril del próximo año como fecha límite para la presentación de indicaciones, ya que es un asunto sustantivo que quedó, en los hechos, para ser tratado durante la próxima Administración.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, así se hará.



Acordado.

)------------------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Puede intervenir el Honorable señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, en mi calidad de coautor, con los actuales Senadores señores Navarro y Girardi, entre otros, del proyecto de ley sobre etiquetado de bebidas alcohólicas, incluido en el Orden del Día, que reiteradamente hemos intentado que se ponga en discusión, sugiero que si no se llega a ver pase en seguida a las Comisiones de Salud y de Agricultura, unidas, para finalmente destrabarlo. Desde hace siete años tratamos de sacarlo adelante y lleva tres años en el Senado.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se encuentra con votación aplazada, Su Señoría, la que es preciso llevar a cabo si se somete a la consideración de la Sala.

El señor CHAHUÁN.- Conforme.



En todo caso, para explicar el estado de tramitación, simplemente cabe consignar que tendremos que ocuparnos en el nuevo primer informe y que ya se acordó -es importante resaltarlo- que el segundo informe sea emitido por dichos órganos técnicos, donde se van a corregir algunos términos de la ley.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Así se determinó.

)-----------------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Saludo a los clubes de adulto mayor Sol del Río Hurtado, El Despertar Campesino, Hijos de San Pedro, Años Felices, Alegría de Vivir, Años Dorados y Lucero de Pichasca.



Muchas gracias por acompañarnos.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
)----------------(
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Prosecretario.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En este momento ha llegado a la Mesa una solicitud de permiso constitucional de la Honorable señora Lily Pérez, quien solicita autorización para ausentarse del país entre hoy y mañana.



--Se accede.

)----------------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Puede intervenir el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, se planteó una sesión especial.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Citaré a una reunión de Comités para considerar la posibilidad de celebrarla en relación con el nombramiento de Ministro de la Corte Suprema.



Se suspende la sesión.

)----------------(



--Se suspendió a las 16:34.



--Se reanudó a las 16:49.
)----------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Continúa la sesión.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En reunión de Comités, convocada en relación con el oficio de Su Excelencia el Presidente de la República con el que solicita el acuerdo del Senado para el nombramiento de un Ministro de la Excelentísima Corte Suprema, no se produjo la unanimidad necesaria para celebrar una sesión especial en el día de hoy, por lo cual el señor Presidente citará a sucesivas sesiones especiales para el lunes 23 en la mañana, la primera de ellas de 11 a 12, con el objeto de resolver sobre dicho asunto.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Entonces, se entiende citada la Sala para el lunes 23, de 11 a 12, y en segunda instancia, de 12 a 13.

La señora ALLENDE.- ¿Puede requerir de nuevo la unanimidad, señor Presidente, a ver si ahora se logra?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Señora Senadora, el Comité que se opone tiene derecho a hacerlo. No creo necesario ejercer presión sobre él. Ya lo hemos conversado, y no hay caso.



Por lo tanto, quedamos citados a tres sesiones, en horarios sucesivos, para el lunes 23 de diciembre en la mañana, con el objeto de tratar el tema.

V. FÁCIL DESPACHO

ELIMINACIÓN DE BLOQUEO TEMPORAL DE PASAPORTES
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En la tabla de Fácil Despacho figura el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica disposiciones introducidas por la ley N° 19.948, que creó un procedimiento para eximir de responsabilidad en caso de extravío, robo o hurto de la cédula de identidad y de otros documentos de identificación, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9166-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 78ª, en 10 de diciembre de 2013.



Informe de Comisión:



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 81ª, en 18 de diciembre de 2013.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de la iniciativa es establecer que el bloqueo de un pasaporte en razón de extravío, robo o hurto solo será procedente si tiene el carácter de definitivo, eliminándose el bloqueo temporal de dicho documento.



La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento discutió el proyecto en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único, aprobándolo por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Espina, Larraín (don Hernán) y Walker (don Patricio), en los mismos términos en que fue despachado por la Cámara de Diputados.



El texto que se propone aprobar se consigna en la página 6 del informe del mencionado órgano técnico y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión general y particular a la vez.



Tiene la palabra el Senador señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, el proyecto que nos ocupa se inició en un mensaje que el Primer Mandatario presentó a la Cámara de Diputados, donde cumplió su primer trámite constitucional, y tiene por objetivo modificar la ley N° 19.948, que estableció un procedimiento para eximir de responsabilidad a la persona que sufre el extravío, robo o hurto de sus documentos de identificación, frente a los hechos delictivos que puedan ser cometidos posteriormente con ellos.



Para este fin, dicha normativa establece la presunción, salvo prueba en contrario, de que el titular no ha usado el documento extraviado, robado o hurtado durante todo el tiempo posterior a su bloqueo. Tal bloqueo podrá ser temporal o definitivo, exigiéndose, en este último caso, que el interesado lo solicite personalmente al Servicio de Registro Civil e Identificación.



Lo que hace el proyecto en estudio es eliminar, en el caso del pasaporte, la posibilidad de bloquearlo temporalmente.



Con ello, se busca asimilar nuestra legislación interna a la normativa imperante en la mayoría de los países con reconocidos estándares de seguridad en materia de documentos de viaje, que no contemplan la revocación temporal de los pasaportes. Esta figura es desaconsejada en el contexto internacional, porque puede ocurrir que el titular del pasaporte en cuestión se preocupe únicamente de efectuar un primer bloqueo temporal, sin proseguir con el trámite siguiente del bloqueo definitivo, lo que permite que en ese lapso sea usado indebidamente en el extranjero.



En nuestro país, el Servicio de Registro Civil e Identificación informa diariamente a la Interpol sobre los pasaportes bloqueados en forma definitiva, lo que, a su vez, es automáticamente puesto en conocimiento de las correspondientes instancias policiales internacionales. Esta acción impide la utilización de tales documentos en el exterior por parte de personas distintas a sus titulares. 



Ello no ocurre con los bloqueos temporales, ya que siempre es posible que los pasaportes recuperen su validez si no son bloqueados definitivamente. De esta manera, durante el período que dura el bloqueo temporal en Chile -de hasta cuatro días-, un pasaporte bien puede ser utilizado de modo fraudulento más allá de nuestras fronteras. 



Esa última circunstancia afecta negativamente la confianza en nuestros pasaportes a nivel internacional, no obstante las inversiones efectuadas por Chile para elevar su calidad y seguridad a los más exigentes estándares globales. Al mismo tiempo, compromete el ingreso de nuestro país a los sistemas de exención de visas para cierto tipo de viajes, como ocurre con el Programa Visa Waiver de los Estados Unidos de América -al cual Chile ha sido recientemente nominado como candidato-, que no admite el bloqueo temporal de pasaportes.



Señor Presidente, al analizar la iniciativa, nuestra Comisión constató su pertinencia y las ventajas que ofrece. Y, por la unanimidad de sus miembros presentes -Senadores señores Alberto Espina, Hernán Larraín y quien habla-, le dio su aprobación tanto en general como en particular, recomendando a la Sala proceder de la misma manera.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general y en particular el proyecto (21 votos favorables), y queda concluida su tramitación legislativa.


Votaron las señoras Allende y Alvear y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei (don Eduardo), García, Gómez, Kuschel, Larraín (don Carlos), Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

)----------------(

El señor GARCÍA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, en la Cuenta agregada se informó del despacho en particular por parte de la Comisión de Trabajo y Previsión Social del proyecto que permite que las asociaciones gremiales de funcionarios del Poder Judicial también sean regidas por la ley N° 19.296, asimilándose a lo que son las asociaciones de funcionarios tanto de la Administración del Estado como del Congreso Nacional.



Frente a ello, solicito que se recabe la unanimidad de la Sala para que esa iniciativa, que viene aprobada por unanimidad, pueda ser incorporada a la tabla de Fácil Despacho de esta sesión.



Se trata de un proyecto que va a cumplir cuatro años de trámite en el Senado y cuyo contenido es bastante simple, muy fácil. Y -reitero- fue acogido en forma unánime por la referida Comisión.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- La Mesa no tiene problema en despacharlo en el acto, pero sin discusión, porque hay varias otras iniciativas en tabla.



¿Habría acuerdo para tratarlo en Fácil Despacho?



--Así se acuerda.
INCORPORACIÓN DE FUNCIONARIOS JUDICIALES A DISPOSICIONES DE LEY N° 19.296

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En conformidad a lo recién resuelto, corresponde ocuparse en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que incorpora a los funcionarios judiciales a la ley N° 19.296, con segundo informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



--Los antecedentes sobre el proyecto (6721-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 84ª, en 5 de enero de 2011.



Informes de Comisión:



Trabajo y Previsión Social: sesión 55ª, en 10 de septiembre de 2013.


Trabajo y Previsión Social (segundo): sesión 81ª, en 18 de diciembre de 2013.



Discusión:



Sesión 70ª, en 19 de noviembre de 2013 (se aprueba en general).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La iniciativa fue aprobada en general en sesión de 19 de noviembre de 2013.



En su segundo informe, la Comisión de Trabajo y Previsión Social deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que los números 1, 2 y 3 del artículo único y el artículo transitorio no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones, por lo que deben darse por aprobados, salvo que algún señor Senador, con la unanimidad de los presentes, solicite su discusión y votación.


El mencionado órgano técnico introdujo una sola enmienda, recaída en el numeral 4 del artículo único, la que fue acordada por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Bianchi, Escalona, García y Muñoz Aburto. Dicha modificación se consigna en la página 8 del texto comparado que Sus Señorías tienen a la vista.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará la iniciativa.



--Por unanimidad, se aprueba en particular el proyecto, y queda despachado en este trámite.
VI. ORDEN DEL DÍA

PRÓRROGA DE PERMANENCIA DE TROPAS Y MEDIOS NACIONALES EN BOSNIA Y HERZEGOVINA

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- A continuación, corresponde tratar el informe de las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, recaído en el oficio de Su Excelencia el Presidente de la República con el que solicita el acuerdo del Senado para prorrogar, por el plazo de un año, la permanencia de tropas y medios nacionales fuera del territorio de la república y continuar integrando la Misión de la Unión Europea EUFOR-ALTHEA en la zona de Bosnia y Herzegovina. 



El Ejecutivo hizo presente la urgencia para el despacho de este asunto en los términos del párrafo segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental. 



--Los antecedentes sobre el oficio (S 1624-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Se da cuenta en sesión 78ª, en 10 de diciembre de 2013.



Informe de Comisión:



Relaciones Exteriores y Defensa Nacional, unidas: sesión 80ª, en 17 de diciembre de 2013.
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Cabe señalar que las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, recibieron información sobre la materia de parte del Subsecretario de Defensa, del Director subrogante de la Dirección de Seguridad Internacional y Humana del Ministerio de Relaciones Exteriores, y del asesor en Operaciones de Paz de dicha Cartera de Estado. Y, por la unanimidad de sus miembros -Senadores señores Coloma, Gómez, Kuschel, Larraín (don Hernán), Letelier, Muñoz Aburto, Prokurica, Tuma, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio)-, resolvieron recomendar a la Sala que otorgue el acuerdo solicitado por el Primer Mandatario.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En votación…

El señor COLOMA.- ¡Conceda la palabra primero, señor Presidente!

El señor PÉREZ VARELA.- ¡Parece que quiere batir el récord…!

El señor PROKURICA.- ¡Usted cambia de criterio cuando sube a la testera, señor Presidente…!

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- ¡Es verdad…!



En todo caso, se puede abrir la votación y fundamentar el voto.

El señor COLOMA.- ¡Deje que hablen los Honorables colegas, señor Presidente…!

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Bien.



En discusión la solicitud del Presidente de la República.



Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, participé en la Comisión de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, y di mi voto favorable a la petición formulada por el Primer Mandatario, al igual como lo he hecho reiteradamente -lo mismo que la Sala- con motivo de la participación de nuestras tropas en la misión de Haití. No obstante, creo que esta debe ser revisada para ver si estamos cumpliendo o no los objetivos para los cuales se determinó la ayuda.



En el caso de Bosnia y Herzegovina, hay una tendencia a ir reduciendo nuestra presencia, por lo que es necesario volver a examinar dichos propósitos.



Por cierto, nuestro cumplimiento en acuerdos de las Naciones Unidas orientados a buscar la defensa de los derechos humanos, la defensa de la vida de las personas, junto a la participación de cascos azules o militares de esa Organización para garantizar la paz en determinados territorios del mundo, me parece loable, y creo que Chile debe seguir participando en ello.



La globalización no solamente nos obliga a trabajar en materia de comercio mundial, sino también a tener una visión en la defensa de los derechos humanos a nivel planetario.



Solo quiero plantear un punto, señor Presidente. 



Sería deseable que las Naciones Unidas tuvieran este mismo predicamento respecto de otros lugares del orbe donde todavía no se consigue la paz, como el territorio palestino, que ha estado siendo ocupado desde hace 60 años por una fuerza ajena, extraña, sin una intervención de estas características por parte de ese organismo internacional. Ahí se violan permanentemente los derechos humanos y, sin embargo, no se privilegia la defensa de principios, sino la defensa de intereses.



Por eso, señor Presidente, reitero mi voluntad de seguir respaldando con entusiasmo intervenciones de las Naciones Unidas, con la participación de Chile, en misiones de paz, pero, como digo, me gustaría que eso se hiciera también en otras partes del mundo donde hay abusos, violaciones a los derechos humanos y violación permanente de territorios ajenos.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, la actual realidad del mundo global ha provocado que Chile base su desarrollo en el comercio internacional -ha suscrito tratados de libre comercio con más de cincuenta naciones- y no puede aparecer con desinterés respecto de la paz mundial. Donde esta se pierde, no hay posibilidad de comercio ni de desarrollo para los países.



Hace varias décadas que Chile tomó el camino de la integración y, por tanto, debe estar presente en los esfuerzos de paz y a la orden de las Naciones Unidas y de las organizaciones internacionales.



En este caso específico, se trata de una fuerza pequeña que ha interactuado con los ejércitos británico y holandés. A partir de nuevos debates de las relaciones internacionales, se puede afirmar, como norma general, que la capacidad de influencia de los Estados ya no depende exclusivamente de su poderío económico y militar, pues cada vez más se vincula en forma directa con su imagen y credibilidad en el ámbito internacional.



En esta situación, Chile, a través de la operación ALTHEA, ha logrado profundizar sus vínculos con la Unión Europea, lo cual fortalece sustancialmente su influencia y prestigio.



La misión ALTHEA ha permitido también cumplir con el Acuerdo de Asociación entre Chile y la Unión Europea firmado en 2001, base sobre la cual se lleva a cabo el proceso de negociación para incorporarse al Sistema de Manejo de Crisis de la Unión Europea, invitación que nos hizo dicha institución, lo cual constituye un reconocimiento a su gestión en la mencionada misión y permitirá afianzar los lazos entre nuestro país y el Viejo Continente en materia de seguridad, lo cual es capital para la Unión Europea.



No nos olvidemos que Chile es la única nación de América que participa en esta misión.



Es así como nuestro país se encuentra negociando un acuerdo marco de gestión de crisis con la Unión Europea desde el año 2010, el cual tiene por objeto regularizar nuestra participación en operaciones militares o civiles de gestión de crisis realizadas con la citada Unión Europea, para lo cual se contó con una comisión interministerial de análisis político y jurídico, conformada, entre otras instituciones, por el Ministerio de Defensa.



En términos generales, debe considerarse que las “operaciones de gestión de crisis” incluyen un espectro amplio de tareas, que van más allá de lo que en Chile se considera como “operaciones de paz”, y que incluyen el mantenimiento e imposición de la paz, operaciones multidimensionales y humanitarias ante catástrofes naturales, reconstrucción posconflicto, operaciones de interdicción, combate a la piratería y misiones civiles en procesos de reforma a la política y del sistema judicial y de aduanas, entre otros.



Por eso, considero un error pensar que la participación de Chile en este tipo de misiones  constituye solamente un beneficio para los países a los que mandamos nuestras Fuerzas Armadas. Ese es un tremendo malentendido. Nosotros dependemos del comercio internacional y para eso tiene que haber paz. Europa, si no me equivoco, es nuestro tercer socio comercial. Para allá van nuestras exportaciones. Si en naciones de ese continente no hay paz no va a haber comercio internacional. Además, nuestras Fuerzas Armadas tienen un contacto que no van a conseguir en ninguna otra parte con potencias europeas y americanas y con otros países con los que pueden interactuar.



Me ha correspondido compartir con miembros de las Fuerzas Armadas que han participado de esas misiones de paz, y en verdad no tengo duda de que ellas ganan -al igual que Chile y la paz mundial- con el prestigio de las Fuerzas Armadas nacionales y el del país.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Ministro señor Hinzpeter.

El señor HINZPETER (Ministro de Defensa Nacional).- Señor Presidente, quiero apoyar y ratificar lo señalado por el Senador señor Prokurica y, al mismo tiempo, hacer un resumen extraordinariamente breve de lo que estamos planteando al Senado.



Esta operación de paz se realiza en el marco de la ley N° 19.067 y el decreto N° 75, de 2009, en el contexto de las operaciones de paz en las que nuestro país participa desde hace muchos años, apoyado en la convicción de que los conflictos deben resolverse desde perspectivas multilaterales.



La operación de paz ALTHEA, en la que se encuentran participando efectivos de nuestras Fuerzas Armadas, ha permitido no solo el juzgamiento de crímenes de guerra, sino que también el fortalecimiento y mayor cohesión social de una población civil que tuvo enormes sufrimientos en períodos de enfrentamiento bélico; ayudar a una gran cantidad de refugiados y desplegar un programa de vivienda conocido como “la estrategia de Roma” y dar hogar a muchas personas que lo habían perdido.



Esta operación cuenta con la participación de Chile desde el año 2004, con buenos resultados. Ha ido disminuyendo en términos muy significativos su participación. En un momento dado tuvo 60 mil efectivos, pero hoy día solo cuenta con 600. Chile llegó a tener 43 y la autorización que se está solicitando para el 2014 se refiere solo a 15.



Como dijo el Senador señor Prokurica, Chile es el único país de América que participa con un contingente que ha sido destacado y condecorado, el que no solo ha podido entregar, sino también recibir una gran experiencia, desplegándose con altos estándares, como son los de la OTAN.



Chile se encuentra en dos puntos: en el puesto de observación de Banja Luka, donde actúan ocho efectivos, y en el cuartel general de la operación en Sarajevo, donde lo hacen siete.



El costo anual de esta operación para el país es de un millón 788 mil dólares, incluidos en la Ley de Presupuestos del año 2014 bajo la Glosa Operaciones de Paz del Estado Mayor Conjunto.



En consecuencia, como Ministro de Defensa, solicito al Senado que autorice la salida de tropas, entre el 1° de enero al 31 de diciembre de 2014, para esta operación.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, siempre he considerado que la facultad del Senado de permitir la salida de tropas del territorio nacional es bien especial. Me parece que es de las pocas atribuciones exclusivas que tenemos y, por tanto, merece nuestra atención, por tratarse  de tropas chilenas destinadas a otros lugares en función de los objetivos que plantea el Presidente de la República y para los cuales se requiere la autorización de la Cámara Alta.



Por tanto, hay dos ópticas con las que, a mi juicio, hay que analizar estos temas. 



Primero, desde el punto de vista político o de la oportunidad. Un Senador que me antecedió en el uso de la palabra lo dijo bien: este no es el único proceso en que está involucrada nuestra nación, pues también lo está en lo que respecta a Haití. 



Con relación a esto último, a medida que pasan los años la participación en ese país pone más en duda la forma en que Chile ha actuado, no por capacidad de sus Fuerzas Armadas ni tampoco por el esfuerzo que involucra al personal, sino porque objetivamente las razones por las cuales fuimos a esa nación han ido variando en el tiempo. Lo concreto es que después de 10 años la situación para algunos es más equivalente a lo que había al momento de arribar las tropas. Y eso pasa, obviamente, por una carencia de Naciones Unidas, de la MINUSTAH, en la forma de plantear esta operación de paz.



Hemos tenido reuniones especiales en las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, y nos hemos enterado de que la situación en Haití se ha ido complejizando. Incluso, las tropas chilenas corren el riesgo de ser vistas como de ocupación por los haitianos. Tanto es así que, como bien se sabe, el Presidente del Senado recibió una carta suscrita por su par de Haití, en la cual consultaba si las fuerzas chilenas iban a ser leales al Presidente de su país o a la Oposición. Ese es el nivel de peligro que puede darse cuando una fuerza de paz ha sido bien inspirada, pero que a través de objetivos o situaciones de hecho aparece como muy distinta a lo que originalmente se pensó.



Traigo esto a colación, porque creo que lo de Bosnia y Herzegovina es distinto. En este caso, uno puede ver con claridad que la situación de la región -aunque no exenta de algunos peligros- ha ido mejorando en el tiempo. Incluso, el número de participación de efectivos mundiales ha ido bajando, porque se ha llegado a determinados acuerdos, lógicas de entendimiento, que son la razón por la cual tienen sentido las fuerzas de paz que resultan razonables para las partes.



En tal sentido, parece que estamos en el camino correcto.



No tengo objeción a nuestra participación en el territorio de Bosnia y Herzegovina. Sí me importa que el número de efectivos no aumente, lo que no está ocurriendo, pues más bien ha disminuido. Además, me parece que el informe que se dio a conocer en las Comisiones respectivas apunta en el sentido correcto.



Sin embargo -y esto tiene que ver con el primer tema y lo reitero porque por cansancio se podría despejar-, me cabe una duda mucho más profunda respecto de esta operación. Y ella dice relación con la constitucionalidad de este tipo de decisiones. 



Quiero repetir lo que el artículo 101 dispone respecto de las Fuerzas Armadas: ellas existen “para la defensa de la patria y son esenciales para la seguridad nacional”. Así están definidas. No es algo que diga yo. 



Hace algunos años, presenté un proyecto de ley -faltó un voto para su aprobación- a fin de incorporar la misión internacional que las Fuerzas Armadas pueden asumir en un momento determinado, con el cumplimiento de ciertos requisitos. Se me dijo que estaba de más. Pero la razón por la cual participan en Haití -así lo sostuvieron los Ministros del caso- fue porque tal país estaba dentro del concierto latinoamericano. Es una forma de extender la seguridad nacional, admitámoslo, bastante laxa. En todo caso, es una argumentación. 



En ese sentido, Bosnia y Herzegovina no tienen nada que ver con nuestro continente. Además, somos la única fuerza latinoamericana en el lugar.

El señor PROKURICA.- Americana.

El señor COLOMA.- Conforme: la única fuerza americana.



Entonces, planteo una vez más en el Senado que hay un tema en el que siempre uno tiene que ser cuidadoso. O sea, con esta definición de Fuerzas Armadas, me parece cada vez menos riguroso el hecho de que, con la actual Constitución, se extienda su función a operaciones de paz. Quiero aclarar que no es que esté en contra de ello. Creo que estas misiones pueden ser importantes; sin embargo, no estoy dispuesto a cualquier acción. Un Senador que me antecedió en el uso de la palabra manifestó que tales operaciones son parte de los derechos de los países. ¡Ojo! De repente algunos conflictos pueden ser de origen religioso o histórico. Tampoco siento una vocación especial, por ejemplo, por importar conflictos internacionales a nuestro país. En eso soy muy cuidadoso.



Por ejemplo, se planteó la posibilidad de que las fuerzas de paz actuaran en Medio Oriente; y estimo que eso puede ser de una complejidad muy severa para Chile. Por eso, me adelanté -por lo menos, en las consultas que se hicieron- a mantener una opinión más bien distante. No ocurre lo mismo en Bosnia, pero sí respecto de la actual Constitución.



Señor Presidente, con todas estas aprensiones constitucionales -porque uno debe atenerse a los resultados y si mi iniciativa se cayó por un voto, habrá otro momento para replicarla-, y con esta forma de asumir el rol de las Fuerzas Armadas, considero que ellas no pueden seguir extendiéndose  a cualquier misión de paz.



Con ese subrayado -espero que pueda incorporarse en el ADN de algunos parlamentarios-, no tengo inconvenientes respecto de Bosnia.



Votaré a favor, señor Presidente. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa, unidas, dada la urgencia existente, aprobaron por unanimidad el requerimiento del Presidente de la República y recomiendan a la Sala hacer lo mismo.



La solicitud para reponer la presencia de tropas nacionales en Bosnia y Herzegovina, autorizada con fecha 10 de enero del año en curso, obedece a la situación de tensión étnica en la zona, a pesar del diálogo político entre las partes y los buenos resultados iniciales en términos de convivencia cuando se formó la Federación entre Bosnia y Herzegovina.



Las fuerzas chilenas participan en tareas de mantención de la paz, siempre en el contexto de un esfuerzo multinacional coordinado por las Naciones Unidas con la OTAN y la Unión Europea, en un plan que data desde el año 2004 y en el que Chile participa casi desde un comienzo.



Los informes señalan que la tensión podría recrudecer en las próximas semanas, como consecuencia de la realización de elecciones legislativas durante el 2014, a lo que se unen los crecientes problemas derivados de la corrupción y del crimen organizado en la zona, así como el alto desempleo y la inflación.



Se trata de países que están con serias dificultades en todos estos aspectos.



La positiva evaluación de los militares chilenos fundamenta la solicitud de extender su presencia. Incluso se ha planteado extraoficialmente incrementar las tropas. Como todos sabemos, actualmente son solo 15 efectivos. Se pide que aumenten a 20, cuestión que no se aborda en esta oportunidad, pues solo se trata de mantener el contingente actual.



Nuestros efectivos lo han hecho muy bien y su buen desempeño es reconocido por todos los organismos internacionales, según ya se ha señalado.



Por lo tanto, en mi opinión, dados el contexto internacional actual y la sólida situación por la que está pasando Chile, es nuestro deber prestar apoyo a las naciones que enfrentan situaciones conflictivas.



Votaré favorablemente, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se ha solicitado abrir la votación.



Si le parece a la Sala, así se acordaría.



Acordado.



En votación la solicitud de Su Excelencia el Presidente de la República.



--(Durante la votación).
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, la autorización para prorrogar por el plazo de un año la permanencia de tropas y medios militares fuera del país, en particular en los territorios de Bosnia y Herzegovina, es tremendamente importante. 



Lo que pasó en Europa con el desmembramiento de la ex Yugoeslavia fue dramático. Naciones Unidas debió intervenir, aunque, si decimos las cosas como son, lo hizo de manera bastante tardía. Si hubo irresponsabilidad por momentos en la lentitud con la cual operaron los países de Europa, la historia juzgará. Lo cierto es que generó una alarma a nivel planetario la práctica de genocidio por parte de algunas autoridades de la época contra personas que eran, por razones de historia, de otro origen étnico y/o religioso.



La presencia de efectivos chilenos en algunos países ha sido muy importante. Somos el único país latinoamericano que sigue en estas operaciones, mediante un proceso de cooperación que a nosotros nos interesa sobremanera, no solo por nuestra vocación a favor de la paz en Europa, sino, por sobre todo, por lo que significa como experiencia para nuestras Fuerzas Armadas en procedimientos, en prácticas y en metodologías para enfrentar situaciones como las que ahí se viven.



El prorrogar nuestra presencia sin duda no solo es bueno para la acción que realizan hoy fuerzas de la OTAN en ese territorio, sino para los países afectados. Estamos en situaciones de observación estratégica. Pero, por sobre todo, es muy bueno para Chile tener presencia y cooperación con las Fuerzas Armadas de otras naciones.



Espero que esta práctica del país continúe. Estoy seguro de que el actual Ministro de Defensa, como cualquiera otra persona que ejerza el cargo, entiende que esto aporta en forma práctica a la modernización del rol de las Fuerzas Armadas de Chile en relación con la paz mundial.



La bancada del Partido Socialista va a respaldar esta iniciativa, ya que -reitero- consideramos que nuestro país no solamente gana en experiencia, sino también en su proyección internacional cuando accede y concurre a este tipo de esfuerzos colectivos.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).-  Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, el debate de hoy día no debiera centrarse en el mérito de la misión en el momento en que las Naciones Unidas toman la decisión de intervenir en Bosnia y Herzegovina, lo que está absolutamente fuera de discusión. Concuerdo con el Senador señor Letelier en que pudo haber sido algo tardía, pero era absolutamente necesaria. 



Y creo que lo que hoy día estamos discutiendo nos permite visualizar con claridad las diferencias respecto de misiones de Chile en distintas partes del mundo.



¿Es bueno, sano y eficaz para nuestras Fuerzas Armadas participar en misiones de paz de las Naciones Unidas? Sí, creo que todos las consideramos meritorias, útiles y necesarias y colocan a Chile en el concierto mundial de manera acertada.



El punto es si esas misiones de las Naciones Unidas van desarrollándose de acuerdo a los propósitos originales que se tuvieron. Y uno ve que esta misión en Bosnia y Herzegovina, a pesar de cierta fragilidad institucional en el sector, va caminando adecuadamente. Y la mejor demostración de ello es la reducción de las tropas en dicha zona.



Se dijo en algún momento: 60 mil personas en esa misión. Pero esa cifra se ha reducido significativamente. Nuestras fuerzas armadas participan con 15 efectivos, en circunstancias de que en años anteriores la cantidad era mucho mayor.



Existe todo un proceso en Bosnia y Herzegovina para incorporarse a la Unión Europea. Y se abre un debate sobre la institucionalidad. Aunque esta avanza lentamente, nadie puede desconocer que se han ido cumpliendo los objetivos fijados por la Organización de las Naciones Unidas en su intervención original.



Esa situación contrasta absolutamente con la de Haití. La MINUSTAH no ha tenido avances, ni evidentes ni mínimos, de ninguna naturaleza. Por el contrario, nos hemos informado a través de los medios de comunicación que el Presidente del Senado haitiano le remitió una carta a su par chileno en la cual coloca en una situación extraordinariamente compleja la participación de nuestras tropas, dado que estamos ad portas de un conflicto debido a que la ONU no ha avanzado de manera adecuada ni eficaz en la misión a que todos adherimos: superar las dificultades de violencia existente en Haití, para ir estructurando una institucionalidad. 



En verdad, eso se halla en entredicho.



Por lo tanto, al analizar hoy día la realidad de Bosnia y Herzegovina, cabe admitir que resulta absolutamente pertinente que nuestras tropas permanezcan allí. No hay, ni en forma evidente ni en apariencia, riesgo para los soldados que se encuentran en esa zona, ya que la institucionalidad que ha ido estructurando Naciones Unidas ha funcionado adecuadamente.



¿Esa pregunta tiene la misma respuesta para el caso de Haití? Indudablemente, no. Estamos colocando sobre los hombros de los comandantes, de los oficiales, de las tropas presentes en este país una responsabilidad extraordinariamente compleja.



¿Qué pasará en el momento en que se desate un conflicto? Han de decidir cómo actuar los comandantes, los oficiales, los soldados de las fuerzas chilenas, y no la ONU o nuestro Estado, como debería ser.



Por lo tanto, junto con votar favorablemente esta solicitud del Presidente de la República, me parece oportuno poner un signo de duda, de interrogación, de alerta, sobre lo que está pasando en Haití. Podríamos ver expuestas a nuestras Fuerzas Armadas en esa nación a situaciones absolutamente ajenas al espíritu original de la misión.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la solicitud de Su Excelencia el Presidente de la República para prorrogar, por el plazo de un año, la permanencia de tropas y medios nacionales en Bosnia y Herzegovina (27 votos a favor y una abstención).



Votaron por la afirmativa las señora Allende, Alvear y Rincón y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, García, Girardi, Gómez, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).


Se abstuvo el señor Frei (don Eduardo).

El señor ROSSI.- Señor Presidente, agregue mi voto afirmativo, por favor.
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se deja constancia en la Versión Oficial de la intención de voto favorable del Senador señor Rossi.

MODIFICACIÓN DE CÓDIGO SANITARIO EN MATERIA DE REGULACIÓN DE FARMACIAS Y MEDICAMENTOS. INFORME DE COMISIÓN MIXTA
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Corresponde analizar el certificado de la Comisión Mixta, formada en virtud del artículo 71 de la Constitución Política de la República, recaído en el proyecto de ley que modifica el Código Sanitario en materia de regulación de farmacias y medicamentos, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.



--Los antecedentes sobre los proyectos (boletines Nos 6.523-11, 6.037-11, 6.331-11 y 6.858-11, refundidos) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyectos de ley (mociones de los Senadores señores Girardi y Ruiz-Esquide y del entonces Senador señor Ominami; de los Senadores señora Alvear y señor Ruiz-Esquide; del Senador señor Muñoz Aburto, y de la Senadora señora Alvear):


En primer trámite, se da cuenta de ellos en las siguientes sesiones:



1) Sesión 19ª, en 19 de mayo de 2009 (6523-11).



2) Sesión 45ª, en 19 de agosto de 2008 (6037-11).



3) Sesión 82ª, en 6 de enero de 2009 (6331-11).



4) Sesión 4ª, en 23 de marzo de 2010 (6858-11)



En tercer trámite, sesión 31ª, en 17 de junio de 2013.



En trámite de Comisión Mixta, sesión 57ª, en 16 de septiembre de 2013.


Informes de Comisión:



Salud: sesión 40ª, en 4 de agosto de 2010.



Salud (segundo): sesión 22ª, en 5 de junio de 2012.



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 22ª, en 5 de junio de 2012.



Hacienda: sesión 22ª, en 5 de junio de 2012.



Trabajo y Previsión Social (complementario): sesión 29ª, en 20 de junio de 2012.



Certificado de Comisión de Salud (tercer trámite): sesión 48ª, en 14 de agosto de 2013.



Salud (tercer trámite): sesión 50ª, en 28 de agosto de 2013.



Certificado de Comisión Mixta: sesión 80ª, en 17 de diciembre de 2013.


Discusión:



Sesiones 41ª, en 10 de agosto de 2010 (se aprueba en general); 24ª, en 12 de junio de 2012 (queda pendiente su discusión particular); 26ª, en 13 de junio de 2012 (queda para segunda discusión); 27ª y 29ª, en 19 y 20 de junio de 2012, respectivamente (queda pendiente la discusión particular); 30ª, en 3 de julio de 2012 (se despacha en particular); 53ª, en 4 de septiembre de 2013 (pasa a Comisión Mixta).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras derivan del rechazo por parte del Senado, en el tercer trámite constitucional, de siete enmiendas introducidas al artículo 1º y una al artículo 3º por la Cámara de Diputados en el segundo trámite constitucional.



La Comisión Mixta formula una propuesta que permite resolver, en una sola votación, las discrepancias producidas entre ambas ramas del Congreso Nacional.



Dicho órgano acordó tal proposición por unanimidad, salvo en lo referente a la oración final del inciso segundo del artículo 126, al inciso final del artículo 129 D y al artículo 129 E, en los que el acuerdo se adoptó por mayoría de votos.



En el boletín comparado que Sus Señorías tienen en sus escritorios figura, en la cuarta columna, la proposición de la Comisión Mixta y, en la quinta, el texto tentativo del proyecto de ley en caso de aprobarse la referida propuesta.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se ha solicitado abrir la votación de inmediato.


¿Habría acuerdo?



Acordado.


En votación la proposición de la Comisión Mixta.



--(Durante la votación).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, en verdad, esta materia ha sido objeto de una larga discusión.



Voy a permitirme dar cuenta de lo resuelto por la Comisión Mixta respecto de un tema extremadamente debatido, que guarda relación con un hecho sucedido en los últimos tiempos: la colusión de las farmacias. Lo cierto es que fueron necesarias más de once reuniones para llegar a un acuerdo sensato.



La iniciativa en discusión se originó en cuatro mociones: la primera, de los Honorables señores Girardi y Ruiz-Esquide y del entonces Senador señor Ominami; la segunda, de los Honorables señora Alvear y señor Ruiz-Esquide; la tercera, del Senador señor Muñoz Aburto, y la cuarta, de la Honorable señora Alvear. Todas se refundieron y fueron tratadas en conjunto.


Durante la tramitación en el Senado, el Ejecutivo incorporó un cuerpo de indicaciones que modifican de manera importante dos libros del Código Sanitario.


Los objetivos del proyecto que se vinculan con las discrepancias que resolvió la Comisión Mixta pueden resumirse como sigue:


1.- Velar por el acceso a medicamentos de calidad a un costo razonable.


2.- Establecer mecanismos eficaces de información y comparación de precios de los medicamentos.


3.- Afianzar el rol de los químicos farmacéuticos como directores técnicos de las farmacias en relación con el expendio, la dispensación y el fraccionamiento, así como también sus funciones informativas, entre otras.


4.- Proteger la prescripción médica, permitiendo la sustitución cuando haya bioequivalencia y menor costo.


5.- Sancionar administrativamente la venta de medicamentos en contravención a lo prescrito en la receta.


Las divergencias entre ambas Cámaras son diez. El detalle queda a disposición de los señores Senadores en el informe que entregaremos a la Secretaría, porque, debido al escaso tiempo, no estamos en condiciones de hacer un análisis pormenorizado de cada una de ellas.



Con todo, quiero destacar dos enmiendas, que fueron centrales en el debate producido.



La primera dice relación al artículo 100, sobre venta con receta médica; publicidad y promoción de medicamentos; prohibición de incentivos para prescribir y dispensar, y regulación de los envases para evitar riesgos a los menores.



La segunda se refiere al artículo 101, sobre receta médica y bioequivalencia. Esta norma define “receta”; la declara parte del acto médico y de la relación clínica, y obliga a incluir en ella, además del nombre de fantasía del medicamento, a título de información, su denominación común internacional, que autorizará su intercambio, en caso de existir medicamentos bioequivalentes.



La bioequivalencia que debe acreditarse es terapéutica.



Señor Presidente, por razones de tiempo, no alcanzaré a terminar toda la relación. 



Sí deseo decir que en la Comisión Mixta hubo una discusión bastante abierta, bastante sólida y bastante dura. Pese a ello, los acuerdos a que llegamos resuelven las diferencias que provocaron la formación de aquella, razón por la cual recomiendo, como su Presidente, que la Sala apruebe la propuesta.



Termino señalando un punto no menor.



Algunos señores Senadores y, especialmente, Diputados han planteado su preocupación por el hecho de que, una vez aprobada esta proposición, el Ejecutivo presente un veto para permitir la venta de medicamentos con o sin receta en lugares que no sean farmacias.



Estoy autorizado por el señor Presidente de la República -no soy su vocero ni mucho menos; le consulté en la mañana esta materia- para señalar que él no presentará una observación sobre el particular. Me lo garantizó. Así lo han dicho también los Ministros de Salud y Secretario General de la Presidencia.



Por lo tanto, si hubiera que introducir alguna modificación menor después, en caso de no poder hacerse por la vía reglamentaria, tendría que enviarse un nuevo proyecto.



Hecha esa aclaración, en lo personal creo que el trabajo que realizó la Comisión Mixta justifica que aprobemos la iniciativa; así terminaremos de una vez por todas con la imagen de que no se resuelven los problemas en las farmacias y de que el Senado no despacha las cosas a su debido tiempo.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, voy a ser muy breve, porque la idea es que veamos pronto el proyecto de ley sobre acuerdo de vida en pareja.



Hago presente que la iniciativa que nos ocupa es tremendamente positiva para los pacientes, para quienes acuden a las farmacias día a día y, particularmente, para los enfermos crónicos.



Esta propuesta generará una política nacional de medicamentos genéricos, que suelen ser mucho más baratos que los de marca, con nombre de fantasía.



Los pacientes se empoderarán a través de esta futura ley, ya que el médico estará obligado a prescribir en la receta no solamente el nombre de fantasía del remedio, sino también su denominación común internacional; es decir, el fármaco genérico, siempre que sea bioequivalente. Por tanto, se garantiza, además de un precio más bajo, la eficacia clínica.



En las farmacias deberá haber stock de todos los fármacos bioequivalentes de cada producto. Ya no será factible dar la clásica respuesta: “No tenemos stock”, con lo cual el paciente se queda sin ninguna posibilidad de optar.



Por otro lado, se permite el fraccionamiento. 



Nunca más un paciente llevará a su casa medicamentos que no va a ocupar, los que terminarán perdiéndose, siendo consumidos accidentalmente por niños, lo que provocará su intoxicación, o venciéndose. Al fraccionar los envases de los remedios en la farmacia o en el laboratorio, uno podrá adquirir la dosis que indica la receta.



El proyecto también es importante por la transparencia que implica en este mercado, que ha sido tan cuestionado, rotular con el precio cada cajita de medicamento, lo cual permitirá a los pacientes comparar y evaluar las distintas opciones.



Asimismo, aborda todo lo relativo a las buenas prácticas de manufactura. Se garantiza que estos productos tan relevantes sean inocuos para la salud de la población y que no se originen malas condiciones en los procesos de producción, de distribución e, incluso, de almacenamiento.



Otro punto que me parece digno de destacar tiene que ver con la prohibición de que se integren verticalmente las ópticas con los tecnólogos médicos con mención en Oftalmología. Este asunto fue muy discutido.



Efectivamente, cuando el tecnólogo que prescribe lentes trabaja en la misma óptica que los vende, se produce el incentivo perverso de recetar unos que el paciente no requiere. En numerosas ocasiones se prescriben lentes que no se necesitan. De hecho, se sobrediagnostican problemas. Incluso, los diagnósticos se hacen ahí mismo, en la óptica. 



Creemos que eso no es bueno bajo ningún punto de vista. Afortunadamente, en el proyecto se rechazó toda posibilidad de integración vertical en ese ámbito.



En definitiva, opino que esta iniciativa es muy relevante desde la perspectiva de la salud pública, porque aborda un tema fundamental: el acceso a medicamentos, a más bajo precio y de calidad. Espero que el informe de la Comisión Mixta sea votado favorablemente, por unanimidad.



Muchas gracias.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, ya se han señalado en la Sala las bondades de este proyecto de ley. En aras del tiempo, no las voy a reiterar.



Por cierto, apoyo con entusiasmo esta propuesta legislativa, que reúne varias mociones parlamentarias. Yo soy autora de dos de ellas, junto con otros colegas. 



Por tanto, votaré a favor la proposición de la Comisión Mixta.



Sin embargo, anuncio desde ya que, con otros Senadores, voy a presentar un requerimiento ante el Tribunal Constitucional respecto del artículo 126 del proyecto, que fue aprobado en la Comisión Mixta.



Explico por qué.



Esa norma establece una prohibición vinculada a los optómetras y tecnólogos médicos. 



Cabe recordar que en este mismo Congreso Nacional se aprobó hace poco tiempo un proyecto que dispuso la competencia de los tecnólogos médicos en el área de la Oftalmología. Se trata del texto que dio origen a la ley Nº 20.470.



Tal competencia es muy importante -discutimos la materia ampliamente en el Senado-, por cuanto hay muy pocos oftalmólogos en Chile; menos aún, en los hospitales públicos. 



Recetar lentes para combatir la presbicia, que afecta a un número significativo de la población pasados ciertos años, es una facultad para cuyo ejercicio están preparados los optómetras y los tecnólogos médicos.



Con un aparato que todos conocemos, se puede saber perfectamente qué tipo de lentes necesita una persona que padece presbicia. En tal caso, no es necesario acudir a un oftalmólogo.



A pesar de tratarse de un proyecto muy bueno, en el que se regula el funcionamiento de las farmacias, se evitan todos los problemas que aquí se han señalado y se avanza en asegurar un acceso adecuado a los medicamentos, por una razón que no me explico, con el artículo 126, se borra con el codo todo lo que escribimos con la mano. 



En efecto, esa norma atenta contra los objetivos de la ley Nº 20.470; limita la cobertura territorial en la solución de problemas visuales; incrementa las barreras de entrada, dificultando el desarrollo de las pymes para los tecnólogos médicos con mención en Oftalmología; concentra el mercado en favor de las grandes cadenas ópticas, y aumenta los costos de los pacientes en esa área.



¿Por qué se prohíbe a los tecnólogos médicos vender lentes ópticos y no se les prohíbe a los dentistas vender prótesis dentales?



En muchísimos lugares del mundo la Optometría funciona sin ninguna dificultad, incluyendo a Europa, a Estados Unidos y a los países de América Latina.



Por ello, señor Presidente -insisto-, solo en lo que dice relación con el artículo 126, junto con otros colegas del Senado, presentaré un requerimiento ante el Tribunal Constitucional, por cuanto dicha disposición escapa absolutamente a las ideas matrices del proyecto, que busca regular las farmacias. Además, el punto que aquella norma aborda se encuentra perfectamente reglado en la ley Nº 20.470, aprobada en el Congreso Nacional hace pocos años.



Por alguna razón que no entiendo, se introduce una modificación al Código Sanitario que resulta absolutamente contraria a las ideas matrices de la iniciativa. Por lo mismo, presentaremos el requerimiento mencionado ante el Tribunal Constitucional.



Con todo, apruebo la proposición de la Comisión Mixta.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, me permito reiterar la misma precisión que hice sobre esta materia en la sesión anterior en que se debatió este proyecto, y para efectos de actuar con absoluta transparencia, en el sentido de dejar constancia de que mi padre ejerció la profesión de químico farmacéutico y fue propietario de dos farmacias hasta 1992, año de su fallecimiento.


La sociedad que controlaba dichas empresas, en la cual poseo derechos hereditarios, hoy tiene como giro único el arrendamiento de inmuebles sin amoblar, no dedicándose al giro farmacéutico desde hace 22 años.



Hago presente esta aclaración para los efectos previstos en el artículo 5° B de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.



En cuanto a la iniciativa que nos ocupa, durante el trámite de Comisión Mixta se suscitó un interesante debate, a través del cual hemos logrado acrecentar una visión global de esta importante materia en nuestro país.



Como ya lo señalamos en su oportunidad, el proyecto en discusión es bastante positivo, ya que promueve la generación de una política nacional de medicamentos y de genéricos. En ese sentido, uno de los elementos centrales dice relación con el establecimiento de una política nacional de genéricos que tenga por objeto ampliar el acceso a los medicamentos y reducir su costo.



A mi juicio, el texto de la iniciativa legal, en la forma que ha quedado redactado después del debate en la Comisión Mixta, soluciona en gran parte los problemas relativos al mercado de las farmacias y los medicamentos.



Cabe destacar que el proyecto tuvo su origen en mociones de los Senadores Girardi y Ruiz-Esquide, entre otros, el que fue complementado por indicaciones que presentamos con el Senador Rossi, y que han sido incorporadas al texto definitivo.



A la iniciativa legal se le hicieron diversas modificaciones, tales como las referidas a la presentación de los medicamentos; la dispensación de genéricos; la que impide divulgar los datos personales que aparecen en las recetas; la que elimina la prohibición de que haya consultas médicas o tecnólogos médicos al interior de las farmacias; la referida al fraccionamiento de los medicamentos en dichos establecimientos; la responsabilidad en los daños provocados a la salud por el uso de fármacos vendidos sin receta, toda vez que requieren contar con prescripción médica, y la relativa a la normativa reglamentaria sobre el expendio de medicamentos de venta directa en estanterías u otros espacios de acceso directo al público.



Hemos resuelto también la prohibición de las denominadas “canelas”, que era el incentivo que los dueños de farmacias daban a los dependientes para vender determinados productos, y también terminar con los incentivos de los laboratorios a los facultativos para expender ciertos productos de marca.



Por consiguiente, en esta materia se ha avanzado en forma determinante.



Agradezco la disposición que han tenido los miembros de la Comisión de Salud, tanto del Senado -a la que pertenezco- como de la Cámara de Diputados, para resolver las dificultades suscitadas en la Comisión Mixta y el empeño que han puesto en ello. Asimismo, cabe resaltar la labor desplegada por el Ministro de Salud y el Director del Instituto de Salud Pública para sacar adelante este proyecto de ley.



En ese mismo sentido, los miembros de la Comisión Mixta hemos coincidido en el perfeccionamiento de cada una de las disposiciones que fueron objeto del debate, lo cual nos permitirá dar término a la extensa tramitación legislativa del proyecto y posibilitará que nuestro país pueda contar con una política clara de producción y expendio de medicamentos, acorde a la época en que vivimos y en sintonía con las naciones más desarrolladas.



Por lo tanto, doy mi voto favorable al informe emitido por la Comisión Mixta.



Felicito a quienes han hecho posible la tramitación del proyecto, el cual permitirá poner fin a los abusos; generar una política nacional de medicamentos y de productos genéricos en farmacias; garantizar el funcionamiento de las farmacias de turno; establecer farmacias móviles en las comunas en que no exista la posibilidad de instalación de una -son más de 60 comunas del país-, y también, en el caso de que no haya farmacias, habilitar almacenes farmacéuticos; entre otras materias determinantes.


En definitiva, hemos dado un paso decisivo para acercar los medicamentos a los usuarios, a los pacientes.



Felicito la disposición que ha tenido el Gobierno del Presidente Piñera para sacar adelante el proyecto que, reitero, fue originado en mociones de varios Senadores.


He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.
El señor PROKURICA.- Señor Presidente, la iniciativa legal contiene normas que aseguran tanto la calidad de los medicamentos, en términos de su eficacia y seguridad, como su disponibilidad en el mercado a fin de que sean accesibles para quienes los requieren, en tiempo y forma adecuados, manteniendo los resguardos pertinentes, como es la prescripción médica, en aquellos casos en que el uso del producto precise de un diagnóstico y consejería profesional.


Todo lo anterior, configura un nuevo esquema regulatorio acorde con las necesidades de salud pública del país, privilegiando el acceso, la calidad y el uso racional de los medicamentos que se utilizan en Chile.



Como han planteado los Senadores Ruiz-Esquide y Chahuán, aquí se toman medidas que aseguran a las personas el acceso a los remedios, a los medicamentos, en términos eficaces.



El proyecto busca facilitar el acceso y la cobertura de fármacos de calidad, disminuyendo el gasto de las personas en tales productos. La realidad en esta materia ha cambiado rápidamente.



Hoy día, la principal causa de uso habitual de medicamentos son las enfermedades crónicas, y Chile es el país más inequitativo de la OCDE en cuanto al gasto en remedios. Peor aún, ante la falta de un marco legal adecuado a esta nueva situación, la vulnerabilidad de los pacientes ha aumentado. Así, se han visto fenómenos colusorios, alza desmedida de precios, incremento ostensible del gasto de la población, demandas por la cobertura de productos de elevado costo, entre otros. Y, en ese contexto, se ha realizado un análisis que señala, justamente, que esta iniciativa legal resuelve esos problemas.



En materia de fármacos, los organismos internacionales recomiendan diseñar políticas públicas sanitarias que permitan a la población contar con medicamentos eficaces, seguros y de calidad comprobada, promoviendo, a la vez, su uso racional y garantizando su acceso en forma oportuna y equitativa.


En ese contexto, las políticas sanitarias asociadas a medicamentos se pueden agrupar en estrategias de acceso, calidad y uso racional.



La propuesta presenta una complejidad propia de todo proyecto legislativo, conteniendo una serie de medidas que van en favor de la población y que buscan mejorar el acceso, calidad y uso racional de los fármacos. Pero, también, incluye un conjunto de disposiciones que reorganizan el sistema de control y fiscalización -como se ha planteado aquí-, por ejemplo, la de gestión de los medicamentos en el sistema público de salud.



Por eso, la bancada de Renovación Nacional votará a favor del informe de la Comisión Mixta.
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag.
El señor SABAG.- Señor Presidente, la controversia entre ambas Cámaras se centró en los alcances de las limitaciones y regulaciones para el expendio de los remedios en establecimientos comerciales distintos a las farmacias habituales.



En el fondo, se trata de definir entre dos principios que, de acuerdo a la perspectiva de cada uno, podían anteponerse casi alternativamente. Por un lado, el principio de la libertad de comercio y de emprendimiento y, por otro, el principio del resguardo de la salud de la población.



La solución propuesta por la Comisión Mixta tiene mucho de compromiso, tratando de recoger un poco de cada línea argumental, y espero que la experiencia nos vaya indicando en el futuro si es posible avanzar más en uno u otro sentido.



En lo personal, siendo más cercano a la idea de cautelar la salud de la población de los riesgos implícitos en un excesivo mercantilismo en el ámbito farmacéutico, no me opongo a la flexibilización de todos los mercados, siempre que la experiencia nos vaya indicando que están dadas las condiciones para avanzar en esa dirección, considerando la capacidad de los usuarios para discernir y las regulaciones para sancionar a quienes pudieran producir un daño a la salud de las personas por razones ajenas a la ética.



De todos modos, basta con ver la tendencia de las personas a automedicarse para actuar en esta materia con la mayor prudencia posible.


Si la Comisión Mixta recomienda aprobar el proyecto, me inclino por acoger esa sugerencia.



En principio, valoro la regulación que se hace al expendio de fármacos y, de manera muy especial, el establecimiento de normas para la relación entre la industria farmacéutica y todos los integrantes de la cadena de comercialización.



Por otro lado, señor Presidente, debo hacer presente que apoyo a la Senadora Alvear en el requerimiento que hará al Tribunal Constitucional por la materia que ella ha explicado.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).-. Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, el proyecto tuvo su origen en el Gobierno anterior, cuando las farmacias se coludieron y con un grupo de parlamentarios presentamos la denuncia a la Fiscalía Nacional Económica, la cual derivó en un requerimiento por parte de ese organismo. Posteriormente también acudimos al Ministerio Público, lo que implicó que 14 gerentes de laboratorios fueran formalizados. 



En ese contexto, junto con el colega Ruiz-Esquide y otros Senadores que ya no están, elaboramos esta iniciativa legal, a fin de regular una política de medicamentos que por la vía de los hechos no existía. Debo señalar que ella tuvo un gran apoyo del actual Ministro de Salud, quien permanentemente la respaldó y colaboró para mejorarla, complementarla y ampliarla.



Se trata de un proyecto visionario, porque incorpora áreas que en la actualidad no existen, como la de los biomedicamentos. En el futuro no habrá remedios químicos, sino solo biomedicamentos, los que ni siquiera se hallan denominados y no hay un chasis institucional para enfrentar y abordar lo que eso va a significar.



Lo que se busca con la normativa que nos ocupa es contar con fármacos más baratos y de calidad. Es decir, mejorar la accesibilidad a los medicamentos. Y esto será factible a través de la creación de criterios de bioequivalencia. Pero mientras se elaboran tales criterios se establecen regulaciones para impedir los abusos y la colusión de las farmacias, que se realiza mediante la denominada “canela”, consistente en un pago a los dependientes por vender lo que el laboratorio o la farmacia quiere.



Lo que se propone es muy importante, como asimismo, las sanciones. Intentamos regular ciertos mecanismos que las farmacias emplean para abusar. Por ejemplo, es la única actividad económica que no exhibe una lista de precios. La ley en proyecto no solo las obligará a poner a disposición del público la lista de precios, sino que todo producto farmacéutico deberá llevar adosado en el envase su precio de venta. 



¿Y por qué no se exige que el precio vaya en un código de barras? Porque este era el medio que utilizaban las farmacias cuando se coludían, toda vez que en el mismo día podían modificarlo, a través de un computador, para subirlo o bajarlo en función de sus propios intereses. Y así lo hacían.



Esta iniciativa dispone también el fraccionamiento de los productos farmacéuticos, lo que reviste gran importancia no solo para los hospitales públicos, sino para todas las personas. Ello, porque cuando acuden a una clínica privada y se les prescribe un medicamento, a veces utilizan un comprimido y les cobran la caja completa. Y como en la farmacia generalmente nunca existe una caja que contenga el número de comprimidos recetados por el médico, deben comprar dos.



¿Qué se logrará con el fraccionamiento? Que la gente adquiera la cantidad exacta de comprimidos que requiere. Y lo mismo ocurrirá en las clínicas privadas: nunca más le podrán cobrar la caja completa, sino la dosis unitaria que realmente necesitó.



Por lo tanto, el proyecto consigna los avances mencionados y muchos otros que, a mi juicio, son muy, muy relevantes para los pacientes. Nadie va a una farmacia porque quiere; es una institución de salud y no corresponde que actúe como si fuera una actividad comercial más.



En seguida quiero referirme brevemente a lo planteado por la Senadora Soledad Alvear respecto a los tecnólogos médicos. Yo discrepo profundamente de eso. Creo que es un gran error. 



Nosotros aprobamos la ley -junto con el señor Ministro- que faculta a los tecnólogos médicos con mención en oftalmología para accionar en la detección de vicios de refracción ocular y recetar lentes ópticos y algunos medicamentos, por cuanto había una colusión de los oftalmólogos para dificultarles trabajar en los consultorios, en los hospitales y en distintos lugares. Además, existía presión por parte de los optómetras, que no son profesionales universitarios, sino charlatanes dueños de ópticas, que querían usar estos establecimientos precisamente para ejecutar ellos mismos aquellas funciones. 



No habiendo conseguido eso, hoy día pretenden generar un proceso de integración vertical vergonzoso: que dentro de la misma óptica existan tecnólogos médicos que receten, no en función del interés del paciente, sino del dueño del negocio.



Eso daría pie a que el día de mañana dentro de las farmacias se instalaran consultas médicas, donde los facultativos recetaran medicamentos. ¿Por qué no? Si lo pueden hacer las ópticas, ¿por qué no las farmacias?



¡Esa es una integración vertical absolutamente insana! ¿Y por qué? Porque en salud existe asimetría de información. Por ejemplo, si ustedes van a comprar un par de zapatos, lo eligen, se lo prueban y ven el precio. Pero cuando van al médico o al tecnólogo médico, no eligen nada. Alguien con un poder superior -porque, repito, existe una asimetría de información- les va a recetar, lo necesiten o no, un medicamento o unos lentes determinados.



¡Esa integración vertical está proscrita en nuestro Código Sanitario y en todas partes del mundo!



Señor Presidente, concluye mi tiempo, ¿me da un minuto más?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Bien.

El señor GIRARDI.- Gracias.



Dicho punto se discutió largamente en la Comisión de Salud.





Por eso aprobamos la ley aludida, que ha sido trascendente, porque ha permitido atender una parte significativa de las patologías de menor complejidad que afectan a los chilenos y chilenas en temas de visión u otros, que pueden ser resueltos en los centros de atención primaria por los tecnólogos médicos con mención en oftalmología.



Volviendo a la disposición en comento, creo que sería un gran error perseverar en llevarla ante el Tribunal Constitucional, porque solo favorece a las ópticas.



En ella no está de por medio la salud de los pacientes, sino la “salud” de las ópticas.



Yo creo que a través de la ley en estudio debemos velar por la salud de las personas. Y la norma en cuestión se incluyó justamente para impedir la instalación de consultas médicas o de tecnólogos médicos en los locales de óptica. Esto daría pie para que el día de mañana también hubiera médicos en las farmacias. 



Lo digo, porque se ha intentado que en Chile haya médicos en las propias farmacias -ello ocurre en muy pocos países y ha sido un desastre-, para que receten medicamentos y los pacientes los compren allí mismo de inmediato.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, el Senador que me antecedió en el uso de la palabra es uno de los autores de esta iniciativa. Aprovecho la oportunidad para volver a felicitarlo, como también a todos quienes compartieron la idea de legislar sobre la materia, impulsados por algo que constituyó un escándalo nacional: la colusión de las farmacias. 



El proyecto nace, por un lado, para intentar establecer mecanismos que posibiliten que ese problema no se presente nunca más, pues a la postre redunda en un brutal perjuicio para las personas enfermas, para los pacientes, y por otro -tal como lo señalé en su momento-, para corregir la situación de los dependientes, de quienes venden tras el mesón de las farmacias.



Esos trabajadores perciben una comisión o “canela” como incentivo económico por vender los remedios más caros, los de marca. Por lo tanto -esto lo conversé con muchos dependientes-, para ellos la situación es extremadamente compleja, pero es el modo en que pueden obtener mejores remuneraciones, con un efecto negativo para el paciente que llega a la farmacia a comprar un remedio determinado.



Como dije, esta iniciativa permite, entre otras cosas, corregir el problema, dado que el o la dependiente de farmacia mantendrá la remuneración promedio más alta de entre los dos años anteriores. De esta forma saldrá de esa situación tan perversa generada por los incentivos, que afecta enormemente a los pacientes.



Una de las razones que nos mueven a aprobar el informe de la Comisión Mixta es que nunca más existirá esa perversidad. En nuestro país cualquier persona tendrá los remedios genéricos o bioequivalentes, y las farmacias estarán obligadas a mantenerlos en stock y con precios a la vista.



De esa manera, fundamentalmente los adultos mayores que padecen enfermedades crónicas, como la diabetes, la hipertensión u otras patologías que los hacen gastar mucha plata en remedios, tendrán la posibilidad de ahorrar una enorme cantidad de dinero, porque en cada una de las farmacias será obligatorio mantener medicamentos bioequivalentes o genéricos. 



O sea, habrá mayor acceso a los distintos fármacos, y mejor calidad, seguridad y, sobre todo, disponibilidad de ellos. Porque, curiosamente, los bioequivalentes nunca se encontraban, pero sí otros que resultaban ser los más caros.



En resumen, señor Presidente, la iniciativa permitirá adquirir productos farmacéuticos a precios más justos, más baratos; existirán remedios alternativos: los bioequivalentes o genéricos; mejorará la calidad de ellos; asegurará un mejor precio final para los pacientes, y terminará con una situación tan espantosa como la que nos tocó experimentar cuando todo Chile presenció la colusión de las farmacias, que involucró un enorme abuso hacia los pacientes.



Voto favorablemente el informe de la Comisión Mixta sobre este muy buen proyecto de ley.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, anuncio mi voto favorable al informe de la Comisión Mixta. 



Además, hago presente que comparto las aprensiones constitucionales manifestadas por la Honorable señora Alvear. De modo que concurriré con mi firma al requerimiento que se formulará oportunamente ante el Tribunal Constitucional.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba el informe de la Comisión Mixta (29 votos favorables), y el proyecto queda despachado en este trámite.



Votaron las señoras Allende, Alvear, Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, Frei (don Eduardo), García, Girardi, Gómez, Horvath, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).
REGULACIÓN DE ACUERDO DE VIDA EN PAREJA
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que regula el acuerdo de vida en pareja, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. 



--Los antecedentes sobre el proyecto (7873-07 y 7011-07, refundidos) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



1) Del primer proyecto (7873-07) se da cuenta en sesión 45ª, en 17 de agosto de 2011.



2) Del segundo proyecto (7011-07) se da cuenta en sesión 30ª, en 29 de junio de 2010.



Informe de Comisión:



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 80ª, en 17 de diciembre de 2013.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Esta iniciativa refunde en un solo texto el mensaje mediante el cual Su Excelencia el Presidente de la República propone un proyecto que crea el acuerdo de vida en pareja y la moción del entonces Senador señor Allamand que regula la figura contractual denominada “acuerdo de vida en común”. 



El Ejecutivo hizo presente la urgencia para su despacho y la calificó de “simple”.



El objetivo del proyecto consiste en incorporar al ordenamiento jurídico un nuevo contrato, denominado “acuerdo de vida en pareja”, y en regular los derechos y obligaciones que adquirirán quienes lo celebren. 



La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento discutió esta iniciativa en general y en particular, en virtud del acuerdo de la Sala de 2 de enero del año en curso, y aprobó la idea de legislar con los votos a favor de los Senadores señora Alvear y señores Espina, Hernán Larraín y Patricio Walker y el voto en contra del Senador señor Carlos Larraín. 



Dicho órgano técnico aprobó también en particular el proyecto, con diversas enmiendas, consignando en cada caso las votaciones registradas; y además dejó constancia, por un lado, de que acordó utilizar como base para el debate la numeración de la iniciativa formulada por el Ejecutivo, y por otro, de que respecto a cada norma se tuvieron a la vista las disposiciones contenidas en la moción del entonces Senador señor Allamand.



Cabe hacer presente que los artículos 14 y 19 tienen carácter orgánico constitucional, por lo que para su aprobación se requieren 21 votos favorables; y asimismo, que los artículos 11, 16 y 17 y la letra ii) del artículo 26 son de quórum calificado, por lo que para su aprobación se necesitan 19 votos afirmativos.



El texto de la iniciativa que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento propone aprobar, solo en general, se consigna en las páginas 346 a 367 de su primer informe y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión general el proyecto. 



Tiene la palabra el Senador señor Patricio Walker. 

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, nos corresponde esta tarde pronunciarnos en general sobre una iniciativa que refunde en un solo texto dos proyectos de ley: el primero, de Su Excelencia el Presidente de la República, crea el acuerdo de vida en pareja, y el segundo, iniciado en moción del entonces Senador Andrés Allamand, regula la figura contractual denominada “acuerdo de vida en común”.



Quiero, sí, dejar constancia de que sobre la materia se han presentado muchas otras iniciativas: la del colega Bianchi, en fin. Sus Señorías pueden ver los antecedentes en el informe.



Debo destacar que con los Senadores Carlos Larraín, Alberto Espina, Hernán Larraín y Soledad Alvear desarrollamos un trabajo de gran nivel en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia.



Para llevar adelante su tarea, dicho órgano técnico celebró, según da cuenta el extenso y completo informe que Sus Señorías tienen a su disposición, numerosas audiencias y sesiones, durante las cuales recibimos las opiniones no solo del Ejecutivo y diversos señores parlamentarios, sino también de representantes de la sociedad civil.



Entre ellos destacan los de organizaciones que defienden los derechos de las minorías sexuales -por ejemplo, la Fundación Iguales, el MOVILH-; los de diferentes confesiones religiosas; los de institutos de estudios de distintos signos políticos; profesores de Derecho, especialistas en cuestiones de familia, abogados, sociólogos, sacerdotes, y un conjunto muy variado de personas que, con entera libertad, entregaron antecedentes y su parecer acerca de la conveniencia de legislar en esta materia. 



Recibimos, asimismo, informes de la Biblioteca del Congreso Nacional que nos proporcionaron datos acerca de cómo algunos países europeos y americanos han regulado las relaciones afectivas de personas de igual o distinto sexo. 



Luego de escuchar las ponencias y de examinar los antecedentes mencionados, resolvimos, por mayoría de votos, aprobar en general este proyecto de ley y pedir autorización a la Sala para refundir en una sola iniciativa los proyectos ya individualizados.



Igualmente, solicitamos permiso para discutir en particular las mencionadas normativas en el trámite de primer informe, a fin de someter un solo texto a la consideración del Senado, sin perjuicio de que, si se aprueba la idea de legislar, Sus Señorías podrán presentar indicaciones, dentro del plazo que se determine. A este respecto, propongo fijar un término breve.



La Sala de esta Corporación, con fecha 2 de enero del 2013, accedió a ambas peticiones. 



Concluida la discusión en general, nos abocamos al estudio en particular de este proyecto de ley, etapa en la que contamos con la colaboración permanente de las profesoras de Derecho Civil señoras Fabiola Latroph y María Sara Rodríguez, a quienes les expreso mi gratitud por la valiosa, significativa y -por qué no decirlo- desinteresada asesoría que le prestaron a la Comisión de Constitución durante el análisis de la iniciativa.



Señor Presidente, el proyecto en informe tiene como objetivos incorporar al ordenamiento jurídico un nuevo contrato, denominado “acuerdo de vida en pareja”, y regular los derechos y obligaciones que adquirirán quienes lo suscriban. 



Para la celebración del referido contrato, tanto las parejas heterosexuales cuanto las homosexuales que conviven actualmente o que deseen vivir juntas en el futuro podrán acogerse a este estatuto, que, siendo distinto del matrimonio, les permitirá prestarse ayuda mutua, compartir una vida en común y resolver distintas cuestiones relacionadas con la administración de sus bienes y, también, con materias sucesorias.



En este punto, es importante asimismo recordar que, según los datos proporcionados por el Ejecutivo -quiero connotar que estuvieron presentes en la Comisión la Ministra Secretaria General de Gobierno, señora Cecilia Pérez; el Subsecretario de esa Cartera, don Mauricio Lob, y varios asesores gubernamentales-, actualmente alrededor de dos millones de personas heterosexuales u homosexuales conviven y tienen que enfrentar muchos problemas de discriminación y de postergación que debemos subsanar.



Se trata de verdaderas relaciones de familias, distintas de las tradicionales, a cuyos integrantes hemos de reconocerles su dignidad y la posibilidad de constituir, bajo el amparo del Derecho, vínculos estables que les permitan superar las dificultades cotidianas que deben enfrentar.



Aprobar este proyecto de ley no supone constituir un matrimonio de segunda clase o propender al matrimonio igualitario. 



El nuevo contrato se denomina “acuerdo de vida en pareja”, y podrán celebrarlo dos personas naturales con el propósito de regular los efectos jurídicos derivados de su vida afectiva en común.



El referido acuerdo generará entre las partes los derechos y obligaciones que establece la ley en proyecto y les conferirá a los contrayentes un estado civil nuevo.



Igualmente, cabe destacar que dicho contrato se podrá celebrar ante un notario o ante un oficial del Registro Civil e Identificación, Servicio que además llevará un registro de las uniones respectivas y vigilará que no las celebren quienes estén impedidos de hacerlo. 



Los conflictos que surjan entre las partes deberán ser resueltos por los tribunales de familia, órganos jurisdiccionales encargados de zanjar los problemas registrados en el ámbito de las relaciones de familia o vinculados con el estado civil de una persona.



El Ejecutivo había propuesto que las controversias fueran de competencia de los tribunales civiles. 



Asimismo, aprobamos normas para la administración de bienes comunes.



En esta materia seguimos la propuesta del entonces Senador Allamand, ahora Senador electo, según la cual ambas partes conservarán la propiedad, el goce y la administración de los bienes adquiridos a cualquier título antes del contrato y de los que adquieran durante la vigencia de este, a menos que se sometan expresamente a las reglas de la comunidad establecidas en el artículo 8° de la ley en proyecto.



Por otra parte, acordamos disponer que los contratantes se deberán ayuda mutua y estarán obligados a solventar los gastos generados por su vida en común, conforme a sus facultades económicas y al régimen patrimonial existente entre ellos.



En materia sucesoria, proponemos que cada contratante sea legitimario del otro y concurra en la herencia de la misma forma y con los mismos derechos que le corresponden al cónyuge sobreviviente.



El término del acuerdo de vida en pareja pondrá fin a todas las obligaciones y derechos cuya titularidad y ejercicio deriven de la vigencia del contrato.



Por último, sugerimos la aprobación de un conjunto de normas que tienen por finalidad adecuar diversas leyes de carácter civil, penal, procesal y de seguridad social, para hacerlas concordantes con las disposiciones de la iniciativa en debate.



Señor Presidente, se trata de un proyecto de ley importante -por cierto, podrá ser perfeccionado durante la discusión particular-, que constituye un paso significativo en el sentido de dar un estatuto a muchas personas que en la actualidad carecen de protección y reconocimiento legales.



Ahora, señor Presidente, voy a ocupar el tiempo que me corresponde como Senador, por cuanto ya terminé de informar este proyecto en representación de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia.



Señor Presidente, con las indicaciones de la Senadora Alvear (algunas las presentamos conjuntamente) pudimos avanzar en el texto que hoy se somete a la Sala para su aprobación en general, cuyos contenidos más relevante son, sin duda, los que mencionaré en seguida.



En primer término, quienes suscriban el acuerdo de vida en pareja adquirirán el estado civil de conviviente.



Ello constituye, a no dudarlo, un avance con relación al proyecto inicial, pues implica reconocerles a los contratantes el real significado del acuerdo de vida en pareja. Porque no solo se trata de aspectos patrimoniales. Además, se regulan relaciones de familia. Y las relaciones de familia generan un estado civil diferente del de soltero que se proponía en el proyecto del Ejecutivo.



Los integrantes de la pareja, entonces, dejan de estar solteros una vez que deciden celebrar el acuerdo en comento, y la ley les reconoce su nueva situación jurídica: la de conviviente.



En segundo término, con la Senadora Alvear deseamos, vía indicaciones, modificar la forma de celebrar el acuerdo de vida en pareja.



No queremos que la celebración del referido acuerdo quede radicada en las notarías. En manos de ellas deben estar las contrataciones civiles y comerciales, las declaraciones notariales, los testamentos, las autorizaciones, las legalizaciones. No nos parece que el acuerdo de vida en pareja deba celebrarse al igual que un contrato de arrendamiento, por ejemplo.



Buscamos que sea el Registro Civil el organismo competente para celebrar los contratos en comento, ya que ese es el servicio donde se inscriben los cambios de estado civil y se llevan a cabo los actos modificatorios.



Por lo tanto, ese es el lugar donde debe celebrarse el acuerdo de vida en pareja, aparte lo relativo a publicidad, oponibilidad a terceros, etcétera.



En seguida, quisimos mantener las formas de terminación del acuerdo de vida en pareja que consignaba el proyecto original. Sin embargo, discrepamos extensamente en cuanto al término unilateral. Y esperamos poner de manifiesto, a través de una indicación durante el debate en particular, la necesidad de notificar la decisión pertinente conforme a las reglas procesales en vigor, pues nos parece que la manera de notificación que prevé la iniciativa en discusión no cumple en cuanto al respeto y la consideración que debe haber para con el contrayente al que se le concluye su vida en pareja, ya que basta -por ahora- la mera declaración del conviviente que desea ponerle término.


A continuación, pudimos dar un paso importante en materia de regímenes patrimoniales. No alcanzaré a entregar todo el detalle. Puedo decir, sí, que en la comunidad de bienes incorporamos los inmuebles, que no se consideraban en el texto primitivo.



Establecimos luego que los tribunales de familia, y no los civiles -lo dije antes-, resolverán los conflictos que se susciten.



Acá no estamos hablando de bienes, sino de personas que necesitan reconocimiento. Por eso el acto ante un oficial del Servicio de Registro Civil.



Entonces, pensamos, por una razón de dignidad, que los problemas que surjan han de ser resueltos por los tribunales de familia.



Tenemos de otra parte lo concerniente a la compensación económica, a los efectos sucesorios. No alcanzo a dar el detalle. Todo se halla consignado en el informe.



Pero sí quiero decir lo que sigue, señor Presidente.



El año anterior nos tocó legislar en torno a la antidiscriminación, y, en verdad, sentí vergüenza cuando sectores conservadores hablaron en contra por el hecho de que nosotros queríamos proteger a las víctimas de discriminación arbitraria, con nombre y apellido: por orientación sexual, por identidad de género. Y hubo oposición.



Aquello me pareció increíble, tal como me pareció increíble que en el pasado algunos se opusieran a la ley de filiación, a igualar la condición de todos los hijos.



Señor Presidente, en estos proyectos de ley hemos aprendido mucho: a ser más tolerantes, a ser más respetuosos, a entender la realidad de personas que no tienen nuestra condición.



Cuando uno escucha a esas personas, cuando dialoga con ellas, cuando las entiende, se da cuenta de que debieran tener un reconocimiento por parte del Estado.



La iniciativa en debate regula la situación de los heterosexuales, pero también la de los homosexuales. Y es especialmente significativa para estos últimos, pues hoy día la sociedad no los hace objeto de ningún reconocimiento.



Lamento mucho que sectores conservadores se opongan a este proyecto de ley. Los respeto. ¡Pero lo lamento!



Nosotros debemos legislar para todos los chilenos.



Como decía Chesterton, cuando uno va a la iglesia le piden que se saque el sombrero, pero no la cabeza.


No podemos dejar de pensar por nosotros mismos en que hay personas que merecen reconocimiento, dignidad, respeto.



Por eso, no da lo mismo el acto ante un oficial del Servicio de Registro Civil.



No da lo mismo la actuación de los tribunales de familia. Es relevante que el acuerdo de vida en pareja se reconozca como una forma de familia.



No da lo mismo la manera como se termina el contrato celebrado.


Reviste gran importancia que el acuerdo de vida en pareja constituya estado civil, con nombre y apellido.



¡Cómo va a haber viudos, solteros, separados y anulados y se podrá decir que quienes celebren un acuerdo de vida en pareja son solteros!



No son solteros: son personas que toman una opción de afecto, de vida en común; que quieren estabilidad para su existencia; que desean expresarse amor, y que necesitan regular los aspectos patrimoniales, los sucesorios, en fin.



¡Cómo no va a ser vergonzoso que, si un homosexual se enferma, su familia biológica le impida a su pareja visitarlo en el hospital o en la clínica, o si fallece, que no le permita participar en las decisiones sobre el funeral!



¡Eso es discriminatorio, avergüenza!


Señor Presidente, así como en el pasado tuvimos que legislar en materia de filiación y de matrimonio civil con divorcio, y así como debimos establecer sanciones contra la discriminación arbitraria, espero que hoy día la Sala del Senado esté a la altura de las circunstancias y piense en todos los chilenos, pero además en la realidad de miles de parejas que necesitan respeto y, principalmente, reconocimiento.



Reitero que no solo estamos regulando bienes muebles e inmuebles: también estamos hablando de personas que merecen reconocimiento, que desean construir una vida en común, que quieren formar una familia.


¡Sí, señor Presidente: una familia! 



Probablemente, no es la forma tradicional de familia. Pero es una forma de familia que merece reconocimiento.



Por eso, espero que hoy día estemos a la altura de las circunstancias y votemos favorablemente.



Llevamos tres años con este proyecto de ley. Partió la Senadora Soledad Alvear, sin que el Gobierno colocara urgencia. Y escuchamos a todo el mundo. Nos costó mucho que el Ejecutivo hiciera presente la urgencia, pues, según entiendo, había diferencias dentro de la Alianza; pero finalmente ello se concretó.



Eso lo valoro: en el Presidente Piñera, así como también en la Ministra señora Pérez, aquí presente, y en el Subsecretario señor Lob, quienes han estado comprometidos con el proyecto. Y agrego, por supuesto, a los integrantes de la Comisión, que realmente trabajamos con altura de miras.



Así que espero que podamos aprobar el proyecto en general y que se fije un plazo breve para formular indicaciones, a fin de poder mejorar algunas materias en el segundo informe.



He dicho.

El señor CANTERO.- Solicito que se abra la votación, señor Presidente.

El señor WALKER (don Ignacio).- De acuerdo.

El señor PÉREZ VARELA.- Pido segunda discusión.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora PÉREZ (Ministra Secretaria General de Gobierno).- Señor Presidente, señores Senadores, agradezco la posibilidad de que después de tanto tiempo la Sala trate por primera vez la aprobación en general de la iniciativa, sobre la base de la fusión de dos proyectos y la idea en particular de uno de ellos, al que se comprometió el Primer Mandatario, Sebastián Piñera.



Antes de referirme al texto deseo brindar un reconocimiento a la labor realizada en la Comisión por los Honorables señores Espina y Patricio Walker, señora Alvear y señores Carlos Larraín y Hernán Larraín.



Ello lo extiendo a la representación de distintas instituciones y grupos que, durante estos tres años, pudieron manifestar su punto de vista sobre el asunto desde el mundo de las iglesias católica y evangélica, pero también desde el de la sociedad civil, caso en el que se encuentran entidades expresivas de la diversidad sexual como MOVILH e Iguales.



El Presidente Sebastián Piñera asumió la exigencia de que su Gobierno buscaría la manera de resolver la situación de desmedro patrimonial en que se encontraban las parejas de hecho. El proyecto formal al respecto fue el presentado en agosto de 2011 y es al cual queremos convocar al Senado para poder seguir avanzando y que prontamente sea una realidad.



El corazón de la normativa en examen es solo uno: entregarles dignidad a todas las familias, comprendidas aquellas que no obedecen, como en el caso que nos ocupa, a un vínculo dado por el matrimonio o los hijos, pero que son fruto del amor y merecen contar con cuanto respete la dignidad de la relación.



La iniciativa pretende hacer visible y evidente algo existente hace muchos años en nuestra sociedad. Para nadie es un secreto que muchos tipos de familia se construyen en torno a la convivencia y a un sentimiento y no están ligadas necesariamente por una unión formal.



Sabemos, por la encuesta CASEN, que alrededor de un millón de parejas, de un total de tres millones, son de hecho. Estamos haciendo referencia, entonces, a un tercio de ellas en nuestro país. Ese millón de parejas que conviven, heterosexuales y homosexuales, involucran a dos millones de personas adultas.



La postura de nuestro Gobierno, así como ha sido clara en señalar que necesitamos abordar los aspectos de desmedro patrimonial y de dignidad, ha expresado, con la misma firmeza, que el matrimonio es solo uno y, por esencia, entre un hombre y una mujer. El Presidente de la República y los Ministros hemos insistido en reiteradas oportunidades sobre el particular y abogado por la defensa de la institución matrimonial. Pero, tal como lo expuse, del mismo modo que le atribuimos importancia a la defensa de la familia tradicional o nuclear, de padres unidos por vínculo matrimonial e hijos, nuestro país debe hacerse cargo -y, por eso, queremos pedir la anuencia del Senado para seguir adelante- de otras múltiples formas o expresiones en este ámbito: la familia monoparental, la extendida, la que es fruto de la convivencia, la de parientes consanguíneos.



La idea de nuestro proyecto de ley que crea el acuerdo de vida en pareja es justamente la de reconocer la existencia de estas familias y darles dignidad y respeto para que cuenten con el apoyo del Estado. Es nuestra obligación incorporarlas a la institucionalidad.



En este punto quiero destacar algo que dijimos durante el histórico debate acerca de la iniciativa contra la discriminación. Todos sabemos que los seres humanos no somos iguales, pero ello no debe ser motivo para discriminar, mucho menos en relación con el tipo de unión, de vínculo, entre dos personas.



Señores Senadores, abrigamos la convicción de que tenemos que configurar un solo Chile. Y la iniciativa en examen es un gran paso en el camino de unidad y de respeto hacia lo que nos hace distintos. No podemos tapar el sol con un dedo. No podemos ocultar una realidad evidente callando su existencia o por la vía de hacernos los desentendidos. Nuestro país es diverso, y esa es una de nuestras riquezas, de nuestras fortalezas.



Podemos tener diferencias -lo hemos visto en el debate sostenido en la Comisión de Constitución-, y en democracia uno las agradece, pero, de la misma forma, también siente que llega el momento en que se requieren definiciones. Y luego de tres años, le solicitamos a esta Corporación, como Gobierno, en representación del Presidente Sebastián Piñera, que podamos seguir progresando en esta discusión, que por largo tiempo han esperado muchos chilenos.



Muchas gracias.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Puede intervenir el Honorable señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, el proyecto de ley que crea el acuerdo de vida en pareja nos plantea, no solo como Senado, sino también como sociedad, un conjunto de temas nuevos, de dificultades y de inquietudes que es necesario asumir y abordar.



No es fácil hacerlo, por muchas consideraciones que quizás obedecen a raíces históricas y visiones culturales, y tal vez por eso ha demorado tanto el trámite legislativo.



A veces las iniciativas no avanzan, no por mala voluntad, ni por flojera, ni por negligencia, sino porque ello resulta difícil en materias delicadas y complejas. Esta lo es, y, por eso, se ha ido desplegando bastante esfuerzo. Hemos trabajado con mucha honestidad, con mucha transparencia, porque queremos buscar soluciones a un problema real.



Histórica y tradicionalmente, la sociedad se ha estructurado en torno a la familia fundada en el matrimonio, entendido este como una institución basada en la relación, estable y permanente, entre un hombre y una mujer; en un compromiso de duración indefinida. Este ha sido el eje sobre el cual se ha configurado nuestra vida social, y, sin lugar a dudas, ha sido y sigue siendo la mejor manera conocida de llevar a cabo la formación y crianza de los hijos, de proporcionarles educación, de velar por su conversión en mejores personas.



Sin embargo, los tiempos han pasado, y no en vano. Se ha verificado una transformación muy significativa. Tanto es así, que hoy día menos de la mitad de los hogares están regidos por una familia de carácter tradicional o nuclear. Y, por lo tanto, estamos frente a una realidad que, desde un punto de vista sociológico, ha cambiado radicalmente.



Los hogares monoparentales -es decir, aquellos en que una sola persona hace de jefe de familia, la cual normalmente es la mujer- han superado el 35 por ciento, y en los sectores más vulnerables, en cuanto al aspecto socioeconómico, el porcentaje es aún mayor.



En consecuencia, no podemos seguir pensando en nuestra sociedad solo desde la perspectiva de la familia tradicional, como si no existieran otras realidades. Eso nos hace considerar el proyecto desde otro ángulo. Como lo hizo presente la señora Ministra, dos millones cien mil personas viven en pareja, registrándose 35 mil uniones homosexuales, las cuales se encuentran en una situación sin regulación, sin reconocimiento de la ley.



El deterioro del concepto de familia tradicional debe llevar a procurar la mayor solidez posible en ese aspecto y una rectificación; pero ello no puede excluir que la sociedad se haga cargo de estas nuevas realidades.



Por lo tanto, ¿se justifica legislar sobre un acuerdo de vida en pareja? Desde mi punto de vista, sin lugar a dudas que sí.



Primero, constituye una situación de hecho que, considerando su naturaleza -involucra a personas unidas por lazos afectivos-, requiere una solución digna que la reconozca desde una perspectiva humana.



Pero, adicionalmente, existe una necesidad de justicia. Porque, cuando las parejas se terminan, por la razón que sea -muerte, desavenencia, voluntad de una o de ambas partes-, las relaciones jurídicas duraderas generadas en ellas dan lugar a problemas que hoy no encuentran una salida al amparo de la ley. No han obtenido un reconocimiento, y menos van a contar con una solución. Mas, de hecho, eso no obstaculiza ni impide reclamaciones, controversias, lo que se busca resolver por la vía de los tribunales. Y lo que ocurre es que las decisiones judiciales son diversas, y, por lo tanto, se generan un espacio y un horizonte extraordinariamente negativos.



Dicho lo anterior, y siendo muy honesto y consecuente con lo que pienso -probablemente son conclusiones que no comparten los demás, lo que acepto-, la pregunta que cabe hacerse es si la necesidad de regular los acuerdos de vida en pareja es igual para personas del mismo sexo y para personas de distinto sexo.



Sé que muchos no coinciden -repito- con mi punto de vista. Lo respeto. Mas pido que también se respete mi posición, porque quiero buscar una solución digna, ajustada a la realidad jurídica de la situación de que se trata.



En verdad, existiendo el matrimonio para personas de distinto sexo, creo que no pareciera justificarse un acuerdo de vida en pareja para este tipo de convivencia. Si ellas ya disponen de dicho vínculo, ¿para qué quieren una institución distinta? ¿Para qué se necesita? ¿Cuál es la urgencia, desde el punto de vista de los hechos, en regular para esa situación este otro sistema?


Si estuviéramos en el escenario de una unión indisoluble, como existió durante muchos años en Chile, quizás la medida se podría considerar. Si no hubiera una regulación para los hijos nacidos fuera del matrimonio, a quienes les corresponden los mismos derechos de los nacidos dentro de este, también podría concurrir una justificación. Pero no es el caso.



Por lo tanto, si un hombre y una mujer que conviven de hecho quieren formalizar su relación, disponen del matrimonio.



La necesidad de una normativa me parece pertinente, entonces, para parejas del mismo sexo y no para las otras.



Nos encontramos frente a una cuestión en torno a la historia del vínculo matrimonial que ha sido muy debatida. La discusión jurídica decía relación con si la naturaleza de este era contractual o institucional. Explayarse sobre el particular sería de mucho interés, pero, por el tiempo, no puedo intentarlo.


Se ha concluido que se trata de una institución, porque una buena parte de sus regulaciones, por hallarse los hijos involucrados, escapa a la voluntad de los contrayentes, y ello determina que estos no pueden alterar las reglas del juego y, por lo mismo, que no sea simplemente un contrato.



No sucede igual con otro tipo de relaciones de pareja, las que sí se pueden reglar de distintas maneras. La ley puede suplir la voluntad de las partes, pero la regulación misma puede quedar entregada al contrato. Y si media un reconocimiento legal, con mayor razón.



Dicho de otra manera, si existiera en Chile el matrimonio igualitario o entre homosexuales, estoy seguro de que esas personas o quienes promueven la idea no necesitarían un acuerdo de vida en pareja.



Ahora bien, estimo que se trata de instituciones distintas. Por eso, no soy partidario de dicho matrimonio, pues creo que el vínculo está determinado para un hombre y una mujer, por las consecuencias a que da lugar, y que lo que falta regular es una institución con un estatuto jurídico propio, diferente, para las relaciones de personas del mismo sexo. Esto último es lo que se llama “acuerdo de vida en pareja”. La que he señalado es la razón por la cual aprobaré en general la iniciativa.



Por lo demás, hay diversos modelos. En Francia se ha regulado de la manera aquí propuesta, con un acuerdo de vida en pareja para el mismo sexo o para distinto sexo. Pero en Alemania se ha establecido un modelo que se acerca a la que juzgo la mejor fórmula, es decir, la del matrimonio, para las parejas de distinto sexo, y la del acuerdo, o como se llame, para las del mismo sexo.



Una realidad que también tenemos que regular es la de que, a pesar de la existencia -lo digo por otros países- del matrimonio, del acuerdo de vida en pareja o de lo que sea, algunas convivencias de hecho normalmente no quieren una formalización de esa índole. Y estimo importante que la ley lo asuma. Es decir, en este caso igualmente se originan problemas jurídicos que hoy la legislación no considera. Porque, aunque se contemplaran el acuerdo, la unión igualitaria, el matrimonio y todas las instituciones que se deseen, habrá siempre personas del mismo sexo o de distinto sexo que no optarán por ellos. Y el ordenamiento no puede permanecer ciego ante esa realidad.



En consecuencia, propongo que el proyecto asimismo incluya normas supletorias para la situación de parejas que, conviviendo de hecho, no quieran la formalización, pero que dan lugar a relaciones que necesitan soluciones justas, adecuadas.



Por lo tanto, votaré a favor de la iniciativa e intentaré, a través de indicaciones, regular una y otra institución, con sus respectivos estatutos jurídicos: el matrimonio, para personas de distinto sexo, y el acuerdo de vida en pareja, para personas del mismo sexo. Y procuraré, adicionalmente, hacer otro tanto con la situación de convivientes de hecho que no quieran formalizar su relación, a fin de establecer normas supletorias al respecto.



Me parece que ello es justo y atiende a la dignidad de las personas. La diferencia entre las dos instituciones no puede considerarse discriminatoria -sé que algunos lo piensan así-, porque el Derecho debe proveer soluciones adecuadas a la naturaleza de cada realidad jurídica. Y en este caso hay realidades jurídicas diferentes.



Mi pronunciamiento apunta a tratar de avanzar, de aportar en alguna forma, y espero que a través de indicaciones lleguemos a una propuesta que recoja lo que he planteado, que coincide también, por lo que he podido conversar, con la opinión de otros Senadores.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, estoy muy contenta de que hoy ya nos encontremos debatiendo sobre el proyecto en la Sala.



Son demasiados años los que hemos estado en la Comisión de Constitución escuchando opiniones de la más diversa índole, de distintas personas y organizaciones, acerca de la materia. También han intervenido profesores de Derecho Civil, de Derecho de Familia. De igual forma, instituciones se han inclinado por la aprobación o el rechazo del texto.



Y en el transcurso de esas sesiones pude conocer argumentos similares, a favor o en contra, tal como ocurrió cuando me tocó tramitar la iniciativa sobre filiación, o bien, como Presidenta de la Comisión de Constitución, la atinente a la antidiscriminación.



Todos sabemos en qué sociedad estamos insertos.



Todos nos hallamos enterados de la cantidad de hijos que en nuestro país están naciendo fuera del matrimonio -más del 60 por ciento-, lo cual da cuenta de una realidad: en Chile hay muchísimas parejas que conviven sin casarse. Nos guste o no, es una situación que como legisladores debemos asumir. Y otra realidad que también existe en nuestro país es la necesidad de regular las uniones entre personas homosexuales. 



En la Comisión de Constitución se produjo una larga discusión en torno a si el acuerdo de vida en pareja debía contemplar las uniones homosexuales y también las heterosexuales. Y esa será la primera definición que el Congreso Nacional deberá tomar. Yo, señor Presidente, soy abiertamente partidaria de que rija para unas y para otras, porque, si solo considerara a las primeras, significaría mantener una discriminación arbitraria en nuestro país que no me parece atendible ni justificable.



Estoy conteste en que resulta fundamental, entonces, procurar reglas para que ambas uniones puedan estar reguladas por un estatuto jurídico que contemple las diferentes situaciones que comprende el acuerdo de que se trata, que es mucho más que un contrato patrimonial. Y esto último también hay que destacarlo.



Asimismo, es importante mencionar que hay numerosas parejas heterosexuales que están conviviendo. Y me parecería absurdo que no regulásemos ese tipo de relación, que se da con bastante frecuencia. En la Comisión lo hice presente con un ejemplo muy claro y conocido: el de una pareja de la comuna de La Pintana que convivió 30 años. En ese lapso conformaron una vida en común y tuvieron descendencia. Ambos trabajaron siempre. Y resulta que al fallecimiento del padre, los hijos dejaron fuera de la casa a su madre, sin ningún bien y sin ningún derecho. Una situación dolorosa y lamentable. Por ende, cuando se sostiene que este acuerdo solamente es necesario para las uniones homosexuales, estamos olvidando un número significativo de vínculos heterosexuales que igualmente requieren reglas para normar aspectos patrimoniales y familiares.



Sobre el particular, voy a hacer presente un segundo elemento. 



Cuando legislamos sobre un acuerdo de vida en pareja, no estamos hablando de un contrato de compraventa o de arriendo, sino de un contrato muy trascendente que regula, indudablemente, situaciones patrimoniales, pero también relaciones familiares. Por ello, estimo fundamental -y voy a insistir en el punto a través de indicaciones cuando veamos el proyecto en detalle- que el instrumento sea suscrito ante un oficial del Registro Civil. No puede ser suficiente que se celebre ante un notario. No se trata -insisto- de un contrato de arriendo, sino de uno que genera lazos afectivos, familiares y, sin duda, patrimoniales. 



De ahí que es necesario que exista un registro de acuerdos de vida en pareja (así como ya los hay para los nacimientos, para las defunciones, para los matrimonios) que contemple este tipo de relación, tanto para parejas heterosexuales como para uniones homosexuales. 



Ello es crucial, además, para que el contrato sea conocido y produzca efectos frente a terceros. Si el acuerdo es suscrito ante un notario y la pareja, sea heterosexual u homosexual, contrae obligaciones respecto de terceros, ¿cómo estos van a tener conocimiento de que las adquieren con una pareja si no existe un registro público de aquella unión? Esto, entonces, resulta esencial no solo para la pareja, sino también para quienes contratan con ella. 



En consecuencia, voy a insistir en que el AVP sea celebrado ante un oficial del Registro Civil y que haya un registro especial para tales efectos, por el bien tanto de los interesados como de terceros.



En tercer lugar -y esto se va a dilucidar probablemente en votación dividida, tal como lo fue dentro de la Comisión-, me parece imprescindible que el acuerdo de vida en pareja genere estado civil. ¿Es lógico, señor Presidente, que los individuos que suscriban uno de estos instrumentos se mantengan como solteros? ¡Es absurdo! Tienen que pasar a ser convivientes, y así deben quedar inscritos en el registro especial que se cree para los acuerdos que se celebren. De tal manera que, así como hay relaciones de matrimonio y esposos, viudos, viudas y separados, también habrá ahora convivientes. 



Por eso, es fundamental que se genere un nuevo estado civil. 



A su vez, resulta elemental que los conflictos que se originen con motivo de la existencia de estas uniones sean resueltos por los tribunales de familia y no por tribunales civiles, como establece la propuesta del Ejecutivo y la del ex Senador Andrés Allamand. No me parece adecuado que sean los juzgados civiles los que zanjen ese tipo de controversias. Recuerdo que no estamos frente a un contrato de arriendo o de compraventa, sino ante un contrato de familia, por lo que deben ser tribunales de esta naturaleza los que conozcan de tales asuntos, en atención a que cuentan con el personal competente y adecuado para dilucidarlos.



Por otra parte, señor Presidente, considero fundamental que las personas que suscriban un AVP puedan optar por distintos regímenes patrimoniales, cuestión que también generó discusión a nivel de Comisión. Y ello, considerando que estamos frente a un contrato.



Por último, en materia sucesoria -y a diferencia de lo que plantean el proyecto del Ejecutivo y el del ex Senador Allamand-, me parece vital -presenté una indicación al respecto- que el conviviente sobreviviente pueda heredar en las mismas condiciones en que lo hace el cónyuge sobreviviente. A mi juicio, es de entera justicia. El ejemplo de la mujer de La Pintana, que convivió 30 años con su pareja y quedó completamente excluida de los bienes de la herencia, es de una inequidad brutal. Esto debe ser reparado, para que el conviviente sobreviviente pueda suceder al conviviente fallecido en la misma forma en que lo hace el cónyuge sobreviviente.



Termino señalando, señor Presidente, que considero primordial el hecho de que podamos regular y avanzar en esta materia, a fin de hacernos cargo de una realidad que se da en nuestro país tanto en parejas heterosexuales como en uniones homosexuales.



Votaré favorablemente el proyecto, el que, en mi opinión, representa un gran avance para nuestra sociedad.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, quiero partir lamentando mucho que se haya pedido segunda discusión, por cuanto ello es contradictorio con lo que señalan tanto la Ministra vocera de Gobierno como el Ministro Larroulet en cuanto a que este es un proyecto fundamental para la actual Administración y que esperan que sea el Presidente Piñera el que promulgue la ley al término de su mandato. Sin embargo, la bancada de la UDI -en todo su derecho, por cierto- ha decidido hacer uso de ese recurso reglamentario, lo que se opone a aquello, pues significa que la iniciativa seguirá viéndose en enero, y todos sabemos que en febrero hay receso parlamentario.



Por eso yo, con mucha humildad, le solicito a la coalición gobernante que sea más coherente en su accionar, porque después el Ministro Larroulet puede acusarnos a nosotros, la Oposición, de estar obstaculizando la agenda legislativa del Gobierno. 



Estamos ante algo bastante paradójico. Yo le estoy pidiendo a él que ponga “discusión inmediata” al proyecto sobre regionalización; acabamos de despachar, más bien con los votos de la Nueva Mayoría, una normativa en materia de farmacias y medicamentos, y hoy queremos sacar el acuerdo de vida en pareja, ojalá para que el Presidente Piñera se luzca. No tenemos ningún problema en eso. Lo digo porque vi algunos twitters que decían: “Esperamos que los parlamentarios de la Nueva Mayoría no opten por aprobar esta ley durante el Gobierno de la Presidenta Bachelet”. ¡No! ¡Por el contrario! Queremos aprobarla ahora. ¡Ahora! Son los propios partidarios del actual Gobierno los que no desean hacerlo en este momento y darle una señal potente al país, a los dirigentes que nos acompañan y a las dos millones de personas que están siendo discriminadas en Chile, que no tienen protección social, que no tienen protección legal.



Sería bueno que mañana algún medio de comunicación publicara en alguna parte que no somos nosotros los que estamos bloqueando la agenda legislativa del Gobierno.



Enseguida paso a referirme al fondo del asunto.



Creo que este es un proyecto importante. Es un avance. Parto de la base de que estamos en un país profundamente conservador. Me gustaría saber qué piensa el 60 o 70 por ciento de la gente que no votó en las elecciones recientes. 



Si nos comparamos con Uruguay, con Argentina, veremos que estamos en un país donde no existe aborto terapéutico; que, por cierto, no tiene matrimonio igualitario -hoy debiésemos estar discutiendo más bien eso y no el acuerdo de vida en pareja-; un país que tampoco cuenta con una legislación adecuada en materia de drogas (aquí se criminaliza al consumidor, algo bastante absurdo, porque en el peor de los escenarios alguien podría pensar que el consumidor sufre un problema y hay que ayudarlo, rehabilitarlo, en fin). O sea, dicho de otro modo, este es un país que de alguna forma está siendo gobernado, e incluyo a todo este Hemiciclo, por el mundo conservador, por el mundo integrista, por mucha gente que vive de sus prejuicios, de sus temores y que pretende imponer su moral al resto de la sociedad.



¡Pero aquí estamos! 



Yo felicito el trabajo realizado por la Comisión de Constitución; también a las organizaciones -nos acompaña el MOVILH; no sé si está la Fundación Iguales-. Creo que han efectuado una labor muy importante al colocar este tema con mucha fuerza en la opinión pública. Se ha generado una masa crítica que hoy rechaza la discriminación, rechaza la intolerancia, rechaza la homofobia.



Este proyecto viene a resolver, de alguna manera, el problema que tienen, como bien lo decía la Senadora Alvear, no solo las parejas del mismo sexo, sino también las parejas de distinto sexo. Por ahí alguien presentará, seguramente, una indicación para que esta legislación solo considere a las parejas del mismo sexo, discriminando, una vez más, en una ley que pretende combatir la discriminación. 



Si así fuera, crearíamos un gueto: el de los homosexuales con su propio estatuto. ¡No! Esta ley debe resolver el problema de millones de personas que constituyen una familia, pues, aun cuando hoy muchas uniones no son matrimoniales, sí conforman una familia; se prodigan afecto; se proyectan hacia el futuro; hacen vida en conjunto, en comunidad; la mayoría de las veces viven bajo un mismo techo, tienen hijos y son heterosexuales. No quieren casarse, pero les asiste el derecho a contar con una herramienta que les permita un piso mínimo de estabilidad jurídica y emocional, que es lo que entrega este contrato, que -vale la pena aclararlo- no es un contrato comercial. 



Por eso, no soy partidario de que el AVP pueda celebrarse en una notaría. 



Hace poco fui a darle poder a un abogado en uno de esos establecimientos. La gente estaba realizando ahí diversos trámites: transfiriendo el dominio de un vehículo, en fin. Digo esto porque, a mi juicio, un acuerdo entre dos personas, dos seres humanos, que dice relación con su convivencia, con sus afectos, con sus emociones, con una vida en conjunto, compartida, merece un estatus y una dignidad que no pueden ser iguales a los de la compraventa de un automóvil. 



Por lo tanto, aquel acuerdo solo se podría constituir ante un oficial del Registro Civil. Es la única manera, además, de que comience a regir desde ese mismo momento. Porque alguien planteaba que primero había que acudir a una notaría y después a dicho Servicio, y que recién ahí el instrumento empezaba a valer. De hecho, al principio creo que el proyecto original exigía un año para que el acuerdo de vida en pareja comenzara a producir sus efectos.



Ese es un aspecto que, a mi juicio, debemos modificar, a fin de que el contrato solo se pueda celebrar ante un oficial del Registro Civil. 



También me parece que algo se ha avanzado en lo siguiente. En un comienzo se permitía que la extinción del acuerdo pudiera ocasionar una situación de indignidad hacia la persona con la cual se terminaba la relación. Pero se han hecho algunas correcciones.


Además, compartiendo lo expresado por la Senadora Alvear, pienso que en materia sucesoria deben aplicarse las mismas normas que rigen para el cónyuge de un fallecido. Vamos a presentar una indicación en ese sentido, porque hay un tema que no se ha planteado y que apunta a qué pasa cuando una de las personas que son pareja tiene hijos y una de ellas fallece. ¿Qué sucede con el niño que fue criado en el hogar común?



Por eso, vamos a apoyar una indicación que aborde la situación que se produce con la muerte de uno de los convivientes, sea el padre o la madre, según el caso, para que el otro pueda tomar la tuición de ese hijo -de hecho, algo ya está previsto en el artículo 200 del Código Civil-, igual como si se tratara de un matrimonio heterosexual. Porque aquí lo importante es el interés superior del niño, que debe ponderar el juez de familia. Es un aspecto fundamental que hoy no recoge el proyecto.



Ahora bien, con respecto al estado civil, es evidente que tiene que ser distinto. Si yo he suscrito un acuerdo de vida en pareja, no puedo casarme, no puedo contraer matrimonio. Por lo tanto, es lógico que debe crearse un estado civil nuevo, que no puede ser el de conviviente legal. Si así fuera, las personas que convivan y no celebren dicho acuerdo, ¿pasarían a ser convivientes ilegales?



En definitiva, hay una serie de elementos que es necesario modificar en esta iniciativa, la cual, sin duda alguna, constituye un avance importante en materia de derechos humanos, no solo, como dije en un comienzo, respecto de las minorías sexuales, sino también para las parejas heterosexuales que no cuentan con ningún tipo de protección.



Pongo énfasis especial, una vez más, en que el AVP no será un contrato comercial, de cualquier tipo. Estamos hablando de un contrato entre personas que se quieren y tienen un proyecto en común. Es conveniente tenerlo presente para cuando abordemos los distintos ámbitos de la vida de las familias.



Por último, señor Presidente, quiero anunciar que vamos a seguir trabajando para que en nuestro país todos los chilenos y chilenas sean iguales frente a la ley, modificando, de una vez por todas y para siempre, el artículo 102 del Código Civil, a fin de que puedan contraer matrimonio dos personas, dos seres humanos, y no necesariamente un hombre y una mujer. El género no puede ser ocasión para discriminar y cercenar algo que para mí es un derecho humano fundamental, como lo es el derecho a construir un matrimonio, una familia.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Como no hay más inscritos, daré por terminada la primera discusión, a menos que algún señor Senador desee hablar.

El señor LAGOS.- Yo quiero intervenir, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Puede hacerlo, Su Señoría.

El señor LAGOS.- Muchas gracias.



En primer lugar, señor Presidente, quiero señalar que voy a aprobar entusiastamente este proyecto de ley.



Creo que, cuando uno está en este oficio de la política, muchas veces gira en torno a temas que a la ciudadanía no le llegan. Pero este sí es uno que genera pasión, que genera opiniones diversas. Y me parece que ahora estamos dando un tremendo paso hacia adelante como sociedad.



No es el fin último. Todavía queda librar una dura batalla por el matrimonio igualitario en Chile. He presentado un proyecto sobre el particular, y estoy contento de que vea la luz. En mi opinión, no hay que ser mezquinos. Lo estamos analizando al término de esta Administración que lo asumió como un compromiso. Ha costado arribar a este punto. Sé que hubo mucha negociación y bastante presión para no ponerlo en tabla cuando correspondía. Lo bueno es que lo estamos haciendo ahora, lo que valoro sinceramente.



En mi opinión, hemos llegado hasta acá no por nosotros ni por el Gobierno. Hay un grupo importante de chilenos que han estado empujando tal iniciativa. Hay caras visibles de organizaciones que nos acompañan en las tribunas, como algunos representantes de MOVILH, de la Fundación Iguales y de ACCIONGAY. 



En cuanto a esta materia, afortunadamente, gracias a la madurez de la sociedad chilena, comienzan a superarse las divisiones políticas tradicionales.



Es cierto que las banderas de igualdad y de no discriminación se asocian con la Izquierda o la Centroizquierda en Chile. Sus integrantes son quienes han impulsado estos temas. Sin embargo, me doy cuenta de que en forma creciente se ha ido generando al respecto un mayor consenso y esta cuestión ya no es patrimonio de un sector político en nuestro país. Sin ir más lejos, lo percibimos en la última campaña presidencial: causó furor saber que efectivamente generó problemas al interior de un conglomerado. Pero eso ya es anécdota. Lo fundamental, como lo mencionó el Senador señor Rossi, es que muchos asuntos en Chile en la actualidad comienzan a verse con un prisma distinto, independiente de ser de Izquierda o Derecha. Ahora se trata de derechos en nuestro país. ¿Cuántos tenemos? Son múltiples. Está la interrupción del embarazo. Es cierto que hay un segmento políticamente más proclive, pero también se encuentran opiniones favorables en sectores tradicionalmente de Derecha. La despenalización del consumo de ciertas drogas, es algo transversal, al igual que los  derechos de los homosexuales. Sucede lo mismo con la cuestión medioambiental, que en un minuto estuvo asociada a visiones más progresistas y de Izquierda, contestatarias. Ahora  pasa a ser una inquietud que no es patrimonio de cierto sector político.



El proyecto de ley en debate apunta en tal dirección. Sé que para muchos es difícil digerirlo todavía; no lo comparten derechamente; piden segunda discusión, para que no se vote hoy día. Pero advierto que la sociedad avanza con un andar no cansino  y más rápido que las instituciones que nos impone esta agenda: ¡Nos impone esta agenda! Y yo concurro gustoso a aprobarla. 



No se trata de algo que tenga que ver solo con las parejas homosexuales. Yo estuve casado y ahora estoy anulado. Tengo una pareja desde hace 20 años. Y la iniciativa también regula esos efectos. 



¿Cuántas disposiciones hay en la legislación chilena que dicen relación con los cónyuges, pero que no se aplican a los convivientes? Es  así de sencillo.



Sin ir más lejos -lo refiero como anécdota-, cuando presenté mi candidatura a Senador, mi pareja fue designada vocal de mesa. Si hubiera sido mi cónyuge tendría que haber sido inhabilitada, pero como no lo era se envió una carta al Servicio Electoral, muy formal, con el patrocinio de un abogado de renombre de la plaza, para que ese organismo se pronunciase y nos dijera si la persona tal, que convive con fulano cual, candidato al Senado, podía desempeñarse como vocal de mesa. Hubo silencio en el Servicio Electoral. No supo qué responder. Y mi conviviente tuvo que presentarse como vocal de mesa, porque era su obligación. No podía excusarse, porque habría faltado a la ley.

El señor LARRAÍN.- ¡Por eso ganó…!

El señor LAGOS.- Fue por más de un voto, señor Senador.



O quizás el Honorable colega piensa que he tenido muchas convivientes y todas han sido vocales de mesa. ¡No!



El tema es hasta entretenido, porque cubre otros. 



¿Cuántos de nosotros tenemos alguna inhabilidad respecto de nuestros cónyuges en el Senado? Todos. No obstante, si se trata de convivientes, se acaba la inhabilidad. Entonces, aquí también se hace justicia, se repara, se equipara la legislación para todos. Porque también el contraer matrimonio, como se halla establecido en Chile, genera obligaciones e impedimentos. Y aquí también se hace justicia desde el otro lado respecto de un sector distinto. Esa no es una reflexión menor.



Me alegro, y lo reitero.



He sido un duro crítico de este Gobierno por las cosas que no ha hecho bien y que no comparto. Por eso, no puedo aceptar ni entender -como bien sostuvo el Senador señor Rossi- que respecto de una agenda que forma parte de un programa gubernamental, que tuvo un spot publicitario y con la cual se ganó una campaña, ahora se rasguen vestiduras y los obstruccionistas sean de un sector oficialista. 



En todo caso, eso obedece a una sola razón: un sector en nuestro país, representado por cierto partido, no alcanza a vislumbrar los cambios de la sociedad chilena. Afortunadamente, habemos varios más con distintas miradas -¡con distintas miradas!-  y que queremos ser parte de tales cambios. Algunos resisten estoicamente en esos partidos más conservadores y que son los que “dan  la nota alegre” cuando aprueban, por ejemplo, el voto de los chilenos en el exterior.



Con este tipo de legislaciones se mide si realmente estamos tomando el pulso a la ciudadanía para construir el Chile que queremos. 



En mi concepto, con esta legislación, vamos a dar un tremendo paso adelante. 



La materia en análisis no debiera rasgar vestiduras ni tampoco sacar aplausos en los sectores más vulnerables de Chile, porque no es algo prioritario. En ese aspecto, no me confundo. Prioritarias son la educación, la seguridad ciudadana, una salud adecuada, una legislación laboral decente. Pero no por no tener todo eso resuelto no vamos a seguir avanzando en aspectos que sí importan y que marcan una impronta acerca del tipo de sociedad que queremos.



Me alegra que este proyecto vaya a ser aprobado por todo el sector que abarca casi hasta la mitad del Hemiciclo: las bancas de enfrente. Eso significa un tremendo avance para el país y creo que puede ser un estímulo para quienes tienen una mirada un poco más reacia, en el sentido de que podrían tener una mirada retrospectiva y preguntarse cómo sintonizar con el Chile que viene.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Ha finalizado el Orden del Día. Para quienes están en las tribunas, esto significa que ha concluido una primera fase. En la próxima sesión se va a discutir nuevamente la iniciativa y harán uso de la palabra quienes no alcanzaron a hacerlo hoy, como los Senadores señores Tuma y Chahuán. Es probable que en esa misma ocasión se vote el proyecto. Suponemos que eso será el martes 7 de enero próximo.



--El proyecto queda para segunda discusión.




VII. INCIDENTES
HOMENAJE A CUERPO DE BOMBEROS DE SAN ANTONIO EN SU 100° ANIVERSARIO

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se encuentran presentes en las tribunas el señor Superintendente del Cuerpo de Bomberos de San Antonio y autoridades de dicha institución, quienes asisten al homenaje que el Senado le rendirá, con motivo de sus 100 años de fundación. 



Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.
El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente; señores consejeros regionales de San Antonio; señor concejal, don Danilo Rojas (quien también es bombero), que encabeza a las autoridades comunales y de la provincia de San Antonio; señor Superintendente del Cuerpo de Bomberos; señores directores de las compañías y unidades que lo integran; señores oficiales generales; señores voluntarios insignes y honorarios de las distintas compañías y unidades; señoras y señores:



En el mes de mayo de 1912, el Presidente de la República don Ramón Barros Luco, encabezó la ceremonia de colocación de la primera piedra del puerto de San Antonio en un lugar que solo era una localidad costera y que contaba con una población no superior a 20 mil habitantes.



Como ocurría en muchas otras ciudades del país, provistas de precarias estructuras, se producían diversos incendios que eran combatidos con elementos muy rudimentarios al no disponer de mayores recursos para dicho propósito.



Ante tan apremiante contingencia, destacados vecinos, con mucho espíritu solidario y visión de futuro, vislumbraron la necesidad de contar con un conjunto de personas que pudieran dedicarse en forma voluntaria -con absoluta abnegación y guiados solo por un desinteresado espíritu de ayuda a su comunidad- al ataque y extinción de los incendios que se produjeran.



Fue así como en la casa del doctor Esperidión Vera, el 5 de noviembre de 1913, se reunieron veinticinco personas residentes en la ciudad, entre los que cabe destacar a los señores Ladislao Guzmán, Alberto Barros, Domingo Murúa, Godofredo Santis, Juan Fuentes, Eduardo Reyes, Luis Oviedo, Eleodoro Manterola y otros que expresaron su voluntad de crear un cuerpo de bomberos “a fin de prevenir las funestas consecuencias que acarrean los incendios en la población y sus alrededores”. En ese mismo acto, se crea la Primera Compañía, con el lema “Honor y Trabajo”, y se adoptan para su funcionamiento los estatutos, reglamentos y sistema de operaciones del Cuerpo de Bomberos de Santiago.



Como toda institución que recién se crea, sus comienzos no fueron fáciles. Solo se contaba con el entusiasmo de sus voluntarios, quienes debían emplear una carreta con caballos facilitados por vecinos de la caleta de pescadores para cumplir su noble labor.



Por ello, sobrevino un período de breve decaimiento, hasta que con nuevos bríos, en 1926, gracias a la decidida acción de don Ignacio Errázuriz, se reactiva la actividad bomberil, logrando obtener en 1929 un carro bomba marca Ford. Y en 1930 se construye un nuevo cuartel institucional.



Habiéndose afianzado ya la existencia de la institución bomberil, el 27 de octubre de 1931 se funda la Segunda Compañía de la ciudad. Por aquella época, ya se contaba con estandartes institucionales y sus voluntarios vestían los uniformes correspondientes a las respectivas unidades.



Con motivo del terremoto que en el año 1939 afectó a Chillán y alrededores, varios voluntarios, en forma libre y espontánea, se dirigieron a la zona devastada a entregar su valiosa colaboración tanto en la remoción de escombros como en la extinción de los siniestros que se producían allí.



El 9 de julio de 1940, la Primera Compañía debe lamentar el fallecimiento del voluntario don Bartolomé Molina Manríquez, quien al entregar su vida en un acto de servicio, cumpliendo con su deber, se convierte en el primer mártir de la institución.



Entre los años 1940 y 1950, se logra renovar el material y sumar nuevas unidades y el 21 de mayo de 1956 se crea la Tercera Compañía, a la que se van integrando nuevos y entusiastas voluntarios.



Con posterioridad, en las décadas del sesenta y setenta se continúa con la modernización del material y el 19 de abril de 1976 se funda la Cuarta Compañía.



En el terremoto del 3 de marzo de 1985, que afectó fuertemente a la ciudad, las unidades y sus efectivos tuvieron una activa y destacada participación en la noble misión que los inspira.



Un ejemplo que es preciso destacar se dio en el terremoto y posterior tsunami del 27 de febrero de 2010, cuando un voluntario de la Tercera Compañía, con especialidad de buzo y rescatista, participa en el salvamento exitoso de la vida de tres personas en el camping de Llolleo, y posteriormente se traslada a Constitución para colaborar en la búsqueda de personas desaparecidas en el río Maule. Me refiero al también concejal de la comuna don Danilo Rojas Barahona, quien está hoy día presente y a quien aprovecho de saludar especialmente.



En la actualidad, la institución, sin perder su carácter esencial de contar con efectivos que presten sus servicios a la comunidad en forma totalmente voluntaria, se ha profesionalizado, gracias a las capacitaciones recibidas, y que cuentan con el apoyo fundamental de la Junta Nacional de Bomberos de Chile.



Así la Primera Compañía se ha especializado en rescate vehicular; la Segunda se enfoca en el rescate de alturas y acantilados; la Tercera tiene por finalidad el combate a las materias peligrosas, y la Cuarta destina fundamentalmente su acción a la extinción de incendios forestales.



Sin perjuicio de ello, las cuatro unidades están aptas para cubrir permanentemente todo tipo de emergencias, para lo cual disponen del material correspondiente y cuentan, asimismo, con un Grupo de Rescate Anfibio y Brigadas Juveniles.



Su acción abarca, además de la comuna de San Antonio, las localidades urbanas de Barrancas, Llolleo, Tejas Verdes, Lo Gallardo y San Juan, y también las zonas rurales de Aguas Buenas, Malvilla, Leyda y Cuncumén.



Actualmente los esfuerzos del Cuerpo están dedicados a concretar la próxima construcción de su Cuartel General, como asimismo la reconstrucción del cuartel de la Tercera Compañía de Llolleo, que sufrió graves daños como consecuencia del fenómeno telúrico del año 2010. 



Sin lugar a dudas, junto con mi colega señor Lagos, vamos a apoyar esos esfuerzos para que los recursos se obtengan a la mayor brevedad.



Como se puede apreciar, la institución que nació a la vida en condiciones muy precarias hace un siglo, gracias al esfuerzo, sacrificio, entusiasmo, abnegación y solidaridad de sus miembros, se ha ido consolidando hasta transformarse en un cuerpo profesional que cumple a cabalidad con su función, reconocida con toda justicia por los miembros de las comunidades a las que sirve.



Porque la institución no solo es una organización de personas que tiene un fin determinado, al igual que la edificación que le sirve de sede, sino que es una idea concebida por una o más personas con el fin de llevar a cabo una obra que va reclutando adherentes y perdura en un medio social, conformando una organización acorde con su finalidad.



Y fue justamente eso lo que inspiró a sus fundadores: crear la institución y contar con un cuerpo de bomberos integrado por voluntarios para cumplir fielmente con su misión en la comuna de San Antonio y las localidades aledañas, fortaleciéndose con el paso del tiempo, experimentando y profesionalizándose en el cumplimiento de su deber.



Efectivamente, hay muchas temáticas en las cuales se debe seguir avanzando para dignificar la función de Bomberos. Hemos estado trabajando especialmente en aquello. Creamos la Comisión Especial de Bomberos en la Cámara de Diputados para hacer frente a asuntos tan importantes como la formulación de un estatuto de la actividad. También hemos presentado múltiples proyectos de ley que van en la dirección de facilitar el trabajo que los voluntarios realizan. Entre ellos figuran, por ejemplo, el que permite el libre paso por las plazas de peaje, que de alguna manera se han transformado a veces en obstáculos para llegar oportunamente a los lugares de incendio; el que declara inembargables los carros bomba, y, finalmente, el que buscaba -fue una lucha que di en mi gestión como Diputado- que el seguro de accidentes se pudiera cumplir a cabalidad, de manera que los bomberos que dan su vida o se sacrifican o generan sus propias incapacidades por cubrir un incendio, no tengan, lastimosamente, que golpear las puertas para que se cumpla con los seguros de responsabilidad civil contratados.



Quiero felicitar al Cuerpo de Bomberos de San Antonio. No todos los días una institución tan señera, abnegada y generosa cumple cien años de existencia. Por eso, junto con el Senador señor Lagos, hemos resuelto rendirle  un homenaje y entregarle una medalla de reconocimiento del Senado. Creemos que esto hace mérito al trabajo de cientos de voluntarios, pero también al de decenas de mártires que ha dejado partir el Cuerpo de Bomberos de San Antonio.



Estimados voluntarios, les entrego mis calurosas felicitaciones por este significativo aniversario, tan importante para vuestra institucionalidad, y hago votos para que el Cuerpo de Bomberos de San Antonio cumpla muchos años más, fiel a la idea que guió a sus fundadores, y que conserven el legado imperecedero que les dejaron, continuando invariablemente por la senda por ellos trazada.



He dicho.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente; señores Senadores; señor Comandante del Cuerpo de Bomberos de San Antonio; señores oficiales, directores y miembros de ese Cuerpo de Bomberos y autoridades que representan a nuestra querida comuna de San Antonio:



En la historia de Chile, como en la del resto del mundo, se encuentran escritos los nombres de cientos de personajes e instituciones que son recordados y homenajeados por sus grandes hazañas y sus aportes al desarrollo y, sobre todo, al engrandecimiento del país.



Pero existen también otros grandes héroes que, por años, han ejercido labores fundamentales para la seguridad de las ciudades y de las familias chilenas y cuyas proezas se mantienen en el anonimato, a pesar de su incansable y riesgosa labor, o solo salen a la luz pública cuando hay dramáticos hechos que recordar o lamentar.



Hace un mes, la Primera Compañía de Bomberos de San Antonio festejó sus primeros 100 años de existencia y servicio a la comunidad en el litoral central. Así conmemoró el nacimiento del Cuerpo de Bomberos de San Antonio, que inauguró sus funciones hace un siglo con no más que una carreta. Y hoy se encuentra constituido por cuatro diferentes compañías.



Cuenta la historia que, en noviembre de 1913, un grupo compuesto por 25 vecinos se reunieron en la casa del doctor Esperidión Vera Poblete para dar forma a esta idea surgida de la preocupación de algunos ciudadanos por la seguridad y la desprotección de la ciudad de San Antonio frente a los incendios.



De común acuerdo, convinieron adoptar, en general, la organización y el régimen del Cuerpo de Bomberos de Santiago. Establecieron la Primera Compañía de Bomberos de San Antonio bajo el lema “Honor y trabajo”.



En un “pedazo de terreno fiscal”, gestionado por don Eduardo Reyes Cox, se construyó el primer edificio de la institución en la comuna, con una implementación que no deja de ser particular y que quiero recordar hoy para destacar el avance que los bomberos de San Antonio han logrado a través de estos 100 años.



Gracias a la gentileza de don Juan Rojas Barahona, actual superintendente de bomberos de la ciudad, puedo hoy relatar parte de esa historia, que tiene simpáticos detalles:


“Y la campana sonó desde la plaza. Dos caballos se acomodaron y les pusieron sus arneses, siendo amarrados a una carreta que contaba con 12 baldes y 1 escala. El hombre tomó las riendas y se dirigió desde el costado de la Gobernación marítima, cerca de los baños Internacional, por la calle empedrada hacia la calle Virginia (hoy Centenario). El galope de los caballos, el crujir de los fierros y el ruido ensordecedor de los baldes era un espectáculo digno de recordar por la prisa que siempre llevaba esa carreta en los momentos que alguien requería de sus servicios. En caso de incendio la hora ni el día importaban.”.


Con los años, el galpón que acogió a la Primera Compañía de Bomberos se destruyó y fue abandonado.



Pero en 1926 el Cuerpo de Bomberos se reorganizó, destacando en esa tarea don Ignacio Errázuriz Larraín, y se adquirieron los primeros uniformes de trabajo.



En 1929, previo a la Gran Depresión, llega desde Estados Unidos una motobomba marca Waterous, que fue instalada en un vehículo Ford del año 1928 y bendecida por el cura párroco don Abel García Huidobro.



Y llegamos a 1930, año en que a la Primera Compañía de Bomberos de San Antonio llega la modernidad completa de la época: un teléfono “magneto” cuyo número para emergencias era el 71.



El 24 de enero de 1939 -hemos avanzado una década- un terremoto de magnitud sacude a Chillán y luego, a Concepción.



Decenas de incendios se fueron reportando en las ciudades afectadas, mientras el suministro de agua potable se encontraba deteriorado y cortado en varios lugares.



Los voluntarios de la Primera y de la Segunda Compañía de Bomberos de San Antonio acudieron a Concepción en ayuda de sus colegas, quienes estaban sobrepasados por la catástrofe, que dejó varias ciudades en el suelo. Por cierto, el viaje en esa época era en barco.


Muchos voluntarios destacaron en esa oportunidad en la ciudad penquista. Uno de ellos, don Bartolomé Molina, pasó a ser posteriormente el primer mártir del Cuerpo de Bomberos de San Antonio. 



Fue en 1940 que esa ciudad llora a su único mártir. La noche del 9 de julio suena la sirena acusando un amago de incendio que se estaba gestando en la peluquería Ideal, de avenida Centenario, lugar en el cual don Bartolomé Molina pierde la vida.



La modernidad llega con el tiempo gracias a los esfuerzos incesantes y a la pasión de los voluntarios. Esa es la fuerza que está detrás de esa institución. 



Se compraron nuevos carros, chaquetas y gorros; se modernizó el teléfono “magneto” con el número 71; se inauguraron nuevas compañías; se construyó un gimnasio para los bomberos, e incluso, en 1955, se bautizó un nuevo estandarte.



En 1953 la Municipalidad de San Antonio, cuyo alcalde era por entonces don Olegario Henríquez Escalante -entre paréntesis, “Olegario” es más fácil de pronunciar que “Esperidión”, aunque después fueron cambiando los nombres- designa al comandante Elías Obaid ciudadano honorario de la comuna tras cumplir más de 20 años en el cargo de comandante de la institución.



En 1973 se incorporó por primera vez a las mujeres en algunas labores de bomberos al conformarse la brigada femenina de la compañía, la cual, sin embargo, no era más que un grupo de apoyo, que no asistía a los incendios.



Pero el 27 de septiembre de 1993 -20 años después- la Tercera Compañía da un giro en su historia y acepta a la primera mujer bombero: Carolina Valenzuela, quien se convierte, además, en la primera en pertenecer al Cuerpo de Bomberos de San Antonio y a la que han sucedido otras tantas damas en representación de la valentía, la fuerza y el coraje reconocido de las sanantoninas.



Actualmente, la Primera Compañía de Bomberos tiene su cuartel en avenida Barros Luco, tras ser reorganizada en 1984.



La realidad actual del Cuerpo de Bomberos de San Antonio dista mucho de la de aquellos años, cuando una carreta con 12 baldes y una escalera atravesaba la ciudad con estrépito para acudir a una emergencia.



Ahora la institución cuenta con unidades especializadas, voluntarios capacitados, carros modernos y trajes especiales. 


Pero el corazón sigue siendo el mismo.



Por ello, deseo dedicar este homenaje a todos los bomberos de San Antonio, a los fundadores de la Primera Compañía, a su único mártir, a los que han pertenecido alguna vez a sus filas y a quienes forman parte de esa institución hoy, desde hace un año, un mes o una semana.



Mis respetos van a los voluntarios que llevan años de servicio y, también, a quienes comienzan este camino con orgullo y pasión, porque son el pasado y el futuro de tan noble institución en Chile.



En 100 años más se van a contar otras historias; habrá nuevas tecnologías en uso, y los relatos volverán a juntarnos en un homenaje similar a este.



Toda esta historia seguramente estará ya estampada en el libro que prepara don Juan Rojas Barahona, actual superintendente de bomberos de San Antonio, parte de cuyo texto me permití reproducir con mucho respeto por los 100 años de historia de ese cuerpo de bomberos y la labor especializada que llevan a cabo en la actualidad.


Muchas gracias.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Aprovecho de saludar al Cuerpo de Bomberos de San Antonio, a través de quienes están hoy acompañándonos en tribunas, por la conmemoración del centenario de su fundación.



Son hartos años. Ojalá sigan cumpliendo muchos más.



¡Bienvenidos! 



Espero que los reciban bien los dos Senadores que acaban de intervenir.



Como se ha ocupado casi todo el tiempo de la hora de Incidentes y solo un Senador ha pedido intervenir, en el turno de los Comités MAS y Partido Radical Social Demócrata, tiene la palabra el Honorable señor Navarro, por 4 minutos.

NECESIDAD DE SOLUCIÓN ANTE CRISIS SOCIAL POR ESCASEZ DE SARDINA, ANCHOVETA Y MERLUZA EN REGIÓN DEL BIOBÍO. OFICIOS

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, solicito oficiar a la Subsecretaría de Pesca, del Ministerio de Economía, para que nos informe sobre las condiciones del FAP (Fondo de Administración Pesquero) para resolver la grave crisis social que abarca a más de 2 mil pescadores pelágicos de la Región del Biobío, particularmente de las caletas de Coronel y del puerto de Talcahuano.



A las localidades anteriores, es necesario sumar las caletas de Coliumo, Cocholgüe y Quichiuto y las pertenecientes a la comuna de Tomé, que son reconocidas a nivel nacional por ser las principales pescadoras de merluza.



En ambos casos, se ha provocado una crisis debido a la depredación de los recursos pelágicos sardina, anchoveta y merluza, llevándolos a condiciones de tamaño y reclutamiento de especies en desove, lo que hizo imposible su extracción hace algunas semanas.



Se inició la pesca, pero se tuvo que decretar la veda biológica de manera inmediata.



Ese hecho no es casualidad ni producto del azar. 



El año pasado se extrajeron más de 600 mil toneladas, a pesar de que advertimos que el tamaño mínimo de captura para la sardina y anchoveta (entre 11 y medio y 12 centímetros) iba a provocar depredación y limitar la capacidad reproductiva del recurso. De hecho, entregamos informes sobre la situación en Perú, donde la veda biológica se decretó y se impidió la pesca de reclutas. Ello dio como resultado que hoy día en ese país se pesque libremente y en cantidad razonable, y que Chile deba soportar una crisis de empleo por la desaparición de los recursos pelágicos sardina y anchoveta.



Esto, señor Presidente, ha generado que la primera evaluación de la aplicación de la Ley de Pesca determine su más pleno fracaso.



No se consideró un fondo de protección social. Por tanto, es una normativa pensada más bien para cuando hay peces. Cuando no es así, “que Dios pille confesados a los pescadores”, porque no existe mecanismo alguno para resolver la crisis social que entonces se produce.



El futuro Gobierno de la señora Michelle Bachelet ha planteado realizar una evaluación inmediata de la Ley de Pesca. 


Solicito que se oficie a la Intendencia de la Región del Biobío; a los Municipios de Coronel, Talcahuano y Tomé, y a la Subsecretaría de Pesca, a fin de hacer presente la necesidad de determinar, de manera inmediata, antes del 31 de diciembre de este año, medidas de apoyo social para los pescadores pelágicos de dichas comunas. Tal solución equivale, aproximadamente, a 900 millones de pesos.



Antes de marzo, en enero y febrero, tendremos tiempo para discutir cuáles serán los mecanismos adecuados para brindar una ayuda a los pescadores y evitar una crisis social en el sector.



Hoy, señor Presidente, en Talcahuano y en Coronel una movilización paralizó el acceso a ambas ciudades. Quiero advertir que, si el Gobierno no da una pronta respuesta, esto puede transformarse en una grave crisis social y política en la Región del Biobío.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!



He dicho.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:36.



Manuel Ocaña Vergara,



Jefe de la Redacción
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ACTAS APROBADAS

SESIÓN 74ª, ESPECIAL, EN MIÉRCOLES 27 DE NOVIEMBRE DE 2013


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Gómez.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Concurren, asimismo, los Ministros de Hacienda y Secretario General de la Presidencia, señores Felipe Larraín y Cristián Larroulet, respectivamente. Asisten, también, el Subsecretario de Hacienda y la Directora de Presupuestos, señor Julio Dittborn y señora Rosanna Costa, respectivamente.

Actúa de Secretario General, el titular del Senado señor Mario Labbé Araneda.
_________


Se deja constancia de que se cuenta con 38 Senadores en ejercicio.
- - -


Se adjunta a la presente acta un anexo que contiene el texto íntegro de las indicaciones formuladas al proyecto de Ley de Presupuestos para el Sector Público correspondiente al año 2014 (Boletín N° 9.117-05).

- - -


Esta acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado, la que también contempla el texto de las glosas consideradas.

_________
ORDEN DEL DÍA

Proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2014, en segundo trámite constitucional, con informe de la Comisión Especial Mixta de

Presupuestos


El señor Presidente anuncia que corresponde proseguir con el tratamiento de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2014, en segundo trámite constitucional, que tiene el Boletín Nº 9.117-05.

- - -

Partida 20, Ministerio Secretaría General de Gobierno


El señor Presidente declara que la indicación número 38 es inadmisible.

- - -


Luego, pone en votación la Partida, que es aprobada por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes, con la sola abstención del Honorable Senador señor Escalona.


Queda despachada la Partida 20.

_________

Partida 21, Ministerio de Desarrollo Social


El señor Presidente declara inadmisibles las indicaciones números 6 y 39.

- - -


El señor Presidente pone en discusión la Partida y ofrece el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Tuma, Gómez y Bianchi. Interviene, también, la señora Directora de Presupuestos.


Cerrado el debate y puesta en votación esta Partida, es aprobada por la unanimidad de la Sala.

- - -


Queda despachada la Partida 21.

_________

Partida 25, Ministerio del Medio Ambiente


En primer término, el señor Presidente declara inadmisibles las indicaciones números 41, 42 y 43.

- - -


Luego, pone en votación la Partida de la referencia, la que es aprobada por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Queda despachada la Partida 25.

_________

Partida 24, Ministerio de Energía


Primeramente, el señor Presidente declara inadmisibles las indicaciones números 21, 23, 40 y 46.


En relación con la indicación número 23, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señora Rincón, señor Prokurica, señora Allende y señores Gómez, Chahuán, Orpis y Sabag. Interviene, también, el señor Ministro de Hacienda. 

- - -


Luego, se pone en votación la Partida de la referencia, la que es aprobada por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Queda despachada la Partida 24.

_________

Partida 19, Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones


El señor Presidente declara inadmisibles las indicaciones números 20 y 37.


Respecto de la indicación número 20, intervienen los Honorables Senadores señores Orpis, Rossi y García.

- - -


Luego, se somete a consideración de la Sala la Partida de la referencia, que es aprobada por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Queda despachada la Partida 19.

_________

Partida 18, Ministerio de Vivienda y Urbanismo


El señor Presidente declara inadmisible la indicación número 36.

- - -


Seguidamente, pone en discusión las indicaciones números 11 y 12 y ofrece la palabra a la señora Directora de Presupuestos.


Cerrado el debate y puestas en votación las indicaciones antedichas, son aprobadas -con modificaciones- por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Luego, se pone en discusión la Partida, y se ofrece el uso de la palabra a los Honorables Senadores señor Escalona, señora Rincón y señor Tuma. Interviene, también, la señora Directora de Presupuestos.


Cerrado el debate y puesta en votación esta Partida, es aprobada por 15 votos a favor, 3 en contra, 4 abstenciones y 2 pareos.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Rincón y Von Baer y señores Chahuán, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Escalona, Frei y Muñoz Aburto.


Se abstienen, los Honorables Senadores señores Girardi, Gómez, Pizarro y Tuma.


No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señor García.

- - -


Queda despachada la Partida 18.

_________

Partida 05, Ministerio del Interior y Seguridad Pública


En primer término, el señor Presidente declara inadmisibles las indicaciones números 32, 56 y 57.

- - -


Luego, pone en discusión el inciso tercero de la Glosa 02, asociada a la Asignación 403, Ítem 03, Subtítulo 24, Programa 03, Capítulo 05, para el que se ha pedido votación separada, y otorga el uso de la palabra al Honorable Senador señor Zaldívar y a la señora Directora de Presupuestos.


Cerrado el debate y puesto en votación el inciso mencionado, es rechazado por 13 votos en contra, 10 a favor, una abstención y 2 pareos.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Escalona, Frei, Girardi, Gómez, Muñoz Aburto, Pizarro, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Uriarte.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Sabag.


No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señor García.

- - -


Seguidamente, se somete a consideración de la Sala la indicación número 45 y se otorga el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Escalona, Orpis, Gómez y Zaldívar. Interviene, también, la señora Directora de Presupuestos.


Cerrado el debate y puesta en votación la indicación, se produce el siguiente resultado: 13 votos a favor, 12 en contra, una abstención y 3 pareos.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Escalona, Frei, Girardi, Muñoz Aburto, Pizarro, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Escalona y Zaldívar.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Espina, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Uriarte.


Fundamenta su voto en contra, el Honorable Senador señor Orpis.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Bianchi.


No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores García y Gómez.


Enseguida, el señor Secretario General señala que debe repetirse la votación en virtud de lo dispuesto en el inciso primero del artículo 178 del Reglamento de la Corporación.


Interviene, a este respecto, la señora Directora de Presupuestos.


El señor Presidente pone nuevamente en votación la indicación número 45, y se produce el siguiente resultado: 12 votos en contra, 2 a favor, 11 abstenciones y 4 pareos.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Chahuán, Espina, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Uriarte.


Fundamenta su voto en contra, el Honorable Senador señor Orpis.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señores Escalona y Frei.


Fundamenta su voto favorable, el Honorable Senador señor Escalona.


Se abstienen, los Honorables Senadores señoras Allende y Rincón y señores Girardi, Muñoz Aburto, Pizarro, Quintana, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su abstención, los Honorables Senadores señor Zaldívar y señora Allende.


No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Coloma, García y Gómez.


El señor Presidente señala que en conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 178 del Reglamento del Senado, queda rechazada la indicación número 45.

- - -


A continuación, pone en discusión el resto de la Partida 05 y otorga el uso de la palabra a los Honorables Senadores señora Allende y señores Sabag, Prokurica y Pérez Varela.


Cerrado el debate y puesta en votación la Partida, es aprobada por la unanimidad de la Sala.

- - -


Queda despachada la Partida 05.

_________

Partida 09, Ministerio de Educación


En su oportunidad, el señor Presidente declara inadmisibles las indicaciones números 8, 33, 44, 50, 58 y 59.

- - -


Las indicaciones números 19, 52 y 54 son retiradas.

- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en discusión el literal b) de la Glosa 10, asociada a la Asignación 136, Ítem 03, del Subtítulo 24, Programa 01, Capítulo 01, para el cual se ha pedido votación separada, y ofrece la palabra a la señora Directora de Presupuestos y a los Honorables Senadores señores Quintana, Larraín Fernández, García, Gómez y Chahuán.


Cerrado el debate y puesto en votación el señalado literal, se produce el siguiente resultado: 15 votos a favor, 15 en contra, una abstención y 2 pareos.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Uriarte.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Escalona, Frei, Girardi, Gómez, Lagos, Muñoz Aburto, Pizarro, Quintana, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Sabag.


No votan, por estar pareadas, las Honorables Senadoras señoras Pérez San Martín y Von Baer. 


Enseguida, el señor Secretario General señala que debe repetirse la votación en virtud de lo dispuesto en el inciso primero del artículo 178 del Reglamento del Senado.

Repetida la votación respecto del literal b) ya mencionado, es rechazado por 16 votos en contra, 14 a favor y 2 pareos.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Escalona, Frei, Girardi, Gómez, Lagos, Muñoz Aburto, Pizarro, Quintana, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pérez Varela y Prokurica. 


No votan, por estar pareadas, las Honorables Senadoras señoras Pérez San Martín y Von Baer. 

- - -


Luego, el señor Presidente pone en discusión la indicación número 18 y ofrece la palabra a los Honorables Senadores señores Chahuán, Zaldívar, Escalona, Lagos, Bianchi y Sabag y señora Pérez San Martín.


Cerrado el debate y puesta en votación la señalada indicación, es aprobada, con modificaciones, por 26 votos a favor y 2 pareos.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Muñoz Aburto, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamenta su voto favorable, el Honorable Senador señor Prokurica.


No votan, por estar pareadas, las Honorables Senadoras señoras Pérez San Martín y Von Baer.

- - -


Terminada la votación, manifiesta su intención de voto favorable el Honorable Senador señor Sabag.
- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en discusión la Asignación 269 del Ítem 01, Subtítulo 24, Programa 20, Capítulo 01, y la Glosa 11 asociada a aquélla, para las cuales se ha pedido votación separada, y ofrece la palabra a los Honorables Senadores señores Walker (don Ignacio), Zaldívar, Larraín Fernández, Quintana y Escalona, señora Von Baer y señores García y Sabag. Intervienen, también, la señora Directora de Presupuestos y el señor Ministro de Hacienda.


Cerrado el debate y puestas en votación la Asignación y Glosa señaladas, son rechazadas por 16 votos en contra, 12 a favor y 3 pareos. 

Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Escalona, Frei, Girardi, Gómez, Lagos, Muñoz Aburto, Pizarro, Quintana, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Fundamentan su voto en contra, los Honorables Senadores señores Escalona, Gómez, Quintana, Zaldívar, Girardi y Walker (don Ignacio), señora Rincón, señor Lagos y señoras Allende y Alvear.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señores Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pérez Varela y Prokurica.

Fundamentan su voto a favor, los Honorables Senadores señores Espina, Larraín Fernández, Larraín Peña, Chahuán, Coloma y Pérez Varela.


No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Von Baer y señor Uriarte.
- - -


Luego, se ponen en votación los incisos segundo y tercero de la Glosa 07, asociada a la Asignación 266, Ítem 01, Subtítulo 24, Programa 20, Capítulo 01, respecto de los cuales se ha pedido votación separada, que son rechazados por 16 votos en contra, 12 a favor y 2 pareos.

Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón y señores Escalona, Frei, Girardi, Gómez, Lagos, Muñoz Aburto, Pizarro, Quintana, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señores Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pérez Varela y Prokurica.

No votan, por estar pareadas, las Honorables Senadoras señoras Pérez San Martín y Von Baer.

- - -


A continuación, se pone en discusión la indicación número 26 y se otorga el uso de la palabra a la señora Directora de Presupuestos y al Honorable Senador señor Zaldívar.


Cerrado el debate y puesta en votación la indicación, es rechazada por 14 votos en contra, 11 a favor y 4 pareos.

Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Allende y Rincón y señores Escalona, Frei, Gómez, Lagos, Muñoz Aburto, Pizarro, Quintana, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señores Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Orpis, Pérez Varela y Prokurica.

No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Von Baer y señores Girardi y Novoa. 
- - -


Enseguida, se pone en discusión la indicación número 51, y se otorga la palabra a la señora Directora de Presupuestos.


Cerrado el debate y puesta en votación la indicación mencionada, se produce el siguiente resultado: 11 votos en contra, 10 a favor, una abstención y 3 pareos.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Walker (don Patricio).


Fundamenta su voto en contra, el Honorable Senador señor García.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende y Rincón y señores Escalona, Gómez, Lagos, Pizarro, Quintana, Tuma, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Sabag.


No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Von Baer y señor Girardi. 


Seguidamente, el señor Secretario General señala que debe repetirse la votación en virtud de lo dispuesto en el inciso primero del artículo 178 del Reglamento del Senado.

Repetida la votación, resulta rechazada la indicación número 51, por 14 votos en contra, 2 a favor, 6 abstenciones y 4 pareos.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Rincón y señores Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Sabag y Walker (don Patricio).


Fundamentan su voto negativo, los Honorables Senadores señores Prokurica y Espina.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Allende y señor Escalona. 


Se abstienen, los Honorables Senadores señores Gómez, Lagos, Pizarro, Quintana, Tuma y Walker (don Ignacio).


No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Von Baer y señores Girardi y Novoa.

- - -


Durante la votación, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Zaldívar.
- - -


Luego, el señor Presidente pone en discusión la indicación número 24 y ofrece la palabra a la señora Directora de Presupuestos y a los Honorables Senadores señor Girardi y señora Pérez San Martín.


Cerrado el debate y puesta en votación la citada indicación, se produce el siguiente resultado: 10 votos en contra, 7 a favor, 5 abstenciones y 3 pareos.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Allende y Rincón y señores Chahuán, Frei, Gómez, Larraín Peña, Pérez Varela, Quintana, Tuma y Zaldívar.


Fundamentan su voto en contra, los Honorables Senadores señores Tuma, Pérez Varela, Chahuán y Larraín Peña, señora Allende, señor Gómez, señora Rincón y señor Zaldívar.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señores Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández y Orpis.


Fundamentan su voto a favor, los Honorables Senadores señores Larraín Fernández, Orpis, García y Espina.


Se abstienen, los Honorables Senadores señores Escalona, Pizarro, Prokurica, Sabag y Walker (don Ignacio).


Fundamenta su abstención, el Honorable Senador señor Escalona.


No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Von Baer y señor Girardi.


Enseguida, el señor Secretario General señala que debe repetirse la votación en virtud de lo dispuesto en el inciso primero del artículo 178 del Reglamento del Senado.


Repetida la votación, se produce el resultado que sigue: 9 votos a favor, 6 en contra, 6 abstenciones y 2 pareos.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señores Coloma, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández y Orpis.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Allende y Rincón y señores Frei, Gómez, Larraín Peña y Tuma.


Se abstienen, los Honorables Senadores señores Chahuán, Pizarro, Prokurica, Sabag, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.


No votan, por estar pareadas, las Honorables Senadoras señoras Pérez San Martín y Von Baer.


Enseguida, el señor Presidente anuncia que, en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo de la recién citada disposición reglamentaria, la indicación es aprobada.

- - -


A continuación, se pone en votación la indicación número 2 y se produce el siguiente resultado: 4 votos en contra, 3 a favor, 8 abstenciones y 2 pareos. 


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Espina, García, Kuschel y Orpis.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señores Chahuán, Pérez Varela y Pizarro.


Fundamenta su voto favorable, el Honorable Senador señor Chahuán.


Se abstienen, los Honorables Senadores señoras Allende y Rincón y señores Frei, Prokurica, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.


Fundamentan su abstención, los Honorables Senadores señor Tuma y señora Rincón.


No votan, por estar pareadas, las Honorables Senadoras señoras Pérez San Martín y Von Baer.


De inmediato, el señor Secretario General señala que debe repetirse la votación en virtud de lo dispuesto en el inciso primero del artículo 178 del Reglamento del Senado.

Repetida la votación, se produce el siguiente resultado: 5 votos en contra, 2 a favor, 6 abstenciones y un pareo.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Espina, García, García-Huidobro, Kuschel y Orpis.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señores Pérez Varela y Pizarro.


Se abstienen, los Honorables Senadores señoras Allende y Rincón y señores Prokurica, Sabag, Tuma y Walker (don Ignacio).


No vota, por estar pareada, la Honorable Senadora señora Pérez San Martín.


Luego, el señor Presidente señala que la indicación es rechazada en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo de la citada disposición reglamentaria.

- - -


Enseguida, pone en discusión la indicación número 53 y ofrece la palabra al Honorable Senador señor Walker (don Ignacio) y a la señora Directora de Presupuestos.


Cerrado el debate y puesta en votación la indicación, es aprobada por 15 votos a favor, 5 abstenciones y 2 pareos.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende y Rincón y señores Chahuán, Espina, Frei, García, Gómez, Kuschel, Larraín Peña, Pizarro, Prokurica, Sabag, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Se abstienen, los Honorables Senadores señores Coloma, García-Huidobro, Larraín Fernández, Orpis y Pérez Varela.


No votan, por estar pareadas, las Honorables Senadoras señoras Pérez San Martín y Von Baer.

- - -


A continuación, se pone en discusión la indicación número 25 y se ofrece la palabra a la señora Directora de Presupuestos y al Honorable Senador señor Chahuán.


Cerrado el debate y puesta en votación la indicación señalada, es aprobada por 12 votos a favor, 4 en contra, 2 abstenciones y 2 pareos.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señores Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Orpis, Pérez Varela, Sabag, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamenta su voto favorable, el Honorable Senador señor García.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Allende y señores Frei, Gómez y Tuma.


Fundamentan su voto en contra, los Honorables Senadores señores Tuma y Gómez.


Se abstienen, los Honorables Senadores señores Pizarro y Prokurica.


No votan, por estar pareadas, las Honorables Senadoras señoras Pérez San Martín y Von Baer.

- - -


Luego, el señor Presidente pone en votación la indicación número 55, que es aprobada por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Con la misma unanimidad precedente se aprueba el resto de la Partida 09.

- - -


Queda despachada esta Partida.

_________


Se suspende la sesión.


Se reanuda la sesión.

- - -

Partida 16, Ministerio de Salud


En su momento, el señor Presidente declara que las indicaciones números 14, 15, 34 y 35 son inadmisibles.


Respecto de las indicaciones números 34 y 35, interviene el Honorable Senador señor Girardi.

- - -


Las indicaciones números 4 y 5 son retiradas por su autor.

- - -


Luego, se pone en discusión la indicación número 28, y se otorga la palabra a la señora Directora de Presupuestos y al Honorable Senador señor Girardi.


Cerrado el debate y puesta en votación la mencionada indicación, es rechazada por 13 votos en contra, 8 a favor, una abstención y 3 pareos.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Allende y Rincón y señores Chahuán, Frei, Gómez, Lagos, Pizarro, Quintana, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto en contra, los Honorables Senadores señores Sabag, Zaldívar y Chahuán.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señores Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Kuschel, Orpis, Pérez Varela y Prokurica.


Fundamenta su voto a favor, el Honorable Senador señor Coloma.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Larraín Fernández.


No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Von Baer y señor Girardi.

- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en discusión la indicación número 27 y ofrece la palabra a la señora Directora de Presupuestos y a la Honorable Senadora señora Pérez San Martín.


Cerrado el debate y puesta en votación la indicación, es aprobada por 16 votos a favor, 2 en contra, 4 abstenciones y 2 pareos.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señores Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Sabag, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).


Fundamentan su voto a favor, los Honorables Senadores señores Chahuán, Walker (don Ignacio), Coloma, Larraín Fernández, Espina, Pérez Varela, García-Huidobro, Sabag, Larraín Peña, Kuschel y Lagos.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Girardi y Quintana.


Se abstienen, los Honorables Senadores señora Allende y señores Gómez, Pizarro y Tuma. 


Fundamentan su abstención, los Honorables Senadores señora Allende y señores Gómez y Pizarro.


No votan, por estar pareadas, las Honorables Senadoras señoras Pérez San Martín y Von Baer.

- - -


Durante la votación, intervienen los Honorables Senadores señor Zaldívar y señora Rincón.

- - -


Sobre asuntos reglamentarios, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Pérez Varela -en representación del Comité Partido Unión Demócrata Independiente- y Chahuán y señora Rincón. 

- - -


Por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes se aprueba el resto de la Partida.

- - -


Queda despachada la Partida 16.

_________

Partida 50, Tesoro Público


En primer término, el señor Presidente declara que la indicación número 17 es inadmisible.


Sobre el particular, interviene el Honorable Senador señor Prokurica.

- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en discusión la indicación número 30, y otorga la palabra al señor Ministro de Hacienda y a la señora Directora de Presupuestos.


Cerrado el debate y puesta en votación la indicación mencionada, es aprobada por 18 votos a favor y 2 abstenciones.

- - -


Luego, se pone en discusión la indicación número 31, y se ofrece la palabra a la señora Directora de Presupuestos.

Cerrado el debate y puesta en votación la indicación señalada, es aprobada por 14 votos a favor, 2 en contra y una abstención.

- - -


A continuación, el señor Presidente pone en discusión el Programa 09 del Capítulo 01, Fondo de Apoyo Regional, para el cual se ha solicitado votación separada y ofrece la palabra a la señora Directora de Presupuestos y a los Honorables Senadores señora Rincón y señores Zaldívar y García.


Cerrado el debate y puesto en votación el Programa indicado, es rechazado por 11 votos en contra y 10 a favor.

- - -


Finalmente, por unanimidad, es aprobado el resto de la Partida.

- - -


Queda despachada la Partida 50.

_________

ARTICULADO


En su oportunidad, el señor Presidente declara que las indicaciones números 47, 48 y 49 son inadmisibles.


Respecto de la indicación número 47, interviene el Honorable Senador señor Zaldívar.

- - -


Enseguida, se ponen en votación los artículos 3° y 6° del proyecto, que son normas de quórum calificado, y resultan aprobados por 25 votos a favor, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Gómez, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

- - -


Luego, el señor Presidente pone en discusión la indicación número 29 y otorga la palabra a la señora Directora de Presupuestos.


Cerrado el debate y puesta en votación la indicación, se produce el siguiente resultado: 11 votos a favor, 11 en contra y dos pareos.

Votan a favor, los Honorables Senadores señores Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Orpis, Pérez Varela y Prokurica.

Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Allende y Rincón y señores Frei, Gómez, Lagos, Pizarro, Quintana, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

No votan, por estar pareadas, las Honorables Senadoras señoras Pérez San Martín y Von Baer.

Repetida la votación, en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se produce idéntico resultado.

A continuación, el señor Presidente solicita el acuerdo de la Sala para dirimir el empate en esta misma sesión. Así se acuerda.

Puesta en votación por tercera vez la citada indicación, se produce nuevamente el mismo resultado. En consecuencia, en virtud de lo establecido en el inciso segundo de la citada disposición reglamentaria, queda rechazada la indicación número 29.

- - -

Finalmente, el resto del articulado es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -

El señor Presidente señala que, según el resultado del tercer trámite constitucional, puede precisarse la formación de una Comisión Mixta y, para tal eventualidad, plantea designar de inmediato a los Senadores que la integrarán y propone para ello a los miembros de la Comisión de Hacienda. 


Asimismo, sugiere que, en el evento indicado, la Comisión Mixta sea citada a partir de las 14:00 horas de mañana 28 del presente, y que la Sala de la Corporación se convoque desde las 17:00 del mismo día, con intervalos de media hora, hasta que el proyecto sea despachado por la Cámara de Diputados. También solicita que se faculte a la Mesa para citar, de manera excepcional, sin la anticipación reglamentaria.

Así se acuerda.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“ESTIMACIÓN DE INGRESOS Y CÁLCULO DE GASTOS



Artículo 1°.- Apruébase el Presupuesto de ingresos y gastos del sector público para el año 2014, según el detalle que se indica:

A.- En Moneda Nacional:

En Miles de $

	
	Resumen de los Presupuestos de las Partidas
	Deducciones de Transferencias    
	Total

	  INGRESOS

	35.366.006.651
	993.956.430 

	34.372.050.221

	  IMPUESTOS

	24.931.494.137
	
	24.931.494.137

	  IMPOSICIONES PREVISIONALES

	2.104.154.268
	
	2.104.154.268

	  TRANSFERENCIAS CORRIENTES
	510.522.884
	467.858.900 
	42.663.984

	  RENTAS DE LA PROPIEDAD

	401.206.656
	28.828.757 

	372.377.899

	  INGRESOS DE OPERACIÓN

	700.457.161
	
	700.457.161

	  OTROS INGRESOS CORRIENTES

	650.529.238
	
	650.529.238

	  VENTA DE ACTIVOS NO FINANCIEROS

	49.136.597
	
	49.136.597

	  VENTA DE ACTIVOS FINANCIEROS

	2.091.299.083
	
	2.091.299.083

	  RECUPERACIÓN DE PRESTAMOS

	229.593.508
	
	229.593.508

	  TRANSFERENCIAS PARA GASTOS DE CAPITAL

	519.714.094
	497.268.773 

	22.445.321

	  ENDEUDAMIENTO

	3.156.527.933
	
	3.156.527.933

	  SALDO INICIAL DE CAJA

	21.371.092
	
	21.371.092

	  GASTOS

	35.366.006.651
	993.956.430 

	34.372.050.221

	  GASTOS EN PERSONAL

	5.806.680.565
	
	5.806.680.565

	  BIENES Y SERVICIOS DE CONSUMO

	2.348.246.611
	
	2.348.246.611

	  PRESTACIONES DE SEGURIDAD SOCIAL

	6.529.761.643
	
	6.529.761.643

	  TRANSFERENCIAS CORRIENTES

	12.184.997.073
	454.829.110 

	11.730.167.963

	  INTEGROS AL FISCO

	58.605.778
	41.858.547 

	16.747.231

	  OTROS GASTOS CORRIENTES

	8.920.089
	
	8.920.089

	  ADQUISICIÓN DE ACTIVOS NO FINANCIEROS

	215.652.772
	
	215.652.772

	  ADQUISICIÓN DE ACTIVOS FINANCIEROS

	1.103.115.104
	
	1.103.115.104

	  INICIATIVAS DE INVERSIÓN

	2.589.932.835
	
	2.589.932.835

	  PRÉSTAMOS

	279.868.350
	
	279.868.350

	  TRANSFERENCIAS DE CAPITAL

	2.816.431.210
	497.268.773 

	2.319.162.437

	  SERVICIO DE LA DEUDA

	1.296.475.001
	
	1.296.475.001

	  SALDO FINAL DE CAJA

	127.319.620
	
	127.319.620


B.- En Moneda Extranjera Convertida a Dólares:

En Miles de US$

	
	Resumen de los Presupuestos de las Partidas
	Deducciones de Transferencias    
	Total

	  INGRESOS

	2.489.523
	0 

	2.489.523

	  IMPUESTOS

	947.800
	
	947.800

	  RENTAS DE LA PROPIEDAD

	1.414.009
	
	1.414.009

	  INGRESOS DE OPERACIÓN

	5.721
	
	5.721

	  OTROS INGRESOS CORRIENTES

	55.407
	
	55.407

	  VENTA DE ACTIVOS FINANCIEROS

	29.233
	
	29.233

	  RECUPERACIÓN DE PRESTAMOS

	3.166
	
	3.166

	  ENDEUDAMIENTO

	32.187
	
	32.187

	  SALDO INICIAL DE CAJA

	2.000
	
	2.000

	  GASTOS

	2.489.523
	0 

	2.489.523

	  GASTOS EN PERSONAL

	153.017
	
	153.017

	  BIENES Y SERVICIOS DE CONSUMO
	248.657
	
	248.657

	  PRESTACIONES DE SEGURIDAD SOCIAL
	154
	
	154

	  TRANSFERENCIAS CORRIENTES

	102.523
	
	102.523

	  OTROS GASTOS CORRIENTES
	610
	 
	610

	  ADQUISICIÓN DE ACTIVOS NO FINANCIEROS
	3.379
	
	3.379

	  ADQUISICIÓN DE ACTIVOS FINANCIEROS
	1.826.371
	 
	1.826.371

	  INICIATIVAS DE INVERSIÓN

	2.978
	
	2.978

	  PRÉSTAMOS
	3.166
	 
	3.166

	  TRANSFERENCIAS DE CAPITAL
	300
	
	300

	  SERVICIO DE LA DEUDA
	146.368
	 
	146.368

	  SALDO FINAL DE CAJA

	2.000
	
	2.000




Artículo 2°.- Apruébanse los ingresos generales de la Nación y los Aportes Fiscales en moneda nacional y en moneda extranjera, convertida a dólares, para el año 2014, a las Partidas que se indican:

	
	Miles de $
	Miles de US$

	INGRESOS GENERALES DE LA NACION:
	
	

	IMPUESTOS
	24.931.494.137
	947.800

	TRANSFERENCIAS CORRIENTES
	16.432.850
	296.293

	RENTAS DE LA PROPIEDAD
	222.361.060
	1.414.009

	INGRESOS DE OPERACIÓN
	18.457.221
	5.721

	OTROS INGRESOS CORRIENTES
	158.250.487
	24.259

	VENTA DE ACTIVOS NO FINANCIEROS
	231.430
	

	VENTA DE ACTIVOS FINANCIEROS
	1.614.364.882
	5.950

	RECUPERACIÓN DE PRESTAMOS
	10
	

	TRANSFERENCIAS PARA GASTOS DE CAPITAL
	13
	531.599

	ENDEUDAMIENTO
	3.131.967.115
	32.187

	SALDO INICIAL DE CAJA
	5.000.000
	2.000

	TOTAL INGRESOS
	30.098.559.205
	3.259.818

	APORTE FISCAL:
	
	

	PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA
	16.035.825
	

	CONGRESO NACIONAL
	105.813.082
	

	PODER JUDICIAL
	373.971.457
	

	CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA
	59.662.947
	

	MINISTERIO DEL INTERIOR Y SEGURIDAD PÚBLICA
	1.985.109.590
	42.375

	MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES
	64.985.738
	194.786

	MINISTERIO DE ECONOMÍA, FOMENTO Y TURISMO
	245.212.210
	

	MINISTERIO DE HACIENDA
	290.007.386
	

	MINISTERIO DE EDUCACIÓN
	6.856.400.467
	

	MINISTERIO DE JUSTICIA
	762.010.883
	

	MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL
	981.802.387
	197.555

	MINISTERIO DE OBRAS PÚBLICAS
	1.563.681.018
	

	MINISTERIO DE AGRICULTURA
	348.209.904
	

	MINISTERIO DE BIENES NACIONALES
	11.325.628
	

	MINISTERIO DEL TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL
	5.706.930.646
	

	MINISTERIO DE SALUD
	3.039.310.294
	

	MINISTERIO DE MINERÍA
	36.773.535
	

	MINISTERIO DE VIVIENDA Y URBANISMO
	1.338.731.546
	

	MINISTERIO DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES
	647.974.454
	

	MINISTERIO SECRETARÍA GENERAL DE GOBIERNO
	93.974.790
	

	MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL
	503.776.602
	

	MINISTERIO SECRETARÍA GENERAL DE LA PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA
	9.030.403
	

	MINISTERIO PÚBLICO
	127.248.447
	

	MINISTERIO DE ENERGÍA
	79.622.938
	

	MINISTERIO DEL MEDIO AMBIENTE
	36.294.871
	

	Programas Especiales del Tesoro Público:
	
	

	SUBSIDIOS
	822.969.002
	

	OPERACIONES COMPLEMENTARIAS
	2.707.488.125
	1.341.137

	SERVICIO DE LA DEUDA PÚBLICA
	1.284.205.017
	146.368

	FONDO DE RESERVA DE PENSIONES
	
	726.702

	FONDO DE ESTABILIZACIÓN ECONÓMICA Y SOCIAL
	
	275.513

	FONDO PARA LA  EDUCACIÓN
	
	335.382

	FONDO DE APOYO REGIONAL
	13
	

	TOTAL APORTES
	30.098.559.205
	3.259.818



Artículo 3°.- Autorízase al Presidente de la República para contraer obligaciones, en el país o en el exterior, en moneda nacional o en monedas extranjeras, hasta por la cantidad de US$ 6.000.000 miles que, por concepto de endeudamiento, se incluye en los Ingresos Generales de la Nación.


Autorízasele, además, para contraer obligaciones, en el país o en el exterior, hasta por la cantidad de US$ 300.000 miles o su equivalente en otras monedas extranjeras o en moneda nacional.


Para los fines de este artículo, se podrá emitir y colocar bonos y otros documentos en moneda nacional o extranjera, los cuales podrán llevar impresa la firma del Tesorero General de la República.


La parte de las obligaciones contraídas en virtud de esta autorización que sea amortizada dentro del ejercicio presupuestario 2014 y aquéllas que se contraigan para efectuar pago anticipado total o parcial de deudas constituidas en ejercicios anteriores, deducidas las amortizaciones incluidas en esta ley para el año 2014, no serán consideradas en el cómputo del margen de endeudamiento fijado en los incisos anteriores.


La autorización que se otorga al Presidente de la República será ejercida mediante decretos supremos expedidos a través del Ministerio de Hacienda, en los cuales se identificará el destino específico de las obligaciones que se contraigan, indicando las fuentes de recursos con cargo a los cuales debe hacerse el servicio de la deuda. Copia de estos decretos serán enviados a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados dentro de los quince días siguientes al de su total tramitación.


Artículo 4°.- Durante el año 2014, el Presidente de la República podrá otorgar la garantía del Estado a los créditos que contraigan o a los bonos que emitan las empresas del sector público, hasta por la cantidad de US$300.000.000 (trescientos millones de dólares de los Estados Unidos de América) o su equivalente en otras monedas extranjeras o en moneda nacional.


La autorización que se otorga al Presidente de la República será ejercida mediante uno o más decretos supremos expedidos a través del Ministerio de Hacienda, en los cuales se identificará el destino específico de las obligaciones por contraer, indicando las fuentes de los recursos con cargo a los cuales debe hacerse el servicio de la deuda.


Las garantías que otorgue el Estado en conformidad con este artículo se extenderán al capital, reajustes e intereses que devenguen los créditos y los bonos mencionados precedentemente, comisiones, contratos de canje de monedas y demás gastos que irroguen, cualquiera sea su denominación presente o futura, hasta el pago efectivo de dichas obligaciones.


Las empresas señaladas en el inciso primero, para obtener la garantía estatal señalada, deberán suscribir previamente un convenio de programación con el Comité Sistema de Empresas de la Corporación de Fomento de la Producción, en que se especificarán los objetivos y los resultados esperados de su operación y programa de inversiones, en la forma que se establezca mediante instrucciones del Ministerio de Hacienda. A estos convenios les será aplicable la disposición del inciso segundo del artículo 2° de la ley N° 19.847.


Artículo 5°.- Durante el año 2014, la suma de los montos involucrados en operaciones de cobertura de riesgos financieros que celebren las entidades autorizadas en el artículo 5° de la ley N° 19.908, no podrá exceder de US$1.500.000 miles o su equivalente en moneda nacional. Tales operaciones se deberán efectuar con sujeción a lo dispuesto en la citada norma legal.


Artículo 6°.- Autorízase a las universidades estatales para contratar, durante el año 2014, empréstitos por períodos de hasta veinte años, de forma que, con los montos que se contraten, el nivel de endeudamiento total en cada una de ellas no exceda del setenta por ciento (70%) de sus patrimonios. El servicio de la deuda se realizará con cargo al patrimonio de las mismas universidades estatales que las contraigan. Estos empréstitos deberán contar con la visación previa del Ministerio de Hacienda. Con todo, los empréstitos no comprometerán de manera directa ni indirecta el crédito y la responsabilidad financiera del Estado.


La contratación de los empréstitos que se autorizan a las universidades estatales no estará sujeta a las normas de la ley N° 19.886 y su reglamento. En todo caso, las universidades deberán llamar a propuesta pública para seleccionar la o las entidades financieras que les concederán el o los empréstitos.


Copia de los antedichos empréstitos, indicando el monto y las condiciones bajo las cuales fueron suscritos, además de un informe que especifique los objetivos y los resultados esperados de cada operación y su programa de inversiones asociado, serán enviados al Ministerio de Educación y a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, dentro de los treinta días siguientes al de su contratación.


Artículo 7°.- En conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 26 del decreto ley N° 1.263, de 1975, sólo en virtud de autorización otorgada por ley podrá incrementarse la suma del valor neto de los montos para los Gastos en personal, Bienes y servicios de consumo, Prestaciones de seguridad social, Transferencias corrientes, Integros al Fisco y Otros gastos corrientes incluidos en el artículo 1° de esta ley, en moneda nacional y moneda extranjera convertida a dólares.


No regirá lo dispuesto en el inciso precedente respecto de los mayores egresos que se produzcan en los ítem de los referidos subtítulos que sean legalmente excedibles de acuerdo al artículo 28 del decreto ley N° 1.263, de 1975, y a la glosa 01, Programa Operaciones Complementarias de esta ley ni a los incrementos originados en la asignación de mayores saldos iniciales de caja, excepto el correspondiente a la Partida Tesoro Público, en venta de activos financieros, en ingresos propios asignables a prestaciones o gastos, en recursos obtenidos de fondos concursables de entes públicos o en virtud de lo dispuesto en el artículo 21 del decreto ley N° 1.263, de 1975. Los mayores gastos efectivos o incrementos que se dispongan por tales conceptos, en la cantidad que excedan lo presupuestado, incrementarán los montos máximos señalados en el inciso precedente, según corresponda.


Igual autorización legal se requerirá para aumentar la suma de las cantidades aprobadas en el citado artículo 1°, de los subtítulos de Adquisición de activos no financieros, Iniciativas de inversión y Transferencias de capital a organismos o empresas no incluidas en esta ley, en un monto superior al 10% de dicha suma, salvo que los incrementos se financien con reasignaciones presupuestarias provenientes del monto máximo establecido en el inciso primero de este artículo o por incorporación de mayores saldos iniciales de caja, excepto el correspondiente a la Partida Tesoro Público, del producto de venta de activos, de recursos obtenidos de fondos concursables de entes públicos o de recuperación de anticipos. Los incrementos que provengan de las referidas reasignaciones disminuirán en igual cantidad el monto máximo establecido en el inciso primero de este artículo. Los aportes a cada una de las empresas incluidas en esta ley podrán elevarse hasta en 10%. 


Artículo 8°.- La propuesta o licitación pública será obligatoria respecto de los proyectos y programas de inversión y de los estudios básicos a realizar en el año 2014, cuando el monto total de éstos, contenido en el decreto o resolución de identificación, sea superior al equivalente en pesos de mil unidades tributarias mensuales respecto de los proyectos y programas de inversión, y de quinientas de dichas unidades en el caso de los estudios básicos, salvo las excepciones por situaciones de emergencia contempladas en la legislación correspondiente. Tratándose de los incluidos en las partidas Ministerio de Obras Públicas y Ministerio de Vivienda y Urbanismo, las referidas cantidades serán de diez mil unidades tributarias mensuales para los proyectos y programas de inversión y de tres mil de tales unidades en los estudios básicos.


Cuando el monto respectivo fuere inferior a los señalados en el inciso precedente, la adjudicación será efectuada conforme al procedimiento establecido en el decreto supremo N° 151, de 2003, del Ministerio de Hacienda.


Las empresas contratistas y subcontratistas que ejecuten obras o presten servicios financiados con recursos fiscales, que incurran en incumplimientos de las leyes laborales y previsionales durante el desarrollo de tales contratos, y sin perjuicio de las sanciones administrativas existentes, serán calificadas con nota deficiente en el área de administración del contrato; calificación que pasará a formar parte de los registros respectivos y se considerará en futuras licitaciones y adjudicaciones de contratos.


Las instituciones privadas, cualquiera sea su naturaleza, al momento de contratar con el Estado deberán acompañar un certificado de cumplimiento de obligaciones laborales y de remuneración. En el evento que la institución privada se encuentre incorporada en algún registro por incumplimientos laborales o de remuneraciones o bien, no acompañe los referidos certificados en el momento correspondiente, no podrá contratar con el Estado mientras no subsane el incumplimiento que la afecte.


Artículo 9°.- Los decretos que dispongan transferencias, hayan sido o no dictados en aplicación de las normas cuyo establecimiento autoriza el artículo 26 del decreto ley N° 1.263, de 1975, con imputación a los ítems 01, 02 y 03, de los subtítulos 24, Transferencias Corrientes, y 33, Transferencias de Capital, de este presupuesto para los órganos y servicios públicos, podrán indicar el uso o destino que la institución receptora deberá dar a los recursos, las condiciones o modalidades de reintegro de los mismos y la información que respecto de su aplicación deberá remitirse al organismo que se determine.


Aquellas transferencias, incluidas en el subtítulo 24, a un Servicio o a programas ejecutados total o parcialmente por éste, deberán desglosarse en forma previa a la ejecución presupuestaria en los distintos conceptos de gasto, con visación de la Dirección de Presupuestos, y remitirse mensualmente a esta última un informe sobre avance de actividades, conjuntamente con la información de ejecución presupuestaria. Dicho desglose constituirá la autorización máxima de gasto en los respectivos conceptos, sin perjuicio de las modificaciones que se le introduzcan mediante igual procedimiento. La visación podrá efectuarse a contar de la fecha de publicación de esta ley. Con todo, en los conceptos de gastos antes señalados no podrán incluirse recursos para gastos en personal y bienes y servicios de consumo, salvo que estén autorizados por norma expresa en el respectivo presupuesto.


Artículo 10.- Prohíbese a los órganos y servicios públicos, la adquisición, construcción o arrendamiento de edificios para destinarlos a casas habitación de su personal. No regirá esta prohibición respecto de los programas sobre esta materia incorporados en los presupuestos del Poder Judicial, del Ministerio de Defensa Nacional, de Carabineros de Chile, de la Policía de Investigaciones de Chile y en los de inversión regional de los gobiernos regionales en lo que respecta a viviendas para personal de educación y de la salud en zonas apartadas y localidades rurales.


Artículo 11.- No obstante la dotación máxima de personal o de horas semanales fijadas en este presupuesto a los servicios públicos, por decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio del ramo, el que deberá llevar también la firma del Ministro de Hacienda, podrá aumentarse la dotación u horas semanales de alguno o algunos de ellos con cargo a la disminución de otro u otros, sin que pueda, en ningún caso, aumentarse la dotación máxima o número de horas semanales del conjunto de los servicios del Ministerio respectivo. En el mismo decreto supremo podrá disponerse la transferencia, desde el o los presupuestos de los servicios en que disminuya la dotación, al o a los servicios en que se aumente, de los recursos necesarios para afrontar en éste o éstos el gasto correspondiente al aumento de dotación, o efectuar las reasignaciones presupuestarias que procedan con igual objeto. 


Artículo 12.- Los órganos y servicios públicos podrán contratar personal que reemplace a funcionarios contratados que, por cualquier razón, se encuentren imposibilitados para desempeñar sus cargos por un periodo superior a treinta días corridos. Dichas contrataciones no se imputarán a la respectiva dotación máxima de personal y sólo podrán efectuarse si la entidad cuenta con disponibilidad de recursos para tal efecto, lo que deberá ser certificado por la autoridad superior de la institución, sobre la base del informe de su unidad de finanzas. Tal certificación se acompañará al respectivo acto administrativo.


Artículo 13.- Durante el año 2014, sólo podrá reponerse el 50% de las vacantes que se produzcan en los servicios públicos que tengan fijada dotación máxima de personal en esta ley, por la dejación voluntaria de sus cargos que realicen sus funcionarios, salvo en aquellos casos que la Dirección de Presupuestos autorice previamente la reposición de un porcentaje mayor de dichas vacantes.


Con todo, para efectuar las reposiciones que procedan conforme al inciso precedente, la institución respectiva deberá contar con disponibilidad presupuestaria suficiente para financiar las reposiciones, lo que será certificado por la autoridad del Servicio, sobre la base del informe de su unidad de finanzas. Tal certificación se acompañará al respectivo acto administrativo.


Lo dispuesto en los incisos precedentes no se aplicará respecto de las vacantes que se produzcan por tales causas en los cargos de las plantas de directivos de carrera, como asimismo a las dotaciones máximas fijadas para el personal regido por las leyes N° 19.664 y N° 15.076.


El acto administrativo que disponga la reposición deberá contener la identificación de los decretos o resoluciones de cesación de funciones en que se fundamenta.


Artículo 14.- Para los efectos de proveer durante el año 2014 las vacantes de los cargos a que se refiere el artículo cuadragésimo octavo de la ley N° 19.882, se convocará a los procesos de selección a través de los sitios web institucionales u otros que se creen, donde se dará información suficiente, entre otras materias, respecto de las funciones del cargo, el perfil profesional, las competencias y aptitudes requeridas para desempeñarlo, el nivel referencial de remuneraciones, el plazo para la postulación y la forma en que deberán acreditarse los requisitos. Adicionalmente, se publicarán en diarios de circulación nacional, avisos de la convocatoria del proceso de selección, los que deberán hacer referencia a los correspondientes sitios web para conocer las condiciones de postulación y requisitos solicitados.


Artículo 15.- Los encargados de los programas presupuestarios previstos en esta ley que se encuentren contratados a honorarios, tendrán la calidad de agentes públicos, con la consecuente responsabilidad penal y administrativa, y sin perjuicio de la responsabilidad correspondiente de su superior jerárquico.


Artículo 16.- Los órganos y servicios públicos de la administración civil del Estado incluidos en esta ley necesitarán autorización previa del Ministerio de Hacienda para adquirir, a cualquier título, toda clase de vehículos motorizados destinados al transporte terrestre de pasajeros y de carga, cuyo precio supere los que fije dicho Ministerio.


Igual autorización previa requerirán los órganos y servicios que tengan fijada dotación máxima de vehículos motorizados, para tomar en arrendamiento tales vehículos o para convenir, en cualquier tipo de contratos, que éstos les sean proporcionados por la otra parte, para su utilización en funciones inherentes al servicio.


Las adquisiciones a título gratuito que sean autorizadas, incrementarán la dotación máxima de vehículos motorizados a que se refiere el siguiente inciso, hasta en la cantidad que se consigne en la autorización y se fije mediante decreto supremo del Ministerio de Hacienda.


La dotación máxima de vehículos motorizados fijada en las Partidas de esta ley para los servicios públicos, comprende a todos los destinados al transporte terrestre de pasajeros y de carga, incluidos los adquiridos directamente con cargo a proyectos de inversión. La dotación podrá ser aumentada respecto de alguno o algunos de éstos, mediante decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio correspondiente, dictado bajo la fórmula "Por orden del Presidente de la República", el cual deberá ser visado por el Ministerio de Hacienda, con cargo a la disminución de la dotación máxima de otros de dichos servicios, sin que pueda ser aumentada, en ningún caso, la dotación máxima del Ministerio de que se trate.


En el decreto supremo respectivo podrá disponerse el traspaso del o de los vehículos correspondientes desde el servicio en que se disminuye a aquel en que se aumenta. Al efecto, los vehículos deberán ser debidamente identificados y el decreto servirá de suficiente título para transferir el dominio de ellos, debiendo inscribirse en el Registro de Vehículos Motorizados. 


Artículo 17.- El producto de las ventas de bienes inmuebles fiscales que no estén destinados por aplicación de lo dispuesto en el artículo 56 del decreto ley N° 1.939, de 1977, que efectúe durante el año 2014 el Ministerio de Bienes Nacionales, y las cuotas que se reciban en dicho año por ventas efectuadas desde 1986 a 2013, se incorporarán transitoriamente como ingreso presupuestario de dicho Ministerio. Esos recursos se destinarán a los siguientes objetivos:


- 65% al Gobierno Regional de la Región en la cual está ubicado el inmueble enajenado, para su programa de inversión;


- 10% al Ministerio de Bienes Nacionales, y


- 25% a beneficio fiscal, que ingresará a rentas generales de la Nación.


La norma establecida en este artículo no regirá respecto de las ventas que efectúe dicho Ministerio a órganos y servicios públicos, o a empresas en que el Estado, sus instituciones o empresas tengan aporte de capital igual o superior al 50%, destinadas a satisfacer necesidades propias del adquirente.


No obstante lo anterior, si las empresas a que se refiere el inciso precedente enajenaren todo o parte de los bienes inmuebles adquiridos al Ministerio de Bienes Nacionales dentro del plazo de un año contado desde la fecha de inscripción del dominio a su nombre, el Fisco aportará al gobierno regional respectivo el 65% del precio pagado al referido Ministerio, o la proporción correspondiente si la venta fuere parcial.


Artículo 18.- La Dirección de Presupuestos proporcionará a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados y a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos los informes y documentos que se señalan, en la forma y oportunidades que a continuación se indican:


1. Informe de ejecución presupuestaria mensual de ingresos y gastos del Gobierno Central, a nivel de Subtítulos, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo mes.


2. Informe de ejecución presupuestaria trimestral de ingresos y gastos del Gobierno Central, a nivel de Subtítulos, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo trimestre, incluyendo en anexos un desglose de los ingresos tributarios del período, otras fuentes de financiamiento y saldo de la deuda bruta del Gobierno Central.


Del mismo modo, se deberá incluir en anexos, información del gasto devengado en el Gobierno Central en el del Subtítulo 22 ítem 07, Publicidad y Difusión, desagregado por asignación, detallando el gasto por partida y su variación real respecto de igual trimestre del año anterior, y de las asignaciones comprendidas en los subtítulos 24 y 33, para cada uno de los programas de esta ley.


3. Informe de la ejecución trimestral del presupuesto de ingresos y de gastos de las partidas de esta ley, al nivel de partidas, capítulos y programas aprobados respecto de cada una de ellas, estructurado en presupuesto inicial, presupuesto vigente y monto ejecutado a la fecha respectiva, incluido el gasto de todas las glosas de esta ley, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo trimestre.


4. Informe semestral de los montos devengados en el subtítulo 31, Iniciativas de Inversión, para las distintas partidas presupuestarias, con clasificación regional de ese gasto, incluyendo la categoría “interregional”, a más tardar, sesenta días después de terminado el semestre respectivo.


5. Copia de los decretos de modificaciones presupuestarias totalmente tramitados durante cada trimestre, dentro de los treinta días siguientes al término del mismo, y un informe consolidado de las modificaciones presupuestarias efectuadas en dicho trimestre, especificando los montos incrementados o disminuidos por subtítulo y partida.


6. Nómina mensual de los decretos que dispongan transferencias con cargo a la asignación Provisión para Financiamientos Comprometidos, de la Partida Tesoro Público, totalmente tramitados en el período, dentro de los quince días siguientes al término del mes respectivo.


7. Informe financiero trimestral de las empresas del Estado y de aquéllas en que el Estado, sus instituciones o empresas tengan aporte de capital igual o superior al cincuenta por ciento, que comprenderá un balance consolidado por empresa y estado de resultados a nivel consolidado y por empresa. Dicho informe será elaborado por el Comité Sistema de Empresas de la Corporación de Fomento de la Producción o quien lo suceda o reemplace, y será remitido dentro de los quince días siguientes a la fecha de vencimiento del respectivo plazo de presentación fijado por la Superintendencia de Valores y Seguros.


8. Copia de los balances anuales y estados financieros semestrales de las empresas del Estado, Televisión Nacional de Chile, el Banco del Estado de Chile, la Corporación del Cobre de Chile, de todas aquéllas en que el Estado, sus instituciones o empresas tengan aporte de capital igual o superior al cincuenta por ciento, realizados y auditados de acuerdo a las normas establecidas para las sociedades anónimas abiertas, y de las entidades a que se refiere la ley N° 19.701. Dichas copias serán remitidas dentro de los quince días siguientes a la fecha de vencimiento del respectivo plazo de presentación fijado por la Superintendencia de Valores y Seguros.


9. Informe semestral de la deuda pública bruta y neta del Gobierno Central y de la deuda bruta y neta del Banco Central, con sus notas explicativas y antecedentes complementarios, dentro de los sesenta días y noventa días siguientes al término del correspondiente semestre, respectivamente.


10. Copia de los contratos de préstamo que se suscriban con organismos multilaterales en uso de la autorización otorgada en el artículo 3° de esta ley, dentro de los quince días siguientes al de su total tramitación.


11. Informe trimestral sobre los Activos Financieros del Tesoro Público, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo trimestre. 


12. Informe trimestral sobre el Fondo de Reserva de Pensiones y el Fondo de Estabilización Económica y Social, dentro de los noventa días siguientes al término del respectivo trimestre.


13. Informe trimestral de las operaciones de cobertura de riesgo de activos y pasivos autorizados en el artículo 5° de la ley N° 19.908, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo trimestre.


14. Informe, antes del 31 de diciembre de 2013, de los gastos considerados para el año 2014 en iniciativas de inversión en las zonas comprendidas en el decreto supremo N° 150, de 2010, del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, especificando el tipo de obra, región y comuna de ubicación, costo y plazo de ejecución. Asimismo, estado de avance trimestral, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo trimestre, de cada una de las obras especificadas.


15. Informe semestral, en el marco del Plan Araucanía, del nivel de avance de las cuarenta y seis iniciativas de inversión sectoriales consideradas en la Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2014 que se contempla desarrollar en la IX Región, y del estado de cumplimiento del Plan Arica Parinacota y del Plan Arauco, en el que se indicará el estado de ejecución, montos transferidos, avance real de las obras que contemplen, desglosado según cada una de las áreas de intervención comprendidas, a más tardar, treinta días después de terminado el semestre respectivo.


16. Informe trimestral, sobre el estado de ejecución de los compromisos adquiridos con la Mesa Social de la Región de Aysén.


Para dar cumplimiento a lo señalado en los numerales anteriores, la información indicada deberá ser entregada por los organismos correspondientes de conformidad a las instrucciones impartidas para tal efecto por la Dirección de Presupuestos. Además, ésta deberá ser publicada en los mismos plazos en los respectivos sitios web de los organismos obligados a proporcionarla.


El reglamento a que se refiere el inciso tercero del artículo 7° de la ley N° 19.862 deberá establecer que la inscripción de cada operación de transferencia señalará el procedimiento de asignación utilizado, indicando al efecto si éste ha sido concurso u otro. Trimestralmente, la Subsecretaría de Hacienda enviará un informe sobre la base de la información proporcionada por el Registro Central de Colaboradores del Estado, identificando el total de asignaciones directas ejecutadas en el período a nivel de programa.


Toda información que en virtud de otras disposiciones de esta ley deba ser remitida a las Comisiones del Senado y de la Cámara de Diputados, será proporcionada por los respectivos organismos; en el caso de la Cámara de Diputados, al departamento de Evaluación de la Ley y a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, para su trabajo y remisión a quien lo solicite.


La información deberá incluir las advertencias de porcentajes de cumplimientos de objetivos o indicadores.


Artículo 19.- Los órganos y servicios públicos incluidos en esta ley necesitarán autorización previa del Ministerio del ramo, visada por el Ministerio de Relaciones Exteriores y el Ministerio de Hacienda, para afiliarse o asociarse a organismos internacionales, renovar las afiliaciones existentes o convenir aumento de sus cuotas. En el evento que la incorporación o renovación les demande efectuar contribuciones o aportes o aumentos de éstos y si los convenios consisten en aumentos del monto de cuotas, su visación quedará condicionada a la disponibilidad de recursos fiscales, lo que deberá ser certificado por la Dirección de Presupuestos.


Artículo 20.- Los decretos supremos del Ministerio de Hacienda que deban dictarse en cumplimiento de lo dispuesto en los diferentes artículos de esta ley y los que correspondan para la ejecución presupuestaria, se ajustarán a lo establecido en el artículo 70 del decreto ley N° 1.263, de 1975.


Las aprobaciones y autorizaciones del Ministerio de Hacienda establecidas en esta ley, para cuyo otorgamiento no se exija expresamente que se efectúen por decreto supremo, las autorizaciones que prescriben los artículos 22 y 24 del decreto ley N° 3.001, de 1979, el párrafo final del inciso segundo del artículo 8° del decreto ley N° 1.056, de 1975, y el artículo 4° de la ley N° 19.896, la excepción a que se refiere el inciso final del artículo 9° de la ley N° 19.104 y el artículo 14 de la ley N° 20.128, se cumplirán mediante oficio o visación del Subsecretario de Hacienda, quien podrá delegar tales facultades, total o parcialmente, en el Director de Presupuestos.


Las visaciones dispuestas en el artículo 5° de la ley N° 19.896 serán efectuadas por el Subsecretario respectivo, quien podrá delegar tal facultad en el Secretario Regional Ministerial correspondiente y, en el caso de los gobiernos regionales, en el propio Intendente.


Artículo 21.- Los órganos y servicios públicos, cuando realicen avisaje y publicaciones en medios de comunicación social, deberán efectuarlos, al menos en un 20%, en medios de comunicación con clara identificación local. Los mismos se distribuirán territorialmente de manera equitativa. Los órganos y servicios a que se refiere este artículo deberán dar cumplimiento a lo establecido, por medio de sus respectivos sitios web.


Artículo 22.- Será de cargo de las respectivas entidades públicas el siguiente deber de información:


1. Publicación trimestral, en sus sitios web, acerca del gasto devengado en la asignación 22.07.001, dentro de los treinta días siguientes al término del trimestre respectivo.


2. Remisión a la Biblioteca del Congreso Nacional, en soporte electrónico, de una copia de los informes derivados de estudios e investigaciones contratados en virtud de la asignación 22.11.001, dentro de los ciento ochenta días siguientes a la recepción de su informe final.


3. En caso de contar con asignaciones comprendidas en los subtítulos 24 y 33, los organismos responsables de dichos programas deberán publicar Informe trimestral, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo trimestre en su sitio web institucional la individualización de los proyectos beneficiados, nómina de beneficiarios, metodología de elección de éstos, las personas o entidades ejecutoras de los recursos, los montos asignados y la modalidad de asignación.


Si las asignaciones a las que hace mención el párrafo precedente corresponden a transferencias a municipios, el informe respectivo también deberá contener una copia de los convenios firmados con los alcaldes, el desglose por municipio de los montos transferidos y el criterio bajo el cual éstos fueron distribuidos.


4. En caso de contar con asignaciones correspondientes al subtítulo 31, la entidad responsable de la ejecución de los recursos deberá informar a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados y a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, a más tardar el 31 de marzo de 2014, la nómina de los proyectos y programas financiados con cargo a los recursos señalados, su calendario de ejecución y también, en caso de ser pertinente, su calendario de licitación.


5. Mensualmente, al Gobierno Regional correspondiente, los estudios básicos, proyectos y programas de inversión que realizarán en la región y que hayan identificado conforme a lo dispuesto en el artículo 19 bis del decreto ley N° 1.263, de 1975. Tal información comprenderá el nombre del estudio, proyecto o programa, su monto y demás características, y se remitirá dentro de los treinta días siguientes al término del mes de total tramitación de los respectivos decretos.


6. Publicar en sus respectivos portales de transparencia activa las actas de evaluación emitidas por las comisiones evaluadoras de licitaciones y compras públicas de bienes y servicios que realicen en el marco de la ley N° 19.886, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo proceso.


Artículo 23.- Las actividades de publicidad y difusión que corresponda realizar por los Ministerios, las Intendencias, las Gobernaciones y los órganos y servicios públicos que integran la Administración del Estado, se sujetarán a lo dispuesto en el artículo 3° de la ley N° 19.896. En caso alguno podrán efectuarse campañas publicitarias que tengan por objeto único enumerar los logros de una autoridad específica o del Gobierno en general, con excepción de las cuentas públicas que los organismos señalados en el citado artículo realicen.


Para estos efectos, se entenderá que son gastos de publicidad y difusión para el cumplimiento de las funciones de los referidos organismos, aquéllos necesarios para el adecuado desarrollo de procesos de contratación; de acceso, comunicación o concursabilidad de beneficios o prestaciones sociales, tales como ejercicio de derechos o acceso a becas, subsidios, créditos, bonos, transferencias monetarias u otros programas o servicios; de orientación y educación de la población para situaciones de emergencia o alarma pública y, en general, aquellos gastos que, debido a su naturaleza, resulten impostergables para la gestión eficaz de los mismos organismos.


El incumplimiento de lo dispuesto en este artículo por parte de las autoridades de los organismos señalados contraviene lo establecido en el artículo 52 del decreto con fuerza de ley N°1/19.653, del año 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, que hace referencia al principio de probidad administrativa.


Artículo 24.- Las disposiciones de esta ley regirán a contar del 1 de enero del año 2014, sin perjuicio de que puedan dictarse a contar de la fecha de su publicación los decretos a que se refiere el artículo 3°, y los decretos y resoluciones que en virtud de esta ley sean necesarios para posibilitar la ejecución presupuestaria.


Artículo 25.- Durante el año 2014, la obligación de remitir los informes exigidos en las diversas glosas de las partidas de la ley de presupuestos al 31 de marzo, se entenderá prorrogada hasta el 30 de abril del precitado año.”.

_________

Posteriormente, el señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día.

- - -

PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señoras Allende y Rincón y señores Bianchi, Gómez, Horvath, Pérez Varela, Prokurica, Rossi, Tuma y Zaldívar han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

_________


Se levanta la sesión.
MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado
SESIÓN 78ª, ORDINARIA, EN MARTES 10 DE DICIEMBRE DE 2013


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Gómez.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Concurre, asimismo, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet.

Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________

Se deja constancia de que se cuenta con 38 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Las actas de las sesiones 76ª y 77ª, ordinarias, de 3 y 4 de diciembre del presente año, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.
_________

CUENTA

Mensajes


Cinco de S. E. el Presidente de la República:


Con el primero, comunica que no hará uso de la facultad que le confiere el inciso primero del artículo 73 de la Constitución Política de la República, respecto del proyecto de ley que modifica la ley Nº 19.803, que establece una asignación de mejoramiento de la gestión municipal, para homologarla con la dispuesta en la ley Nº 19.553, que concede una asignación de modernización a la Administración Pública (Boletín N° 9.159-05).


- Se toma conocimiento y se manda comunicar al Excelentísimo Tribunal Constitucional.


Con los dos siguientes, retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “discusión inmediata”, respecto de los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de ley que modifica algunos aspectos previsionales de las Fuerzas Armadas, Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y Gendarmería de Chile (Boletín Nº 8.643-02).


2.- Proyecto de ley relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (Boletín N° 7.963-06).


3.- Proyecto de ley que fortalece el resguardo del orden público (Boletín Nº 7.975-25).


4.- Proyecto de ley que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia (Boletín Nº 8.207-07).


5.- Proyecto de ley que modifica el Código Sanitario en materia de regulación a las farmacias (Boletines N°s 6.523-11, 6.037-11, 6.331-11 y 6.858-11, refundidos).


Con los dos últimos, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley que crea un registro voluntario de contratos agrícolas (Boletín Nº 8.829-01).


2.- Proyecto de ley que crea la autorización de funcionamiento de jardines infantiles (Boletín Nº 8.859-04).


3.- Proyecto de ley que introduce modificaciones a la legislación tributaria en materia de factura electrónica y dispone otras medidas que indica (Boletín Nº 8.874-05).


4.- Proyecto de ley que establece condiciones especiales transitorias para la aplicación del artículo 18 de la ley N° 19.479 y faculta para otorgar el bono compensatorio que indica (Boletín N° 9.113-05).


5.- Proyecto de ley que establece la Ley Orgánica de la Institucionalidad Estadística Nacional (Boletín Nº 8.767-06).


6.- Proyecto de ley que autoriza el levantamiento del secreto bancario en investigaciones de lavado de activos (Boletín N° 4.426-07).


7.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, para establecer la medida de control preventivo de identidad (Boletín N° 9.036-07).


8.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.948, que crea un procedimiento para eximir de responsabilidad en caso de extravío, robo o hurto de la cédula de identidad y de otros documentos de identificación (Boletín     N° 9.166-07).


9.- Proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley   N° 161, de 1978, del Ministerio de Relaciones Exteriores, que fija su Estatuto Orgánico, que otorga al Subsecretario de Relaciones Exteriores, atribución para transigir en conflictos jurídicos laborales o previsionales surgidos en el extranjero, que afecten al Estado de Chile (Boletín N° 8.853-10).


10.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 17.635, que establece normas sobre cobro ejecutivo de créditos para la vivienda que indica (Boletín Nº 9.018-14).


11.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.831, que crea el Registro Nacional de Servicios de Transporte Remunerado de Escolares (Boletín Nº 8.329-15).


- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


De S. E. el Presidente de la República:


Con el que solicita el acuerdo del Senado para prorrogar, por el plazo de un año, la permanencia de tropas y medios militares fuera del territorio de la República, en Bosnia y Herzegovina (Boletín Nº S 1.624-05), respecto de lo cual hace presente la urgencia en los términos del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.


- Pasa a las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas.


Dos de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero, informa que dio su aprobación al proyecto de ley que modifica la ley N° 19.948, que crea un procedimiento para eximir de responsabilidad en caso de extravío, robo o hurto de la cédula de identidad y de otros documentos de identificación (Boletín N° 9.166-07) (con urgencia calificada de “suma”).


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Con el segundo, comunica que aprobó la enmienda propuesta por esta Corporación al proyecto de ley que otorga un reajuste de remuneraciones a los trabajadores del Sector Público, concede aguinaldos que señala, y concede otros beneficios que indica (Boletín N° 9.177-05).


- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Envía copia autorizada de la sentencia definitiva pronunciada, en el ejercicio del control de constitucionalidad, respecto del proyecto de ley sobre interés máximo convencional (Boletines N°s 7.786-03, 7.932-03 y 7.890-03, refundidos).


- Se toma conocimiento y se manda comunicar el proyecto a     S. E. el Presidente de la República.


Remite copia autorizada de la sentencia definitiva pronunciada en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto del artículo 25, inciso primero, del Código del Trabajo. 


- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento.

Del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública


Responde solicitud de información, cursada en nombre de los Honorables Senadores señores Horvath y Muñoz Aburto, relativa a la aplicación del subsidio a la contratación de mano de obra, contemplado en las leyes N°s 19.853 y 20.655, en las regiones de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo y de Magallanes y la Antártica Chilena.


Contesta petición, remitida en nombre del Honorable Senador señor Escalona, referente al refuerzo de la dotación policial y a la habilitación de comisarías en las comunas de Talcahuano (sector Medio Camino) y Chiguayante.

Del señor Subsecretario para las Fuerzas Armadas


Comunica la tramitación total del decreto supremo N° 335, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 2013, que autoriza salida de tropas de las Fuerzas Armadas del territorio nacional, con el objeto de integrar las Fuerzas de la Misión de Estabilización de las Naciones Unidas en Haití (MINUSTAH).

Del señor Director Regional Tesorero de Valparaíso


Responde solicitud de información, hecha en nombre del Honorable Senador señor Chahuán, respecto del informe que fue recabado a ese servicio por la Contraloría Regional de Valparaíso en un asunto del interés de la señora Edith Rebolledo Díaz, ex funcionaria del Hospital Carlos Van Buren de esta ciudad.


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

De la señora Directora Nacional de Fronteras y Límites del Estado


Responde, mediante oficio secreto, consulta efectuada en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, respecto de los avances alcanzados y trabajos realizados en Campo de Hielo Sur.


- Queda a disposición de Sus Señorías para su consulta en Secretaría.

Informes


De la Comisión Mixta constituida, conforme lo dispone el artículo 70 de la Constitución Política de la República, con el que propone la forma y el modo de resolver la divergencia suscitada entre ambas ramas del Congreso Nacional con ocasión de la tramitación del proyecto de reforma constitucional en materia de integración de la Cámara de Diputados (Boletín  Nº 9.078-07).


Segundo informe de la Comisión de Obras Públicas e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley que dicta normas sobre compensaciones a los usuarios de servicios de distribución de agua potable en casos de interrupciones o suspensiones no autorizadas o no comunicadas previamente a ellos (Boletín N° 2.357-09) (con urgencia calificada de “suma”).


De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones a la legislación tributaria en materia de factura electrónica y dispone otras medidas que indica (Boletín Nº 8.874-05) (con urgencia calificada de “suma”).


De la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley  N° 19.831, que crea el Registro Nacional de Servicios de Transporte Remunerado de Escolares (Boletín Nº 8.329-15) (con urgencia calificada de “suma”).


- Quedan para Tabla.

Declaración de inadmisibilidad


Moción de los Honorables Senadores señores Prokurica, Frei, Horvath, Kuschel y Larraín Peña, con la que inician un proyecto de ley que modifica la destinación de las multas que sean aplicadas por la Superintendencia del Medio Ambiente.


- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme lo dispone el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

_________


Enseguida, el Honorable Senador señor Prokurica solicita obtener el consentimiento de la Sala para dirigir oficio, en su nombre y en el de los Honorables Senadores señores Frei, Horvath, Kuschel y Larraín Peña, a S.E. el Presidente de la República, con el objeto de que estudie la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que considere las ideas contempladas en la Moción que presentaran, que modifica la destinación de las multas que sean aplicadas por la Superintendencia del Medio Ambiente, la que fuera declarada inadmisible por referirse a materias propias de la iniciativa exclusiva del señor Jefe de Estado.


Así se acuerda.

- - -


Sobre este mismo tema, el Honorable Senador señor Horvath pide que se revise la mencionada declaración de inadmisibilidad. 

- - -


Luego, el Honorable Senador señor Zaldívar solicita recabar el acuerdo de la Sala para fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que sustituye las leyes Nº 19.039, sobre propiedad industrial, y              Nº 20.254, que crea el Instituto Nacional de Propiedad Industrial (Boletín      N° 8.907-03), hasta las 12:00 horas del día 16 de diciembre próximo.


Se accede a lo solicitado, debiendo las indicaciones ser presentadas en la Secretaría de la Comisión de Economía.

- - -


Seguidamente, el Honorable Senador señor Prokurica pide obtener el asentimiento de la Sala para establecer un nuevo término para presentar indicaciones al proyecto de ley que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia (Boletín N° 8.207-07), hasta el día 16 de diciembre próximo a las 12:00 horas.


Así se acuerda, debiendo las indicaciones ser presentadas en la Secretaría de la Comisión de Hacienda.

- - -


En el mismo sentido, el Honorable Senador señor Pérez Varela solicita obtener idéntica autorización para fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que perfecciona el rol fiscalizador del concejo; fortalece la transparencia y probidad en las municipalidades; crea cargos y modifica normas sobre personal y finanzas municipales (Boletín N° 8.210-06), hasta el día 16 de diciembre próximo a las 12:00 horas.


Así se acuerda, debiendo las indicaciones ser presentadas en la Secretaría de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

- - -


Enseguida, el Honorable Senador señor Escalona manifiesta su inquietud por la presentación de las urgencias por parte del Ejecutivo.


Al respecto, intervienen los Honorables Senadores señores Zaldívar y Frei, señora Allende y señor Coloma.

- - -

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General expresa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:

1.- Tratar en el primer lugar del Orden del Día, de la sesión ordinaria de hoy, el proyecto de reforma constitucional signado con el Número 4.- de la Tabla, esto es, el que establece que el Estado debe eliminar los obstáculos que, de hecho, impidan el pleno desarrollo de las personas (Boletín N° 8.871-07); en el segundo lugar, el proyecto de ley, signado con el Número 3.- en la Tabla, que elimina las vacunas multidosis con timerosal o compuestos organomercúricos (Boletín N° 7.036-11); y, en tercer lugar del Orden del Día, el proyecto de ley, del que se dio cuenta de su informe en la presente sesión, que modifica la ley N° 19.831, que crea el Registro Nacional de Servicios de Transporte Remunerado de Escolares (Boletín Nº 8.329-15).


2.- Poner en el primer lugar del Orden del Día, de la sesión extraordinaria de mañana, el proyecto de reforma constitucional, signado con el Número 1.- de la Tabla, que regula el ejercicio del sufragio de los ciudadanos que se encuentran fuera del país (Boletín N° 9.069-07).


3.- Fijar un plazo para formular indicaciones al proyecto de ley que crea la autorización de funcionamiento de jardines infantiles (Boletín       Nº 8.859-04), hasta el lunes 13 de enero de 2014 a las 12:00 horas.


4.- Ampliar el plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones y leyes complementarias, para establecer un sistema de aportes al espacio público aplicable a los proyectos de construcción (Boletín N° 8.493-14), hasta el lunes 13 de enero de 2014 a las 12:00 horas.


5.- Fijar el siguiente calendario de semanas regionales, para el año 2014 hasta enero de 2015.

- Marzo:
Desde el lunes 24 hasta el viernes 28 de marzo.

- Abril:
Desde el lunes 28 hasta el viernes 2 de mayo.

- Mayo:
Desde el lunes 26 hasta el viernes 30 de mayo.

- Junio:
Desde el lunes 23 hasta el viernes 27 de junio.

- Julio:
Desde el lunes 28 hasta el viernes 1 de agosto.

-Agosto:
Desde el lunes 25 hasta el viernes 29 de agosto.

-Septiembre:
Desde el lunes 15 hasta el viernes 19 de septiembre.

-Octubre:
Desde el lunes 27 hasta el viernes 31 de octubre.

-Noviembre:
No hay.

-Diciembre:
Desde el lunes 1 hasta el viernes 5 de diciembre.


Desde el lunes 22 hasta el viernes 2 de enero de 2015.

- Enero 2015: 
Desde el lunes 26 hasta el viernes 30 de enero.

_________

A continuación, el señor Presidente solicita a la Sala y al público en las tribunas, guardar un minuto de silencio en memoria del ex Presidente de la República de Sudáfrica y Premio Nobel de la Paz, don Nelson Mandela.


La Sala guarda un minuto de silencio.


Seguidamente, se acuerda enviar un oficio en nombre del Senado manifestando su pesar y haciendo llegar las más sentidas condolencias al Gobierno y al pueblo sudafricano por tan lamentable pérdida.
- - -

La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de reforma constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Letelier, Gómez y Walker, don Patricio, en primer trámite constitucional, que establece que el Estado debe eliminar los obstáculos que, de hecho, impidan el pleno desarrollo de las personas, con informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y

Ciudadanía

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 8.871-07. 


Añade que su objetivo es consagrar en la Carta Fundamental la obligación del Estado de eliminar los obstáculos que limiten de hecho la igualdad y la libertad e impidan el pleno desarrollo de la persona. Para ello deberá promover medidas que garanticen el goce y el ejercicio de los derechos reconocidos en los tratados internacionales ratificados por Chile. 

Destaca que la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía discutió el proyecto en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único, aprobándolo por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Letelier y Orpis. No obstante lo anterior, propone a la Sala aprobarlo sólo en general.

Recuerda que durante la discusión en particular el proyecto deberá ser informado también por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Señala, finalmente, que este proyecto debe ser aprobado por los dos tercios de los Senadores en ejercicio.
- - -


El señor Presidente pone en discusión en general el proyecto y otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Letelier, García, Sabag, Orpis, Bianchi, Coloma, Zaldívar y Escalona, señora Allende y señores Larraín Fernández, Cantero, Letelier, Walker (don Patricio), Tuma y Prokurica.
- - -


La Sala acuerda remitir esta iniciativa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento para que la informe en general.
- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.

_________
Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que elimina las vacunas multidosis con timerosal o compuestos organomercúricos, con segundo informe, nuevo segundo informe, e informe complementario del nuevo segundo informe de la

Comisión de Salud

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley,  que tiene el Boletín N° 7.036-11.

Añade que la iniciativa cuenta con un segundo informe, un nuevo segundo informe y un informe complementario del nuevo segundo informe. En este último, la Comisión de Salud deja constancia de que, en sesión de 7 de mayo de 2013, la Sala acordó volver el proyecto a la Comisión, para un nuevo estudio, abriéndose un nuevo plazo para presentar indicaciones, término dentro del cual se presentó solamente una indicación que reemplaza íntegramente el texto de la iniciativa.

En el informe complementario del nuevo segundo informe la Comisión de Salud deja constancia, para efectos reglamentarios, de que no hay artículos que no hayan sido objeto de indicaciones o de modificaciones.

Asimismo, deja constancia de que aprobó la indicación sustitutiva del proyecto por la mayoría de los miembros de la Comisión, con los votos de los Honorables Senadores señora Rincón y señores Girardi y Rossi, y con las abstenciones de los Honorables Senadores señores Chahuán y Uriarte.
- - -


Enseguida, el señor Secretario General subraya que la Comisión de Salud, en su segundo informe, propone efectuar las siguientes enmiendas al proyecto de ley aprobado en general:

ARTÍCULO 1°


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 1°.- Prohíbese la importación, comercialización o distribución a cualquier título de todo tipo de vacunas que, dentro de sus compuestos, contengan timerosal o compuestos organomercúricos.


Sin embargo, se permitirá que en el proceso de fabricación se utilice el etilmercurio con tiosalicilato. Con todo, no se permitirá al momento de suministrar la vacuna trazas superiores o iguales a un microgramo de etilmercurio por dosis.


Sólo podrán utilizarse vacunas con etilmercurio, siempre que sean desarrolladas y producidas con posterioridad a la vigencia de esta ley y no existan vacunas que produzcan los mismos efectos que las que contengan el compuesto antes dicho, y el Presidente de la República por decreto y razones fundadas así lo autorice.”. 
ARTÍCULO 2°


Intercalar, en la frase que se agrega a continuación de “orgánicos”, la frase “de conformidad a la normativa legal vigente, con las excepciones que establezca esta ley”, precedida de una coma, y eliminar los signos de puntuación colocados entre paréntesis.

ARTÍCULO TRANSITORIO


Reemplazar la expresión “seis meses contado” por “un año contado”. 

- - -


En su nuevo segundo informe, la Comisión de Salud no introduce modificaciones.

- - -


Posteriormente, la citada Comisión, en su informe complementario del nuevo segundo informe, propone lo siguiente:


Reemplazar el texto del proyecto por el que sigue:


“Artículo 1°.- Prohíbese la fabricación, importación, comercialización, distribución y suministro, a cualquier título, de todo tipo de vacunas destinadas a inocular a niñas y niños menores de ocho años, mujeres embarazadas y adultos mayores de sesenta años, que entre sus componentes contengan timerosal o compuestos organomercúricos.


Artículo 2º.- Para las personas no comprendidas en el artículo anterior, se permitirá el uso de vacunas que en el proceso de fabricación utilicen el etilmercurio con tiosalicilato como trazas. Dichas trazas, al momento de suministrar la vacuna, deberán ser inferiores o iguales a un microgramo de etilmercurio por dosis.


Sin perjuicio de lo establecido en el artículo primero, sólo podrán utilizarse vacunas con etilmercurio, siempre que sean desarrolladas y producidas con posterioridad a la vigencia de esta ley y no existan vacunas que produzcan los mismos efectos que las que contengan el compuesto antes dicho, y el Presidente de la República por decreto y razones fundadas de salud pública, como emergencias epidemiológicas o sanitarias, así lo autorice, lo que deberá hacer observando las normas más estrictas que fijen al efecto los organismos internacionales de salud.


En los casos del inciso anterior, no se podrá invocar como fundamento de la excepción señalada la falta de disponibilidad o problemas de stock de vacunas, causados por omisiones, deficiencias o errores en los sistemas de compra de las respectivas vacunas.


Artículo 3º.- Agrégase en el inciso primero del artículo 32 del Código Sanitario, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la siguiente frase final: “En dicho proceso de vacunación deberán emplearse dosis libres de timerosal o sus compuestos orgánicos, de conformidad a la normativa legal vigente.”.


Artículo 4°.- Cualesquiera sean las circunstancias extraordinarias en que se utilicen vacunas con  trazas o con montos superiores a un microgramo de etilmercurio con tiosalicilato o compuestos organomercúricos, de acuerdo a lo señalado en el artículo 2° de esta ley, deberá recabarse el consentimiento informado de las personas, en conformidad a la ley N° 20.584.


Artículo 5°.- Las infracciones a esta ley deberán ser puestas en conocimiento de la autoridad sanitaria, la cual dispondrá en forma inmediata el comiso y destrucción de las dosis incautadas, a costa del infractor, quien será sancionado con multa a beneficio fiscal de una a treinta unidades tributarias mensuales, por dosis.


Artículo 6°.- La presente ley entrará en vigencia el primer día después del sexto mes de su publicación.”.

- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en discusión en particular el proyecto, y otorga el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Prokurica, Girardi y Uriarte.

- - -


En su discurso, el Honorable Senador señor Prokurica propone que, en su momento, el proyecto sea conocido también por la Comisión de Hacienda.

- - -


En su intervención, el Honorable Senador señor Girardi, en representación del Comité Partido por la Democracia, de conformidad con lo establecido en el artículo 129 del Reglamento del Senado, pide segunda discusión de esta materia.


Enseguida, el señor Presidente manifiesta que ha terminado la primera discusión, quedando pendiente el tratamiento de este asunto.

_________
Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.831, que crea el Registro Nacional de Servicios de Transporte Remunerado de Escolares, con informe de la Comisión de

Transportes y Telecomunicaciones

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 8.329-15 y urgencia calificada de “suma”. 


Añade que su objetivo principal es modificar los artículos 3° y 4° de la ley N° 19.831, que creó el Registro Nacional de Servicios de Transporte Remunerado de Escolares, con el objeto de establecer que no podrán ejercer la actividad de conductor y acompañante en el transporte remunerado de escolares aquellas personas que presenten un certificado de antecedentes en que conste que han sido condenadas por cometer delitos de índole sexual contra los menores de edad.

Señala, finalmente, que la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones deja constancia de que, no obstante tratarse de una iniciativa de artículo único, la discutió sólo en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Letelier.
- - -


El señor Presidente pone en discusión en general el proyecto y otorga la palabra al Honorable Senador señor Prokurica, quien, en representación del Comité Partido Renovación Nacional, de conformidad con lo establecido en el artículo 129 del Reglamento del Senado, pide segunda discusión de esta materia, solicitud que posteriormente retira.

- - -


Queda pendiente la primera discusión de este asunto.

_________
Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.418, habilitando a las juntas de vecinos a otorgar certificados de residencia, con informe de la Comisión de Gobierno,

Descentralización y Regionalización

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley precedentemente individualizado, correspondiente al Boletín N° 8.377-06.

Añade que el principal objetivo de la iniciativa es autorizar a las juntas de vecinos para extender certificados de residencia directamente, sin intervención de otras autoridades.

Destaca que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización discutió este proyecto en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único, aprobándolo por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Bianchi, Frei, Orpis y Sabag, en los mismos términos en que fue despachado por la Cámara de Diputados.

- - -


Seguidamente, se pone en discusión el proyecto, en general y en particular, y se ofrece la palabra a los Honorables Senadores señores Chahuán, Sabag y Bianchi.


Cerrado el debate y puesto en votación el proyecto, en general y en particular, es aprobado por 19 votos a favor y 2 pareos, en los mismos términos en que lo hiciera la Honorable Cámara de Diputados.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Escalona, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Sabag, Tuma, Uriarte y Walker (don Patricio).


No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores Coloma y Novoa.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de ley aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:
“MODIFICA LA LEY N° 19.418, HABILITANDO A LAS JUNTAS DE VECINOS A OTORGAR CERTIFICADOS DE RESIDENCIA


Artículo único.- Sustitúyese la letra f) del numeral 4 del artículo 43 de la ley N°19.418, sobre juntas de vecinos y demás organizaciones comunitarias, por la siguiente:


“f) Emitir certificados de residencia, siéndole aplicable al requirente que faltare a la verdad en cuanto a los datos proporcionados al efecto, las sanciones contempladas en el artículo 212 del Código Penal.”.”.

_________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece obligaciones relativas a la propina en restaurantes, bares, pubs, clubes, discotecas y similares, con informe de la Comisión de Trabajo y

Previsión Social


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 8.932-13.

Añade que el objetivo principal es establecer la obligación del empleador de sugerir una propina a favor del trabajador o trabajadora que ejerza de garzón o garzona, equivalente al 10% del total de la cuenta de consumo, en los establecimiento que atiendan público, tales como restaurantes, pubs, bares, cafeterías, discotecas, fondas y similares, la que deberá ser pagada por el cliente, salvo que manifieste su voluntad en contrario.

Resalta que la Comisión de Trabajo y Previsión Social deja constancia de que durante el análisis de los fundamentos del proyecto tuvo en consideración la Moción de los Honorables Senadores señores Bianchi y Orpis, cuyos objetivos son eximir a las propinas del trámite de insinuación de donaciones y establecer la obligación de incluir, a título informativo, las propinas que percibe el trabajado en su liquidación de remuneraciones, posibilitando con ello la acreditación de esos ingresos.


Asimismo, la Comisión hace presente que, no obstante tratarse de una iniciativa de artículo único, la discutió sólo en general y acordó proponer a la Sala que adopte igual decisión, con el propósito de introducir los perfeccionamientos que sean necesarios durante la discusión en particular.

Señala, finalmente, que la Comisión aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Rincón y señores Bianchi, García y Muñoz Aburto.

- - -


El señor Presidente pone en discusión en general el proyecto y otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Tuma, Bianchi, Lagos y Sabag.

Cerrado el debate y puesto en votación en general, es aprobado por 14 votos a favor, 2 abstenciones y 3 pareos.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Rincón y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Escalona, García, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín Fernández, Orpis, Prokurica, Sabag y Tuma.

Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Chahuán, García y Prokurica.


Se abstienen, los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto y Navarro, quienes fundamentan su decisión.


No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores Coloma, Novoa y Pizarro.
- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -


Luego, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día.

_________
PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señora Allende y señores Bianchi, Cantero y Prokurica, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

_________


Se levanta la sesión.
MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 79ª, EXTRAORDINARIA, EN MIÉRCOLES 11 DE DICIEMBRE DE 2013


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Gómez.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Concurre, asimismo, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet.

Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________


Se deja constancia de que se cuenta con 38 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 76ª y 77ª, ordinarias, de 3 y 4 de diciembre del presente año, respectivamente, que no han sido observadas.

_________

CUENTA

Oficios

Del señor Ministro de Relaciones Exteriores


Da a conocer la creación de la Unidad Consejo de Seguridad, coordinadora de las labores de esa Secretaría de Estado con la Misión Permanente de Chile ante las Naciones Unidas, y que tendrá a su cargo informar a esta Corporación sobre las actividades relevantes. 

De la señora Ministra de Justicia


Responde acuerdo del Senado, adoptado a proposición de los Honorables Senadores señores Chahuán, Bianchi, García-Huidobro, Horvath, Larraín Fernández y Sabag, con el que se solicita el envío de una iniciativa legal para integrar a la dotación de la Defensoría Penal Pública a los noventa y cuatro profesionales que prestan servicios a honorarios en la Unidad de Defensa Penal (Boletín Nº S 1.596-12).

De la señora Ministra de Obras Públicas


Adjunta respuesta del señor Director de Obras Hidráulicas, a solicitud de información cursada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto de modificaciones efectuadas en el cauce del río Andalién para permitir la construcción del complejo habitacional “Valle Noble”, en la comuna de Concepción.


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informe


De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que adapta normas laborales al ámbito del turismo (Boletín Nº 8.770-23) (con urgencia calificada de “suma”).


- Queda para Tabla.

Moción


Del Honorable Senador señor Orpis, con la que da inicio a un proyecto de ley que modifica la ley N° 20.000, con el objeto de establecer la obligación de registrar los antecedentes personales de los huéspedes de hoteles y  establecimientos similares de las zonas fronterizas (Boletín N° 9.186-07).


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Proyecto de acuerdo


De los Honorables Senadores señor Bianchi, señora Allende y señores Cantero, Horvath, Letelier y Prokurica, con el que solicitan a S. E. el Presidente de la República el envío de una iniciativa de ley que permita el pago de la asignación de zonas extremas a los trabajadores de la corporación municipal que se desempeñan en jardines infantiles, mediante transferencia de fondos de la Junta Nacional de Jardines Infantiles (Boletín Nº S 1.625-12). 


- Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.
- - -


Enseguida, el señor Presidente señala que es preciso fijar un plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que establece obligaciones relativas a la propina en restaurantes, bares, pubs, clubes, discotecas y similares (Boletín N° 8.932-13), y propone para tal efecto el día 13 de enero de 2014, a las 12:00 horas.


Así se acuerda.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de reforma constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señoras Allende y Alvear y señores Espina, Larraín Fernández y Walker, don Patricio, en primer trámite constitucional, que regula el ejercicio del sufragio de los ciudadanos que se encuentran fuera del país, con segundo informe de la Comisión de Constitución,

Legislación, Justicia y Reglamento

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de reforma constitucional que tiene el Boletín N° 9.069-07.

Añade que esta iniciativa fue aprobada en general en sesión de 11 de septiembre de 2013 y cuenta con un segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, que deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que no hay artículos que no hayan sido objeto de indicaciones o de modificaciones, y de que rechazó las tres indicaciones que se formularon al proyecto, por lo que no introdujo modificaciones al texto aprobado en general.

Finalmente, hace presente que el artículo único de esta iniciativa requiere para su aprobación en particular de las tres quintas partes de los Senadores en ejercicio.
- - -


Sobre temas reglamentarios, interviene el Honorable Senador señor Coloma.

- - -


El señor Presidente pone en votación en particular el proyecto, que es aprobado por 29 votos a favor, 6 en contra y una abstención, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 127 de la Constitución Política de la República


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Escalona, Espina, Frei, García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Fundamentan su voto a favor, los Honorables Senadores señor Walker (don Patricio), señora Allende, señores Gómez y Bianchi, señora Alvear, señores Chahuán, Cantero, Larraín Fernández, Escalona, Lagos, Sabag y Zaldívar, señora Pérez San Martín, señores Espina, García, Letelier, Tuma y Navarro, señora Rincón y señor Walker (don Ignacio). 

Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Coloma, García-Huidobro, Novoa, Orpis y Uriarte.

Fundamentan su voto en contra, los Honorables Senadores señores Coloma, Orpis y Uriarte. 


Se abstiene, el Honorable Senador señor Prokurica.

- - -


Concluida la votación, hace uso de la palabra el señor Ministro Secretario General de la Presidencia.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL:


“Artículo único.- Intercálase, en el artículo 13 de la Constitución Política de la República, el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto:


“Los ciudadanos con derecho a sufragio que se encuentren fuera del país podrán sufragar desde el extranjero en las elecciones de Presidente de la República y en los plebiscitos nacionales, por el solo hecho de solicitarlo para cada elección o plebiscito. Dicha solicitud se dirigirá al Servicio Electoral, pudiendo realizarse en Chile o a través de los Consulados de Chile en el extranjero, indicando el Consulado donde se ejercerá este derecho. Una ley orgánica constitucional establecerá los requisitos formales que deberá contener la mencionada solicitud y regulará la manera en que se realizarán los procesos electorales y plebiscitarios en el extranjero, en conformidad a lo dispuesto en los incisos primero y segundo del artículo 18.”.”.

_________

Informe de la Comisión Mixta, formada en virtud del artículo 70 de la Constitución Política de la República, recaído en el proyecto de reforma constitucional en materia de integración de la

Cámara de Diputados

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que este proyecto tiene el Boletín N° 9.078-07, y la divergencia entre ambas Cámaras deriva del rechazo de esta iniciativa por la Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, al no alcanzar el quórum requerido para aprobar en particular el texto del proyecto que previamente había acordado el Senado.

Recuerda que el Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un proyecto que introducía dos modificaciones en la Constitución:

En primer lugar, sustituía el inciso primero del artículo 47, por el siguiente:


“Artículo 47. La Cámara de Diputados está integrada por miembros elegidos en votación directa por distritos electorales. La ley orgánica constitucional respectiva determinará el número de diputados, los distritos electorales y la forma de su elección.”.


En segundo lugar, reemplazaba los incisos segundo y tercero de la disposición decimotercera transitoria, por el que sigue:

“Las modificaciones a la Ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios que digan relación con el número de senadores y diputados, las circunscripciones y distritos existentes, y el sistema electoral vigente, requerirán del voto conforme de las tres quintas partes de los diputados y senadores en ejercicio.”.

Por su parte, la Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, aprobó en general el proyecto, pero posteriormente, fue rechazado en particular por no haber alcanzado el quórum constitucional requerido.

Destaca que la Comisión Mixta, como forma de resolver la divergencia entre ambas Cámaras, propone aprobar el texto de reforma constitucional acordado, en primer trámite constitucional, por el Senado.

Añade que esta proposición fue acordada por la mayoría de sus integrantes. Votaron a favor, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín Peña y Walker (don Patricio), y los Honorables Diputados señores Burgos, Monckeberg (don Cristián) y Tuma. Se pronunciaron en contra, los Honorables Diputados señores Barros y Squella. Se abstuvo, el Honorable Senador señor Larraín Fernández.

Finalmente, hace presente que las normas contenidas en el proyecto de reforma constitucional requieren para su aprobación del voto conforme de las tres quintas partes de los Senadores en ejercicio.

- - -


Luego, el señor Presidente pone en discusión la proposición de la Comisión Mixta y otorga la palabra a los Honorables Senadores señor Walker (don Patricio), señora Allende y señores Coloma y Bianchi.


Cerrado el debate y puesta en votación dicha proposición, se aprueba por 24 votos a favor, 7 en contra y 3 abstenciones, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 127 de la Constitución Política de la República.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín y Rincón y señores Chahuán, Escalona, Espina, Frei, García, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Pizarro, Prokurica, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Fundamentan su voto a favor, los Honorables Senadores señores Walker (don Ignacio), Chahuán y Gómez, señora Alvear, señores Lagos, Quintana y Escalona y señora Pérez San Martín.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Cantero, Coloma, García-Huidobro, Kuschel, Novoa, Orpis y Uriarte.

Fundamenta su voto en contra, el Honorable Senador señor Coloma.


Se abstienen, los Honorables Senadores señores Bianchi, Larraín Fernández y Navarro.
- - -


Concluida la votación, hacen uso de la palabra el señor Ministro Secretario General de la Presidencia y el Honorable Senador señor Chahuán.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Constitución Política de la República:


1) Sustitúyese el inciso primero del artículo 47, por el siguiente:


“Artículo 47. La Cámara de Diputados está integrada por miembros elegidos en votación directa por distritos electorales. La ley orgánica constitucional respectiva determinará el número de diputados, los distritos electorales y la forma de su elección.”.


2) Reemplázanse los incisos segundo y tercero de la disposición decimotercera transitoria, por el siguiente:


“Las modificaciones a la Ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios que digan relación con el número de senadores y diputados, las circunscripciones y distritos existentes, y el sistema electoral vigente, requerirán del voto conforme de las tres quintas partes de los diputados y senadores en ejercicio.”.”.

_________


Enseguida, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día y levanta la sesión.
MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado
D O C U M E N T O S

1
OFICIO DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, MEDIANTE EL CUAL, DE CONFORMIDAD CON LO DISPUESTO EN EL N° 5) DEL ARTÍCULO 5° DE LA LEY N° 19.891, SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA DESIGNAR COMO MIEMBRO DEL DIRECTORIO DEL CONSEJO NACIONAL DE LA CULTURA Y LAS ARTES, A LA SEÑORA MAGDALENA PEREIRA CAMPOS

(S 1628-05)
GAB. PRES. N° 1768

ANT.: No hay.

MAT.: Acuerdo del. H. Senado para nombramiento de miembro del Directorio del Consejo Nacional de la Cultura y de las Artes.

SANTIAGO, 18 DIC.2013

DE:
SR. SEBASTIAN PIÑERA ECHENIQUE

PRESIDENTE DE LA REPUBUCA

A:
SR. JORGE PIZARRO SOTO

PRESIDENTE DEL H SENADO

1. La Ley N° 19.891, que crea el Consejo Nacional de la Cultura y de las Artes y el Fondo Nacional de Desarrollo Cultural y las Artes, establece como uno de sus órganos, a un Directorio compuesto por once miembros.

2. El artículo 5° numeral 5), establece que dos de tos miembros del señalado Directorio deben ser personalidades de la cultura, que tengan una conocida vinculación con la cultura y una destacada trayectoria y que sean representantes de las distintas actividades de la cultura, tos cuales serán designados por el Presidente de la República con acuerdo del Senado.

3. Cabe hacer presente que tos consejeros designados en conformidad al procedimiento señalado precedentemente, para el período 2012-2016 son tos señores Carlos Aldunate Del Solar y Pablo Dittborn Barros.

4. El consejero señor Pablo Dittborn Barros, presento su renuncia voluntaria al cargo de consejero del Directorio Nacional, quedando estipulada en el Acta de la Sesión Ordinaria N° 100, de fecha 26 de julio de 2013 del Consejo.

5. En el artículo 9°, del Decreto 366, año 2003 del Ministerio de Educación, que aprueba reglamento para el nombramiento de los integrantes de este órgano colegiado se señala que cuando algún consejero se viere impedido o renunciare a ejercer su cargo en forma definitiva, el Presidente de la República designará un nuevo integrante con acuerdo del Senado, el que durará en el cargo por el periodo que restare para el cual fue nombrado su antecesor.

6. Mediante el presente oficio, solícito el acuerdo del H. Senado para designar como miembro del Directorio Nacional del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, a la señora Magdalena Pereira Campos, Cédula Nacional de Identidad N° 13.255.357-2, quien ejercerá sus funciones hasta el día 15 de enero del año 2016, fecha en la cual concluía su periodo el consejero a quien reemplaza.

7. Atendida la conveniencia de contar a La brevedad posible con el acuerdo de esa H. Corporación para proceder al nombramiento antes referido, hago presente urgencia en el despacho de esta materia, en los términos a que alude el inciso segundo del N° 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.

Saluda a V.E.,

(Fdo.): Sebastián Piñera Echenique, Presidente de la República.
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PROYECTO, EN TERCER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY GENERAL DE SERVICIOS ELÉCTRICOS, CON EL FIN DE PROMOVER LA INTERCONEXIÓN DE SISTEMAS ELÉCTRICOS INDEPENDIENTES

(9022-08)

Oficio Nº 11.057

VALPARAÍSO, 17 de diciembre de 2013
La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, ha dado su aprobación al proyecto de ley de ese H. Senado que modifica la ley General de Servicios Eléctricos con el fin de promover la interconexión de sistemas eléctricos independientes, correspondiente al boletín No9022-08, con las siguientes enmiendas a su artículo único:
NUMERAL 1

Lo ha modificado de la siguiente manera:

-
Ha agregado las siguientes letras b) y c), nuevas:

b)
Sustitúyese la letra c) del inciso primero por la siguiente:
“c)
La calificación de líneas, subestaciones e interconexiones existentes y,o en construcción como nuevas obras troncales, incluso aquellas adicionales que interconecten o faciliten la interconexión de dos o más sistemas eléctricos.”.
c)
Sustitúyese, en la letra d) del inciso primero, la expresión “y b)”, por la frase “, b) y c), en su caso,”.
-
Las letras b) y c) han pasado a ser d) y e), respectivamente, sin enmiendas.

-
Ha agregado una letra f), del siguiente tenor:

f)
Intercálase en el inciso tercero, que ha pasado a ser cuarto, a continuación del vocablo “generadoras”, la expresión “o transmisoras”.

NUMERAL 2 (NUEVO)

-
Ha intercalado el siguiente numeral 2), nuevo:

2)
Modifícase el inciso segundo del artículo 86 de la siguiente manera:
a)
Intercálase en su letra a), a continuación de la palabra “instalaciones”, la frase “existentes o en construcción”, y elimínase la palabra “existentes”.

b)
Reemplázase en su letra g) el vocablo “tercero” por “cuarto”.
NUMERAL 2
-
Ha pasado a ser 3, con las siguientes enmiendas:

-
Ha agregado la siguiente letra a), nueva:

a) Intercálase, en la letra a) del inciso segundo, luego del vocablo “existentes”, la expresión “y en construcción”.
-
Sus letras a) y b) han pasado a ser letras b) y c), sin cambios.

-
Ha agregado una letra d), del siguiente tenor:

d) Intercálase en el inciso cuarto, que ha pasado a ser quinto, a continuación de la expresión “letra a)”, la frase “y del inciso tercero”.

NUMERAL 3

-
Ha pasado a ser numeral 4, sin modificaciones.

NUMERAL 4

-
Ha pasado a ser numeral 5, con la siguiente modificación:

-
Ha incorporado la siguiente letra b), nueva:

b) Modifícase el inciso segundo de la siguiente manera:

i) Sustitúyese la preposición “de”, que se encuentra a continuación del vocablo “condiciones”, la primera vez que aparece, por la siguiente frase: “objetivas que serán consideradas para determinar la”.

-
La letra b) del H. Senado ha pasado a ser literal ii) de la nueva letra b), sin enmiendas.

NUMERALES 5 Y 6

- Han pasado a ser numerales 6 y 7, respectivamente, sin modificaciones.

NUMERAL 7

-
Ha pasado a ser numeral 8, modificado como sigue:

-
Ha introducido una letra a), nueva, del siguiente tenor:

a) Reemplázase, en su inciso segundo, la palabra “tercero” por “cuarto”.

-
Ha contemplado, como letra b), el texto propuesto en el numeral 7, con los siguientes cambios:

i)
Ha sustituido la expresión “estime necesarias” por la frase “sean necesarias para adecuar el plan de expansión del sistema troncal a los efectos del inciso segundo de este artículo”.

ii)
Ha intercalado entre las expresiones “justificación técnico-económica” y “de las obras propuestas” la frase “y de política pública”.

iii)
Ha intercalado, entre la expresión “de las obras propuestas” y el punto que le sigue, la oración “en condiciones equivalentes a las establecidas en el estudio de transmisión troncal”.

NUMERAL 8

- Ha pasado a ser numeral 9, sin modificaciones.

***

Lo que tengo a honra comunicar a V.E., en respuesta a vuestro oficio Nº 741/SEC/13, de 11 de septiembre de 2013.
Acompaño la totalidad de los antecedentes.
Dios guarde a V.E.
(Fdo.): Edmundo Eluchans Urenda, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkič, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL OFICIO DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, MEDIANTE EL CUAL SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA NOMBRAR COMO MINISTRO DE LA EXCELENTÍSIMA CORTE SUPREMA AL SEÑOR CARLOS RAMÓN ARÁNGUIZ ZÚÑIGA 
(S 1618-05)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informar la proposición de S.E. el Presidente de la República para designar como Ministro de la Excelentísima Corte Suprema, al señor Carlos Ramón Aránguiz Zúñiga, en la vacante provocada por el cese de funciones de la ministra señora Gabriela Pérez Paredes.


Se deja constancia que en el oficio Nº 1.538, que el Primer Mandatario dirigió al Senado y del cual se dio cuenta el día 30 de octubre de 2013, se ha hecho presente la urgencia para el despacho de este asunto, en los términos previstos en el párrafo segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República. Dicha urgencia fue renovada el día 3 de diciembre de 2013.

A la sesión en que la Comisión analizó esta proposición asistió, especialmente invitado, el Ministro de la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Rancagua, señor Carlos Ramón Aránguiz Zúñiga, quien fue acompañado por el Administrador de la Corte de Apelaciones de Rancagua, señor Rodrigo Valenzuela y el periodista de la Dirección de Comunicaciones del Poder Judicial, señor Héctor Cruzat.


Concurrieron, asimismo, los Honorables Senadores señores Francisco Chahuán; José Antonio Gómez y Baldo Prokurica, el Ministro de Justicia subrogante, señor Juan Ignacio Piña y el abogado asesor de la División Jurídica del Ministerio, señor José Miguel Poblete.


Estuvieron también presentes los asesores de la Honorable Senadora señora Alvear, señores Jorge Cash y Marcelo Drago; la asesora del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, señora Paz Anastasiadis; el asesor legislativo del Instituto Libertad y Desarrollo, señor Sergio Morales; el asesor del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Eduardo Ramírez y el asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomas Celis. Asimismo, concurrió el abogado de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor Juan Pablo Cavada.
- - -

CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS


Cabe señalar que, según dispone el inciso tercero del artículo 78 de la Carta Fundamental, la proposición de nombramiento que ha formulado Su Excelencia el Presidente de la República, debe ser considerada en una sesión especial de esta Corporación.


Asimismo, se deja constancia que para aprobarla se requiere el voto conforme de los dos tercios de los Senadores en ejercicio.

- - -

ANTECEDENTES

1.- DE DERECHO

1.1.- Constitución Política de la República


El artículo 78 de la Ley Fundamental establece que la Corte Suprema se compone de veintiún miembros, los que son nombrados por Su Excelencia el Presidente de la República, con acuerdo del Senado.


El inciso tercero del mencionado precepto dispone que los ministros y fiscales judiciales del Máximo Tribunal del país serán nombrados por el Jefe de Estado eligiéndolos de una nómina de cinco personas que, en cada caso, propondrá la Corte Suprema, y requerirá el acuerdo previo de esta Corporación. El Senado deberá adoptar el respectivo acuerdo por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, en sesión especialmente convocada al efecto. Agrega que si no aprueba la proposición del Presidente de la República, la referida Corte deberá completar la quina proponiendo un nuevo nombre en sustitución del rechazado, repitiéndose el procedimiento hasta que se alcance un acuerdo.


Su inciso quinto preceptúa que cuando se trate de proveer un cargo que corresponda a un miembro proveniente del Poder Judicial, formará la nómina exclusivamente con integrantes de éste y deberá ocupar un lugar en ella el ministro más antiguo de Corte de Apelaciones que figure en la lista de méritos. Los otros cuatro nombres se decidirán en atención a los merecimientos de los candidatos.


A su turno, el número 9) del artículo 53 de la Constitución Política prescribe que es atribución exclusiva del Senado aprobar, en sesión especialmente convocada al efecto y con el voto conforme de los dos tercios de los Senadores en ejercicio, la designación de los Ministros de la Excma. Corte Suprema.

1.2.- Código Orgánico de Tribunales


Su artículo 254 señala que para ser Ministro de la Corte Suprema se requiere se chileno, tener título de abogado, y haber ejercido la profesión por a lo menos quince años.

1.3.- Reglamento del Senado


Su artículo 205 indica que los asuntos que importen el ejercicio de alguna de las atribuciones constitucionales exclusivas del Senado, no podrán resolverse sin informe previo de la Comisión que corresponda.

2.- DE HECHO

2.1.- Oficio de S.E. el Presidente de la República


 En el oficio GAB.PRES N° 1.538, de fecha 29 de octubre de 2013, S.E. el Presidente de la República  hace presente que actualmente se encuentra vacante un cargo de Ministro de la Excelentísima Corte Suprema, debido al término de funciones de la ministra señora Gabriela Pérez Paredes.


Agrega que mediante oficio Nº 431, de 15 de julio del presente año, el Máximo Tribunal comunicó al Gobierno que había formado una nómina para proveer el cargo de Ministro de la Corte Suprema que se encuentra vacante.


Manifiesta que los antecedentes de dicha resolución se encuentran recogidos en el Acta Nº 94-2013, que da cuenta de la sesión celebrada por el Pleno de la referida Corte, el día doce de julio de 2013.


Cabe hacer presente que en la mencionada Acta se deja constancia que en el día indicado precedentemente, se reunió el Tribunal, bajo la Presidencia de su titular señor Rubén Ballesteros Cárcamo y con la asistencia de los Ministros señores Juica, Segura, Muñoz, Dolmestch, Araya, Valdés, Carreño, Pierry, Künsemuller, Brito y Silva, señoras Maggi y Egnem, y señores Fuentes, Cisternas, y Blanco, para elaborar la cinquena destinada a proveer el cargo de Ministro de la Corte Suprema que se encuentra vacante. Para ello realizó una votación entre los ministros que se presentaron a la oposición para optar al cargo, la cual tuvo el siguiente resultado:

	Señor Carlos Cerda Fernández
	10 votos

	Señor Raúl Mera Muñoz
	8 votos

	Señor Juan Escobar Zepeda
	5 votos

	Señor Carlos Ramón Aránguiz Zúñiga
	5 votos

	Señor Juan Manuel Muñoz Pardo
	5 votos

	Señor Manuel Valderrama Rebolledo
	4 votos

	Señor Miguel Eduardo Vásquez Plaza
	3 votos

	Señor Jorge Dahm Oyarzún
	2 votos

	Señor Juan Pedro Shertzer Díaz
	2 votos

	Señor Mario Gómez Montoya
	2 votos

	Señora Dobra Lusic Nadal
	2 votos

	Señor Rodrigo Biel Melgarejo
	1 voto

	Señora María Teresa Letelier Ramírez
	1 voto

	Señor Roberto Contreras Olivares
	1 voto



Agrega que habiéndose producido un empate entre los Ministros señores Escobar, Aránguiz y Muñoz, se procedió a efectuar un sorteo entre ellos, resultando excluido don Juan Manuel Muñoz Pardo.


En consecuencia, la cinquena quedó formada por:


1.- Don Alfredo Pfeiffer Richter, Ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago, por derecho propio.


2.- Don Juan Escobar Zepeda, Ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago.


3.- Don Carlos Cerda Fernández, Ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago.


4.- Don Carlos Aránguiz Zúñiga, Ministro de la Corte de Apelaciones de Rancagua.


5.- Don Raúl Mera Muñoz, Ministro de la Corte de Apelaciones de Rancagua.


Se dejó constancia en el acta que la ubicación de los ministros en la cinquena antes señalada atiende a la ubicación de los oponentes en el Escalafón General de Antigüedad del Poder Judicial.


Teniendo en cuenta estos antecedentes, el Jefe de Estado informó al Senado que había resuelto solicitar el acuerdo de esta Corporación para nombrar en el cargo de Ministro de la Corte Suprema al señor Carlos Aránguiz Zúñiga.


La Sala del Senado tomó conocimiento de esta comunicación el día 30 de octubre del presente año, oportunidad en la cual también se dio cuenta de la urgencia para el despacho de esta materia, en los términos previstos en el párrafo segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República. Dicha urgencia fue renovada el día 3 de diciembre próximo pasado.
2.2.- Antecedentes académicos y profesionales del Ministro señor Carlos Aránguiz Zúñiga

Hacemos presente que el Ministro señor Carlos Aránguiz Zúñiga es abogado y licenciado en derecho de la Universidad de Chile. Inició su carrera judicial como secretario del Primer Juzgado del Crimen de Valparaíso. A continuación, y en forma sucesiva, desempeñó la función de juez titular del Primer Juzgado de Letras de los Andes; del Segundo Juzgado de Letras de San Felipe; del Primer Juzgado del Trabajo de Valparaíso, y del Sexto Juzgado del Crimen de esa misma ciudad. Posteriormente, se desempeñó como fiscal de la Corte de Apelaciones de Coyhaique, y en la actualidad tiene la calidad de Ministro de la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Rancagua.


Asimismo, el Ministro señor Aránguiz es integrante de la Sociedad de Escritores de Chile y miembro correspondiente de la Academia Chilena de la Lengua. Igualmente ha desempeñado diversas labores docentes en el campo del Derecho. Ha sido profesor de Derecho Civil en la Universidad de los Lagos, en la Academia Judicial, y en los cursos de postgrado de la Facultad de Derecho de la Universidad Andrés Bello. Ha aprobado numerosos cursos de perfeccionamiento en materias como responsabilidad penal médica; derecho procesal penal; medicina legal; derechos humanos; normas sobre estupefacientes; sociología jurídica; propiedad intelectual y derecho del trabajo, entre otros.


Igualmente ha sido ponente en conferencias sobre el recurso de amparo; el nuevo proceso penal; la inteligencia policial; la judicialización de la medicina, y derecho y lengua española. 

Finalmente, cabe hacer presente que es autor de nueve libros en el ámbito literario entre los que destacan: “Cuentos de la Carretera Austral” (1991); “Aysén: la Estación del Olvido” (1993); “Desde Aysén y otros casipoemas” (1996); “Cuentos Biooceánicos” (1997); “De cordilleras y alevines” (1997); “Piel de Naufragio” (1999); “Defensa de Lot” (2007); “La condesa de la Patagonia” (2008), y “El  muérdago y otros afanes trucos” (2013).

Anexo a este informe se acompaña un curriculum vitae que da cuenta de los antecedentes mencionados precedentemente. 

- - -

CONSIDERACIÓN DE ESTE ASUNTO EN LA COMISIÓN


Al iniciarse la sesión, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Patricio Walker, ofreció la palabra al Ministro señor Aránguiz con el fin de que expusiera su visión acerca del Poder Judicial, la Corte Suprema y las tareas que él desarrollaría en el Máximo Tribunal del país, si es designado para el referido cargo.



El señor Ministro expresó que daba gracias a Dios por encontrarse ante esta instancia, merced a la iniciativa del señor Presidente de la República, quien ha decidido proponer a un magistrado común y corriente, y  de regiones, entre una pléyade de ilustres y meritorios jueces. 


Manifestó que era la octava vez que figura en una quina para la Excelentísima Corte Suprema y la primera con que ha sido honrado con la proposición presidencial, de manera que también es la primera vez que concurre ante esta Comisión. Expuso que su última calificación ha sido la mejor del país, y en los años anteriores figuraba también dentro de los primeros de la categoría a la cual pertenece.


Indicó que lleva 33 años como magistrado y 2 años como empleado judicial interino, lo que acredita su vocación por la labor jurisdiccional y la justicia. 


Declaró que su convicción de que como juez podía realizar sus sueños de servicio a los demás, lo que lo llevó a los 25 años de edad a integrarse al Poder Judicial, renunciando a un mayor ingreso que ya entonces tenía como abogado. Agregó que desde entonces, entre alegrías y tristezas, entre realizaciones y frustraciones, como cualquier funcionario público, no ha dejado un solo día de agradecer esta vocación inmensa y casi sacerdotal. 


Sostuvo que durante todo ese tiempo, en que como magistrado ejerció en todas las áreas del Derecho (Civil, Familia, Laboral), fue en el área penal donde tuvo una mayor oportunidad de desarrollarse profesionalmente. Añadió que, aunque es difícil contabilizarlo con propiedad, tuvo alrededor de 100.000 procesos criminales a su cargo, dentro de ellos causas de gran connotación en determinadas épocas. Aseveró que las sentencias que le tocó dictar, fueron en la gran mayoría de los casos, confirmadas en todas sus instancias. Subrayó que jamás, en sus 33 años de servicio como magistrado, nunca se acogió una queja en su contra.


Consideró que a los miembros de la Comisión les interesaría conocer más sobre los casos de ribetes políticos que le ha correspondido conocer: aquellos que la prensa los ha bautizado como “Coimas”, “Mop Gate”, “Sobresueldos” y “Fondos Reservados”.


Hizo presente que en el llamado “Caso Coimas”, se vieron involucrados parlamentarios y altas autoridades de gobierno, y por ello resulta natural que haya causado alguna inquietud la propuesta para designarlo como Ministro del Máximo Tribunal del país.


Remarcó que no eligió las causas antes mencionadas, las que reunieron 33 tomos, cada una de ellas con varias aristas, y que comprendieron fácilmente unas 150.000 páginas y alrededor de medio millón de documentos anexos. 


Acotó que fueron procesadas, en todas ellas, alrededor de 80 personas, -y exceptuando el llamado “Caso Mop Gate”-, fueron todas condenadas, y todos los casos fueron confirmados tanto por la Corte de Apelaciones, como por la Excma. Corte Suprema, salvo en 2 excepciones. 


Opinó que nunca ha compartido la idea de los “jueces estrella”; solo cree en los magistrados que cumplen su deber. Connotó que las veces que tuvo que enfrentarse con la prensa fue para explicar determinadas resoluciones; y aquello corresponde a un deber de un juez, como función pedagógica masiva de la función jurisdiccional.


Reseñó que procesos de esa envergadura y en manos de un solo juez, solo fueron posibles por el antiguo procedimiento y las esmirriadas condiciones en que los magistrados debían desempeñarse. Durante la tramitación de esos famosos procesos, solo contó con el apoyo de dos actuarias: ni un solo asesor, ningún otro apoyo o ayuda, ni siquiera comunicacional. En el actual procedimiento, los fiscales no están obligados a acumular los procesos, cuentan con asesores expertos en lo jurídico y en lo comunicacional, y con una cantidad muy superior de recursos humanos y materiales; y lo principal, la separación de la investigación respecto del juicio. Bienvenida sea, pues, una vez más, la reforma procesal penal, aún con todos sus problemas y limitaciones.


Estimó que de sus actuaciones en dichos procesos, se produjeron cosas positivas para el país, tales como la dictación de la ley de transparencia, la mayor regulación del manejo de los fondos reservados, el sinceramiento de los sobresueldos, y el cambio de la legislación de las plantas de revisión técnica.


Manifestó que una labor menos conocida, pero especialmente importante, es su dedicación a los casos vinculados a violaciones a los derechos humanos acaecidos en la VI Región. Acotó que son 27 procesos que recibió derivados desde Santiago, sin ningún avance, y que ha llevado silenciosamente y han tenido un alto porcentaje de éxito investigativo. Agregó que ha emitido dos condenas, en menos de dos años; hay otras personas acusadas y procesadas, y más de la mitad de los casos se encuentran con posibilidades de éxito inmediato. 

Destacó que en materia de derechos humanos se ha especializado, mediante el estudio de diplomados sobre Derecho Internacional de los Derechos Humanos, ha sido conferencista y panelista contribuyendo a la difusión y formación en esta materia. Remarcó que cree firmemente en el des-acoso mediático sobre el tema, lo que ayuda a crear un clima propicio de esclarecimiento de la verdad, lo mismo que el acompañamiento a los familiares de las víctimas, y un trato formal a los victimarios y también a sus familias. 


Connotó que en el ámbito académico lleva alrededor de 20 años de actividad, tanto como profesor universitario, cuanto formador de magistrados en la Academia Judicial. Ha sido monitor de la reforma procesal penal, porque siempre ha creído que ésta ha sido el cambio más importante y trascendental que ha tenido la justicia chilena en el último siglo, porque no sólo se ha tratado de una transformación radical del procedimiento penal, sino que, especialmente, de su contenido ético, al tiempo que ha sentado las bases para el desarrollo de una nueva mentalidad en los magistrados, fiscales y abogados. Añadió que recientemente ha obtenido la certificación de instructor de docencia según los altos cánones del Instituto Judicial de Canadá.


Sostuvo que la segunda parte de su exposición está dirigida a plasmar su visión sobre el Poder Judicial y la Corte Suprema en especial.


Comenzó señalando que la visión del Poder Judicial a la que aspiraría contribuir desde la Corte Suprema, guarda relación con cuatro temas centrales: reforzamiento de la conciencia del origen soberano de la función jurisdiccional (que  se relaciona con los principios de información, transparencia y calidad del servicio judicial), mayor inserción en la comunidad (que se vincula con la generación de confianzas y la integración cultural del magistrado),  modernización (que se relaciona con el empleo de todas las herramientas disponibles en materia de capacitación permanente y tecnologías de la información) y la coordinación interinstitucional (que se condice con la posibilidad de interacción entre instituciones afines).


Destacó que, en cuanto al reforzamiento de la conciencia del origen soberano de la función jurisdiccional, la magistratura, por su forma de elección constitucional indirecta, suele perder de vista su origen soberano, que en los cargos públicos de elección directa se patentiza. Por ello, agregó, se siente proclive a ampliar del modo más abierto posible la información disponible, en términos que no solo el foro y los justiciables, sino que cualquier ciudadano, sea capaz de comprender las decisiones judiciales y sus alcances, contribuyendo de este modo a una mayor y más profunda fiscalización de sus actos jurisdiccionales y de gobierno.


Expuso que al perder de vista su génesis en la soberanía ciudadana, los magistrados suelen adoptar cierta distancia con los sistemas de control y rendición de cuenta, lo que también redunda en su creciente desapego respecto del rol social que desempeñan.


Expresó que muchas manifestaciones de los actuales problemas de la Judicatura, como la confusión de su entidad autonómica con un auto enclaustramiento social; la pérdida creciente del aprecio social en relación con su desconfianza en los medios de difusión global; la falta de sintonía entre las necesidades sociales declaradas y los tiempos propios, como tantas otras, no son sino la expresión del fenómeno señalado. Añadió que un juez atento al origen soberano de sus funciones, redundaría en un funcionario consciente del rol social que desempeña, lo que indudablemente introduciría una mejora significativa en todos los aspectos denotados y, desde luego, en la apreciación pública de su labor.


Indicó que algunos de los obstáculos más importantes para arribar a dicho estadio, lo constituye el refugio en la juridicidad, que lleva a plantearse como un mecanismo defensivo constante, el hecho de que la actividad del juez se encuentra sujeta exclusivamente a la norma, actitud que permite disimular, al menos superficialmente, las dificultades anteriores y, en especial, las provenientes de la conciencia íntima.  Advirtió que no era partidario de la corriente que propugna al juez como “creador” de la norma” que pugna por ampliar cada vez más, una interpretación libre de la ley. La norma es creada por la función legislativa y el juez debe ser un intérprete fiel con el poder originario y con el tiempo y cultura en que la norma se aplica. Consignó que no es partidario de aquella corriente que aún sostiene que el juez no es otra cosa que “la boca por la que habla la ley”.


Aseveró que debe propenderse a una mayor inserción en la comunidad local y global. Estimó que respecto a este punto  no pocas de las críticas que recibe el Poder Judicial, se deben a su enclaustramiento: o al desconocimiento de la motivación de sus decisiones, todo lo cual facilita su cuestionamiento, y contribuye a que los magistrados se desentiendan de la realidad cultural de la comunidad a la que deben servir. Agregó que en cualquiera de los casos, la solución, a su juicio, consiste en estrechar el contacto con el justiciable, no solamente mediante la formulación de una clara y definida política comunicacional, sino que especialmente compartiendo los espacios que la cultura de su gente genera y que son objetivo de su gestión judicial. Lo anterior implica que el magistrado en general y la Corte Suprema en particular, debe acercarse física e intelectualmente a la comunidad a la que presta servicios, para promover un mayor conocimiento recíproco.


Apuntó que un caso ilustrativo de lo anterior se puede tomar de la Patagonia nacional: allí un perro ovejero, no solo acompaña al cuidador de animales en su solitario, aislado y expuesto oficio, sino que además hace el trabajo de cinco arrieros. Un perro, en la Patagonia, vale diez veces más que un caballo. Si el juez del lugar no se inserta en la realidad cultural de su pueblo y vive aislado, tenderá a juzgar la muerte provocada del perro como un caso de insignificancia judicial y a magnificar, viceversa, la muerte del caballo, tal como sucedería en la zona norte y central del país.


Sostuvo que en relación a la modernización, una mayor cercanía de la administración de justicia a la gente, conlleva necesariamente una reingeniería completa de la gestión judicial, que posibilite: una restructuración del marco orgánico funcional; una redistribución de los lugares de trabajo  que los adecúe a una nueva política de servicio (atención personal y transparente); una actualización de los sistemas de procesos internos; una redefinición de los perfiles funcionales; la utilización de todas las tecnologías de información disponibles; la tramitación y consulta informática, y la capacitación permanente.


Consignó que existen voces generosas que suelen considerarlo como autor de una compleja reforma teórica y práctica llevada a efecto monitoriamente en la Corte de Apelaciones de Rancagua. La reforma se basa en desplazar de las cortes el modelo antiguo de gestión, estrictamente reglamentado y donde los parámetros modernos tienen dificultosa cabida. Añadió que la falta de definiciones de carácter estratégico, el tipo de modelo de administración –en el que prima la exagerada jerarquización, la ambigüedad funcional, la relativa irresponsabilidad administrativa-, redunda en una lentitud en la tramitación de las causas, en una falta de transparencia de los procesos internos y en una creciente desconfianza del justiciable. Indicó que a fines del año 2007, con la autorización de la Corte Suprema, se decidió afrontar una renovación integral de la gestión administrativa de la Corte de Apelaciones de Rancagua, sin que se transformara en una reforma legal interminable. Para ello se imitó el modelo de gestión de los tribunales de primera instancia recién reformados. El modelo puesto en marcha, auditado por disposición de la Corte Suprema por dos consultoras externas, ha redundado en un cambio radical en todos los parámetros expuestos; y ha sido promovido por el Máximo Tribunal, como el modelo a emplear en todas las cortes del país.


En cuanto a la coordinación interinstitucional, se declaró fervoroso partidario de la creación de nuevos canales de comunicación entre los Poderes del Estado, que les permita coordinarse en la prestación de la función estatal que es única: el servicio a los ciudadanos. Asimismo, afirmó que es importante el intercambio de información que posibilite a las instituciones afines complementarse y apoyarse para cumplir objetivos comunes; de terminar con las defensas corporativas y dar facilidades para la crítica y al mismo tiempo generar espacios de autocrítica; de crear focos de generación de ideas y de intercambio de estudios con las universidades y demás instituciones afines; de inserción en la comunidad a través de programas específicos que les permitan hacer comprender y entender mejor los signos ciudadanos de la época.


Remarcó que los poderes del Estado, una vez superada la división funcional, cumplen un mismo y único objetivo: servir a la comunidad. No es posible entonces, que no cooperen solidariamente en la construcción de dicha función común, para defender autonomías que no son funcionales, sino formalmente orgánicas y protocolares. Para llevar a cabo lo anterior y superar los mecanismos de desconfianza fomentados artificialmente durante años, deben promoverse instancias permanentes de intercambio y diálogo, donde sea posible traspasar las experiencias recíprocas y generar nuevas ideas comunes de servicio, desplegando cada cual sus habilidades y limitaciones. Lo anterior es válido también con otras instituciones afines (Carabineros, PDI, Gendarmería, Sename, Servicio Médico Legal, etc), como con otras relacionadas con propósitos altruistas en todos los campos (universidades, fundaciones, corporaciones, etc…)


Declaró que con satisfacción le ha correspondido promover durante toda su vida judicial la creación y fundación de instancias colectivas en que participan magistrados, funcionarios de otras instituciones afines y profesionales del sector, sin distinciones, como una forma de procurar espacios de diálogo y generación de lazos de confianza recíprocos. Agregó que alguna de estas instancias han sido jurídicas, otras han estado relacionadas con clubes deportivos; instituciones de beneficencia y grupos culturales.


Concluyó su intervención agradeciendo a la Comisión y señaló que espera haber despejado algunas dudas legítimas que los Honorables Senadores hayan podido tener respecto a sus actuaciones y visiones como magistrado. 


A continuación, intervino el Ministro de Justicia (S), señor Juan Ignacio Piña quien manifestó que el Presidente de la República ha propuesto el nombre del Ministro señor Aránguiz, dentro de una cinquena compuesta por postulantes ampliamente calificados. 


Agregó que dentro de ella, el Jefe de Estado ha propuesto el nombre de un magistrado que lleva 35 años de carrera judicial intachable, la que ha desarrollado fuera de la ciudad de Santiago. Dicha circunstancia indica una gran fortaleza en este camino institucional de conformación de la Corte Suprema.


Consignó que el Ministro señor Aránguiz es quien obtuvo este año la más alta calificación entre todos los Ministros de Corte y ello confirma que estamos en presencia de un gran magistrado.


Destacó que sus fallos gozan de una característica muy poco frecuente, que es el rasgo de la pedagogía jurisdiccional. Lo anterior, sostuvo, significa explicar satisfactoriamente tanto al justiciable como a la comunidad, por qué se toma una decisión determinada. Recalcó que dicha labor es esencial en el fortalecimiento de nuestro Poder Judicial. 


Expresó que el Ministro Aránguiz en sus fallos demuestra un pleno apego a la ley, alejado de cualquier forma de activismo, pero no entendiendo esta función como la simple repetición de la norma abstracta que se ha puesto frente a él para solucionar un caso, sino entendiendo al mismo tiempo la función de bisagra, de acoplamiento que tiene una decisión que aplica una ley a un caso concreto y que, por lo tanto, está revestido de los valores que tiene una comunidad determinada.


Concluyó señalando que el Ministro señor Aránguiz llevó a cabo la modernización de la Corte de Apelaciones de Rancagua, sin ningún recurso adicional, ni modificación normativa, enfrentando el escepticismo natural de sus superiores. Lo anterior ha significado que la modernización antes planteada, de acuerdo a lo expresado por la Excma. Corte Suprema y por los auditores externos, debe ser replicada por las demás Cortes de Apelaciones del país. Advirtió que no estamos en presencia solo del discurso de la modernización, sino que se trata de un ejercicio real de ésta, con inteligencia, decisión y coraje. Sostuvo que los factores antes mencionados, unidos a las notables calificaciones del Ministro señor Aránguiz, ha llevado a que el Presidente de la República haya propuesto su nombre y solicitado su aprobación por parte de esta Corporación.


Seguidamente, la Honorable Senadora señora Alvear comenzó su intervención agradeciendo la completa presentación del Ministro señor Aránguiz.


Manifestó que en la actualidad se está discutiendo por la Comisión una modificación a la Reforma Procesal Penal. Consultó al señor Ministro, cuáles son aquellos aspectos que  a su juicio debieran ser mejorados en esta materia.

Comentó que una de las falencias de la Reforma es la falta de coordinación interinstitucional entre los distintos actores. Connotó que injustamente se le atribuye a los jueces la responsabilidad cada vez que hay una decisión que la ciudadanía no es capaz de comprender. Recalcó que no obstante existen algunos casos en que los jueces sí pueden equivocarse.

Advirtió que no hay una visión común entre el Ministerio Público y las policías, y que la coordinación es insuficiente entre las instituciones que forman parte de la Reforma.


Finalmente, preguntó al señor Ministro por el rol de la Academia Judicial en la aplicación  y difusión de la ley N° 20.680 que introduce modificaciones al código civil y a otros cuerpos legales, con el objeto de proteger la integridad del menor en caso de que sus padres vivan separados. 


El Honorable Senador señor Espina comenzó su intervención felicitando al Ministro señor Aránguiz por su brillante carrera judicial. Recalcó que es un privilegio tener en nuestro país un juez tan destacado y con una visión integral de la realidad que se vive en regiones.


Asimismo, remarcó su actividad académica, que incluye estudios y cursos, que, en definitiva, le otorgan las competencias y condiciones para desempeñarse  adecuadamente. 


Añadió que dicha capacidad profesional viene reafirmada por los Ministros de la Corte Suprema que votaron por él. Destacó que obtuvo el voto del actual Presidente del Máximo Tribunal, señor Rubén Ballesteros, el de un ex Presidente de la Corte Suprema, como lo es don Milton Juica y el del Ministro señor Sergio Muñoz. Todos ellos han demostrado durante su carrera funcionaria, una total autonomía respecto del Poder Ejecutivo. 


Subrayó su trayectoria en aquellos casos vinculados a actos de corrupción, sobre todo, tomando en consideración que le correspondió juzgar, bajo el sistema penal antiguo, casos difíciles. No hay que olvidar que en dicho sistema el juez debía investigar, acusar y fallar.

Resaltó además, sus méritos en aquellas 27 causas relacionadas con los derechos humanos, porque ello refleja que el  Ministro señor Aránguiz ha asumido temas complejos.


Puntualizó la circunstancia de que en 100.000 causas que ha conocido no se ha acogido ningún recurso de queja en su contra, lo que es muy meritorio.


Remarcó que la exposición sobre las cuatro orientaciones del Poder Judicial apunta acertadamente hacia un correcto funcionamiento de este Poder del Estado.


Consultó por la opinión que tiene el señor Ministro respecto a la capacitación de los jueces, advirtiendo, que magistrados adecuadamente preparados se equivocan menos.


Finalmente, sostuvo que uno de los temas claves en la administración de justicia es la aplicación oportuna de la misma. Al respecto, preguntó al Ministro señor Aránguiz cuál era su opinión.


El Honorable Senador Larraín, don Hernán subrayó que el Ministro señor Aránguiz no solo ha integrado la quina ocho veces, sino que los apoyos que ha obtenido son muy significativos, dentro de lo que es la actual estructura de la Excma. Corte Suprema.  


Estimó que esta postulación viene precedida de antecedentes muy valiosos que explican por qué ha sido propuesto por la mencionada Corte y por el Poder Ejecutivo.


Señaló que el Ministro tiene razón en explicar su actitud y la forma como llevó adelante procesos tan complicados como el caso Mop Gate y las causas de derechos humanos a las que se ha visto enfrentado.


Llamó la atención del riesgo que implica convertir al Senado en una especie de control jurisdiccional de los jueces que pueden llegar a ser ministros del Máximo Tribunal. Añadió que le parecería erróneo que los jueces estuviesen mirando las mayorías políticas para fallar y perdieran, por lo anterior, su autonomía e independencia. Recalcó que acertadamente ha señalado el Ministro señor Aránguiz, que lo que se le pide a un juez es que cumpla bien su deber, que actúe con la recta conciencia de estar procediendo en forma independiente, aplicando justicia, en conformidad a la ley. Lo anterior, es lo único que le podemos pedir a un juez, ya que si se vota favorablemente el nombramiento de un magistrado por su orientación política o porque se comparten sus fallos judiciales, se está distorsionando tanto la labor del Senado como la jurisdiccional.

Advirtió que en esta materia no se puede pensar que los jueces deben ser nominados de acuerdo a la identidad que uno tiene con los fallos que pronuncia. Sostuvo que se debe analizar a los jueces por su integridad personal, experiencia, versación, y trayectoria. 


Manifestó que los jueces tienen un problema, que consiste en que no eligen las causas a fallar y adicionalmente, no pueden excusarse de conocerlas ni de resolverlas.


Consultó al Ministro señor Aránguiz por la independencia del Poder Judicial. Cómo deben actuar los jueces frente a las presiones. Asimismo, cuán independiente y autónomo debe ser la justicia respecto de los otros poderes del Estado.


Inquirió la opinión del Ministro sobre la reforma procesal civil, ya que algunos plantean que con ella se estaría minimizando el rol de la Excma. Corte Suprema.


Finalmente, solicitó al Ministro su parecer acerca de la modernización y transparencia del Poder Judicial.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador Walker, don Patricio agradeció la completa exposición del Ministro señor Aránguiz. Valoró que el Presidente de la República piense en ministros de regiones.


Planteó que se ha insinuado un cierto cuestionamiento a la propuesta del Presidente de la República, en relación a dos casos concretos, a saber, Coimas y Mop Gate. Señaló que le gustaría saber quién ha realizado dichos cuestionamientos.

Recalcó que los magistrados deben cumplir con su obligación ética, moral y jurídica de hacer justicia. 


Consultó la opinión del Ministro señor Aránguiz respecto a la calificación de los jueces y cómo mejorar dicho sistema.


Inquirió, además, respecto a la situación que afecta a los menores que han sido abusados sexualmente. Destacó que hoy en día un niño que presta declaración por haber sido víctima de abuso tiene que hacerlo en seis o siete oportunidades, lo que en definitiva produce una revictimización. 


Finalmente, preguntó por la validez de los peritajes, y cuál es el grado de confiabilidad que generan en los jueces dichos informes. 

El Ministro señor Aránguiz se refirió a las consultas planteadas.


En relación a la descoordinación de las instituciones que están involucradas en la reforma, señalo que es efectivo lo planteado por la Honorable Senadora señora Alvear. Opinó que la Reforma Procesal Penal es una excelente reforma. Agregó que luego de diez años, ha tenido  algunos problemas, pero ellos no llevan a justificar una campaña de desprestigio en contra de ésta. 


Apuntó que desde el primer momento en que la Reforma comenzó a regir en la Sexta Región se creó un Comité de Coordinación. Dicha experiencia facilitó una correcta aplicación de ella en la región.


Consignó que donde se han presentado inconvenientes es en el proceso de coordinación entre el Ministerio Público y las policías. Advirtió que las policías, tanto uniformada como civil, no han estado a la altura de la Reforma. Ejemplificó lo anterior señalando que ellas emiten los mismos partes y llevan a cabo idénticos procedimientos como los que se ejecutaban antes de la puesta en marcha de la mencionada reforma. Dicha circunstancia hace que los jueces no valoren bien la labor de la policía.


Estimó que algunos magistrados tampoco han cumplido un rol impecable. En la mayor parte de los casos, los jueces se han coordinado, integrado, involucrado y han comprendido la importancia de este cambio. Agregó que la reforma fue revolucionaria y en algunos casos implicó el nombramiento de personas jóvenes e inexpertas. Ha existido también de manera privada una autocrítica por parte de fiscales, y en general, de todos los actores de que se puede hacer más por mejorar el sistema imperante.      


Recalcó que algunas veces ha tenido que dictar sentencias absolutorias en casos graves, por ausencia de material probatorio y eso es algo que no puede ocurrir.   


Hizo presente, en relación a la Academia Judicial, que ésta cumple un rol fundamental. Señaló que acaba de terminar un curso de mejoramiento de la docencia que llevó a cabo el Instituto Judicial de Canadá. Señaló que le advirtió a los profesores canadienses, acerca de la falta de cursos e instancias donde se haga pensar a los jueces respecto de su rol en la sociedad, porque una cosa es aprender técnicas y procedimientos, y otra distinta es que ellos tomen conciencia del rol social que cumplen.

Consignó que lo anterior responde la inquietud planteada por el Honorable Senador señor Espina respecto a la capacitación. Agregó que está consciente que debe exigírseles a los profesores de la Academia que incorporen en todas sus materias, por muy técnicas que sean, la temática de la vocación judicial y lo que significa ser juez.


Agregó que en cuanto al tema de la independencia y cómo se debe actuar frente a las pasiones, constató que es muy difícil zanjar la cuestión de la presión social. Destacó que los jueces son seres humanos y les afecta todo lo que les rodea. Añadió que la única forma de mantener a un juez independiente es reforzándole su vocación y dicha función debe realizarla principalmente la Academia Judicial. 


Reiteró que el juez debe cumplir con su rol social y así lo debe entender. Éste es un agente del Estado y no puede actuar descoordinadamente. Advirtió que la desesperación más grande que tiene un magistrado que es presionado es no tener contacto con la realidad ni con las autoridades.


Respondiendo la pregunta respecto al rediseño de la Corte Suprema, expresó que el Congreso Nacional está apuntando acertadamente a materias centrales. Opinó que actualmente la Excma. Corte Suprema está mal diseñada. Indicó que encontraba excesivo el número de ministros que la integran, así como la llamativa preocupación por temas administrativos que entorpecen su labor jurisdiccional. Agregó que el máximo tribunal debe tener una misión más proactiva en lo administrativo, es decir, desprenderse de dicho rol, delegándolo, por ejemplo en la Corporación Administrativa del Poder Judicial.


Sostuvo, en relación a la calificación de los jueces,  que le gustaría defender dicho sistema, pero no está en condiciones de hacerlo, porque el sistema está mal diseñado. Apuntó que las modificaciones que se están efectuando, cuyo fin es introducirle factores con algún grado mayor de objetividad, van en el sentido correcto. Abogó para que se implemente un mecanismo de control que fiscalice más objetivamente la actuación del juez.   


Finalizó su intervención mencionando que la reforma, había incorporado, afortunadamente, la libertad de apreciación de la prueba y que ello ha beneficiado directamente a los magistrados y a las víctimas de abusos sexuales, sobre todo, cuando se refiere a menores de edad. Añadió que en el sistema antiguo, con la vigencia de la prueba legal y tasada, el menor no tenía la capacidad de declarar. Lo anterior conducía a muchas absoluciones.


Destacó que la Reforma les ha permitido a los magistrados abrirse a la posibilidad de que si se convencen de que el menor está diciendo la verdad, pueden condenar, porque, en definitiva se trata de un tema de credibilidad, de convencimiento.


Añadió que es partidario de que al menor se le interrogue una sola vez, ya que, en una segunda declaración se produce la revictimización. Destacó que las técnicas psicológicas actuales en esta materia son prácticamente infalibles, razón por la cual no es necesario volver a interrogar al menor de edad que ha podido ser víctima de un abuso sexual. 


Luego, el Honorable Senador señor Gómez manifestó que no ha escuchado en el Senado ningún cuestionamiento a la calidad profesional del Ministro señor Aránguiz. Agregó que ningún Senador ha señalado que no puede acceder a la Excma. Corte Suprema, debido a que ha fallado de una determinada manera. 


Indicó que lo que se ha hecho es cuestionar al actual Gobierno, que ha vetado al Ministro señor Cerda para acceder al Máximo Tribunal del país.


Consignó que de acuerdo a lo que señaló el Ministro señor  Aránguiz, la Excma. Corte Suprema estaría mal estructurada. Por lo anterior, le solicitó que precisara a la Comisión cómo podría reestructurarse adecuadamente el Máximo Tribunal del país.


El Honorable Senador señor Espina destacó que no existe ningún veto en contra del Ministro señor Cerda. Agregó que están los votos para que éste sea elegido Ministro de la Corte Suprema. Recalcó que ahora lo que correspondía resolver es la incorporación del Ministro señor Aránguiz a la Excma. Corte Suprema.


El Honorable Senador Larraín, don Hernán agradeció las expresiones de los Honorables Senadores señores Gómez y Walker, don Patricio, en el sentido de que no habrían vetos para la designación del Ministro señor Aránguiz. Lo anterior ha sido objeto de debate a través de la prensa y espera que la designación del Ministro sea por la unanimidad de la Sala del Senado.

El Honorable Senador Walker, don Patricio destacó que no ha visto en la prensa ninguna declaración de parte de algún Senador de oposición cuestionando los fallos del Ministro señor Aránguiz en los casos Coima y Mop Gate. Añadió que solo se ha planteado el tema del veto al Ministro Cerda, pero lo expresado por el Senador señor Espina ayuda a que se terminen tales conductas en este país.

El Ministro señor Aránguiz respondiendo a lo consultado por el Honorable Senador señor Gómez, sostuvo que la implementación de un Comité de Jueces en la Corte Suprema, podría resolver el problema planteado, porque no todos los ministros tienen ni el interés ni el tiempo de dedicarse a los temas administrativos.     


Concluidas estas intervenciones, el señor Presidente de la Comisión agradeció la participación del Ministro señor Carlos Aránguiz Zúñiga en esta sesión. 

- - -


En virtud de las consideraciones precedentemente expuestas, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina; Larraín, don Carlos; Larraín, don Hernán; y Walker, don Patricio, tiene el honor de informar que la proposición de S.E. el Presidente de la República para nombrar al señor Carlos Ramón Aránguiz Zúñiga, como Ministro de la Excelentísima Corte Suprema, cumple con los requisitos, formalidades y procedimientos previstos por el ordenamiento jurídico vigente.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día martes 17 de diciembre de 2013, con la asistencia de los Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela y señores Alberto Espina Otero, Hernán Larraín Fernández, Carlos Larraín Peña y Patricio Walker Prieto (Presidente).

Sala de la Comisión, a 18 de diciembre de 2013.

(Fdo.): Rodrigo Pineda Garfias, Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 18.961, ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DE CARABINEROS DE CHILE, PARA ESTABLECER LA MEDIDA DE CONTROL PREVENTIVO DE IDENTIDAD

(9036-07)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley indicado en la suma, iniciado en Mensaje de su Excelencia el señor Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.




A las sesiones en que la Comisión trató esta iniciativa asistió, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Prokurica.




Concurrieron, por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, el Ministro, señor Andrés Chadwick; la Jefa de Gabinete, señora María José Gómez;  los asesores señora María Jesús Sievers y señor Eduardo Ramírez, y el jefe de prensa, señor Juan José Bruna.





Estuvieron presentes, además, los Profesores señores Juan Domingo Acosta, Julián López, Jorge Bofill, Gonzalo Medina, Juan Pablo Mañalich y Claudio Troncoso.





En representación de Carabineros de Chile, concurrieron el General Director, señor Gustavo González; el General (J) señor Juan Carlos Gutiérrez, y el asesor jurídico, Mayor (J) señor Heriberto Navarro.





Por el Instituto Nacional de Derechos Humanos, asistieron el abogado de la Unidad Jurídica y Judicial, señor Luis Torres, y la asesora legislativa, señora Elvira Oyanguren.





Por la Biblioteca del Congreso Nacional, participaron los asesores señora Annette Hafner y señor Juan Pablo Cavada.





Estuvieron presentes la asesora del Honorable Senador señor Walker (don Patricio), señora Paz Anastasiadis; los asesores de la Honorable Senadora señora Alvear, señores Jorge Cash y Marcelo Drago; el asesor del Honorable Senador señor Espina, señor Leonardo Contreras; el asesor del Honorable Senador señor Sabag, señor Andrés Rojo, y los asesores del Comité de Senadores RN, señora Camila Madariaga y señor Benjamín Greene.





Por el Centro de Democracia y Comunidad, concurrió el asesor, señor Daniel Portilla, y por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia, los asesores señores Juan Ignacio Ramírez y Tomás Celis.

OBJETIVO DEL PROYECTO


El proyecto en estudio tiene como propósito central facultar a los funcionarios de Carabineros de Chile para que, en el ejercicio de su rol como policía preventiva y con el solo objeto de precaver la ocurrencia de hechos que puedan poner en peligro la seguridad y el orden público, realicen el control preventivo de identidad y cotejen la existencia de órdenes de detención de cualquier persona que se encuentre en lugares o zonas donde, por circunstancias fundadas, sea previsible la ocurrencia de hechos delictuales o que pongan en riesgo la referida seguridad y el orden público.
NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Cabe hacer presente que el proyecto, en los términos en que fuera despachado por vuestra Comisión, no requiere de un quórum especial para su aprobación.

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes antecedentes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

1.- Derecho Interno

Están relacionados con el proyecto de ley en estudio los siguientes cuerpos normativos:


1) Constitución Política de la República, particularmente sus artículos 1°, inciso final, y 101, incisos segundo y tercero.


2) Código Procesal Penal, fundamentalmente su artículo 85.


3) Ley N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, especialmente su artículo 3°.

2.- Derecho Comparado
Estudio de la Biblioteca del Congreso Nacional


La Comisión recabó de la Biblioteca del Congreso Nacional un estudio acerca de la regulación que existe en otros países acerca del mecanismo del control de identidad. El tenor del informe evacuado es el que sigue:

“Control de Identidad en la legislación comparada

En Alemania, España, Estados Unidos de América, Francia, Italia y Perú se permite el control de identidad por la policía, en lugares públicos y en lugares cerrados, por razones preventivas e investigativas.


En dichos países, las policías pueden detener a la persona cuando no sea posible la identificación o cuando existan indicios de un delito cometido o que se está cometiendo o que se cometerá, y sólo para conducirla a un recinto policial o judicial, por breve plazo, hasta cumplir con el fin de la detención.


En Italia y Alemania, además se permite requerir la exhibición de un documento que acredite la identidad del requerido.
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I. Introducción


Se analizan, sintéticamente, las normas, procedimientos y principales características del control de identidad policial en la legislación comparada de Alemania, Francia, España, Estados Unidos de América, Italia y Perú.

La selección de los países analizados fue efectuada por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado y por tratarse justamente de los países mencionados en el Mensaje del Proyecto de Ley del Boletín N° 9.036 y durante su discusión legislativa.

II. Legislación comparada

1. Alemania

En Alemania, la constatación de identidad está regulada en distintos cuerpos legales. Se distinguen dos tipos y fuentes más importantes:

- La constatación de identidad de carácter represivo. Se trata de la identificación de personas en el contexto de la comisión de un delito (por ellas u otros). Este tipo de control de identidad está regulado en el Código Procesal Penal alemán
.

- La constatación de identidad de carácter preventivo. Este tipo de control está regulado a nivel de los Länder, con excepción de lo que se aplica a la protección de las fronteras nacionales por la policía nacional.


La Ley de Policía Federal, así como la de cinco legislaciones a nivel de Länder tienen rasgos comunes, a pesar de diferencias en aspectos menores. Los elementos comunes pueden resumirse de la manera siguiente:

Se permite la constatación de identidad de una persona en los siguientes casos:

- Para evitar un peligro (en algunos Länder para evitar, en casos individuales, peligro para la seguridad y el orden público, o para remediar una perturbación de la seguridad o del orden público).

- En el caso de la legislación nacional y la de Länder con frontera hacia otros países: para evitar el ingreso ilícito al país (dentro de un determinado límite fronterizo), y para evitar la delincuencia transfronteriza (internacional). Por lo anterior, se permite el control de identidad en recintos y edificios del tránsito internacional, en autopistas transfronterizas y en otras rutas de mayor importancia para el tránsito internacional.

- En el caso que una persona esté dentro de, o en el entorno, de cierto tipo de recinto o edificio. Se trata, típicamente, de recintos de tránsito, de abastecimiento, del gobierno o uno que está expuesto a otro tipo de peligro. Además, determinados hechos deben justificar la creencia de que allí se preparan o perpetran actos delictivos, por los que personas u objetos corren peligro inminente.


- Si una persona se encuentra en un lugar, del cual se sospecha que individuos preparan y cometen delitos, o donde se encuentran personas ilegalmente residentes en el país, o donde se esconden delincuentes buscados por la policía. Algunos Länder incluyen los lugares donde se ejerce la prostitución.


- En puntos de control policial.

Las medidas que pueden adoptar las policías son, generalmente, las necesarias para la constatación de la identidad de la persona. En particular, pueden detener a la persona, exigirle que señale su identidad y que entregue algún tipo de documento que esté en su posesión y permita identificarla. Asimismo, puede ser detenida si la identidad no se puede establecer de otra manera o si es muy difícil hacerlo. En algunos Länder se puede efectuar un allanamiento de la persona y de sus pertenencias en caso de que se encuentre en los edificios o recintos antes mencionados.

a. Normas y procedimientos
Ley de la Policía Federal (Bundespolizeigesetz)


La Policía Federal está facultada para constatar la identidad de una persona en los siguientes casos:


- Para evitar un peligro.

- En el marco del control policial del tránsito fronterizo.

- Para evitar el ingreso ilícito al país (dentro un límite fronterizo de 30 kilómetros).


- En caso de que una persona esté en un edificio o recinto, o en su entorno inmediato, a) de la policía federal, b) de la compañía de trenes nacional, c) de aviación, d) del estado, e) fronterizo, y del cual determinados hechos justifiquen la creencia de que allí se preparan o perpetran actos delictivos, por los que personas u objetos corren peligro inminente, y que la constatación de la identidad es justificada.

- Para la protección de derechos privados.


Además, puede controlar la identidad de una persona en caso de que:


- Ésta se encuentre en un lugar y determinados hechos justifiquen la creencia de que allí se preparan o perpetran actos delictivos, o se ocultan delincuentes.

- Esté en un edificio o recinto, o en su entorno inmediato (de tránsito o de abastecimiento), del gobierno u otro que está expuesto a algún tipo de peligro, y del cual determinados hechos justifiquen la creencia de que allí se preparan o perpetran actos delictivos, por los que personas u objetos corren peligro inminente, y que la constatación de la identidad es justificada.

- En puntos de control policial, establecidos legalmente.

Procedimiento y características

La policía puede tomar las medidas necesarias para la constatación de la identidad de la persona. En particular, puede detenerla, exigirle que señale su identidad y que entregue documentos que permitan identificarla. En caso de control, en la frontera, además, se pueden pedir los documentos que permiten la entrada al país. La persona puede ser detenida si la identidad no se puede establecer, o sólo con dificultad.

Se puede efectuar un allanamiento de la persona y de sus pertenencias en caso de que se encuentre en los edificios o recintos antes mencionados.

La regulación de cuatro Landers de Alemania es la siguiente:

b. Ley de Policía de Hessen
Casos


Según el párrafo 18 de la Ley de Policía de Hessen
, ésta se encuentra facultada para constatar la identidad de una persona en los siguientes casos:

- Para evitar un peligro, para cumplir con otras funciones establecidas por ley o para la protección de derechos privados.


- En caso de que una persona se encuentre en un lugar y determinados hechos justifiquen la creencia de que allí a) se preparan o perpetran actos delictivos, b) se juntan personas que están ilegalmente en el país, c) se ocultan delincuentes, o en un lugar donde se ejerce la prostitución.


- En caso de que una persona esté en un edificio o recinto, o en su entorno inmediato (de tránsito o de abastecimiento), del gobierno o uno que está expuesto a otro tipo de peligro, y del cual determinados hechos justifiquen la creencia de que allí se preparan o perpetran actos delictivos por los que personas u objetos corren peligro inminente, y la constatación de la identidad es justificada.

- En caso de que una persona se encuentre físicamente cerca de otra persona que necesita protección particular y que determinados hechos justifiquen medidas especiales de protección.


- En caso de que una persona pase por un punto de control policial (establecido según las reglas legales correspondientes).


- En caso de que una persona se encuentre en edificios o recintos de importancia significativa para la criminalidad internacional, para la prevención de crímenes internacionales.
Procedimiento y características


La policía puede adoptar las siguientes medidas:


- Ordenar que se detenga a la persona.


- Bloquear el lugar de control.


- Exigir que la persona divulgue su identidad y que entregue sus documentos de identidad.


- Tomar otras medidas de identificación. Estas medidas solo pueden tomarse en caso de que la identidad no pueda (o solo con dificultad) ser establecida de otra manera.

La policía está facultada para detener a la persona, registrar en su cuerpo los objetos que sirven para la identificación y llevarla al puesto de policía.

La persona tiene que ser informada de la razón del control de su identidad, sino se infringe el objetivo de la medida.

Las autoridades pueden exigir que se les entreguen documentos de identidad o de paso, en el entendido de que una persona, por ley, está obligada tenerlo en su posesión.
c. Ley de Policía de Baden-Württemberg

El párrafo 26 de la Ley de Policía de Baden-Württemberg dispone que la policía puede constatar la identidad de una persona en los siguientes casos:


- Para evitar un peligro para la seguridad y el orden público en casos individuales o para remediar un desorden público.


- En caso de que una persona se encuentre en un lugar donde se ubican, habitualmente, delincuentes, o donde se preparan y cometen delitos, donde se encuentran personas ilegalmente residentes en el país o donde se ejerce la prostitución.


- En caso de que una persona se encuentre en, o cerca de, edificios o recintos de tránsito, de abastecimiento, de gobierno, de tránsito u otro tipo de recinto particularmente vulnerable, y que ciertos hechos determinados dejen sospechar que son el objeto de un delito por cometer.


- En caso de que una persona pase por un punto de control policial establecido por la policía y con el objetivo de búsqueda de un delincuente, o por otra razón establecida por ley.

- En caso de que una persona se encuentre en edificios o recintos de importancia significativa para la criminalidad internacional, para la prevención de crímenes internacionales.
Procedimiento y características


La policía puede tomar las medidas necesarias para constatar la identidad. En particular, puede exigir que la persona se detenga, que muestre los documentos de identificación que lleva consigo y que los entregue a la policía para su revisión. La persona puede ser detenida, se puede registrar su cuerpo y los objetos que estén en su posesión. Asimismo, puede ser conducida al puesto de policía, si no se puede establecer su identidad, o hacerlo solo con mucha dificultad. El allanamiento del cuerpo de una persona solo puede efectuarse por una persona del mismo sexo.
c. Ley de Policía de Nordrhein Westfalen

El párrafo 12 de la Ley de Policía de Nordrhein-Westfahlen
 dispone que la policía puede hacer una constatación de identidad en los siguientes casos:

- Para evitar un peligro.

- Si una persona se encuentra en un lugar del cual se sospecha que individuos preparan y cometen delitos, o donde se encuentran personas ilegalmente residentes en el país o donde se esconden delincuentes buscados por la policía.


- En caso de que una persona se encuentre en, o cerca de, edificios o recintos de tránsito, de abastecimiento, de gobierno, de tránsito u otro tipo de recinto particularmente vulnerable, y que ciertos hechos determinados dejen sospechar que son el objeto de un delito por cometer.

- En puntos de control policial.
Procedimiento y características

La policía puede tomar las medidas necesarias para la constatación de la identidad de la persona. En particular, puede detener a la persona, exigir que divulgue su identidad y que entregue documentos que permiten identificarla en su posición. La persona puede ser detenida si la identidad no se puede establecer, o bien si sólo se puede establecer ésta con dificultad.


Se puede efectuar un allanamiento de la persona y de sus pertenencias en caso de que se encuentre en los edificios o recintos antes mencionados.
d. Ley de Policía de Saxonia

El párrafo 19 de la Ley de Policía de Saxonia
 dispone que la policía puede controlar la identidad de una persona en los siguientes casos:

- Para evitar, en casos individuales, peligros para la seguridad y el orden públicos, o para remediar una perturbación de la seguridad u orden públicos.

- En caso de que una persona se encuentre en un lugar en el que habitualmente se preparan o perpetran actos delictivos, se junten personas que están ilegalmente en el país, se oculten delincuentes o donde se ejerza la prostitución.


- En caso de que una persona se encuentre en, o cerca de, edificios o recintos de tránsito, de abastecimiento, de gobierno, de tránsito u otro tipo de recinto particularmente vulnerable, y que ciertos hechos determinados dejen sospechar que son el objeto de un delito por cometer.

- En un puesto de control policial legalmente establecido.

- Para evitar la delincuencia transfronteriza (internacional) dentro de un radio de 30 kilómetros de la frontera con Polonia y República Checa, así como en recintos y edificios del tránsito internacional, en autopistas transfronterizas y otras rutas de mayor importancia para el tránsito internacional.

Procedimiento y características


La policía puede adoptar las medidas necesarias para la constatación de la identidad de la persona. En particular, puede detenerla, exigirle que divulgue su identidad y que entregue documentos que permitan identificarla. La persona puede ser detenida si su identidad no puede establecerse, o bien si ésta se puede llegar a establecer, pero con dificultad.
2. Francia
a. Norma



En Francia, el control de identidad está regulado en el Código Procesal Penal, en los artículos 78-1 y siguientes
.


Se distinguen tres categorías de control de identidad
:

- Los controles judiciales.

- Los controles de investigación por una infracción concreta.

- Los controles administrativos policiales.


Los controles administrativos policiales representan la categoría de control preventivo. Éstos son permitidos en los siguientes casos:

- Para prevenir una infracción al orden público, en particular si está en peligro la seguridad de personas o de objetos.


Según el informe de los abogados de Abbéville
, la Corte de Casación francesa ha limitado la posibilidad de efectuar controles preventivos, estableciendo que solo se pueden hacer en caso de que el peligro para el orden público esté directamente ligado al comportamiento de la persona controlada. Se citan los siguientes ejemplos de jurisprudencia:


- La policía no tiene el derecho de controlar la identidad de una persona por el simple hecho de que ésta, al ver los oficiales, se detiene un momento, dudando, y luego se marcha rápidamente
.

- Está prohibido el control de identidad de una persona por el solo hecho de hablar un idioma extranjero en un lugar conocido por robos
.

- Para evitar que los controles de identidad se hagan discrecionales, la Corte de Casación exige que estén justificados por circunstancias particulares que ponen en peligro el orden público.


Por su parte, el Consejo Constitucional francés decidió, en su decisión de agosto de 1993
, que “… la práctica de controles de identidad generalizados y discrecionales sería incompatible con el respeto de la libertad individual […] La autoridad que la efectúa debe, en todos los casos, justificar circunstancias especiales que demuestren el riesgo de peligro para el orden público”.
Los controles fronterizos

Dentro de una zona de 20 kilómetros de la frontera francesa con los países aledaños, están permitidos los controles de identidad de las personas transeúntes. Lo mismo se aplica a ciertos aeropuertos, puertos y estaciones de trenes con conexiones internacionales. Además, desde la entrada en vigencia de la Ley N° 2006-64, de combate al terrorismo, se permiten controles de identidad sistemáticos en trenes que circulan en trayectos internacionales, dentro de la franja de 20 kilómetros mencionada, y en otros especialmente designados por decisión ministerial.
El control de identidad de extranjeros

La ley exige que los extranjeros deben presentar sus documentos, en particular aquéllos que evidencien su derecho de estar en Francia. No obstante, se exige que la calidad de extranjero se pueda deducir de evidencia “objetiva”, no ligada a la persona del individuo, como por ejemplo una placa de automóvil extranjera, o un libro escrito en un idioma extranjero
.
Procedimiento y características


Según la ley, las personas facultadas a hacer control de identidad deben “exigir a una persona justificar su identidad por el medio que sea”.

El artículo 78-3 del Código Procesal Penal dispone que si la persona se niega a justificar su identidad, o si está en la imposibilidad de hacerlo, puede ser detenida, en caso de necesidad, tanto en la calle como en un puesto de policía. En ambos casos, debe ser presentada de inmediato a un oficial de la policía judicial, el que la faculta a demostrar su identidad o procede a las medidas de identificación necesarias, e informa al detenido de sus derechos. En caso de menores de 18 años, se aplican reglas especiales.


La persona solo puede ser detenida el tiempo estrictamente necesario para el establecimiento de su identidad y, en todo caso, por un máximo de 8 horas. Si la persona sigue negando su identidad o si da datos falsos, el Procurador de la República o el Juez de Instrucción puede autorizar la toma de huellas digitales o de fotos, si es que éstas fueran las únicas maneras de poder establecer la identidad del interesado.

Si la detención no resulta en ningún procedimiento judicial, los documentos de verificación establecidos tienen que ser destruidos dentro de los 6 meses siguientes.

En la práctica, se realizan las llamadas “palpaciones de seguridad”. Éstas consisten en la búsqueda superficial, en el cuerpo de una persona, de objetos peligrosos. Después de un informe crítico al respecto, elaborado por el defensor nacional de derechos
, se decidió establecer este procedimiento de seguridad en el nuevo Código de Deontología de la policía francesa (el que, según las informaciones disponibles, todavía no está vigente). Esta norma
 dispone lo siguiente respecto de los controles de identidad: “Los policías y gendarmes no pueden efectuar controles de identidad en base a características físicas u otra característica particular de una persona, salvo en caso de búsqueda de un individuo preciso. El control es sujeto al respeto por, y la dignidad del, individuo. Las palpaciones de seguridad no pueden ser efectuadas de manera sistemática, solo se pueden hacer en caso de que se estimen necesarias para la seguridad del policía o de otra persona. Las palpaciones deben hacerse fuera de la vista del público.


El allanamiento de personas o de objetos solo está permitido en casos especiales y por oficiales de la policía judicial
”.

Sin embargo, según el artículo 78-2-4  de la Ley de Procedimiento Penal, en casos especiales se permite el allanamiento de automóviles y la retención de éstos por un máximo de 30 minutos.

3. España
a. Norma

i. Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero, sobre Protección de la Seguridad Ciudadana
 (LOPSC).


Dispone lo siguiente: 
“Artículo 20


1.  Los agentes de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad podrán requerir, en el ejercicio de sus funciones de indagación o prevención, la identificación de las personas y realizar las comprobaciones pertinentes en la vía pública o en el lugar donde se hubiere hecho el requerimiento, siempre que el conocimiento de la identidad de las personas requeridas fuere necesario para el ejercicio de las funciones de protección de la seguridad que a los agentes encomiendan la presente Ley y la Ley Orgánica de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad.


2.  De no lograrse la identificación por cualquier medio, y cuando resulte necesario a los mismos fines del apartado anterior, los agentes, para impedir la comisión de un delito o falta, o al objeto de sancionar una infracción, podrán requerir, a quienes no pudieran ser identificados, a que les acompañaren a dependencias próximas y que cuenten con medios adecuados para realizar las diligencias de identificación, a estos solos efectos y por el tiempo imprescindible.


3.  En las dependencias a que se hace referencia en el apartado anterior, se llevará un Libro-Registro en el que se harán constar las diligencias de identificación realizadas en aquéllas, así como los motivos y duración de las mismas, y que estará en todo momento a disposición de la autoridad judicial competente y del Ministerio Fiscal. No obstante lo anterior, el Ministerio del Interior remitirá periódicamente extracto de las diligencias de identificación al Ministerio Fiscal.


4.  En los casos de resistencia o negativa infundada a identificarse o a realizar voluntariamente las comprobaciones o prácticas de identificación, se estará a lo dispuesto en el Código Penal y en la Ley de Enjuiciamiento Criminal.”.


ii. Real Decreto de 14 de septiembre de 1882, aprobatorio de la Ley de Enjuiciamiento Criminal
.

Su artículo 495 dispone:

“Artículo 495. No se podrá detener por simples faltas, a no ser que el presunto reo no tuviese domicilio conocido ni diese fianza bastante, a juicio de la Autoridad o agente que intente detenerle.”.
b. Procedimiento y características

El procedimiento es preventivo e investigativo, en cumplimiento del ejercicio de las funciones de protección de la seguridad.


El conocimiento de la identidad de la persona requerida debe ser necesario para el ejercicio de las funciones de protección de la seguridad (Art. 20.1 LOPSC).

El control de identidad debe darse en la vía pública. Se permite el traslado a dependencias policiales cuando no se pueda obtener la identificación y se realice para impedir la comisión de un delito o falta.

4. Estados Unidos de América

La materia está regulada por la Cuarta Enmienda de la Constitución de los Estados Unidos, que establece como garantía de razonabilidad, la existencia de orden judicial previa. Sin embargo, mediante el desarrollo jurisprudencial, se han establecido casos en que no se exige la orden judicial previa para identificar y registrar a un sujeto o a objetos en aquellos casos en que no existe una expectativa razonable de privacidad
.

Las llamadas leyes de “detener e identificar” (Stop and identify statutes) son normas estatales que exigen a las personas revelar su nombre a los agentes de policía cuando sean válidamente detenidos en la vía pública.
a. Norma


No existe hasta la fecha alguna norma legal federal que autorice esta práctica policial, sino que su fundamento se encuentra en una sentencia judicial de la Corte Suprema de los Estados Unidos (Hiibel v. Sixth Judicial District Court of Nevada)
 del año 2004. En ella, la Corte Suprema dictaminó que la ley del Estado de Nevada que permitía “detener e identificar” no violaba la Cuarta Enmienda
 de la Constitución Federal. Jurisprudencia previa de la Corte Suprema ya permitía a la policía detener y registrar a las personas basándose en una sospecha razonable (caso Terry v. Ohio, de 1968)
.

Hasta enero de 2012, 24 Estados
 habían aprobado leyes en este sentido
. Las leyes estatales de “detener e identificar” suelen combinar elementos de las tradicionales leyes contra la vagancia con disposiciones destinadas a regular la conducta de la policía durante el transcurso de sus investigaciones
.
b. Procedimiento y características

La naturaleza de esta práctica es preventiva (fundada en las leyes que sancionan la vagancia) e investigativa, como resultado del ejercicio de las facultades investigadoras de las policías (de acuerdo a la jurisprudencia en el caso Hiibel).

El caso de control de identidad preventivo es el de Terry v. Ohio (Terry v. Ohio, 392 U.S. 1 (1968)), en que la Corte Suprema declaró que la Cuarta Enmienda no es infringida cuando un policía detiene a un sospechoso y lo registra sin una causa probable de arresto, si es que el oficial tiene sospecha razonable de que la persona cometió, está cometiendo o está a punto de cometer un delito.


Como ejemplos de casos en los que no existe una expectativa razonable de privacidad, se pueden mencionar
:


- Objetos que están a plena vista.


- Objetos a campo abierto.


- Vigilancia aérea del área cerrada que rodea una vivienda.


- Circunstancias exigentes, en que se hace impracticable conseguir una orden por falta de tiempo y ameritando las circunstancias del caso una intervención policial.


- Vehículos motorizados. En este caso, los vehículos no pueden ser registrados al azar, debe existir causa probable. Por lo demás, solo pueden registrar el vehículo, no los pasajeros.


- Registro en un arresto lícito.


- Registros en fronteras.


- Situaciones bajo dependencia o cuidado ajeno. Caso de registro de estudiantes en las escuelas y de las celdas en las prisiones.


- Después del 11 de septiembre de 2001, no rige la Cuarta Enmienda en operaciones militares domésticas ni en actividades de la Agencia de Seguridad Nacional (NSA).

Los supuestos de hecho en que puede darse el control de identidad, varían de un Estado a otro. Sin embargo, todas estas leyes autorizan a los agentes de policía para requerir a un individuo (y detenerlo brevemente) y revele su identidad, cuando existe una sospecha razonable de que la persona ha cometido, está cometiendo o está a punto de cometer un delito
.

Algunos Estados
 requieren que la persona proporcione información adicional: nombre, dirección, fecha de nacimiento y explicación de sus acciones, por ejemplo, pero ninguno requiere que el individuo proporcione documentación alguna
 (por ejemplo, una licencia de conducir). En Kolender v Lawson
, de 1983, la Corte Suprema invalidó, por inconstitucionales, las modificaciones efectuadas a la ley estatal de California que requerían a un sospechoso a proporcionar al oficial de policía que lo solicitaba, una identificación creíble y confiable.

El procedimiento varía según el Estado. Hasta antes de Hiibel v. Sixth Judicial District Court of Nevada, no había uniformidad jurisprudencial entre las Cortes de Apelaciones Federales respecto a si una persona podía ser detenida y procesada por negarse a revelar su nombre.

De acuerdo a la Corte Suprema en Hiibel, un oficial de policía no puede arrestar a un sospechoso por no identificarse, si el requerimiento de identificación no está razonablemente relacionado con las circunstancias que justificaron la detención
.


No obstante lo anterior, en algunos Estados
 se sanciona expresamente el incumplimiento de la obligación de identificarse en sus normas penales.


A veces, también se sanciona como delito el proporcionar un nombre falso
.

En el Estado de Nueva York el Departamento de Policía de la ciudad del mismo nombre ejecuta el programa “detener, preguntar y registrar”
. Esta práctica permite a los agentes de policía detener e interrogar a los peatones y, además, registrarlos en busca de armas u otras especies
. Actualmente, el programa es objeto de una controversia judicial a nivel federal
.

Todo el procedimiento debe realizarse en la calle y la policía solo está facultada para un registro superficial de las vestimentas.
5. Italia


La labor de seguridad pública está entregada a diversos organismos o autoridades
, por lo que coexisten diversos cuerpos policiales con funciones complementarias en esta materia y normativas especiales
, incluyendo el control de identidad policial.

a. Norma y Procedimiento

En cuanto al control de identidad, existe una obligación general de identificarse cuando la autoridad lo solicita
. El artículo 651 del Código Penal
 establece que cualquier persona debe proporcionar información sobre su identidad personal cuando sea requerida por un oficial público
 en el ejercicio de sus funciones. Como se desprende de la norma, un oficial público puede requerir a cualquier persona que se identifique, sin necesidad de que ello sea fundado, siempre que lo haga en el ejercicio de sus funciones
. Por lo tanto, la obligación sólo exige proporcionar la información sobre su identidad personal y no su documentación
.


Ocurre una situación especial con los sujetos considerados peligrosos o sospechosos. En virtud de lo dispuesto en el artículo 4 del Regio Decreto 18 giugno 1931, n. 773
, que aprueba el texto único de las leyes de seguridad pública, la autoridad puede ordenar a estas personas, por un lapso de tiempo determinado, portar y exhibir su documento de identificación cuando le sea solicitado, a fin de acreditar su identidad. En caso de no llevarlo o negarse, pueden ser sometidos a otros medios de verificación de identidad.


Por último, los agentes de policía tienen la facultad de conducir a una persona que se niega ante el requerimiento de su identidad o cuando existen indicios de que entrega información falsa, a la respectiva unidad, con el sólo fin de identificarla. Así se desprende de lo establecido en el artículo 11 del Decreto-Legge 21 marzo 1978, n. 59, Norme penali e processuali per la prevenzione e la repressione di gravi reati
. La norma señala que esta facultad debe limitarse al tiempo necesario para identificar al sujeto (con un máximo de 24 horas) y debe darse cuenta al Procurador de la República, quien podrá ordenar la libertad inmediata de la persona si considera que no se cumple con los supuestos establecidos en la norma.
6. Perú


La Constitución Política de 1993
 consagra como derecho fundamental de las personas la libertad y la seguridad personales, prohibiendo “forma alguna de restricción de la libertad personal (…)”.


No obstante tal reconocimiento, la misma norma constitucional delega en la ley excepciones a esta garantía. El control de identidad policial constituye una de estas excepciones, siendo reconocida como una función de la Policía Nacional Peruana
, que considera entre sus facultades, de manera específica, la de “realizar registros de personas e inspecciones de domicilios, instalaciones y vehículos, naves, aeronaves y objetos, de acuerdo a la Constitución y la ley”.


El Nuevo Código Procesal Penal de Perú establece normas que de manera expresa regulan el control de identidad policial, fijando el marco de actuación de la Policía en el ámbito de la restricción de derechos y la búsqueda de pruebas.

a. Norma

La facultad de controlar la identidad de las personas se encuentra en el artículo 205 del Nuevo Código Procesal Penal
 (NCPP). Esta disposición, ubicada en el Capítulo II sobre control de identidad y videovigilancia, del Título III relativo a búsqueda de pruebas y restricción de derechos, regula detalladamente el procedimiento de control, especialmente en los aspectos señalados en las siguientes letras.

“Artículo 205.- Sin necesidad de orden del Fiscal o del Juez [el agente de policía] podrá requerir la identificación de cualquier persona y realizar las comprobaciones pertinentes en la vía pública o en el lugar donde se hubiere hecho el requerimiento, cuando considere que resulta ser necesario para prevenir un delito u obtener información útil para la averiguación de un hecho punible.”.

El control de identidad corresponde a la Policía, siendo considerada por el citado artículo 205 como parte de las funciones de esta institución.


La norma exime expresamente a la policía de la necesidad de contar con “orden del Fiscal o del Juez” para el control de identidad, exigiendo sólo que este control se ejecute en el “marco de las funciones de la Policía”.

b. Procedimientos y características

El artículo 205 de NCPP especifica las circunstancias que justifican la aplicación de esta intervención. Éstas son:


- Cuando se considere que resulta necesario para prevenir un delito, por lo tanto es preventivo, y

- Cuando se considere que resulta necesario para obtener información útil para la averiguación de un hecho punible, por lo que es investigativo.

El ejercicio de la facultad policial es discrecional (“cuando considere”) y procede también para efectos de “prevenir un delito”.

El artículo 205 delimita claramente las actividades autorizadas al amparo del procedimiento de control de identidad. Éstas son:


- Requerir la identificación de cualquier persona, y 


- Realizar las comprobaciones pertinentes en la vía pública o en el lugar donde se hubiere hecho el requerimiento.


De acuerdo al N° 2º del artículo 205, la identificación debe realizarse por medio del correspondiente documento de identidad y en el lugar en que la persona se encuentre, debiendo la policía proporcionar al intervenido las facilidades necesarias para encontrar y exhibir dicho documento. De constatarse que su documentación se encuentra en orden, se le devolverá el documento y se autorizará su alejamiento del lugar.


De no ser posible la exhibición del documento de identidad, la Policía puede conducir al intervenido a la dependencia policial más cercana para fines de identificación, procedimiento que la ley condiciona a la gravedad del hecho investigado o al ámbito de la operación policial practicada. En dichas dependencias, la Policía puede tomar las huellas digitales del intervenido y constatar si registra alguna “requisitoria” (orden de detención). Este procedimiento, contado desde el momento de la intervención policial, no puede exceder de cuatro horas, luego de las cuales se le permitirá retirarse. Durante este procedimiento, el intervenido no puede ser ingresado a celdas o calabozos ni mantenido en contacto con personas detenidas.


El N° 3º del artículo 205 faculta a la Policía para registrar las vestimentas, el equipaje o el vehículo del intervenido, pero sólo cuando exista fundado motivo de que el intervenido pueda estar vinculado a la comisión de un hecho delictuoso.


Por último, el N° 5º autoriza a la Policía para que previa y expresa orden del Ministerio Público, y cuando sea necesario para las finalidades del juicio o para las finalidades del servicio de identificación, pueda tomar fotografías del imputado, sin perjuicio de sus huellas digitales, incluso contra su voluntad.


El artículo 206 del NCPP peruano dispone de normas especiales de control tratándose de delitos causantes de grave alarma social, que otorgan las siguientes facultades a Policía para el descubrimiento y ubicación de los partícipes y para la incautación de instrumentos, efectos o pruebas del delito, todo previa cuenta al Ministerio Público:

- Establecer controles en las vías, lugares o establecimientos públicos, en la medida indispensable a los fines descritos, a objeto de proceder a la identificación de las personas que transiten o se encuentren en ellos, y


- Registrar vehículos, así como efectuar control superficial de los efectos personales, con el fin de comprobar que no se porten sustancias o instrumentos prohibidos o peligrosos.


Se ordena a la Policía en este caso abrir un Libro-Registro de Controles Policiales Públicos, como también poner de inmediato en conocimiento del Ministerio Público el resultado de las diligencias, con las actas correspondientes.


El intervenido tiene derecho a exigir al Policía que ejecute el procedimiento que se identifique y le señale la dependencia a la que está asignado.


Si el intervenido fuere conducido a una dependencia policial, tiene derecho a comunicarse con un familiar o con la persona que éste indique.”.
II.- ANTECEDENTES DE HECHO

El Mensaje


El Mensaje con que se dio inicio a la tramitación del proyecto de ley en estudio, da a conocer, en primer término, los fundamentos del mismo.




Refiriéndose al resguardo del orden público, expresa que nuestro país ha avanzado en los últimos años hacia una modernización del sistema procesal penal, con lo cual se ha logrado una mejora en la gestión del Ministerio Público en la persecución de los delitos. Señala que, sin embargo, la batalla contra la delincuencia es una tarea de largo aliento, ardua, permanente y en la cual se entremezclan continuos avances y retrocesos. Contribuye a esta dificultad la multiplicidad de causas y factores que confluyen en el fenómeno de la delincuencia. Consecuentemente, diversos actores participan en el abordaje de la problemática, cada uno desde una perspectiva diferente. Entre ellos, por cierto, el Gobierno, pero también las policías, la Fiscalía, el Poder Judicial y la sociedad civil. Por esta razón, es necesario fortalecer la coordinación y colaboración entre estas instituciones, al mismo tiempo que se optimizan los recursos y las medidas tendientes a disminuir los índices de delincuencia desde el ámbito de cada uno de estos actores, en sí mismos considerados.





Informa que, en este sentido, Carabineros de Chile cumple una labor preventiva fundamental, que tiene por objeto garantizar el orden y la seguridad pública. Asimismo, cumple un importante rol en materia investigativa, en su función de auxiliar del Ministerio Público. Consecuentemente, en el contexto de tales labores, es necesario proveer a dicha institución de instrumentos que permitan otorgar una protección real y efectiva a la ciudadanía o, en su defecto, mejorar los ya existentes. Dentro de tales instrumentos se encuentra el control de identidad, establecido en el artículo 85 del Código Procesal Penal.





En relación al señalado control de identidad y su relación con la función de Carabineros de Chile, el Mensaje expresa que dicha medida constituye, por un lado, una herramienta de prevención destinada a evitar la ejecución de un determinado delito en aquellos casos en que existan indicios que hagan temer la ocurrencia de hechos que puedan poner en riesgo la seguridad y el orden público y, por el otro lado, es una herramienta de investigación, pues permite identificar y pesquisar a ciertas personas cuando haya indicios de que han cometido una falta o delito, o bien en aquellas situaciones en que se estima que dichas personas pueden suministrar informaciones útiles para la indagación de un hecho delictual.





Continúa manifestando que en nuestra legislación, el control de identidad se encuentra consagrado en el artículo 85 del Código Procesal Penal, que en su inciso primero señala que “los funcionarios policiales señalados en el artículo 83 deberán, además, sin orden previa de los fiscales, solicitar la identificación de cualquier persona en los casos fundados, en que, según las circunstancias, estimaren que existen indicios de que ella hubiere cometido o intentado cometer un crimen, simple delito o falta; de que se dispusiere a cometerlo; o en el caso de la persona que se encapuche o emboce para ocultar, dificultar o disimular su identidad.” A continuación, el artículo establece la manera en que debe llevarse a cabo este procedimiento, especificando, entre otras consideraciones, las situaciones en que los funcionarios policiales se encuentran autorizados para proceder a la detención, así como la manera en que deben proceder ante situaciones de negativa o imposibilidad de acreditar la identidad.




Hace presente que, en este estado de cosas, la norma citada dispone la potestad ―vale decir, la facultad y obligación― de la policía (incluyendo a Carabineros de Chile e Investigaciones, actuando como auxiliares del Ministerio Público), de establecer la identidad, registrar e incluso detener, en ciertos casos, a una persona determinada, cuando estimare que existen indicios de que ella hubiere cometido o intentado cometer un crimen, simple delito o falta, o de que se dispusiere a cometerlo.




En el primer caso, el control de identidad parece una herramienta netamente investigativa, puesto que permite a la Policía identificar ―y, en definitiva, por aplicación de la misma norma, registrar y detener― a una persona respecto de la cual existan, al razonable juicio de la Policía, indicios de que ha cometido un delito.




En el segundo caso, el control de identidad tiene un fin netamente preventivo, toda vez que, enfrentada a indicios de que una persona se dispone a cometer un hecho delictual, la Policía tiene el deber de controlarla.




Explica que la naturaleza del control de identidad, así expuesta, es plenamente concordante con la naturaleza de las funciones que cumple Carabineros de Chile de acuerdo a su propia ley orgánica y al Código Procesal Penal: preventiva e investigativa.




En efecto, la ley N°18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, en su artículo 1°, establece que la institución tiene como finalidad “garantizar y mantener el orden público y la seguridad pública interior en todo el territorio de la República y cumplir las demás funciones que le encomiendan la Constitución y la ley”. Asimismo, en su artículo 3° establece que “Es misión esencial de la Institución desarrollar actividades tendientes a fortalecer su rol de policía preventiva.”.




El Mensaje sostiene que el problema que se ha suscitado dice relación con el uso de la herramienta del control de identidad y la interpretación restrictiva que se ha hecho de la norma que la consagra, lo cual ha significado un obstáculo en el eficaz desarrollo de las tareas preventivas e investigativas de Carabineros de Chile.





Recuerda que, en cuanto a la naturaleza del control de identidad, algunos autores aseveran que se trataría de una institución de carácter netamente investigativo, no idóneo para llevar a cabo funciones de policía preventiva. Así, doña María Inés Horvitz asevera que “el procedimiento penal sólo puede estar encaminado a la persecución penal de hechos cometidos en el pasado, correspondiendo a la policía preventiva la tarea de evitar que se cometan en el futuro nuevos delitos. De allí [que] no se pueda utilizar legítimamente el proceso penal para fines de prevención general, como a nuestro juicio ocurre con la institución del control de identidad [...], por tratarse de un caso prototípico en que se manifiestan las distorsiones de confundir las funciones preventivas y represivas de la policía” (Horvitz, María Inés: “Estado de Derecho y Policía”, en Estado de Derecho y Reformas a la Justicia, Universidad de Chile, Heilderberg Center para América Latina, California Western School of Law, Santiago, 2004. p. 72.).




La opinión anterior contrasta con la don Raúl Tavolari, quien plantea el imperativo de “reconocer en forma expresa la necesidad y utilidad de la discrecionalidad policial, no sólo por motivos de carácter fáctico, sino también por el hecho de que sólo a partir de tal reconocimiento se pueden hacer efectivos los mecanismos de responsabilidad” (Tavolari Oliveros, Raúl: Instituciones del Nuevo Proceso Penal, Editorial Jurídica de Chile, Santiago, 2005, p. 32.).




Por otra parte, desde un punto de vista más práctico, la indeterminación de los elementos contenidos en la frase “los casos fundados, en que, según las circunstancias, estimaren que existen indicios”, requisito esencial para la procedencia del control de identidad, ha llevado a problemas fácticos de interpretación en sede judicial. En tal sentido, no es inusual que los juzgados de garantía que conocen de los controles de detención de individuos cuya identidad ha sido controlada, en virtud de lo establecido en el artículo 85 del Código Procesal Penal, y que, en el marco de dicho procedimiento, se ha determinado que se encuentran en una situación de flagrancia, determinen que la detención ha sido ilegal, toda vez que no han llegado a la convicción de que los indicios que dieron lugar al control de identidad serían, en base a un juicio ex post, suficientes para haber procedido al mismo.




En consecuencia, la disímil interpretación que se ha efectuado en relación con la naturaleza y fines del control de identidad, así como de la naturaleza y alcance de los “indicios” que deben existir para que dicho control sea procedente y legítimo, ha llevado a que Carabineros de Chile se encuentre, en muchos casos, imposibilitado de cumplir con su deber legal y constitucional en relación con su carácter de policía preventiva.





Enseguida, el Mensaje presenta un análisis de la legislación comparada, refiriéndose a los siguientes casos:

A. Alemania





La legislación alemana distingue un control de identidad represivo y un control de identidad preventivo. Dentro del primero, regulado en el § 163 b de la Ordenanza Procesal Penal Alemana, reciben tratamiento diferenciado el sospechoso del no sospechoso y tiene como supuesto de hecho la comisión de un hecho punible. Por su parte, el caso del control de identidad de carácter preventivo no tiene regulación única y corresponde a la legislación de policía de cada uno de los Estados y, a nivel federal, sólo está regulado a propósito de la protección de fronteras.




A modo referencial, los supuestos fácticos que permiten un control preventivo son:




-- Cuando sea necesario para evitar una acción contraria a la seguridad pública. Aquí, se exige peligro concreto, probabilidad cierta de comisión.




-- Lugares peligrosos o de mala reputación, en el entendido que determinados hechos justifican la creencia de que allí se preparan o perpetran hechos delictivos.




-- Centrales o instalaciones de abastecimiento de trasporte público, edificios oficiales u otros objetos especialmente expuestos a peligros, o en sus inmediaciones. Existencia de datos que permitan presumir que allí se va a perpetrar actos delictivos.





-- Terrorismo y control de armas, y





-- Puestos de control fronterizo.

B. España





El control de identidad está regulado en dos cuerpos legales: la Ley de Enjuiciamiento Criminal y la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero, de Protección de la Seguridad Ciudadana (LOPSC). En esta última se regula un control preventivo de identidad en cumplimiento del ejercicio de las funciones de protección de la seguridad.




El supuesto de hecho contemplado por dicha norma es que el conocimiento de la identidad de la persona requerida fuese necesario para el ejercicio de las funciones de protección de la seguridad (Art. 20.1 LOPSC).




El procedimiento debe realizarse en la vía pública y sólo está permitido el traslado a dependencias policiales en los casos en que no sea posible obtener la identificación y se realice para impedir la comisión de un delito o falta (exige la realización de un comportamiento de tentativa punible).
C. Estados Unidos





La materia está regulada por la Cuarta Enmienda, que establece como garantía de razonabilidad la existencia de orden judicial previa. Sin embargo, a través del desarrollo jurisprudencial se han establecido situaciones en las que no se hace necesaria la orden judicial previa para identificar y registrar a un sujeto u objetos en aquellos casos en que no existe una expectativa razonable de privacidad:

a) Objetos que están a plena vista.

b) Objetos a campo abierto.

c) Vigilancia aérea del área cerrada que rodea a una vivienda.

d) Circunstancias exigentes, en que se hace impracticable conseguir una orden por falta de tiempo y ameritando las circunstancias del caso una intervención policial.

e) Vehículos motorizados. En este caso, los vehículos no pueden ser registrados al azar, debe existir causa probable. Por lo demás, solo pueden registrar el vehículo, no los pasajeros.

f) Registro en un arresto lícito.

g) Registros en fronteras.

h) Situaciones bajo dependencia o cuidado ajeno. Caso de registro de estudiantes en las escuelas y las celdas en las prisiones.

i) Después del 11 de septiembre de 2001, no rige la Cuarta Enmienda en operaciones militares domesticas ni en actividades de la Agencia de Seguridad Nacional (NSA).




En el caso de control de identidad preventivo de Terry v. Ohio (Terry v. Ohio, 392 U.S. 1, 1968), la Corte Suprema declaró que la Cuarta Enmienda no es infringida cuando un policía detiene a un sospechoso y lo registra sin una causa probable de arresto, si es que el oficial tiene sospecha razonable de que la persona cometió, está cometiendo o está a punto de cometer un delito.




Por último, todo el procedimiento debe realizarse en la calle y la policía solo está facultada para efectuar un registro superficial de las vestimentas.




A continuación, el Mensaje explica los objetivos del proyecto.





Hace presente que el Gobierno se encuentra plenamente comprometido con el resguardo de la seguridad y el orden público, pilar fundamental para el desarrollo y protección del Estado de Derecho.




Sostiene que, como se ha concluido, la herramienta del control de identidad, tal como se encuentra establecida y ha sido entendida por los tribunales de justicia, se ha mostrado insuficiente para permitir que Carabineros de Chile pueda cumplir con su mandato legal y constitucional con debida observancia de las garantías constitucionales, previniendo la ocurrencia de hechos que pongan en riesgo la seguridad de las personas.




Agrega que, debido a lo anterior, el Gobierno está convencido de que debe establecerse una herramienta especial que permita a Carabineros de Chile realizar controles de identidad, en cumplimiento de su rol de policía preventiva, ante la existencia de hechos o situaciones que puedan derivar en un peligro para la seguridad pública.




Sobre esta base, este proyecto de ley propone la creación de un control de identidad de carácter preventivo, que, en pleno resguardo de las garantías constitucionales –entre ellas, el principio de proporcionalidad—, permita a los funcionarios de Carabineros de Chile cumplir de forma más eficiente su función, sin que ello se enmarque, necesariamente, en un procedimiento netamente investigativo. Ello permitiría, además, que los funcionarios policiales puedan poner en ejercicio su experiencia y pericia en la labor preventiva, dada la recurrencia de situaciones en las cuales existen indicios que no resultan plenamente observables para una persona que no cuenta con dicha experiencia y pericia.





En esta parte, señala que se hace necesario referirse a las previsibles críticas que enfrentará este proyecto en el sentido de que estas nuevas atribuciones podrían poner en riesgo las garantías constitucionales. Asevera que el Gobierno se encuentra convencido de que ello no es efectivo.




Indica que se debe empezar considerando que, dada su naturaleza, el grado de afectación que tendrá el control preventivo de identidad es de menor entidad. A este respecto, comparte dicha característica con el control de identidad contenido en el Código Procesal Penal. En opinión del profesor de Derecho Penal, don Roberto Rabi González, en relación con esta última herramienta, la “mera consulta de la identidad satisfecha por la exhibición de la cédula nacional de identidad, por ejemplo, importa una muy tenue afectación de la libertad ambulatoria y la garantía de la protección de la intimidad. Si a ello adicionamos en la práctica un registro superficial de vestimentas, la afectación será menos tenue y será definitivamente más intensa si se requiere el traslado a la unidad policial de la persona sometida a control de identidad” (REJ – Revista de Estudios de la Justicia – Nº 13 – Año 2010).




Se trata, en definitiva, tanto el control de identidad como el control preventivo que se propone en este proyecto, de herramientas que buscan satisfacer una necesidad específica de prevención y persecución de un hecho delictual, que permite una satisfacción de adecuada intensidad, sin afectar de modo profundo las garantías constitucionales ni el principio de proporcionalidad.





En cuanto a la posibilidad de que exista un grado desmesurado de arbitrariedad en la actuación de las policías, expresa que no cree que exista tal, dado el régimen de responsabilidad administrativa y penal al que están sujetos en su actuación. Añade que, asimismo, nuestro sistema constitucional se basa en la responsabilidad de todos los órganos que forman parte de la Administración del Estado, comprendiendo, naturalmente, y con mayor fuerza, a las policías. Tampoco el ejercicio de esta facultad estará exento de control jurisdiccional, toda vez que de derivar en una afectación más profunda de las garantías constitucionales, como la detención, ella deberá someterse a dicho control.




Dice que, en este sentido, conviene mencionar el desarrollo de la jurisprudencia norteamericana en esta materia. En el sistema procesal penal de los Estados Unidos se establece que es procedente detener a una persona si existe una “causa probable” de que ella haya tenido participación en un delito (nótese que lo permitido es la detención, no el solo control de identidad o el registro). En este sentido, en base a la jurisprudencia, se ha señalado que por causa probable debe entenderse “todo fundamento razonable para sospechar que una persona ha cometido o está cometiendo un crimen o que en un lugar tiene instrumentalidades específicas relacionadas con un crimen” (Muñoz Neira, Orlando: Sistema Penal Acusatorio de Estados Unidos, Legis, Bogotá, 2006, p. 139.).




Continúa explicando que, por otro lado, y en relación con una afectación de menor intensidad, como el registro, la jurisprudencia norteamericana ha señalado el siguiente criterio: “cuando un policía observa una conducta poco usual que lo lleva razonablemente a concluir, a la luz de su experiencia, que está a punto de producirse una conducta criminal y que las personas sospechosas pudieran estar armadas y ser peligrosas, si en el curso de la investigación de esta conducta el policía se identifica como tal y tras hacer ciertas averiguaciones iniciales permanece o no se disipa su temor por la seguridad propia y de terceros, tiene entonces derecho, para la protección de sí mismo y de terceros en el área, a llevar a cabo un registro, cuidadosamente limitado, de la vestimenta exterior de las personas sospechosas, para descubrir armas que pudieran ser utilizadas para asaltarlo” (392 U.S. 1 (1968), citado por Roberto Rabi González en REJ – Revista de Estudios de la Justicia – Nº 13 – Año 2010).




De esta forma, la jurisprudencia norteamericana ha admitido que la policía tiene facultades para realizar leves afectaciones a la libertad de circulación y otras garantías, con el objeto de prevenir la ocurrencia de hechos que pongan en peligro la seguridad pública, e incluso afectaciones de mayor intensidad, como la detención, ante la presencia de “fundamentos razonables”.




Otro ejemplo de esto es la legislación peruana, en la cual el control de identidad se encuentra consagrado en los siguientes términos: “sin necesidad de orden del Fiscal o del Juez [el agente de policía] podrá requerir la identificación de cualquier persona y realizar las comprobaciones pertinentes en la vía pública o en el lugar donde se hubiere hecho el requerimiento, cuando considere que resulta ser necesario para prevenir un delito u obtener información útil para la averiguación de un hecho punible” (Art. 205 Código Procesal Penal de Perú, Decreto Legislativo 957). En este caso, resulta claro que el ejercicio de la facultad policial es discrecional (“cuando considere”) —sin que por ello pueda ser ilimitado o irracional—, y que procede también para efectos de “prevenir un delito”.




El Mensaje expresa que el Gobierno es plenamente consciente de que el establecimiento de mayores atribuciones para los órganos policiales no puede entenderse como un mecanismo de vulneración de garantías constitucionales. Asevera que, por supuesto, no es ésta la finalidad de este proyecto. Muy por el contrario, le asiste la convicción de que no es posible maximizar el orden público en la vida cívica de un país sin procurar, al mismo tiempo, el total respeto a las garantías establecidas en nuestra Constitución Política. Más todavía, el pleno cumplimiento y satisfacción de los derechos fundamentales sólo pueden verificarse en un contexto de paz social y respeto al orden público, siendo un deber del Estado garantizar que ello ocurra.





Hace presente que en nuestra Carta Suprema la disposición que consagra precisamente este deber se encuentra contenida en el artículo 1°, inciso final, en virtud del cual “Es deber del Estado resguardar la seguridad nacional, dar protección a la población y a la familia, propender al fortalecimiento de ésta, promover la integración armónica de todos los sectores de la Nación y asegurar el derecho de las personas a participar con igualdad de oportunidades en la vida nacional.” Históricamente, se ha considerado como un elemento definitorio de la función estatal la mantención del orden público y la seguridad interna, sin la cual el Estado no puede existir.





Recuerda que, en este sentido, nuestro ordenamiento jurídico encomienda a las Fuerzas de Orden y Seguridad la tarea de hacer respetar el orden público. Así, el artículo 101, incisos segundo y tercero, de la Constitución Política de la República, señala que “Las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública están integradas sólo por Carabineros e Investigaciones. Constituyen la fuerza pública y existen para dar eficacia al derecho, garantizar el orden público y la seguridad pública interior, en la forma que lo determinen sus respectivas leyes orgánicas. Dependen del Ministerio encargado de la Seguridad Pública.”.




Agrega que el Gobierno está haciendo todos los esfuerzos posibles para lograr satisfacer las necesidades presentes y futuras de la ciudadanía en lo que se refiere a las labores y objetivos de Carabineros de Chile, tendiendo al fortalecimiento de las herramientas destinadas al cumplimiento de sus fines.





Enseguida, el Mensaje explica el contenido de la iniciativa.





Informa que el presente proyecto de ley incorpora un nuevo artículo 3° bis a la ley orgánica de Carabineros de Chile, el cual tiene por objeto regular un mecanismo de control preventivo de identidad a ser efectuado por funcionarios de dicha institución en los casos que se indican.




Así, la iniciativa contempla que, en el ejercicio de su rol de policía preventiva, Carabineros de Chile, a través de su personal en servicio, podrá solicitar la identificación de cualquier persona que se encuentre en, o cerca de, lugares u objetos especialmente expuestos a peligro, tales como edificios públicos; establecimientos de salud; instalaciones de abastecimiento y generación de energía eléctrica, agua potable o gas; instalaciones de telecomunicaciones; centrales de abastecimiento de transporte público y depósitos o instalaciones de acopio o destrucción de sustancias peligrosas o prohibidas; todo ello, con el objeto de prevenir la ocurrencia de hechos que puedan poner en peligro la seguridad y el orden público. Asimismo, podrá solicitar la identificación de cualquier persona que se encuentre en lugares o zonas donde sea previsible, razonablemente, la ocurrencia de hechos delictuales o que pongan en riesgo la seguridad y el orden público, todo ello, con el objeto de prevenir hechos que puedan poner en riesgo la seguridad y el orden público.




En esta parte, el proyecto propone elementos objetivos que constituirán el presupuesto habilitante para proceder al control preventivo, en oposición a presupuestos subjetivos que dependan principalmente del criterio del funcionario policial respectivo.




Se señala que la identificación se realizará en el lugar en que la persona se encontrare, debiendo ésta acreditar su identidad por medio de documentos de identificación oficiales, como cédula de identidad, licencia de conducir o pasaporte. Para estos efectos, la iniciativa es clara en señalar que el funcionario policial deberá otorgar todas las facilidades para encontrar o exhibir estos instrumentos.




El proyecto de ley dispone también que durante el control preventivo de identidad se aplicarán las normas establecidas en los incisos tercero y siguientes del artículo 85 del Código Procesal Penal, vale decir, las normas relativas al procedimiento aplicable ante negativa o imposibilidad de la persona a identificarse.




Adicionalmente, se indica que los funcionarios de Carabineros de Chile a cargo del procedimiento podrán registrar la vestimenta, el equipaje o el vehículo de la persona sometida a control, con el mismo objeto antes señalado. Podrán, también, cotejar la existencia de órdenes de detención que pudieren afectarle y se procederá a la detención del individuo, sin necesidad de orden judicial, de quienes se sorprenda, a propósito del mencionado registro, en alguna de las hipótesis del artículo 130 del Código Procesal Penal ―que describe las situaciones en que una persona se encuentra en situación de flagrancia―, así como de quienes al momento del cotejo registren órdenes de detención pendientes.




Finalmente, se prescribe que el abuso en el ejercicio de las facultades establecidas estará sujeto a las sanciones administrativas y penales que correspondan. Lo anterior, con la finalidad de reforzar la idea de resguardo y protección a los derechos de las personas.




El texto presentado a tramitación legislativa es el siguiente:

PROYECTO DE LEY.





“Artículo Único.- Introdúcese el siguiente artículo 3° bis en la Ley N°18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile:




“Artículo 3° bis.- En el ejercicio de su rol de policía preventiva, Carabineros de Chile, a través de su personal en servicio, podrá solicitar la identificación de cualquier persona que se encuentre en, o en las inmediaciones de, lugares u objetos especialmente expuestos a peligro, tales como edificios públicos; establecimientos de salud; instalaciones de abastecimiento y generación de energía eléctrica, agua potable o gas; instalaciones de telecomunicaciones; centrales de abastecimiento de transporte público y depósitos o instalaciones de acopio o destrucción de sustancias peligrosas o prohibidas; todo ello, con el objeto de prevenir la ocurrencia de hechos que puedan poner en peligro la seguridad y el orden público. Asimismo, Carabineros de Chile, en la misma forma y para el mismo objeto antes aludido, podrá solicitar la identificación de cualquier persona que se encuentre en lugares o zonas donde sea previsible, razonablemente, la ocurrencia de hechos delictuales o que pongan en riesgo la seguridad y el orden público.

La identificación se realizará en el lugar en que la persona se encontrare, por medio de documentos de identificación expedidos por la autoridad pública, como cédula de identidad, licencia de conducir o pasaporte. El funcionario policial deberá otorgar a la persona facilidades para encontrar y exhibir estos instrumentos. Serán aplicables, a este respecto, los incisos tercero y siguientes del artículo 85 del Código Procesal Penal.


Durante el procedimiento, y con el mismo objeto indicado en el inciso primero, el funcionario policial podrá proceder al registro de las vestimentas, equipaje o vehículo de la persona sometida a control, y cotejar la existencia de las órdenes de detención que pudieren afectarle. El funcionario a cargo del procedimiento procederá a la detención, sin necesidad de orden judicial y en conformidad a lo dispuesto en el artículo 129 del Código Procesal Penal, de quienes se sorprenda, a propósito del registro, en alguna de las hipótesis del artículo 130 del mismo Código, así como de quienes al momento del cotejo registren orden de detención pendiente.

El abuso en el ejercicio de las facultades establecidas en este artículo estará sujeto a las sanciones administrativas y penales que correspondan.”.”.

- - -

DEBATE DE LA COMISIÓN


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, dio inicio al estudio del proyecto, anunciando que, por tratarse de una iniciativa de artículo único, cabía debatirse en general y en particular, a la vez. Igualmente, expresó que, dada la naturaleza del asunto en análisis, resultaba de particular interés iniciar la discusión en general escuchando al Ejecutivo, para, luego, conocer la opinión de Carabineros de Chile, de representantes de algunas instituciones vinculadas a la materia y de distintos académicos.

DISCUSIÓN EN GENERAL

En primer término, el señor Presidente ofreció la palabra al Ministro del Interior y Seguridad Pública, señor Andrés Chadwick.


El Ministro señor Chadwick agradeció la invitación de la Comisión y señaló que pasaría a explicar algunos aspectos de la iniciativa en análisis que consideró necesario poner de relieve.


Expresó que desde el punto de vista formal, al elaborarse este proyecto se adoptó la decisión de consagrar la nueva facultad que se otorga a Carabineros de Chile mediante una enmienda a la ley orgánica constitucional de esa institución y no al Código Procesal Penal. Lo anterior, siguiendo las recomendaciones que en este sentido formuló un conjunto de académicos, que estimó más apropiado este camino por cuanto la nueva facultad que se concede a esta institución deriva de la labor preventiva que le corresponde desempeñar.


En cuanto al fondo del proyecto, manifestó que se busca preservar el debido equilibrio entre la protección y la seguridad de las personas y el respeto de la garantía constitucional de la libertad personal. Hizo presente que, al igual que en otras naciones, en nuestro medio esta materia es objeto de debate. Dijo que así ocurre en países de Europa y en Estados Unidos, agregando que en este último se ha optado por normas de considerable dureza.


Puso de manifiesto que en nuestro ordenamiento jurídico el control de identidad ha tenido una evolución, la que se refleja en las sucesivas enmiendas legales que esta materia ha tenido. A través de aquellas, dijo, subyacen las interrogantes de hasta donde cabe llegar con las modificaciones que se adoptan y si éstas reflejan un nivel adecuado de equilibrio entre las instituciones antes mencionadas.


Expuso, a continuación, que el artículo 85 del Código Procesal Penal contempla el control de identidad basando la procedencia del mismo en la existencia de indicios sobre la comisión de un ilícito, los que, en la práctica, ofrecen algún grado de dificultad probatoria. De allí, expresó, que el proyecto presentado tenga una base diferente, que radica en el hecho de que la persona a quien se controlará la identidad se encuentre en determinados lugares.


Indicó que lo anterior no consiste en la mera presencia de la persona en dichos sitios, sino que se trata de la posibilidad de evitar una situación de riesgo o peligro. Ello, prosiguió, es valorado por Carabineros, quienes ya tienen bajo su responsabilidad una labor de naturaleza preventiva. En consecuencia, añadió, la labor que se encomienda a estos funcionarios no constituye “un cheque en blanco”, sino que más bien refleja el propósito de alcanzar una mayor eficiencia en la ejecución de una tarea que nuestro ordenamiento jurídico ya les ha confiado.


Arguyó que aun cuando las propuestas que se presentan se consideran idóneas, siempre será posible perfeccionarlas, a lo que el Ejecutivo está abierto.


Indicó, además, que los bienes jurídicos que el proyecto pretende proteger no son solamente aquellos que se establecen hoy, sino que ellos van evolucionando y se van precisando de acuerdo con la evolución que tenga la propia sociedad. En este sentido, expresó que, por ejemplo, el ejercicio del derecho de reunión –que actualmente sufre frecuentes interferencias en nuestro medio- también podría quedar protegido con esta iniciativa.


Sostuvo, finalmente, que siempre podrán surgir dudas en cuanto al equilibrio que debe preservarse entre las garantías que están en juego en una propuesta como la que se estudia. Sin embargo, concluyó, en esos casos debe invocarse la confianza que es necesario tener en nuestras instituciones, pues ello es parte esencial y necesaria de la vida en sociedad.



A continuación, la Comisión escuchó al General Director de Carabineros de Chile, señor Gustavo González.


El señor General Director de la mencionada institución policial informó que, en primer término, haría un recuento de la evolución que ha tenido la institución del control de identidad en nuestra legislación.
Recordó la antigua figura que fue el sustituto del control de identidad, fue la detención por sospecha, la cual estuvo vigente por más de 100 años en nuestro Código de Procedimiento Penal.

Explicó que dicha institución fue derogada en el año 1998, es decir, dos años antes que comenzara a regir la Reforma Procesal Penal en dos regiones piloto, que fueron Coquimbo y La Araucanía. La detención por sospecha permitía, en virtud de lo dispuesto por el artículo 263 del señalado Código, que la policía detuviera a quienes anduvieran disfrazados u ocultaren su identidad. Aquella era una de las causales, no obstante que lo que comúnmente se hacía era detener a todas aquellas personas que se encontraran a deshora en lugares donde hubiere motivos fundados para atribuirles malos designios, si las explicaciones que daban de su conducta no desvanecían las sospechas.

Indicó que esa norma fue derogada por la ley Nº 19.567, debido, fundamentalmente, a la percepción de que dicha facultad era utilizada con bastante abuso por parte de Carabineros.
Señaló que, indudablemente, se efectuaron en su oportunidad muchas detenciones, llegándose a realizar en algún momento 200.000 a 250.000 detenciones por sospecha. De esos casos, agregó, un grupo de personas eran efectivamente sospechosas y así se inhibía la posibilidad de cometer delitos. Como institución, Carabineros no tenía ninguna duda que sí servía.

En resumidas cuentas, acotó, la detención por sospecha fue derogada y, como sustituto, se incorporó a nuestro ordenamiento la nueva figura del control de identidad en el año 1998, teniendo como su fuente originaria el Código Procesal Penal francés. El artículo 78-2 de dicho cuerpo normativo estableció el control de identidad de carácter represivo, es decir, para materias de investigación, y también contempló el control de identidad preventivo. Destacó que este último tipo de control de identidad es muy amplio y en Chile sólo se tomó la otra parte.

Manifestó que algunos profesores tienen opiniones discrepantes en cuanto a la existencia de este mecanismo de control de identidad preventivo en otras naciones. Sin embargo, afirmó, países como Alemania, Italia, España y Perú también lo tienen. Dijo que, en efecto, revisados esos sistemas normativos, es posible constatar y asegurar que tales controles de identidad están consagrados y figuran en sus Códigos.
Prosiguiendo con la historia del control de identidad en nuestro medio, recordó que posteriormente se produjo un hito en el año 2000, con la incorporación de un nuevo Código Procesal Penal, el cual inició su aplicación en determinadas regiones piloto. Fue necesario, entonces, hacer modificaciones al Código en esta materia, por diversas razones. Hizo presente que la primera modificación que tuvo el Código Procesal Penal en este ámbito fue la ley Nº 19.789, que entregó mayores atribuciones a la policía para que cumpliera una labor más eficaz en la prevención y represión de la delincuencia, por estimarse que dicho Código no estaba funcionando.

Recordó que una Comisión Evaluadora del Código Procesal Penal que se convocó en su oportunidad determinó que deberían modificarse algunas de sus normas; entre ellas, la relativa al control de identidad. En efecto, el Código tal cual como estaba, no operaba: las policías no podían ejercer su labor, estaban limitadas y una de dichas limitaciones derivaba precisamente del control de identidad. Tal como había quedado establecido, éste procedía bajo ciertas circunstancias; primero, en casos fundados “tales como” los que se indicaban de manera meramente ejemplar. Esa expresión fue eliminada posteriormente y por eso quedó limitado el control de identidad. En el año 2002, con la primera modificación introducida por la ley Nº 19.798, uno de los argumentos que se invocó en el correspondiente Mensaje fue que “la existencia de mayores atribuciones policiales debe, necesariamente, entenderse en un marco de mayor confianza al accionar policial y, por lo mismo, a la legitimidad técnica que éstas adquieren en democracia como actores relevantes en las labores de persecución penal”.
Expresó que, como se ha dicho, en el año 2002 el control de identidad tenía algunas falencias. Primero, no se incluían las faltas, con lo cual el control de identidad estaba determinado por la existencia de indicios de haberse cometido o intentado cometer crímenes o simples delitos. También se consideraba el hecho de proporcionar informaciones útiles para la investigación. Esas eran las variables del control de identidad primitivo, el que en el año 2002 comienza a variar. Añadió que al hecho de no incluirse las faltas, se agregaba un plazo que era muy exiguo (sólo 4 horas). Tampoco había la posibilidad de hacer registros por parte de la policía a quienes eran sometidos a un control de identidad ni tampoco se contemplaba una sanción en caso de producirse abusos por parte de los funcionarios policiales. Consecuentemente, a través de la ya citada ley se incluyeron las faltas, se aumentó a 6 horas el plazo de 4 horas y, además, se estableció el registro de la persona, del vehículo y la mochila.
Explicó que lo anterior permitió que cambiara la percepción que existía respecto de la Reforma Procesal Penal en su conjunto, porque independientemente de estas modificaciones, también se agregaron algunas faltas calificadas, pues la gente comúnmente alegaba que no era posible que la policía llegara a un lugar donde había personas sospechosas y éstas se mantuvieran allí sin que los Carabineros hicieran algo. Se les explicaba que los policías no tenían facultades para detener. Surgieron, entonces, estas figuras nuevas que se denominaron faltas calificadas, como las lesiones leves, las amenazas, los hurtos de menos de media UTM, el ocultamiento de la identidad o el hecho de lanzar piedras. En tales casos, se facultaba a la policía para detener, sin que ello constituyera una obligación.
Puso de manifiesto que la señalada modificación permitió estas cosas, que fueron muy importantes en materia de prevención y que mejoraron las facultades de la policía. Sin embargo, siguieron existiendo algunos problemas. En efecto, dijo, el control de identidad era facultativo a raíz del uso de la forma verbal “podrán”. Por otra parte, muchas veces la identificación no podía llevarse a efecto dentro de las horas que indicaba la ley, por lo que el sujeto era puesto en libertad en virtud de lo dispuesto en la última parte del artículo 85, que decía: “en caso alguno estos procedimientos podrán extenderse en su conjunto por un plazo superior a seis horas, transcurridas las cuales la persona que ha estado sujeta a ella deberá ser puesta en libertad”. En consecuencia, cuando no se alcanzaba a hacer el procedimiento de indagación, que era bastante engorroso en aquel tiempo porque se hacía a través del Registro Civil, había que mandar las huellas digitales. No obstante que se disponía de algunos elementos tecnológicos, ellos no eran suficientes. Es decir, continuaban los problemas con el control de identidad.
Expresó que, entonces, hubo necesidad de introducirle una nueva modificación, la que se produjo con la ley Nº 19.642, en abril del año 2004. Recordó que el año 2005 hubo una nueva gran modificación al Código Procesal Penal y que, posteriormente, se efectuó otra modificación conocida como Agenda Corta, en el año 2008, que abarcó no solo el control de identidad, sino otras materias también ligadas a la función policial. En esa oportunidad, el Mensaje estableció como objetivos, los de fortalecer las facultades para prevenir y combatir la delincuencia y facilitar la actuación de la policía frente a la denuncia de la comisión de delitos, aparte de los temas que habían surgido en la aplicación práctica de la Reforma Procesal Penal. Dijo que algo relevante que se estableció en esa oportunidad fue que la implementación de la Reforma Procesal Penal había importado elevar los estándares de la actuación judicial, lo que había dificultado su labor, por lo que resultaba necesario flexibilizar sus normas. Y, finalmente, la diferente regulación que existía en esa fecha -año 2004-, pues el Código Procesal Penal estaba vigente en las regiones piloto y en algunas otras, pero no en el país completo. Santiago quedaba pendiente y partía en junio del año 2005, de manera que había dos legislaciones distintas para el control de identidad: una en el Código de Procedimiento Penal y otra en el Código Procesal Penal. Por ello, había Carabineros que disponían de facultades para registrar personas en algunos lugares del país, en tanto que en otros no las tenían.

Por lo tanto, en esa oportunidad se legisló y la idea del “podrán” se reemplazó por “deberán”. De este modo, el control de identidad pasó a ser de carácter obligatorio, siempre que se estuviera en la presencia de indicios de que la persona había cometido o intentado cometer o se disponía a cometer un crimen, simple delito o falta, o pudiera proporcionar información útil. Se mantuvo, en esa oportunidad, el plazo de 6 horas y se dispuso que el abuso de esa facultad haría incurrir al funcionario que había practicado el control de identidad en el delito previsto y sancionado por el artículo 255 del Código Penal, esto es, abuso contra particular. Así prácticamente permaneció el control de identidad hasta el año 2005, con la particularidad de que quedó inserto en los dos Códigos, lo que era importante para la policía.
Expresó, luego, que, al revisarse la historia de la ley, se advierte que tanto el Mensaje como las discusiones parlamentarias pertinentes no son claros o a lo menos no dejan establecido qué debe entenderse por “casos fundados”, ya que normalmente sólo se utilizaba el término “tales como”. En consecuencia, la norma no era taxativa: los Carabineros podían discernir si en apreciación de ellos había otra causal de “casos fundados” que no estaba regulada en el artículo 85.

Continuó explicando que la expresión “tales como” se elimina el año 2008 con la ley Nº 20.253, de marzo de ese año, denominada Agenda Corta. Esta ley, entre otras materias, también se refiere al control de identidad, estableciendo que las policías, sin orden previa, además deberán solicitar la detención de cualquier persona en los casos fundados en que, según las circunstancias, los Carabineros o la policía así lo estimen. Lo anterior es importante porque la calificación de la existencia de indicios la hará el personal policial, pero de acuerdo a instrucciones que en esa oportunidad impartió la Fiscalía Nacional del Ministerio Público.

Indicó que, en uso de las facultades que le otorga el artículo 87 del Código Procesal Penal, esa institución dictó ciertas instrucciones para poder aplicar el control de identidad, estableciendo que no obstante que la calificación la podían hacer los Carabineros, ella debía ceñirse a ciertos parámetros objetivos al momento de practicarse el control de identidad, tales como las circunstancias, accidentes, actitudes o conductas que en el caso concreto rodearan al sujeto sometido a control, todo ello de acuerdo a sus conocimientos y su experiencia policial, haciendo hincapié que no puede aceptarse un criterio totalmente subjetivo en la apreciación de los indicios. Sobre la base de este instructivo, la superioridad de Carabineros de Chile dictó una orden general respecto del tratamiento que se debía dar a todas las personas sometidas a control de identidad, precisamente tomando como base el instructivo general emanado del Ministerio Público en virtud de las facultades que el propio Código le otorga a su titular.

Recordó que, en esa época, además, comenzó a aparecer una especie de control de identidad preventivo, que es el cuarto elemento que se incorporó en el año 2008, referido a la persona que se encapuche o emboce para dificultar su identificación. Consideró importante destacar que en la historia de la ley, la norma no exigió -y hasta el día de hoy es así- la vinculación entre el hecho de encontrarse encapuchado o embozado y la posible participación del sujeto en un delito; por lo tanto, los indicios no tienen ninguna particularidad en este caso y el solo hecho de encapucharse permite a los policías efectuar un control de identidad. De este modo, recalcó, aparece el año 2008 un control de identidad de carácter preventivo, porque no está sometido a la exigencia de la comisión de un ilícito.

Señaló que también se estableció que la facultad respecto del registro de vestimentas, equipajes o vehículos se podía hacer sin necesidad de nuevos indicios, lo que vino a solucionar un problema que se había producido en la práctica jurisprudencial, ya que determinados jueces estimaban que no procedía la detención por flagrancia con ocasión de hallazgos logrados en un control de identidad y que para proceder a la revisión eran necesarios indicios distintos a los que originalmente habían ocasionado el control de identidad. Informó que aun cuando esos problemas se solucionaron, las dificultades de la policía continuaron.
Prosiguió su exposición diciendo que hay, enseguida, un cuarto elemento que debe mencionarse, que es otro control de identidad preventivo consagrado el año 2012 mediante la ley Nº 20.620, que modificó la ley de violencia en los estadios. Con algunas limitaciones, en esa ley se estableció el control de identidad preventivo. Éste posee, sin embargo, una particularidad: tiene limitaciones porque el control de identidad para la ley de violencia en los estadios está establecido para un caso específico que es cuando se trate de espectáculos de fútbol profesional y sólo eso. De este modo, es posible encontrarse, por ejemplo, con un espectáculo de fútbol profesional un día sábado con 40.000 personas en el Estadio Nacional y al otro día, con un grupo de rock con las mismas 40.000 personas, sin que pueda hacerse en el segundo caso un control de identidad.
Opinó que aun cuando este control de identidad quedó muy limitado, sirvió, porque la ley de violencia en los estadios comenzó a funcionar realmente cuando se dotó de estas facultades a la policía. Con el control de identidad se pudo hacer el registro de estas personas, tanto de sus mochilas como su registro personal, cosa que antes no podía hacerse legalmente. Señaló que ello se había hecho muchas veces, estando amparada la policía por la norma genérica de la misión constitucional de garantizar el orden y la seguridad pública interior. Sobre esa base se hacía el control de identidad, pero sin estar amparados por una norma legal específica. Explicó que, a partir de ese momento, ya se pudo tener un control de identidad en espectáculos de fútbol profesional y no en otro tipo de encuentros. La otra limitante de dicha ley es que dicha función puede materializarse sólo una hora antes que abra el estadio y únicamente en las inmediaciones del mismo, que son 1.000 metros según la historia de la ley. Pero, agregó, también se puede impedir que personas que anden bajo los efectos del alcohol y la droga ingresen al lugar, lo que fue un adelanto importante. Afirmó que, a partir de ese momento, empezó a cambiar el sistema de los partidos de fútbol de alta convocatoria declarados de alto riesgo y se logró un avance importante.
Manifestó, a continuación, que las sucesivas modificaciones a la institución del control de identidad reflejan la necesidad de fortalecer y ampliar las facultades de la policía y, en este caso de Carabineros, para prevenir y combatir la delincuencia con mayor eficacia. Aquí el control de identidad vigente básicamente tiene el carácter represivo: utiliza las expresiones “haber cometido”: estamos hablando de la fase de consumación del delito, “haber intentado cometer un delito”: estamos en presencia de un delito frustrado, y “se dispone a cometer”: estamos en presencia de la tentativa, en el que el principio de ejecución es un requisito esencial. Y, finalmente, “poder suministrar información útil” aparte del encapuchado, que es el control de identidad preventivo.
Agregó que donde accesoriamente puede tener un carácter preventivo es cuando el sujeto hubiere intentado o se dispone a cometer una falta, porque como es sabido, las faltas se castigan cuando están consumadas. Por lo tanto, debido a eso no hay absolutamente nada, no se está en presencia de un delito o de un simple delito y las faltas como se castigan cuando están consumadas. Se está en la fase del iter criminis de las faltas y allí podríamos estar en presencia de un control de identidad de carácter preventivo.
Seguidamente, pasó a abordar los problemas que Carabineros enfrenta por no disponer de una norma clara como la que tienen países como Alemania, Francia, Italia, Estados Unidos o Perú.

A este respecto, señaló que la mera invocación de las máximas de experiencia, olfato policial o intuición policial no constituyen un antecedente fundante para realizar este control. Tampoco lo constituye la actitud del sujeto ni su forma de vestir. Igualmente, su actitud evasiva o sospechosa y su excesivo nerviosismo no son condicionantes o variables para efectuar un control de identidad, en circunstancias en que esas variables sí pueden utilizarse en otras legislaciones.
Refiriéndose al sistema alemán, informó que tuvo la oportunidad de viajar a Alemania a observar como estaba funcionando el sistema. Hizo presente que nuestro código se inspiró básicamente en el Código de Enjuiciamiento Criminal alemán de uno de los estados de esa nación. Agregó que aun cuando casi todos los Estados tienen el mismo código, hay una particularidad que consiste en que los alemanes tienen una ley de seguridad pública, en la cual están todas las facultades policiales. Entonces, aquí están las facultades policiales de orden preventivo (como el control de identidad), y otras de carácter persecutorio. Pero en nuestro país no tenemos una ley especial para esto, aunque se haya abogado siempre por un cuerpo normativo que termine con la gran dispersión de normas existente.

Adujo que, en este caso, el legislador entendió que una norma de carácter preventivo no puede estar en nuestro Código Procesal Penal, de lo que resulta que algunos jueces entienden que por la ubicación que tiene el ya mencionado artículo 85, no se puede hacer un control de identidad sin la presencia de indicios que indiquen que la persona ha cometido o intentado cometer un crimen, simple delito o falta. Por ello, concordó con la idea de que esta norma no quede en el señalado Código.

Opinó que hay dispersión en las normas que otorgan facultades a los miembros de la institución y que en algún momento histórico va a haber que juntarlas y alcanzar una sola ley de seguridad o de orden y seguridad, como la tienen los países avanzados. Incluso, añadió, hasta España tiene una ley, al igual que Inglaterra, que igualmente dispone de una ley especial para el trabajo de la policía en el ámbito preventivo, que es fundamental.

Hizo notar, a continuación, que estima acertado introducir un mecanismo de control de identidad preventivo con todos los controles que procedan. Sobre este particular, indicó que el primer control es el interno y que una norma de este carácter requiere de control interno, es decir, de normas específicas que emanen del General Director por medio de un protocolo de actuación, porque de lo contrario, puede prestarse para abusos. Enfatizó que contando con instrucciones internas respecto de los protocolos de actuación, Carabineros puede tener una facultad que realmente se necesita.
Recordó que cuando se derogó la detención por sospecha, él hacía presente un caso que se grabó en la Central de Telecomunicaciones de la institución, que considera patético. Una persona de edad llamó a la referida Central alrededor de las 4:15 AM y dijo que había individuos estaban merodeando su casa por lo que temía que ingresaran a ella. Entonces el oficial a cargo le señaló que lo que Carabineros podía hacer era ir a controlar su identidad, agregando que aunque estuvieran limitados, concurrirían al lugar. Como esto quedo grabado, sirvió para una clase sobre el control de identidad y las dificultades que se debieron enfrentar cuando se eliminó la detención por sospecha. Continuó expresando que la policía llegó a instancias de la denuncia hecha en la Central de Comunicaciones, vio a la persona y luego se fue del lugar. La señora llamó nuevamente y dijo que había llegado un carro policial –al cual le había tomado el número-, que luego se había ido, quedando allí las personas que merodeaban, las cuales estaban intentando ingresar a su domicilio. En la Central le informaron que no podían hacer nada porque podían actuar ante casos fundados y que solamente podían controlar la identidad. La señora dijo que no le interesaban ni los casos fundados ni el control de identidad, sino que solamente se impidiera que los individuos entraran a su casa.
Reflexionó que este caso da cuenta de la necesidad que Carabineros tiene de poder hacer un control de identidad y sacar a la persona del lugar, como única forma de evitar que cometa un ilícito. Prosiguiendo con la narración, señaló que el Carabinero contestó: “Señora, cuando entren a su casa usted nos llama”. La señora les dice que no, que eso no le sirve porque van a entrar a su casa y quizás qué le van a hacer. Agregó que si ella los llama, a lo mejor ellos van a encontrar a alguno. “Es que no podemos hacer nada”, le responden, agregando que mandarán nuevamente el carro policial y que tratarán de identificar a las personas. La señora les insiste que no quiere que los identifiquen. El Carabinero le indica que de todas maneras lo van a hacer. Llegó el carro policial y los identificó. Llamó la señora de nuevo y preguntó, entonces, qué iban a hacer porque tenía a los individuos todavía allí, cerca de su casa. Entonces, el Carabinero le dice: “No se preocupe señora, ya los identificamos”. La señora responde que no quiere que los identifique, sino evitar que ingresen a su casa. El Carabinero reitera que cuando entren a la casa, les avise.

Informó que en ese procedimiento ocurrió que los individuos entraron a la casa, violaron a la empleada y robaron. A la señora no pudieron hacerle nada porque se escondió en su pieza. Después, ella hizo un reclamo en contra de Carabineros porque no habían sacado a las personas del lugar.
Sostuvo que esas eran las dificultades con que se encontraban al comienzo de la Reforma. En ese entonces, no tenían ninguna facultad, ni siquiera podían registrar a las personas. Si el delincuente andaba con la cédula de identidad colgada, no podía hacerse absolutamente nada. Y por eso el legislador entendió que había que cambiar las normas del Código Procesal Penal, entre ellas el control de identidad.

Por lo anterior, enfatizó que Carabineros, como institución de carácter preventivo, está en permanente y continua búsqueda de la seguridad pública que demanda la sociedad, lo que ha fundamentado las sucesivas modificaciones que se han hecho tanto al Código Procesal Penal como al control de identidad, dotando a la institución de mayores atribuciones en este ámbito tan importante.
Complementariamente, señaló que la institución cumple también una función eminentemente preventiva y que no dispone de facultades de orden preventivo que sean de índole general. Cuentan con el control de identidad en los estadios. Por otra parte, el tema de las faltas está muy reducido como control preventivo y no es de índole genérica. El 93% de la dotación, lo que no es menor, se dedica o cumple funciones de orden preventivo y el resto, que no alcanza a ser el 7% de 3.000 Carabineros, cumple una función investigativa. Es decir, a través de las secciones de investigación judicial que fueron creadas a raíz de la Reforma Procesal Penal en todas las comisarías de Chile, que hoy son alrededor de 184 y aumentarán en 6 en la Región Metropolitana, hay secciones de investigación policial, dedicadas básicamente a distintos ámbito.

Aclaró que aquella es la función investigativa que se desarrolla una vez materializado el ilícito, agregando que entienden que esto no es lo que quiere la población. Sostuvo que ni la comunidad ni la policía quieren que se produzca el ilícito y que debe evitarse tener más Carabineros en la función investigativa y menos en prevención pues de ese modo se tendrá más investigaciones y más carga de trabajo para el Ministerio Público y no se va a poder evitar los delitos. Explicó que la forma de evitar los delitos es justamente la presencia de los policías, pero disponiendo de herramientas jurídicas, una de las cuales es el control de identidad, el que, a su vez, debe tener algún grado de control.

Se constata en nuestro ordenamiento jurídico, dijo, la ausencia de herramientas legales específicas que autoricen a la institución para desarrollar estas acciones genéricas esencialmente preventivas con el objeto de evitar delitos. Afirmó que Carabineros tiene que evitar la comisión de delitos y no esperar que ellos se produzcan. Agregó que la institución tiene muchas especialidades que pueden llegar a aislar el sitio del suceso, clausurarlo, poner gente especializada y peritos especiales destinados a obtener la captura del delincuente, pero el daño ya fue provocado a la víctima y a toda la colectividad, por la sensación de inseguridad que provoca el que los Carabineros no puedan actuar en el ámbito preventivo. Eso, afirmó, es un hecho y la gente les comunica permanentemente las dificultades que se perciben.

Hizo presente, a continuación, como tercer punto, que las instituciones de carácter preventivo requieren para su trabajo diario como garantes de la seguridad pública, algún grado de discrecionalidad. De lo contrario, precisó, no funciona el sistema en su conjunto, añadiendo que todas las policías del mundo tienen grados de discrecionalidad.
Aludiendo a la legislación alemana, en la cual se inspiraron, informó que el derecho de esa nación establece no solo el control de identidad desde el punto de vista preventivo, sino que también contempla medidas que afectan la libertad de las personas con fines de identificación y consagra la custodia policial. En términos generales, lo anterior consiste en la detención por sospecha durante 72 horas. Trajo a colación personalmente pudo apreciar en una comisaría en Alemania que la policía tenía facultades cuando había un peligro concreto para la sociedad, que lo calificaba la propia institución. Se trata de 72 horas en custodia por razones de seguridad de la colectividad, de la persona misma y de su familia. En caso de haber posibilidad de que la persona atente contra su familia –situaciones de violencia intrafamiliar-, la policía tenía la posibilidad de dejar a la persona en custodia por 72 horas, pero dando noticia al fiscal de que había tomado esa resolución. 

Mencionó, sobre el particular, un estudio contenido en una memoria reciente de la Universidad de Chile respecto del control de identidad en los distintos países. Resumió que el peligro concreto es fundamental en estos casos para que la persona quede detenida y que se habla de encerramiento en lugares de reclusión o en recintos policiales. Es decir, concluyó, esa posibilidad existe.
Seguidamente, abordó la mayor discrecionalidad que la policía necesita. En esta materia, opinó que hay confianza suficiente en Carabineros de Chile para dotarla de un grado de discrecionalidad, pero ello con los debidos controles. Resaltó que hay que tener controles y que el General Director o quien esté a la cabeza debe dictar las correspondientes normas y protocolos. Señaló que ya hay protocolos para todo tipo de situaciones, así como manuales confeccionados por él mismo a lo largo de los años, que son de consulta permanente por los Carabineros. Informó que ello también se hizo también para poder adscribir al personal al nuevo sistema procesal penal, por lo cual estas materias ya están completamente protocolizadas.

Como cuarto aspecto, indicó que entre las herramientas legales que han sido entregadas a Carabineros para que cumpla su función se encuentra este control de identidad, el que, sin embargo, contempla básicamente hipótesis represivas para fundamentar su ejercicio.

Enseguida, en quinto lugar, destacó la existencia de obstáculos para el eficaz ejercicio de esta facultad. En efecto, indicó, se ha hecho una interpretación restrictiva del artículo 85 del Código Procesal Penal en razón de su ubicación en dicho Código. También, desde el punto de vista práctico, hay indeterminaciones en cuanto a los elementos contenidos en la frase “los casos fundados que según las circunstancias estimaren que existen indicios”. Igualmente, hay problemas a raíz de la eliminación de la expresión “tales como”. Por ejemplo, a partir de ese momento -año 2008-, desde el punto de vista legal, no se pudo efectuar el control cuando las características físicas de la persona coinciden con la descripción de un individuo respecto del cual existe una orden de detención. Al eliminarse la expresión “tales como” quedaron taxativos los indicios: que ha cometido, ha intentado, o se dispone a cometer un delito. Aquí, el principio de ejecución es un principio esencial; por lo tanto, lo que antes sí se podía hacer porque estaba en un instructivo de la Fiscalía Nacional, ya no se puede hacer. Otra situación se da cuando una persona ha sido denunciada por haber cometido un delito pero no se encuentra en una situación de flagrancia. Señaló que este también era un caso en que Carabineros podía efectuar un control de identidad, resaltando que ahora no puede hacerlo si se está fuera de la flagrancia. Puntualizó que la flagrancia fue modificada, estableciéndose un lapso de 12 horas. Recordó que antes había jueces que estimaban que ese lapso era sólo de 1 ó 2 horas y de hasta tres días en casos de abigeato en el sur, pero, puntualizó, esto daba lugar a una interpretación judicial variable. Por otra parte, cuando se tiene indicios de que una persona ha sido testigo de un delito y que, por ende, puede proporcionar información útil, tampoco se puede hacer el control de identidad porque no existe esta figura. Sólo se dispone de las variables taxativas que establece el ya citado artículo 85.

Agregó que, también, en ocasiones los juzgados de garantía declaran ilegales las detenciones en situaciones de flagrancia cuando se produce, por ejemplo, el porte ilegal de armas, la tenencia de elementos incendiarios o el porte de drogas o de especies producto de un delito. Entonces, obviamente si en el parte policial se expresa que se efectuó un control de identidad porque la persona al momento de llegar la patrulla de Carabineros huyó del lugar y fue detenida por haberse encontrado drogas, obviamente el juez de garantía la dejará en libertad. No hay ninguna duda de eso, si el control de identidad se hizo bajo la mera sospecha o bajo el excesivo nerviosismo, el juez lo deja en libertad, lo que evidentemente es un problema para la comunidad que estimará que son las mismas personas que están cometiendo ilícitos en forma permanente.
A continuación, se refirió a los delincuentes un poco más avezados y a la forma como actúa la delincuencia. Recordó que el excesivo nerviosismo y la sospecha sobre el individuo que se cambió de vereda cuando vio la pareja policial eran elementos de que disponía la policía solamente para controlar la identidad. Añadió que dichos elementos antiguamente se utilizaban para detener y que ese mecanismo fue abusivo y bastante arbitrario. Sin embargo, adujo que con un debido control podría haberse establecido una detención más simple, informando de la misma al fiscal del Ministerio Público, por ejemplo. En fin, concluyó, indudablemente aquí va a quedar en libertad el individuo si desde un principio el control de identidad estuvo fuera de los casos fundados, que ahora son taxativos. Antes, resaltó, ello era posible pues las situaciones eran solo a vía ejemplar.
Como punto sexto, se refirió a la existencia de la legislación vigente. Desde este punto de vista, sostuvo que no se advierten razones que impidan que se pueda establecer de una forma un poco más generalizada de control de identidad que aquella consagrada en la ley de violencia en los estadios.
Como punto séptimo, se refirió a la existencia de esta facultad en la legislación comparada.

Indicó que en Alemania, que las razones que fundamentan la existencia de esta medida se vinculan al concepto de seguridad pública, el que junto al de orden público, forman parte de la cláusula general de la policía. En este punto, destacó los presupuestos fácticos que tiene la legislación alemana cuando es necesario evitar que se realice una acción contraria a la seguridad pública. También mencionó el caso en que la persona se encuentre en un lugar respecto del cual determinados hechos justifiquen la creencia de que allí se preparan o perpetran actos delictivos o que se reúnen personas que no tienen permiso para permanecer en el territorio; también cuando la persona se halla en una central de abastecimiento o transporte público o en las inmediaciones de determinados sitios -tal cual se establece en el proyecto en estudio-, que puedan poner en peligro inminente a las personas o bienes que se encuentren en ellos.

Explicó que también se menciona el puesto de control que haya establecido la policía para impedir la comisión de determinados delitos. Dijo que ello comúnmente se hace con las denominadas “checkas”, en que la policía fija un lugar en el que se harán controles de identidad porque en éste se produce con frecuencia un determinado tipo de delitos. Lo anterior, añadió, ocurre en nuestro país, en que el casco histórico de Santiago ha sido reforzado con más de 180 Carabineros por turno. Se trata de Carabineros que están en las academias, porque no se puede sacar a los que están en el Plan Cuadrante, que ya está con un detrimento de entre un 20 y un 25% para que estar en el 100% de su aplicación. Por lo tanto, explicó que se ha incorporado personal en el casco histórico de la capital, donde se producía más del 30% de los ilícitos de la ciudad. Informó que, de este modo, con las facultades propias del control de identidad, se logró eliminar entre un 25 a un 30% de los referidos ilícitos.

Informó que los Carabineros han utilizado el control de identidad preventivo en muchas ocasiones. Al respecto, recordó que hubo un recurso de protección recientemente interpuesto respecto de travestis que circulaban por sectores de Santiago. Aclaró que mencionaba este caso no como un problema de discriminación, sino para ejemplificar la práctica de los policías. Expuso que si una persona anda con una vestimenta que no le corresponde según un Carabinero, éste la tiene que identificar, tal como ocurrió en esta situación. Lo anterior motivó la presentación del citado recurso, que la institución perdió. Además, había una denuncia por parte de un sector completo del centro de Santiago donde pululaban estos individuos y cometían ilícitos, habiendo muchos menores, pornografía, etcétera. Los Carabineros no pudieron hacer un control de identidad. En otras legislaciones, dijo, sin la menor duda esas personas podrían ser detenidas. Informó que consultó este punto a colegas alemanes, españoles y franceses.

Reiteró que en España este mecanismo existe, no obstante que se diga que no es así. Enseguida, dio a conocer las normas francesas, según las cuales la identidad de cualquier persona, cualquiera sea su comportamiento, podrá ser igualmente controlada, según las modalidades previstas en el primer párrafo -se refiere al control de identidad represivo-, de acuerdo a las mismas modalidades y para prevenir una infracción al orden público, especialmente a la seguridad de las personas o de los bienes.
Sostuvo que si se hubiera incluido en nuestra normativa una regla como ésta cuando se eliminó la detención por sospecha, evidentemente habría sido distinto el accionar de los Carabineros. Enfatizó que el sistema alemán y el español consagran el control de identidad preventivo. Añadió que el sistema italiano, por su parte, contempla la facultad de los agentes de policía de exigir a los ciudadanos en la vía pública o en cualquier otro sitio de acceso público una identificación o documento que acredite su nombre, apellido y lugar de nacimiento. El sujeto podrá permanecer 24 horas en la unidad policial para realizar las indagaciones que corresponda desde el momento en que se produce su identificación. En síntesis, resumió, esos países tienen facultades bastantes más amplias que las que nosotros tenemos. Incluso el Código Procesal Penal peruano lo contempla en forma más amplia que el nuestro pues se le agregó un control de identidad preventivo muy similar al francés.
Finalizando su intervención, declaró que la institución que representa estima que la incorporación del control de identidad preventivo en el ordenamiento jurídico vigente se condice con el principio de proporcionalidad. En efecto, la posibilidad de otorgar a Carabineros esta facultad no importa de suyo una afectación grave a los derechos de las personas en términos de afectarlos más allá de lo indispensable y necesario para satisfacer un interés general de la sociedad en aras de la mantención del orden y la seguridad pública, además de que esta afectación se materializa sólo en la mera consulta de la identidad y también en la posibilidad de registrar superficialmente a la persona.
Concluyó diciendo que, como institución policial, Carabineros de Chile necesita un control de identidad de esta naturaleza, con todos los controles que se puedan aplicar en forma externa y todos los controles internos ya establecidos.

Complementariamente, la Comisión escuchó al General de Carabineros señor Juan Carlos Gutiérrez. A nombre de su institución agradeció la invitación a participar del debate y señaló que conforme al artículo 101 de la Constitución Política de la República, la tarea institucional fundamental de Carabineros de Chile es garantizar el orden y la seguridad interior. Señaló que esa misión constitucional, de índole eminentemente preventiva, impone al legislador la obligación de otorgarle facultades para que ella se desarrolle conforme a derecho.


Recordó que el control de identidad es una de las formas que puede tener ese cometido funcional, agregando que el aspecto preventivo de esa diligencia ya existe en el Código Procesal Penal, que contempla en su artículo 85 la posibilidad de controlar la identidad del encapuchado sin la necesidad de constatar indicio alguno.


Manifestó que la referida norma del Código de Enjuiciamiento Criminal ha sido objeto de variadas modificaciones, las que han generado criterios dispares por parte de los operadores institucionales llamados a aplicarla. Agregó que una interpretación restrictiva por parte de los tribunales ha implicado cierto entorpecimiento en la labor policial, pues la idea de casos fundados que impliquen la existencia de determinados indicios implica una prueba compleja, lo que, a la larga, ha generado que algunas detenciones por flagrancia hayan sido declaradas ilegales.


Expresó que la institución prefiere un control de identidad de naturaleza preventivo, porque se aviene más con la función constitucional de Carabineros y porque está avalado por la experiencia internacional.


Indicó que, en esa línea, el proyecto de ley en estudio establece como circunstancia habilitante para ejercer esta atribución la cercanía del controlado a un lugar donde previsible y razonablemente se puede estimar que ocurrirán delitos. Señaló que esta misma idea, temporalmente acotada, se implementó en la ley de violencia en los estadios, y ha resultado muy útil en la práctica.


Señaló que, de aprobarse esta iniciativa, ella tendrá un impacto significativo en la vida diaria de la comunidad, pues permitirá evitar la comisión de un número importante de los ilícitos que la afectan. Añadió que con esta nueva atribución deben venir aparejados mecanismos de control administrativo interno, que aseguren la eficacia y seguridad de la norma.


Seguidamente, la Comisión escuchó la opinión de los especialistas que a continuación se consignan.


En primer término, expuso el Profesor señor Julián López. El mencionado académico observó que el Mensaje con el cual se da inicio a esta iniciativa intenta hacerse cargo de las previsibles críticas relativas a la infracción de garantías fundamentales que ella implica, pero comete un error al asumir que la tensión en juego entre las necesidades de prevención y el aseguramiento de la persecución versus las garantías constitucionales es un asunto propio de las prerrogativas propias de los delincuentes y no del resto de los ciudadanos.


Connotó que las necesidades de prevención y el aseguramiento de la persecución tienen como límite natural el respeto irrestricto a las garantías de los ciudadanos, agregando que aquellas pueden ser afectadas sólo si se cumplen algunos estándares.


Indicó que la pregunta del fondo que cabe formularse ante el mecanismo de control de identidad es qué justifica que un policía se acerque a un ciudadano y limite su libertad. Y la respuesta a esa pregunta viene dada por los equilibrios que establece el propio sistema procesal penal.


En primer lugar, explicó que justifica esta intervención la noción de flagrancia, entendida como la percepción directa del agente policial sobre la comisión de un delito.


En el otro extremo, dijo, producían este mismo efecto las circunstancias que hacían procedente la detención por la sospecha provocada en un funcionario policial en un momento previo a la comisión de un delito.


Indicó que la detención por sospecha fue eliminada del ordenamiento nacional por medio de la ley Nº 19.567, pues atentaba gravemente contra las garantías fundamentales establecidas en el ordenamiento constitucional chileno y en el derecho internacional de los derechos humanos. En su reemplazo, se introdujo el mecanismo del control de identidad, que supone la existencia de indicios de la comisión de un delito reciente o que haya una disposición actual a cometer un delito en el futuro próximo o las demás circunstancias que señala la ley.


Expresó que el control de identidad ha tenido numerosas enmiendas, a las cuales pasó a referirse.

· En primer lugar, ley Nº 19.789 extendió el control de identidad para el indicio de que se hubiere cometido una falta y autorizó por primera vez el registro de equipajes, vehículos y vestimentas, lo que escapa un poco a la idea del control de identidad propiamente tal pues implica una intromisión en la esfera de la intimidad con el propósito de lograr evidencia incriminatoria. Igualmente, autorizó a la policía a tomar huellas digitales y extendió la duración de este procedimiento hasta por 6 horas, lo que incorpora una verdadera detención dentro del mecanismo de control de identidad.
· Luego, la ley Nº 19.942 facultó a la policía para detener al controlado si hay indicios de que oculta su verdadera identidad, constituyendo, al efecto, una falta.

· Enseguida, vino la ley conocida como Agenda Corta, que nuevamente amplió el plazo de detención hasta por 8 horas y redujo las posibilidades de revisión judicial por las policías.


Indicó que el propósito expreso del proyecto de ley en análisis es establecer en el ordenamiento jurídico nacional el control preventivo de identidad. Sin embargo, prosiguió, si se hace una lectura detenida del artículo 85 del Código Procesal Penal se concluye que esa institución ya existe, porque este mecanismo opera hoy también cuando hay indicios de que, en el futuro, el controlado cometerá un delito e incluso sin esos indicios, cuando se trata de personas encapuchadas.


Pese a lo anterior, hizo notar que el proyecto introduce una nueva norma en la Ley Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, que tiene un efecto muy similar al del control de identidad preventivo del artículo 85. Por tanto, aseveró, la primera pregunta que se puede plantear es de qué forma convivirán estas dos normas.


Explicó que el referido artículo 85 tiene como elemento definitorio base de la conducta que autoriza a la policía a solicitar la identificación el que se plantea en el artículo 3º bis que se propone, esto es, el caso del agente que en los casos fundados que según las circunstancias, estimare que existen indicios que el controlado hubiere cometido o intentado cometer un crimen, simple delito o falta, que se aprestare a cometerlo, o que pueda suministrar antecedentes para la investigación de un ilícito cometido por un tercero


Expresó que la única diferencia que se observa entre estas reglas es que en el segundo caso hay una especie de presunción de la presencia del elemento definitorio base, esto es, que la persona se encuentre en o en las inmediaciones de determinados lugares u objetos especialmente expuestos a peligro, añadiendo a continuación una lista de ejemplos. O también que se encuentre en lugares o zonas en que sea previsible, razonablemente, la ocurrencia de hechos delictivos, aunque el controlado no tenga ninguna participación previsible en ellos.  Puntualizó que esta descripción es tan amplia que cuesta entender cuáles situaciones quedarían fuera de la norma.


Indicó que el nivel de afectación que la proposición permite es equivalente al que prevé el ya indicado artículo 85, o sea considera también el registro de equipaje, vestimentas y vehículos, la posibilidad de conducir al controlado a la unidad policial más cercana para fines de identificación y la retención del mismo allí hasta por 8 horas. Observó que, en este sentido, a diferencia de lo que señala el Mensaje, no se está en presencia de una afectación menor.


Opinó que la afectación antes señalada en las nuevas situaciones que plantea la norma propuesta rompe abiertamente el principio de proporcionalidad, pues implica una intervención importante de una garantía constitucional, que no se puede justificar desde el punto de vista de la necesariedad.


En otro orden de materias, observó que el Mensaje hace referencias inexactas y equívocas al derecho comparado y a la jurisprudencia nacional. En primer lugar, la exposición de motivos denuncia que se ha hecho una interpretación restrictiva de las normas que regulan este asunto, aunque en la práctica son prácticamente inexistentes los pronunciamientos judiciales que anulan procedimientos de este tipo por esa causa. Agregó que, en cambio, las escasas sanciones procesales que se han impuesto responden a un exceso abierto y claro cometido a la hora de interpretar y aplicar estas reglas por los agentes policiales.


Expresó que el Mensaje señala que la ilegalidad de la detención y la ilicitud del material probatorio obtenido que trae aparejado el control de identidad son el problema de la institución. A ese respecto, manifestó que el juicio que se debe hacer es exactamente el contrario, pues por medio de este mecanismo los fiscales a cargo de la persecución penal pueden imponer a la policía criterios ajustados a la legalidad del comportamiento policial.


Añadió que el problema de la ilicitud probatoria puede acrecentarse si se aprueba esta norma, porque al establecer una función de control preventivo fuera del Código Procesal Penal, la prueba que puede obtenerse por ese medio, sobre todo cuando no hay ningún indicio que justifique la afectación de derechos que ello supone, muy posiblemente será excluida del proceso por su naturaleza ilícita y por la imposibilidad de controlar judicialmente esa actuación.


En segundo lugar, connotó que el Mensaje alude a las reglas norteamericanas del stop and frisk, pero no tiene en cuenta que este procedimiento sólo permite la revisión externa de las vestimentas del sospechoso con el único propósito de buscar armas que puedan afectar la seguridad de los agentes policiales y en ningún caso permite la detención hasta por 8 horas contemplada en la norma chilena.


Observó también que hay que hacer alguna alusión del efecto de estos preceptos respecto del fenómeno de los encapuchados. Manifestó que, en la actualidad, está vigente una forma preventiva de control de identidad aplicable contra los sujetos que se embozan, enmascaran o encapuchan. Añadió que si esta facultad no se utiliza, la pregunta que procede hacerse es por qué se omite hacer lo que la ley permite.


Expresó que su experiencia profesional relativa a la forma práctica como la policía realiza el control de identidad, delata claras deficiencias porque, en la actualidad, se detiene al controlado, se solicita su identidad y si éste la proporciona, se acaba el procedimiento sin que quede un registro siquiera de la actuación que permita saber quién fue controlado, el lugar en que ello ocurrió, quien efectuó el control de identidad y por qué razón. Indicó que, sin este registro, el rendimiento del control de identidad como herramienta para facilitar la persecución penal es prácticamente nulo, lo que queda palmariamente demostrado en el caso del control de identidad a encapuchados.


Indicó que la situación anterior se salva con una adecuada capacitación judicial que dote de contenido a esta atribución que la policía ya tiene.


En conclusión, manifestó que la forma como se intenta legislar en este caso no es una buena idea pues implica replicar una norma ya contenida en el Código Procesal Penal en una ley distinta, que no ofrece ningún marco similar en cuanto a estándares de procedencia de la atribución y control judicial posterior.


Manifestó, asimismo, que la historia de las modificaciones legislativas del artículo del Código Procesal Penal demuestra que hay algo que no funciona en el control de identidad que no ha sido superado.


En relación a la confianza que se debe tener en las instituciones, expresó que el legislador debe prever mecanismos que permitan que cuando un agente policial exceda los márgenes de sus atribuciones, el resultado de su actuación sea ilegal.


Hizo notar, finalmente, que la redacción de la disposición no hace aplicable la nueva atribución en los casos en que el sujeto controlado haya provocado un peligro o se apreste a hacerlo, sino que el único criterio que vale es la cercanía a lugares que la policía, de manera discrecional, establezca que está expuestos al peligro, sin que importe ninguna otra circunstancia personal imputable a la persona cuya identidad se controlará.


A continuación, la Comisión escuchó al Profesor señor Jorge Bofill, quien agradeció la invitación cursada e inició su alocución señalando que la figura del control de identidad contenida en el artículo 85 del Código Procesal Penal ha sido objeto de modificaciones sucesivas, que, en la práctica, la han desnaturalizado.


Manifestó que nunca fue partidario de incluir el artículo 85 en el Código Procesal Penal, pues algo similar a lo que éste contiene debería estar en la Ley Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, como una facultad de actuación preventiva y no, como se desprende de su ubicación en el Código de Enjuiciamiento, como una norma enderezada al esclarecimiento o evitación de un hecho punible concreto. Indicó que para los efectos que establece el artículo 85, bastarían las reglas relativas a actuaciones autónomas de la policía sin orden previa en el contexto del proceso penal, que establece el artículo 83 del citado cuerpo legal y las normas que permiten detener en caso de flagrancia.


Manifestó que, como correlato de lo anterior, la citada Ley Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile establece una función general preventiva para esa institución, pero no le otorga ninguna facultad específica que concrete dicha función en la labor cotidiana en el espacio público de sus funcionarios, sin que sea necesario vincularlo a un hecho ilícito específico actual o potencial o a alguna imputación criminal que dé lugar a un proceso.

Indicó que una solución más radical al problema podría venir por la vía de eliminar el artículo 85 del Código Procesal Penal y otorgar un conjunto de atribuciones acotadas y específicas para que Carabineros de Chile cumpla con su rol preventivo en la calle. Señaló que si el asunto se mira de esta óptica, la verdadera pregunta que debería responderse en esta discusión es si, por ejemplo, es adecuado que Carabineros pueda empadronar a todos quienes asisten encapuchados a una manifestación sin que ello signifique necesariamente que haya que castigar el hecho de encapucharse, ya que en la medida en que los funcionarios policiales identifiquen a los encapuchados en forma preventiva, sería mucho más fácil la persecución judicial posterior si uno de aquellos se ve envuelto en alguna actividad delictiva posterior.


Observó que, en contra de la idea anterior, la iniciativa en estudio opta por otro camino y amplía la facultad de control de identidad en un contexto delictual -como lo hace en la actualidad el citado artículo 85- ampliando de manera exorbitante las circunstancias que dan pie a considerar que existe riesgo de que un ilícito específico se cometa. Indicó que, en este contexto, la facultad de control de identidad que se concede implica una cantidad considerable de atribuciones, como el registro de vestimentas, equipaje y vehículos.


Contrastó esa situación con su planteamiento original y expresó que si se elimina toda referencia a un hecho punible, puede discutirse la posibilidad de conceder a Carabineros una facultad mucho más modesta, que implique sólo requerir la identificación de los transeúntes, pero que proceda sin ningún requisito previo.

Añadió que si, en cambio, se prefiere mantener un vínculo necesario entre el control de identidad y el hecho punible, a la larga no va a quedar otra posibilidad que penalizar el acto de andar encapuchado, cuya tipificación adolece de serios problemas técnicos pues no hay claridad acerca de los límites de la conducta -ya que la referencia a cualquier otro elemento análogo a la capucha abarca cualquier prenda de vestir-, y de la lesividad que en ella estaría envuelta.


Enseguida, se ofreció la palabra al Profesor señor Gonzalo Medina.


El mencionado académico agradeció la invitación de la Comisión e inició su presentación manifestando que del análisis inicial de los fundamentos del proyecto fluye una falta patente de necesidad de legislar en el tema. Explicó que la expresión de motivos del proyecto expresa que el tenor vigente del artículo 85 del Código Procesal Penal adolece de un grado tal de vaguedad que su aplicación práctica es muy complicada. Sin embargo, dijo, tal aseveración no tiene en cuenta que la última modificación hecha a esa disposición -a través de la iniciativa conocida como “Agenda Corta” (ley Nº 20.253)- justamente propendió, de manera deliberada, a introducir esa vaguedad con el propósito de relajar los controles judiciales sobre la percepción policial de los indicios que habilitan a realizar el control de identidad.


Observó que, frente a este escenario, el proyecto propone la inclusión de un criterio que es aún más vago pues radica en la cercanía a un lugar donde se prevea razonablemente la comisión futura de un ilícito.


Manifestó, enseguida, que el Mensaje alude a una supuesta praxis problemática relativa al control judicial de las detenciones provenientes de los controles de identidad practicados por la policía. Indicó que los datos indican otra cosa, pues según la estadística expuesta por el profesor señor Mauricio Duce, en el año 2011 pasaron a control judicial 610.918 detenciones, de las cuales sólo 2.134 fueron declaradas ilegales, lo que corresponde al 0,35%. Añadió que incluso si este dato se desagrega y sólo se considera un delito con especial connotación social, como es el de violencia intrafamiliar, las detenciones declaradas ilegales sólo llegan al 1,5% de los casos. En vista de lo expuesto, concluyó que no es efectivo que exista un problema judicial por un hipotético exceso de celo en la aplicación de los parámetros que establecen la licitud de la detención.


A continuación, observó que la referencia que se hace al derecho comparado tampoco es correcta, pues en Alemania no existe algo como una regla general que autorice a la policía a hacer controles preventivos de la forma como lo establece el artículo 85 de nuestro Código Procesal Penal. Indicó que en ese país sólo se consideran mecanismos similares en situaciones excepcionales, como controles fronterizos, delitos terroristas, casos de robo con armas de fuego y edificios expuestos a peligro objetivo, como es el caso de centrales de energía.


Añadió que también se incurriría en una confusión similar en cuanto a la legislación norteamericana. Indicó que lo que efectivamente ocurre en ese país es que sólo la mitad de los Estados tienen una regla que permite a la policía un procedimiento llamado “stop and frisk”, mediante el cual se procede a requerir la identificación del controlado y a hacer un registro externo de su ropa con el único objeto de buscar armas, sin abarcar en ningún caso atribuciones tan extensas y lesivas como las que en la actualidad prevé el artículo 85 del Código Procesal Penal chileno. Por otro lado, sostuvo que en la actualidad este sistema de control está siendo sometido a escrutinio judicial, pues se ha constatado que hay una inaceptable desviación estadística hacia ciertos perfiles raciales.


Indicó que la iniciativa no toma en consideración que la legislación actual ya contempla una norma de carácter preventivo, pues el texto del tantas veces citado artículo 85 del Código Procesal Penal establece la procedencia de esta medida respecto de personas “…que se dispusieren…” a cometer un delito, lo que desde la perspectiva del iter criminis, implica el control de sujetos que aún no han llevado a cabo acciones criminales, que puedan calificarse de tentativas de cometer un crimen o simple delito.


Añadió que la norma actual permite que la persona controlada sea retenida contra su voluntad hasta por 8 horas para el puro efecto de su identificación y sin establecer siquiera una instancia de control judicial de esta detención policial. También establece, al igual que el proyecto en discusión, una vaga referencia a reglas de responsabilidad penal en caso de que esta atribución sea mal utilizada, aunque en la práctica no se conoce de ningún caso en que dicha responsabilidad haya sido perseguida.


Enseguida, en representación del Instituto Nacional de Derechos Humanos, usó de la palabra el señor Luis Torres, abogado de la Unidad Jurídica y Judicial de la mencionada entidad.


El señor Torres basó su intervención en un documento escrito del siguiente tenor:

“1. Descripción general del mensaje y contenido del proyecto


El proyecto de ley que establece el control preventivo de identidad
,  incorpora un nuevo artículo 3° bis a la Ley Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, N° 18.961.  La finalidad de la propuesta es introducir un nuevo mecanismo de control preventivo, distinto del control de identidad regulado en el Código Procesal Penal.

De acuerdo al mensaje presidencial, el fundamento del presente proyecto deviene directamente de la labor preventiva de garantizar el orden público de Carabineros de Chile y de la necesidad de contar con las herramientas que permitan cumplir dicha función.  Asimismo -refiere el mensaje- el proyecto también se justifica para hacer frente a la problemática que se ha generado con el uso y la aplicación del control de identidad y la interpretación restrictiva que se ha hecho por parte de los tribunales de justicia, lo cual ha significado un detrimento en las funciones de Carabineros
. En consecuencia, se afirma, la herramienta del control de identidad -tal como la aplican los/las jueces/juezas- ha sido insuficiente para permitir que Carabineros pueda cumplir su mandato legal.


De acuerdo a lo establecido en el proyecto, el control de identidad constituye una herramienta con una doble funcionalidad, prevenir e investigar hechos delictuales. En el primer caso, está destinada a evitar la ejecución de un determinado delito y, en el segundo, permite la identificación de personas que podrían haberlo cometido.

En cuanto al contenido de las modificaciones legales que se proponen, ellas se contemplan en un artículo único que se pretende incorporar a la Ley Orgánica Constitucional N° 18.961, estableciéndose que Carabineros de Chile, en el ejercicio de su rol de policía preventiva, podrá:

- Solicitar la identificación de cualquier persona que se encuentre en, o en las inmediaciones de lugares u objetos especialmente expuestos a peligro;

- Los lugares u objetos especialmente expuestos a peligro pueden consistir en edificios públicos, establecimientos de salud, instalaciones de abastecimiento y generación de energía eléctrica, agua potable o gas, instalaciones de telecomunicaciones, centrales de abastecimiento de transporte público, entre otros;

- Solicitar la identificación de cualquier persona que se encuentre en lugares o zonas donde sea previsible razonablemente la ocurrencia de hechos delictuales;

- Durante el procedimiento de requerimiento de identificación, los/las funcionarios/as policiales podrán proceder al registro de las vestimentas, equipaje o vehículo de la persona sometida a control;

- El abuso en el ejercicio de las facultades establecidas en este artículo estará sujeto a las sanciones administrativas y penales que correspondan.

2. Aspectos de preocupación y posibles derechos afectados


La propuesta de reforma legal entrega una facultad a Carabineros para requerir la identificación de una persona en ciertas circunstancias.  En primer lugar, respecto de quien se encuentre físicamente en determinados lugares señalados como “peligrosos”.  En estos casos, siempre el organismo policial podría ejercer el control de identidad respecto de cualquier persona.


En segundo lugar, en los casos de las personas que no se encuentren físicamente en alguno de los mencionados lugares, igualmente será procedente el requerimiento de identificación, siempre y cuando ellas se encuentren en lugares donde “sea previsible razonablemente” la ocurrencia de delitos.  El proyecto, sin embargo, no contempla ningún criterio que oriente a los/las funcionarios/as policiales respecto a aquellas situaciones en las que podría ser previsible y razonable la ocurrencia de un delito, más aún si ello puede ocurrir prácticamente en todos los lugares en los que se desarrolla la vida social.
 Lo anterior -dejar a la discreción policial dicha definición- puede llevar a implicar una arbitrariedad para un derecho ya restringido.

Por otra parte, la redacción de la iniciativa legal presenta otro tipo de problemas. Como la facultad de requerir la identificación está elaborada en función del lugar en que se espera se realice el delito -y no en relación a la persona propiamente tal que lo puede cometer- procede respecto de todas las personas que se encuentren físicamente en un determinado lugar. La amplitud de lo dispuesto en la norma significaría que los/as funcionarios/as policiales tendrían que “distinguir o discriminar” entre las personas a las cuales realizar el requerimiento de identificación y aquellas a quienes no hacerlo. Aquí es donde se podría producir un uso arbitrario de la facultad, toda vez que el proyecto de ley no entrega ningún criterio para orientar al personal de Carabineros en tal sentido.


Distinto es el caso en el control de identidad previsto actualmente en el artículo 85 del Código Procesal Penal. En esta disposición, se contempla la facultad de que los/las funcionarios/as policiales, puedan solicitar la identificación de cualquier persona, en los casos fundados, en que según las circunstancias estimaren que existen indicios que ella se apresta a cometer o ha cometido un delito
. De esta manera, esta figura está establecida en función de las personas que se encuentran en alguna de las situaciones previstas, siempre y cuando exista algún indicio de que se desarrollará alguna actividad delictual.


Otro aspecto de relevancia en el proyecto de ley dice relación con la facultad para que Carabineros, en el marco del procedimiento de solicitar identificación, pueda además proceder al registro de las vestimentas, equipaje o vehículo de la persona sometida a control.  Ante la falta de criterios, requisitos y límites que justifiquen la procedencia del control de identidad, esta facultad podría implicar una restricción del derecho a la intimidad no legítima desde el punto de vista de los derechos humanos.


Asimismo, en cuanto al registro de vestimentas, equipaje o vehículos no se advierte en la norma propuesta una finalidad diversa de la que ya está descrita en el artículo 85 del Código Procesal Penal, por lo que ella resulta redundante.

A continuación, se señalan los derechos y respectivos estándares internacionales de derechos humanos que a juicio de este Instituto podrían colisionar con lo dispuesto en el proyecto de ley en análisis.
a. Posible afectación del derecho a libertad personal en conformidad a los estándares del Derecho Internacional de los Derechos Humanos


La facultad de requerir la identificación de cualquier persona, en cualquier momento y sólo por el hecho de transitar por determinados lugares, constituye una limitación al pleno ejercicio del derecho a la libertad personal. Ahora bien, como cualquier restricción de un derecho, ésta debe satisfacer ciertas exigencias en materia de derechos humanos.

La libertad personal está concebida en términos amplios en la Constitución Política de la República, incluyendo no solo hipótesis de privación de libertad, sino también a la libertad de circulación
. El Tribunal Constitucional ha tenido múltiples pronunciamientos recogiendo este sentido lato de la libertad personal (STC Rol 1869, cc. 11 a 13, de 18 de mayo de 2009;  Rol 325, c. 40, de 11 de mayo de 2001; Rol 388, cc. 18 y 19, de 5 de septiembre de 2003).

El derecho a la libertad personal constituye un eje fundamental en la protección de los derechos civiles y políticos en el Derecho Internacional de los Derechos Humanos. En efecto, el artículo 9 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP)
 lo consagra expresamente al afirmar que todo individuo tiene derecho a la libertad y seguridad personales
. Por su parte, la Convención Americana de Derechos Humanos (CADH)
, dispone en cuanto al derecho a la libertad personal, en su artículo 1°, que toda persona tiene derecho a la libertad y seguridad personal y que las causas que la limiten deben estar fijadas de antemano por la Constitución y las leyes
.

En ambos casos, el derecho protegido alude a la libertad en sentido amplio
, de manera que cualquier privación o restricción de la libertad personal entendida como libertad ambulatoria o de residencia se encontrará dentro del ámbito de protección del derecho.  Efectivamente, por ejemplo, el artículo 9 del PIDCP ha sido interpretado por el Comité de Derechos Humanos en el sentido que la disposición es proteger toda privación o restricción de libertad, ya sea como consecuencia de un delito o de otras razones, como por ejemplo las enfermedades mentales, la vagancia, la toxicomanía, las finalidades docentes, el control de inmigración entre otras
. 


Asimismo, la posibilidad de restricción del derecho a la libertad personal exige la concurrencia de distintos requisitos. En primer lugar, cualquier privación de la libertad física tiene como primer requisito su legalidad. Lo anterior implica la existencia de normas legales que regulen en cada Estado, desde las causales que justifican la afectación hasta el procedimiento para llevarlo a cabo. Al respecto, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado, en relación al artículo 7 de la CADH, que éste tiene una doble dimensión, una formal y otra material, declarando que “el aspecto material significa que nadie puede verse privado de libertad personal sino por las causas, casos o circunstancias expresamente tipificadas en la ley”, y en cuanto al aspecto formal “se refiere a que esta privación sólo puede llevarse a cabo con estricta sujeción a los procedimientos objetivamente definidos por la misma”
.


El segundo requisito para la restricción de este derecho dice relación a que, junto a la legalidad, es necesaria la exigencia de ausencia de arbitrariedad, la cual debe estar presente tanto en el aspecto material como formal antes referido, es decir, tanto en la normativa como en la práctica de los funcionarios que la aplican. El Comité de Derechos Humanos, en el caso Van Alphen c. Holanda, estimó que “la detención que sigue a un arresto legal debe ser razonable y necesario en todas las circunstancias, condición que no se daba en el caso, por lo cual declaró que Holanda había violado el artículo 9 del Pacto Internacional”
.

En el Sistema Interamericano, por su parte, existe una tercera limitación en cuanto a que sólo se permiten restricciones “necesarias en una sociedad democrática”. Este requisito se establece explícitamente para los derechos de reunión pacífica, libertad de asociación y libertad de movimiento. Sin embargo, su aplicación como un límite a las restricciones de cada uno de los derechos de la Convención se puede deducir del contexto mismo de la Convención, especialmente a la luz de su objeto y propósito
.


En el caso del presente proyecto de ley, se contempla una facultad que restringe el derecho a libertad personal y, dada la fórmula utilizada, podría implicar posibles vulneraciones a este derecho. Lo anterior se produciría especialmente porque la demanda de identificación se realiza únicamente en función del lugar en que la persona se encuentre.

Por otro lado, en cuanto al mandato de Carabineros de resguardar el orden público y de las medidas que se adopten para su cumplimiento pueden entrar en conflicto con otros derechos –especialmente la libertad de circulación de otras personas- o con otros bienes jurídicos protegidos constitucionalmente. Al respecto, tal como señaló el Instituto Nacional de Derechos Humanos en la Minuta sobre la Indicación al proyecto de ley que fortalece el resguardo del orden público (Boletín N° 7975-25)
, cabe señalar que en materia de interpretación y aplicación de los derechos fundamentales, la doctrina mayoritaria ha afirmado que, en los casos en que el valor o bien jurídico protegido entra en colisión con otros valores o bienes jurídicos, debe buscarse el justo punto de equilibrio entre los valores, no necesariamente sacrificando uno a favor del otro. No hay norma alguna de la Carta Fundamental que autorice a negar un derecho o a desnaturalizarlo para favorecer a otro. Cada uno y todos los derechos pertenecen a un sistema, gozando de igual valor en términos materiales y axiológicos. A través de la técnica de la ponderación, se debe optimizar el valor o bien jurídico y darle la mayor efectividad posible habida cuenta de las circunstancias del caso
. Sin embargo, el otorgamiento de atribuciones tan amplias a las policías en el proyecto de ley que establece el control preventivo de identidad se traduce en una restricción excesiva del derecho a la libertad personal a favor de la labor preventiva de garantizar el orden público de Carabineros de Chile.
b. Posible afectación del derecho a la intimidad y de la protección de la privacidad en conformidad a los estándares del Derecho Internacional de los Derechos Humanos


El analizado proyecto de ley, además de establecer la facultad de solicitar identificación de a cualquier persona en el marco del procedimiento policial, faculta a Carabineros para proceder al registro de las vestimentas, equipaje o vehículo de la persona sometida a control. El Instituto Nacional de Derechos Humanos considera que esta medida podría constituir una vulneración al derecho a la intimidad y protección de la vida privada de acuerdo a lo que informan los estándares internacionales y nacionales de derechos humanos sobre la materia.


Al respecto, es pertinente señalar que en el sistema universal de derechos humanos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP) en su artículo 17 contempla el derecho a la intimidad y a la protección de la vida privada
. En él se prevé el derecho de toda persona a ser protegida respecto de injerencias arbitrarias -las que no estén de acuerdo a las disposiciones, propósitos y objetivos del pacto y no estén expresamente señaladas en la ley- en su vida privada, su familia, su domicilio o su correspondencia, así como de ataques ilegales a su honra y reputación.


El Comité de Derechos Humanos ha establecido que este derecho debe estar garantizado respecto de todas las injerencias y ataques, provengan de autoridades estatales o de personas físicas o jurídicas. De acuerdo a lo anterior, el Estado debe adoptar medidas legislativas y de otra índole para hacer efectiva la prohibición de esas injerencias y ataques y la protección de este derecho
.

Por su parte, el artículo 11.2 de la CADH, consagra el derecho a la vida privada y a la honra, señalando en su numeral 2 que “nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su vida privada”. La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha sostenido que cualquier restricción a este derecho debe cumplir con las exigencias de estar establecidas en la ley, perseguir un fin legítimo y cumplir con los requisitos de idoneidad, necesidad y proporcionalidad
.


El Tribunal Constitucional, en cuanto al derecho a la protección de la vida privada, ha sostenido que “la privacidad, en los variados rubros descritos, integra los derechos personalísimos o del patrimonio moral de cada individuo, los cuales emanan de la dignidad personal, como se ha dicho, y son, por su cualidad de íntimos de cada sujeto, los más cercanos o próximos a esta característica, única y distintiva, del ser humano” (STC 389 cc. 26, de 28 de octubre de 2003).


El mismo Tribunal Constitucional ha dicho, consecuentemente con lo anterior, que este derecho solo puede tener limitaciones legales por finalidades razonables, además de la intromisión estatal justificada en caso de realización de hechos delictivos (STC 1683, cc.38, 39 y 41, de 13 de abril de 2010).


En este sentido, la iniciativa legal podría no satisfacer los estándares antes mencionados, que exigen que las injerencias a la vida privada solo sean por finalidades justificadas y razonables. Este Instituto considera que no cumplirían ese requisito en las hipótesis contempladas, ya que la persona objeto de la revisión preventiva de sus vestimentas, vehículos o correspondencias no tiene ninguna relación objetiva con algún hecho delictual determinado. Distinto es el caso, por ejemplo, de la facultad de registro de vestimentas, equipaje o vehículo que establece el artículo 89 del Código Procesal Penal, el cual, para efectos de permitir esta intromisión o restricción del derecho a la intimidad, exige que sea en el contexto y procedimiento de una detención conforme a la ley y solo cuando existieren indicios que permitieren estimar que oculta en ellos objetos importantes para la investigación
.


Si la ley requiere de determinadas exigencias para proceder al registro de una persona detenida en conformidad a la ley, con mayor razón se debe cumplir con esos requisitos en situaciones en las cuales el/la ciudadano/a no se encuentra afecto/a a ninguna limitación de su derecho o bien puede ser objeto de una restricción de menor intensidad como puede ser la solicitud de identificación propuesta por el mensaje presidencial.


De lo anterior se puede concluir que la facultad de registro no es proporcional a la naturaleza preventiva de la afectación, toda vez que en lo que concierne a la proporcionalidad de las normas que establecen restricciones a los derechos fundamentales, en cuanto a la relación existente entre una medida de la autoridad y la finalidad perseguida por la misma, se ha entendido que se encuentra integrada fundamentalmente por tres aspectos: a. la idoneidad, que dice relación que el medio empleado sea apto o apropiado para el acto; b. la necesidad, consistente en que el medio empleado sea, dentro de otros igualmente eficaces, el menos gravoso; c. la proporcionalidad en sentido estricto, que busca establecer, en concreto, si el grado en que se afecta un derecho fundamental se encuentra justificado por el fin perseguido.


En definitiva, la posibilidad de registro de vestimentas y correspondencia, como respuesta ante la sola presencia de una persona en un lugar de aquellos que establece el proyecto, es desproporcionada a la luz de los estándares de derechos humanos, no advirtiéndose el suficiente grado de correspondencia en el fundamento de la restricción, la restricción propiamente tal y la efectiva afectación de derecho.

3. Conclusiones


En primer lugar, el establecimiento de las facultades que se pretende otorgar a Carabineros de Chile a objeto de que pueda requerir la identificación de cualquier persona con prescindencia de su conducta, podría afectar derechos fundamentales protegidos por nuestro ordenamiento.


Si bien es necesario que existan medidas tendientes a promover y proteger el orden público y la seguridad ciudadana, ellas deben realizarse de la forma menos intensa en cuanto a posibles afectaciones de derechos de los/las ciudadanos/as, disponiendo los límites o criterios que permitan asegurar una respetuosa y correcta aplicación.


Existen derechos que pueden verse afectados por esta iniciativa legal, en especial el derecho a la libertad personal y el derecho a la intimidad y a la protección de la vida privada. El primero de ellos, por cuanto si bien es permitido restringirlo, no se establecen criterios que contengan límites a la facultad discrecional de Carabineros, que podría devenir en abusos en su aplicación.  El segundo, toda vez que no existe una adecuada proporcionalidad entre el grado de la afectación con la naturaleza de la medida que se pretende establecer.”.

Enseguida, la Comisión escuchó la opinión del Profesor señor Claudio Troncoso, quien basó su alocución en un documento escrito del siguiente tenor:

“Derogación de la detención por sospecha y establecimiento del control de identidad.

1.- Hasta 1998 existió en Chile la detención por sospecha. Mediante esta figura, contemplada en el artículo 260 del Código de Procedimiento Penal, se facultaba a los agentes policiales a detener:

- Al que anduviere con disfraz o de otra manera que dificulte y disimule su verdadera identidad y rehusare darla a conocer, y


- Al que se encontrare a deshora o en lugares y circunstancias que representaren motivo fundado para atribuirle malos designios, si las explicaciones que diere de su conducta no desvanecieren las sospechas.

Hay que tener presente que hasta esa época se detenía a miles de personas al año por estos motivos, la mayoría de ellos jóvenes que no respondían a los moldes oficiales imperantes.

2.- La detención por sospecha se eliminó mediante la ley N° 19.567, que derogó esta figura, estableció el trámite de información de derechos al detenido y tipificó el delito de tortura.

3.- Dicha ley estableció por primera vez en Chile el control de identidad.

4.- La ley facultó a la policía a solicitar la identificación de cualquier persona, siempre que se tratara de casos fundados dentro de los que se mencionaba, a título ejemplar, la existencia de un indicio de que la persona ha cometido o intentado cometer un delito o se dispone a cometerlo, o de que puede suministrar informaciones útiles para la indagación de un crimen o simple delito.

La ley dispuso también que la identificación debía realizarse en el lugar en que la persona se encontrare, debiendo dársele todas las facilidades posibles para acreditarla.

Agregaba también que la acreditación de la identidad se podría hacer por cualquier medio (no sólo cédula de identidad, sino también licencia de conducir, carnet escolar, de un club deportivo, e incluso por testigos según se dijo en la historia de la ley, etc.).

Sólo en caso de que la persona se negare a acreditar su identidad o si habiendo recibido las facilidades del caso no le fuere posible acreditarla, se facultaba a la policía para conducirla a la unidad policial más cercana.

Terminaba señalando la ley que el ejercicio abusivo de esta facultad o la negativa a dar facilidades para permitir la identificación serían sancionados disciplinariamente en los términos del inciso final del artículo 293.


5.- Esta disposición fue incluida como artículo 85 del nuevo Código de Procedimiento Penal con las siguientes modificaciones:

a.- Se circunscriben los medios para acreditar la identidad en el lugar en que la persona se encontrare (recordemos que se permitía identificarse por cualquier medio-) a documentos expedidos por la autoridad pública como cédula de identidad, licencia de conducir o pasaporte. El funcionario policial deberá otorgar a la persona facilidades para encontrar y exhibir estos instrumentos.

b.- Si habiendo sido conducida la persona a la unidad policial más cercana no hubiere sido posible acreditar su identidad, se le darán en ese lugar las facilidades para procurar una identificación satisfactoria por otros medios distintos de los antes mencionados.


c.- Si ello no resultare posible, se le ofrecerá a la persona ponerla en libertad de inmediato si autorizare por escrito que se le tomen fotografías y huellas digitales, las que podrán ser utilizadas para fines de identificación.


d.- La disposición concluía que la facultad policial de requerir la identificación de una persona deberá ejercerse del modo más expedito posible, no pudiendo prolongarse el conjunto de los trámites establecidos en este artículo por más de cuatro horas, trascurridas las cuales será puesta en libertad.


6.-  En 2004 (dentro de la llamada “Agenda Corta”), se dictó la ley N° 19.942 (publicada en el Diario Oficial de fecha 15 de abril de 04.2004) que modificó el Código Procesal Penal y el Código de Procedimiento Penal en materia de control de identidad.


Estas modificaciones fueron las siguientes:


a.- Se sustituyó la expresión “podrán” por “deberán”, transformando un control de identidad facultativo en imperativo.


b. Se facultó a la policía durante este procedimiento para proceder al registro de las vestimentas, equipaje o vehículo de la persona cuya identidad se controla.


c.- Se amplió de cuatro a seis horas el conjunto de procedimientos de identificación.


d.- Se agregó que si la persona se niega a acreditar su identidad o si existen indicios de que la persona ha ocultado su verdadera identidad o proporcionado una identidad falsa, se procederá a su detención como autora de la falta prevista y sancionada en el Nº 5 del artículo 496 del Código Penal. El agente policial deberá informar, de inmediato, de la detención al fiscal, quien podrá dejarla sin efecto u ordenar que el detenido sea conducido ante el juez dentro de un plazo máximo de veinticuatro horas, contado desde que la detención se hubiere practicado. Si el fiscal nada manifestare, la policía deberá presentar al detenido ante la autoridad judicial en el plazo indicado.


e.- Se señaló que el abuso en el ejercicio de estos procedimientos podrá ser constitutivo del delito previsto y sancionado en el artículo 255 del Código Penal.


7.- Sólo cuatro años después, en 2008 se dicta la ley N° 20.253 (publicada el 14 de marzo de 2008) que nuevamente modifica las normas sobre control de identidad en el siguiente sentido:


a. Se introduce un nuevo supuesto de motivo fundado para proceder al control de identidad constituido por las personas que se encapuchen o embocen para ocultar, dificultar o disimular su identidad.


b. Se amplió el registro de las vestimentas, equipaje o vehículo de la persona cuya identidad se controla, facultando expresamente a la policía para cotejar la existencia de las órdenes de detención que pudieren afectarle, agregando, a renglón seguido, que la policía procederá a la detención, sin necesidad de orden judicial y en conformidad a lo dispuesto en el artículo 129, de quienes se sorprenda, a propósito del registro, en alguna de las hipótesis del artículo 130, así como de quienes al momento del cotejo registren orden de detención pendiente, y

c. Se amplió de seis a ocho horas el conjunto de procedimientos de identificación.

8.- El proyecto que se somete hoy a consideración de esta Comisión establece un control de identidad independiente de cualquier hipótesis vinculada a la comisión de un eventual delito, eliminando la exigencia de que sólo se pueda controlar la identidad en casos fundados.


De partida, las normas que se proponen no modifican el Código Procesal Penal, sino la Ley Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, contemplando que se puede controlar la identidad de toda persona que se encuentre en los siguientes lugares:


a) en las inmediaciones de lugares u objetos especialmente expuestos a peligro, tales como edificios públicos;

b) en establecimientos de salud;

c) en instalaciones de abastecimiento y generación de energía eléctrica, agua potable o gas;

d) en instalaciones de telecomunicaciones;

e) en centrales de abastecimiento de transporte público y depósitos o instalaciones de acopio o destrucción de sustancias peligrosas o prohibidas, y

f) en lugares o zonas donde sea previsible, razonablemente, la ocurrencia de hechos delictuales o que pongan en riesgo la seguridad y el orden público.


La disposición legal vigente, contenida en el artículo 85 del Código Procesal Penal, exige que este control se haga en casos fundados. El proyecto de ley que se propone elimina esta exigencia, no requiriendo ningún fundamento específico para controlar la identidad y permitiendo que ello se haga porque la persona se encuentre o transite por determinados lugares, siendo extremadamente amplias las hipótesis (en las inmediaciones de lugares u objetos especialmente expuestos a peligro, tales como edificios públicos, en establecimientos de salud, en instalaciones de abastecimiento y generación de energía eléctrica, agua potable o gas; en instalaciones de telecomunicaciones; en centrales de abastecimiento de transporte público y depósitos o instalaciones de acopio o destrucción de sustancias peligrosas o prohibidas), dejando a criterio policial una cláusula-bolsón tan vaga como es la constituida por las personas que se encuentren en lugares o zonas donde sea previsible, razonablemente, la ocurrencia de hechos delictuales o que pongan en riesgo la seguridad y el orden público, que, en definitiva, podría ser cualquier lugar del territorio nacional en que exista presencia policial.


Una disposición legal así de amplia puede justificar la intervención policial para controlar la identidad en cualquier lugar que al policía le parezca que pudiere ser sospechosa, sin que deba cumplir estándares mínimos para evitar que se produzcan abusos como eran los que acontecían con la antigua detención por sospecha.


Hay que tener presente que, en virtud de este proyecto, una persona que no constituya peligro alguno para nadie puede terminar en una unidad policial por 8 horas por el solo hecho de haber salido a un lugar sin identificación.


Por lo tanto, a nuestro juicio, este proyecto de ley es innecesario, ya que el control de identidad está suficientemente bien regulado en el Código Procesal Penal y su aprobación puede dar lugar a abusos en su aplicación.”.

La Comisión tuvo a la vista, además, el informe remitido por el Profesor señor Mauricio Duce, cuyo tenor es el que sigue:

“COMENTARIOS A PROYECTO DE LEY QUE INTENTA ESTABLECER UN CONTROL PREVENTIVO DE IDENTIDAD POR PARTE DE CARABINEROS DE CHILE


El presente documento tiene por objeto hacer comentarios al proyecto de ley que el día 10 de julio del año 2013 el Ejecutivo envió al Senado de la República, destinado a establecer una facultad de control preventivo de identidad en favor de Carabineros de Chile.
 En lo sustancial, este proyecto introduciría un nuevo artículo 3° bis a la ley Nº 18.961 (Ley Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile) a través del cual se faculta a los funcionarios de Carabineros para solicitar la identificación de cualquier persona que se encuentre “en” o en las “inmediaciones de” un listado amplio de lugares, incluyendo edificios públicos y establecimientos de salud.
 El objetivo de tal facultad sería el de “prevenir la ocurrencia de hechos que puedan poner en peligro la seguridad y el orden público.” La norma permitiría, además, hacer un registro de vestimentas, equipajes y vehículos de las personas cuya identificación es requerida y podría dar lugar a que ellas, en caso de no contar con documentos públicos de identificación disponibles en el momento, sean llevadas y retenidas en recintos de Carabineros hasta por un máximo de ocho horas para efectos de procurar su identificación.


En mi opinión, este proyecto -en caso de ser aprobado- podría afectar de manera muy significativa derechos individuales de miles de ciudadanos, sin que exista una justificación empírica y técnica adecuada y, menos aún, necesidad de otorgar una facultad de este tipo a Carabineros. En consecuencia, no debieran existir buenas razones para su aprobación.


Para efectos de explicar con mayor detalle los fundamentos de esta opinión, divido mis comentarios en dos secciones. En la primera revisaré los fundamentos esgrimidos para justificar el proyecto contenido en el Mensaje del mismo. En la segunda sección, revisaré brevemente algunos contenidos de la propuesta de cambio. Concluiré con unas breves reflexiones finales a modo de cierre.

1.- Los débiles y erróneos fundamentos del proyecto:


Los fundamentos del proyecto, manifestados por la autoridad en el Mensaje del mismo, presentan serios problemas, tanto en relación al uso de fuentes del derecho comparado que se invocan para justificarlo, como respecto al diagnóstico empírico de funcionamiento de nuestro sistema de justicia penal que generaría la necesidad de cambio. A partir de esto, se debe concluir la inconveniencia de aprobar un proyecto que no responde a la realidad y que no tiene sustento jurídico.

1.2.- El errado diagnóstico empírico:


La lectura del Mensaje del proyecto permite concluir que detrás de esta idea de legislar se encuentra la percepción que hoy día Carabineros no cuenta con una herramienta legal eficiente para prevenir situaciones conflictivas con la seguridad y el orden público.  A este respecto, el Mensaje señala que la actual facultad de control de identidad prevista en el artículo 85 del Código Procesal Penal (en adelante CPP), sería insuficiente ya que se ha hecho de ella una interpretación restrictiva y en la que las causales de procedencia serían ambiguas,
 todo lo cual habría llevado a que se decreten ilegalidades de detenciones basadas en controles de identidad que no cumplirían con las exigencias requeridas por los jueces. Se concluye que todo esto “…ha llevado a que Carabineros de Chile se encuentre, en muchos casos, imposibilitado de cumplir con su deber legal y constitucional, en relación con su carácter de policía preventiva.”.

Este diagnóstico supone dos cuestiones: la primera se vincularía a la ambigüedad de la actual regla contenida en el artículo 85 del CPP y la segunda, al impacto que esto habría tenido en la declaración de detenciones ilegales.


Inicio mi análisis con el segundo de estos puntos, el comportamiento empírico de las detenciones ilegales declaradas en nuestro país. Las cifras indican que en nuestro país el porcentaje de detenciones declaradas ilegales, aun cuando ha aumentado en los últimos años, es ínfimo en comparación al total de detenciones.

En efecto, si se toman las cifras publicadas por Carabineros de Chile y la Policía de Investigaciones en sus anuarios institucionales del año 2011, es posible concluir que en Chile hubo 611.918 personas aprehendidas. 
  Ese mismo año, la Defensoría Penal Pública reporta 2.134 detenciones declaradas ilegales.
 Es decir, sólo un 0,348% del total de aprehensiones.

Para el año 2012 sólo se encuentran disponibles las cifras de aprehendidos por Carabineros de Chile
, que corresponden a 489.975 personas, es decir, un 4,9% menos que el año anterior. Realizando una proyección de las cifras de la PDI
, llegaríamos a un total superior a 581.000 aprehensiones, con sólo 2.892 detenciones declaradas ilegales.
 En consecuencia, las detenciones ilegales del año 2012 sólo representarían un 0,49% del total de aprehensiones. Como se puede observar a primera vista, no pareciera que la frecuencia de las detenciones ilegales dé cuenta de un fenómeno estadísticamente relevante.


Si limitamos el universo de las aprehensiones y sólo consideramos las detenciones practicadas por las policías tratándose de los delitos de mayor connotación social
 y de violencia intrafamiliar
, las estadísticas que publica la Subsecretaría de Prevención del Delito nos indican que el año 2012 hubo 191.641 aprehensiones. Es decir, en el universo más restringido de casos (y por tanto más favorable para el fundamento del proyecto) sólo en un 1,5% de las detenciones habría una declaración de ilegalidad. Esto refuerza el punto anterior.


Dos cualificaciones. Los datos estadísticos se presentan de modo ejemplar, ya que se trata en estricto rigor de universos que no son completamente comparables.
 Con todo, sí permiten observar una tendencia muy clara respecto a que el problema de las detenciones ilegales es relativamente marginal en el funcionamiento cotidiano de nuestro sistema procesal penal. Además, debe recordarse que producto de las modificaciones realizadas por la ley Nº 20.253, de marzo de 2008, (conocida como “Agenda Corta”), la ilegalidad de una detención no impide al fiscal formalizar la investigación en contra del imputado detenido, solicitar medidas cautelares en su contra (incluida la prisión preventiva) y no produce efecto de cosa juzgada en los debates posteriores de exclusión de prueba. Un segundo punto a considerar es que las ilegalidades de la detención obedecen a múltiples causas y que sólo un porcentaje de las detenciones se originan en controles de identidad. Por lo mismo, es posible proyectar que solo un porcentaje menor de estas declaraciones de ilegalidad debiera ser resultado de procedimientos de control de identidad que no cumplen con sus requisitos, aspecto que es el núcleo central de justificación del proyecto en análisis.

En consecuencia, con los datos disponibles y las proyecciones gruesas que se pueden realizar a partir de ellos, es plausible concluir que las detenciones declaradas ilegales como consecuencia del uso del artículo 85 del Código Procesal Penal son estadísticamente marginales y que, por lo mismo, el argumento empírico que justifica el proyecto no parece adecuarse a la realidad.


Junto con el aspecto de las ilegalidades, una parte central del diagnóstico que otorga fundamento al proyecto se basa en la afirmación de los severos problemas que tendría Carabineros para el uso del control de identidad del artículo 85 del señalado Código, derivados principalmente de la vaguedad de sus hipótesis. Lo cierto es que también se trata de un argumento en extremo débil. Recordemos que el citado artículo 85 ha sido reformado en diversas ocasiones con el objeto preciso de delimitar sus alcances y flexibilizar su uso para darle mayores atribuciones a las policías. La primera de éstas fue realizada por la ley Nº 19.789, de enero de 2002; luego, por la ley Nº 19.942, de abril de 2004, y finalmente por la ley N° 20.253, de marzo de 2008.


La última de estas reformas (conocida como la “Agenda Corta”) tuvo como uno de sus grandes objetivos aclarar las hipótesis de procedencia. Basta revisar las causales para darnos cuenta que las exigencias actuales son precisas. Entre otras, incluyendo la hipótesis de permitir el control de identidad de personas “encapuchadas o embozadas”, lo que le da amplias facultades a Carabineros para controlar el orden público en manifestaciones en las que intervienen los encapuchados.  De acuerdo al tenor literal del actual artículo 85 del Código Procesal Penal, las policías tienen plenas facultades para realizar un control de identidad de los encapuchados sin que exista ninguna ambigüedad en tal posibilidad.


Junto con lo anterior, aún si es que alguien considerare que la redacción actual del citado artículo 85 presenta problemas interpretativos, a más de cinco años de su reforma éstos han ido siendo resueltos por una enorme cantidad de jurisprudencia de nuestros tribunales superiores en la materia, incluida la propia Corte Suprema, con una clara tendencia a interpretar flexiblemente los requisitos de este precepto y confiriéndole bastantes espacios de discrecionalidad a las policías para evaluarlos.


En consecuencia, también pareciera que desde este punto de vista, las facultades de que hoy dispone la policía para practicar el control de identidad, el proyecto tampoco contiene un fundamento sólido que haga conveniente su aprobación.

1.2.- Uso erróneo del derecho comparado citado, el cual no reconoce situaciones equivalentes a la propuesta en el proyecto de ley:


Una segunda línea de justificación de la propuesta contenida en el proyecto está en señalar que se trataría de una facultad comúnmente reconocida en el derecho comparado, especialmente en países desarrollados, como por ejemplo Alemania, España y los Estados Unidos.

En esta materia, el problema surge debido a que el proyecto se equivoca en forma grave al identificar estos ejemplos. El análisis con un mínimo de profundidad de las legislaciones citadas permite concluir que ellas en realidad justifican una institución como el control de identidad del artículo 85 del Código Procesal Penal y no esta facultad que se intenta introducir en el proyecto. Veamos los tres casos citados de manera explícita por el proyecto.


En primer lugar, el mensaje cita el parágrafo 163 b) de la Ordenanza Procesal Penal Alemana. Ésta contempla dos hipótesis. En la primera se exige explícitamente, para autorizar el control de identidad, el que la persona “sea sospechosa de un hecho punible”, habiéndose entendido en dicho país que para poder utilizar esta norma siempre es requerida la existencia de hechos concretos que permitan fundar la creencia que el controlado es autor de un delito específico.
 En la segunda, se admite el control de identidad de un no sospechoso cuando ello sea necesario para el esclarecimiento de un hecho punible,
 para lo cual, según sostiene CASAL HERNÁNDEZ, “es preciso que en el momento de ser practicada esa medida exista la creencia fundada de que el conocimiento de la identidad del afectado, por el testimonio que pueda prestar o por hallarse en su cuerpo huellas del delito o consecuencias del mismo, contribuirá al desarrollo de la investigación penal.”
 En consecuencia, en ambas hipótesis se requieren elementos de sospecha relevantes para permitir la intervención policial.

Algo similar ocurre con el ejemplo citado de los Estados Unidos referido a la facultad policial conocida como “Stop and Frisk” que permite a la policía solicitar la identificación de una persona y realizar una revisión superficial de sus vestimentas (por motivos de seguridad) sólo cuando el policía “observa una conducta inusual que le permite generar una sospecha razonable en base a su experiencia, que una actividad criminal puede estarse llevando a efecto”.
 Nuevamente, el foco de la facultad policial se encuentra en la existencia de una sospecha, la cual se estima debe ser menor al de la “causa probable” para detener a una persona, pero de todas maneras basarse en hechos que permitan razonablemente generar una sospecha.


Tratándose del caso español, el mensaje cita el artículo 20.1 de la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero, de Protección de la Seguridad Ciudadana (LOPSC).
 Dicha norma tampoco permite solicitar la identificación en cualquier caso, sino la condiciona en hipótesis en que ello sea necesario para las funciones de protección de la seguridad que se establecen en la propia ley.  Esto ha llevado a entender que la policía sólo está facultada para su ejercicio cuando: se trate de persona que haya incurrido en delito o falta o se trate de descubrir a los culpables para ponerlos a disposición de la autoridad judicial; se trate de prevenir la comisión de actos delictivos, o se haya incurrido en infracción administrativa sancionada en leyes específicas.
 Es decir, siempre se opera en el contexto de la comisión de un delito o falta administrativa concreta y no de supuestos vagos o abiertos.

Como se puede observar, en el caso de todas las legislaciones citadas un supuesto básico para la autorización del control está en la existencia de una sospecha basada en algún hecho objetivo. Esto es exactamente lo que regulan algunas de las hipótesis del control de identidad en nuestra legislación procesal penal en el artículo 85 del Código Procesal Penal. El proyecto, en cambio, pretende autorizar la facultad de control sin sospecha, sólo basado en el hecho de que una persona esté en o en la cercanía de un lugar como un edificio público o un establecimiento de salud. Como se podrá apreciar, se trata en consecuencia de una facultad que va mucho más allá de la reconocida en el ámbito comparado. Lo que justifica su uso en países como Alemania, España o los Estados Unidos es la sospecha y no la finalidad.  El proyecto, en cambio, pretende justificar una intervención intensa de Carabineros en los derechos de las personas sólo basado en un objetivo o finalidad (por más bueno o loable que éste nos parezca, nos lleva a la lógica de que el fin justifica cualquier medio). Esto sería inadmisible en cualquier país civilizado. En consecuencia, los argumentos de derecho comparado esgrimidos por el mensaje como justificación del proyecto son derechamente errados.

2.- Los contenidos del proyecto:


Más allá de los serios problemas de fundamentación del proyecto que debieran ser suficientes para su rechazo, lo que nos debiera generar una enorme preocupación es su contenido. Como he venido señalando, éste le otorga absoluta discrecionalidad a Carabineros para pedir la identificación de cualquier persona por el simple hecho de estar en o en las inmediaciones de un lugar o de un objeto especialmente expuesto al peligro.
 Además, también se permite la identificación de personas que se encuentren en lugares o zonas donde sea previsible la ocurrencia de hechos delictuales o que pongan en riesgo la seguridad y el orden público.


Varias cosas llaman la atención.  La primera es que se trata de una hipótesis tan abierta que prácticamente no hay lugar del país en donde Carabineros no podría invocar esta norma y ejercer la facultad que ella le confiere. Incluso con una interpretación restrictiva es poco probable que cualquier lugar urbano del país quede fuera de algunas de las categorías que contempla el proyecto.  Por lo mismo, de aprobarse éste, el circular por cualquier ciudad constituiría un riesgo de ser objeto de control de identidad preventivo para un ciudadano. Ello no sólo emana del largo listado de lugares y objetos, sino también del vago concepto “en las inmediaciones de” que se incluye.


En segundo término, hay que recordar que la norma propuesta no sólo permite solicitar la identificación (lo que alguien podría considerar una limitación menor de los derechos ciudadanos), sino también hacer registro de vestimentas, equipajes y vehículos de las personas controladas.  Por si fuera poco, en caso que la persona no porte un documento de identificación expedido por la autoridad pública, esa persona va a poder ser conducida y retenida en un cuartel policial hasta por ocho horas para efectos de poder identificarse. Me parece que es fácil ponernos de acuerdo que las facultades de registro y retención ya significan restricciones a derechos fundamentales relevantes.  El problema es que ellas no tendrían ninguna justificación, salvo el haber tenido la mala suerte de estar cerca de un hospital, el Registro Civil, un ministerio, una municipalidad, un consultorio, etc.


Finalmente, se trata de una facultad que en la práctica no quedará sujeta a controles judiciales, ya que es esperable que en la gran mayoría de los casos los controles preventivos de identidad no se traduzcan en detenciones y, por lo mismo, no den lugar a audiencia de control de la detención.  Se trata de un tema no menor, ya que en la práctica es girar un cheque casi en blanco con posibilidades de tener un enorme impacto en los derechos ciudadanos.  Como la experiencia comparada y nacional lo demuestran, es muy probable que ese impacto no se distribuya igualitariamente en todos los sectores de la población ni en todos los lugares y que más bien se abra un espacio para el desarrollo de prácticas discriminatorias en contra de algunos grupos sociales específicos.

3.- A modo de conclusión:


En el contexto descrito, me parece que el proyecto propuesto no debiera ser aprobado. La facultad que confiere a Carabineros está muy por sobre las potestades que en el mundo civilizado se le entregan a las policías y abre un enorme flanco para abusos y restricciones de derechos masivos sin control.  Si estamos preocupados por el orden público y la seguridad, debiéramos entonces estudiar seriamente las razones por las que Carabineros estima no contar con herramientas adecuadas a pesar de la existencia del artículo 85 del Código Procesal Penal y seguramente descubriremos que detrás de ello hay más problemas de capacitación y métodos de trabajo que de ausencia de normas legales.  El actual artículo 85 de dicho Código es una regla que, bien ocupada, permitiría a las policías resolver buena parte de las preocupaciones que parecen estar detrás del proyecto.  El que, no obstante haber sido reformada varias veces para facilitar su uso y siga entendiéndose como una norma restrictiva, nos habla de que los problemas están en cuestiones más de fondo que las reglas legales.”.

La Comisión requirió también el parecer de Amnistía Internacional sobre el proyecto en estudio. Su Directora Ejecutiva, la señora Ana Piquer, hizo llegar el siguiente documento escrito:
“Minuta de Amnistía Internacional respecto del proyecto de ley que modifica la ley N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, para establecer la medida de control preventivo de identidad
(Boletín Nº 9.036-07).


En particular, y teniendo en cuenta las normas internacionales de derechos humanos y los estándares acerca de su restricción por causas fundadas.  El análisis de las restricciones se basa en el “test de tres partes” al que ya hice referencia en mi intervención ante la Comisión en relación al proyecto de ley sobre resguardo del orden público (Boletín Nº 7.975-25), y que resulta también aplicable en este caso: (1) deben ser establecidas por ley, (2) deben tener un propósito legítimo (los indicados expresamente en los tratados) y (3) deben ser demostrablemente necesarias y proporcionales para el logro de ese propósito, sin que tales restricciones no deben sean tan extensivas como para poner en entredicho el derecho en sí mismo.


Por ello, recomendamos que el análisis se centre en el punto (3) antes indicado: necesariedad y proporcionalidad. Por una parte, existe ya normativa en materia de control de identidad que parece suficiente para conseguir los fines preventivos analizados. Por otra parte, nos preocupa que las facultades que establece el proyecto de ley se establecen de manera tan amplia, que en definitiva pudieran resultar en una aplicación discriminatoria de las mismas, o en intrusiones arbitrarias al derecho de circulación, de reunión o a la intimidad de las personas.

Recomendamos, entonces, revisar el actual texto a la luz del test indicado, de manera de asegurar que sea efectivamente necesario modificar la legislación vigente y, en caso de hacerlo, que se asegure que ésta no genera restricciones más allá de las estrictamente necesarias para el logro del objetivo legítimo propuesto y protege a las personas de la discriminación arbitraria.


Esto se detalla en mayor profundidad en el documento adjunto.


La legislación en materia de control de identidad y revisión de efectos personales no puede restringir desproporcionadamente derechos humanos.


Minuta de Amnistía Internacional respecto del Proyecto de Ley que modifica la ley N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, para establecer la medida de control preventivo de identidad (Boletín Nº 9.036-07).


Amnistía Internacional es una organización de alcance global, con presencia en más de 150 países, que trabaja por la defensa y la protección de los derechos humanos en todo el mundo. Entre otras formas de trabajo, Amnistía Internacional da seguimiento a la tramitación de legislación que vulnere o genere un riesgo de que se vulneren derechos humanos.


La presente minuta se referirá a los siguientes puntos: (1) las normas generales de derechos humanos aplicables a la materia, (2) las preocupaciones en relación al control de identidad y la facultad de revisar efectos personales.
1. Normas generales

1.1. Posibles derechos humanos en juego


Tratándose de un proyecto de ley como el que estamos comentando, existen al menos cuatro derechos que podrían verse específicamente afectados, siendo necesario ver si esta afectación es aceptable desde el punto de vista de los estándares internacionales: el derecho a la libertad personal y a la circulación; el derecho a la integridad y a la protección de la vida privada y la honra; el derecho de reunión, y la prohibición de discriminación.

Derecho a la libertad personal.  Toda persona tiene derecho a la libertad y seguridad personales
. Esto incluye no sólo el derecho a no ser sometido a detención o prisión arbitrarias, sino también comprende el derecho a circulación, el derecho a circular libremente por el territorio en el cual se encuentre legalmente
.


Los propios tratados internacionales establecen la posibilidad de restringir el derecho de circulación bajo ciertas condiciones. El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP) establece en su artículo 12.3, que “3. Los derechos antes mencionados no podrán ser objeto de restricciones salvo cuando éstas se hallen previstas en la ley, sean necesarias para proteger la seguridad nacional, el orden público, la salud o la moral públicas o los derechos y libertades de terceros, y sean compatibles con los demás derechos reconocidos en el presente Pacto.” En términos similares, la Convención Americana de Derechos Humanos (CADH), en su artículo 22.3 y 22.4., establece: “3. El ejercicio de los derechos anteriores no puede ser restringido sino en virtud de una ley, en la medida indispensable en una sociedad democrática, para prevenir infracciones penales o para proteger la seguridad nacional, la seguridad o el orden públicos, la moral o la salud públicas o los derechos y libertades de los demás. 4. El ejercicio de los derechos reconocidos en el inciso 1 puede asimismo ser restringido por la ley, en zonas determinadas, por razones de interés público.”.


Derecho a la intimidad y a la protección de la vida privada. La normativa internacional protege a todas las personas en contra de injerencias arbitrarias, abusivas o ilegales en su vida privada, su familia, su domicilio o su correspondencia, y de ataques ilegales a su honra y reputación. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley en contra de estas injerencias o ataques.


No existe normativa específica autorizando la restricción de este derecho.

Derecho de reunión. Los tratados internacionales reconocen el derecho a reunión pacífica y sin armas
.

Al igual que en el caso del derecho de circulación, los tratados internacionales reconocen la posibilidad de que los Estados restrinjan el derecho de reunión bajo ciertos supuestos. De acuerdo al PIDCP, en su artículo 21, establece que “El ejercicio de tal derecho sólo podrá estar sujeto a las restricciones previstas por la ley que sean necesarias en una sociedad democrática, en interés de la seguridad nacional, de la seguridad pública o del orden público, o para proteger la salud o la moral públicas o los derechos y libertades de los demás.” Por su parte, la CADH establece, en su artículo 15, que “El ejercicio de tal derecho sólo puede estar sujeto a las restricciones previstas por la ley, que sean necesarias en una sociedad democrática, en interés de la seguridad nacional, de la seguridad o del orden públicos, o para proteger la salud o la moral públicas o los derechos o libertades de los demás.”.


Prohibición de la discriminación. Cualquiera sea el derecho del que se esté hablando, así como de las restricciones que se le apliquen al mismo, éstas deben en todo momento respetar el principio fundamental de no discriminación establecido en los tratados de derechos humanos. El Estado debe respetar y garantizar todos los derechos reconocidos en los tratados, a todas las personas sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social (los organismos internacionales han interpretado que la protección contra la discriminación cubre también los casos de discriminación por orientación sexual o identidad de género). De la misma forma, la ley prohibirá toda discriminación y garantizará a todas las personas protección igual y efectiva contra cualquier discriminación por los motivos antes indicados
.

1.2. Restricciones admisibles a derechos


Como se señaló, motivos como, por ejemplo, el orden público, podrían justificar una restricción a derechos tales como el derecho de circulación y el derecho de reunión.

Sin embargo, la interpretación de estas normas de los tratados en diversas instancias internacionales ha sido clara en que las restricciones basadas en esta razón legítima deben cumplir con un test de tres partes: (1) deben ser establecidas por ley, (2) deben tener un propósito legítimo (los indicados expresamente en los tratados) y (3) deben ser demostrablemente necesarias y proporcionales para el logro de ese propósito. Más aún, el Comité de Derechos Humanos ha señalado que tales restricciones no deben ser tan extensivas como para poner en entredicho el derecho en sí mismo.

Este es el test que se debe aplicar a cualquier legislación que de alguna manera limite o restrinja derechos como los que se indican a continuación.

Por lo mismo, cualquier disposición legal debe ser redactada de la manera más restrictiva posible, con miras a conseguir el objetivo específico definido por las autoridades al dictarla. El Estado debe poder demostrar que cualquier restricción promueve un interés sustancial que no se podría conseguir sin la restricción
. Dicho de otro modo, una restricción más extensiva de lo necesario para conseguir el objetivo previsto, no resultaría admisible de acuerdo a los estándares internacionales y puede ser considerada una vulneración a los derechos humanos.

1.3. Obligación de adaptar la legislación interna


En relación con lo anterior, es fundamental mencionar que la ley interna no debe bajo ningún respecto pasar a llevar la normativa internacional en materia de derechos humanos, sino que por el contrario, debiera adaptarse a estos estándares. Todos los tratados internacionales en materia de derechos humanos incorporan una norma expresa exigiendo a los Estados parte adoptar las medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades
. Por lo tanto, iría en sentido contrario a esta obligación internacional el dictar normativas que establezcan vulneraciones adicionales a los tratados de derechos humanos.

2. Normativa del proyecto de ley


El análisis del proyecto de ley debiera hacerse partiendo desde el test de tres partes explicado anteriormente. En este sentido, es de particular importancia preguntarse si se cumple con los estándares de necesidad y proporcionalidad de la medida y si es, efectivamente, el medio menos restrictivo posible para cumplir con los objetivos propuestos.

En cuanto a la necesidad de la medida, es importante mencionar que la normativa penal vigente establece ya facultades a las policías para controlar la identidad y registrar los efectos personales en determinados supuestos bien determinados. No resulta clara la necesidad de ampliar estas facultades, que ya permiten ejercer labores preventivas tratándose de personas en las que existan indicios de que se disponen a cometer un crimen o simple delito.

Lo anterior gatilla a su vez preocupaciones en cuanto a la proporcionalidad de la medida. Mientras que las facultades actualmente vigentes se basan en los actos de la persona a la cual se le requiere acreditar su identidad, las facultades propuestas en el proyecto de ley no se basan en lo que la persona hace, sino sólo en el lugar en que se encuentra. Esto implica que, en la práctica, será cada policía quien seleccionará a quiénes controlará la identidad y a quiénes no, sin que exista un criterio establecido en la ley para ello. Esto resulta demasiado amplio y potencialmente abierto a generar restricciones arbitrarias al derecho de circulación o de reunión de las personas en estos lugares, y/o a la configuración de prácticas discriminatorias en la selección de las personas revisadas.

Lo anterior resulta aún más preocupante tratándose de la facultad de registrar las vestimentas, equipaje o vehículo de la persona sometida a control, que sería aplicable en los mismos supuestos, definidos, como se señaló, de manera muy amplia. Todas las personas tenemos una razonable expectativa de privacidad respecto de nuestras carteras, equipaje, etc., y que éstas estarán libres de registro cuando caminamos en la calle, si no hay una amenaza inmediata u otra circunstancia especial (por dar algunos ejemplos, un evento en un parque donde no quieren la presencia de bebidas alcohólicas, o una misa abierta que el Papa va a celebrar, o la toma de mando del Presidente). Por ello, al establecerse en términos tan amplios, esta facultad, además de las preocupaciones ya señaladas en cuanto al derecho de circulación o reunión y a las eventuales prácticas discriminatorias, resulta una intrusión directa mucho mayor a la intimidad de la persona, que puede afectar su derecho a la protección de su vida privada, su dignidad y/o su honra.


Por ello, recomendamos revisar el actual texto a la luz del test antes indicado, de manera de asegurar que sea efectivamente necesario modificar la legislación vigente y, en caso de hacerlo, que se asegure que ésta no genere restricciones más allá de las estrictamente necesarias y proporcionales para el logro del objetivo legítimo propuesto y que protege debidamente a las personas de la discriminación arbitraria.”.


Comentando el contenido de las exposiciones escuchadas por la Comisión, el Honorable Senador señor Prokuriça aseveró que ellas podrían producir la impresión de que en Chile no hay problemas con los encapuchados ni con la iniquidad con la que ellos actúan, dañando a policías y a todo tipo de personas y bienes en las manifestaciones públicas. La realidad, dijo, muestra exactamente lo contrario.


Expresó que el problema no se refiere a la totalidad de las detenciones, sino a las que tuvieron por objeto detener a encapuchados sorprendidos generando daño a la propiedad ajena o agrediendo a terceros inocentes. En cuanto a ese grupo de casos, la opinión pública ha sido testigo de cómo los imputados son comúnmente liberados sin recibir ninguna sanción.


Señaló que las constataciones anteriores deberían enmarcar la discusión de esta iniciativa, pues de ellas se desprende que frente a la ciudadanía resultaría inaceptable no hacer nada en este tema. Indicó que la presente iniciativa podría estudiarse sobre esa base, introduciéndosele, luego, todos los perfeccionamientos que sean procedentes.


Expresó que también puede haber algún error en cuanto a las citas hechas a la legislación comparada. Sin embargo, como contraparte, no cabe sino afirmar que la experiencia de todo chileno que ha viajado a países desarrollados indica que en aquellos la policía dispone de facultades para requerir la identificación a los transeúntes y para detener a los sospechosos y que las utilizan a menudo. Añadió que no es sostenible que en nuestro país se impongan a la policía funciones de resguardo del orden público y posteriormente no se le entreguen atribuciones para concretar tales obligaciones.


Indicó que es efectivo que en este debate debe hacerse una cierta ponderación de los bienes jurídicos en juego, pero, en la práctica, la única obligación que se estaría imponiendo a las personas sería la de portar su carnet de identidad u otro tipo de identificación oficial. A cambio, se logra proteger la vida y la integridad de los funcionarios policiales y la propiedad y la salud de los ciudadanos, comerciantes, transeúntes y también de los manifestantes que ejercen su derecho pacíficamente.


En razón de lo anterior, anticipó su voto favorable a la iniciativa.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, observó que las intervenciones escuchadas ilustran sobre la larga historia legislativa que ha tenido el control de identidad. Connotó que se osciló desde una situación inicial, donde por medio de la detención por sospecha la policía tenía todas las facultades posibles, hasta otra en que se formula un control de identidad restrictivo, con pocas atribuciones para la policía. Manifestó que esa pendulación ha variado con el tiempo, añadiendo nuevas potestades al artículo 85 del Código Procesal Penal, las que en todo caso han quedado limitadas a supuestos restrictivos como ciertos casos fundados o la constatación de algunas hipótesis, lo que ha derivado en la inoperancia de la norma.


Puntualizó que la modificación que se propone no implica derogar el artículo 83 del Código Procesal Penal, que establece la facultad de la policía para realizar diligencias sin necesidad de autorización específica del fiscal a cargo y la posibilidad correlativa de que el fiscal nacional dicte instrucciones generales que regulen la materia. Añadió que, además, hay que estudiar el detalle de circunstancias que el proyecto prevé que hacen habilitante la diligencia de control de identidad preventivo, porque la realidad indica que en todas partes se cometen delitos y no solo en los lugares que el texto propuesto prevé.


En relación con el tema de la discrecionalidad, planteó que se trata de un asunto de fondo, porque lo que está en juego es si el legislador confía o no en el buen juicio del agente policial promedio y si dicha confianza implica una especie de autorización general para controlar a las personas en todo tipo de situaciones y lugares. Al respecto, manifestó que nadie quiere que las detenciones se multipliquen exponencialmente, pero sí que a lo menos los Carabineros puedan detener a quien deba ser detenido. Observó que, en este contexto, también hay que percatarse del hecho de que si la ley impone a la policía la obligación de justificar ante los tribunales la suficiencia de las circunstancias que motivaron su accionar, ello importará una suerte de cláusula disuasiva que podría impedir el actuar de la fuerza pública.


La Honorable Senadora señora Alvear compartió la apreciación del Honorable Senador señor Prokuriça en torno al hecho de que, frecuentemente, en la televisión se observa el actuar delictivo de encapuchados y se constata que esos ilícitos no acarrean ninguna consecuencia judicial. Añadió que, sin embargo, también cabía reafirmar la existencia y la validez del derecho a manifestarse pacíficamente. Hizo notar que normalmente, en esos casos, se constata la genuina voluntad de los organizadores de las referidas manifestaciones y de los concurrentes a las mismas en orden a ejercer tal derecho dentro de los cauces jurídicamente establecidos.


Expresó que la sola lectura del artículo 85 del Código Procesal Penal muestra un conjunto de facultades que, en principio, parecen suficientes para detener el actuar de los encapuchados y, a la vez, para facilitar el derecho a manifestarse pacíficamente a la inmensa mayoría de quienes deseen hacerlo. Expresó que ese propósito específico estuvo tras el proyecto de ley conocido como “Agenda Corta”, durante cuya discusión, tanto entre las bancadas que en la actualidad apoyan al Gobierno como entre las que representan a la oposición, hubo claridad en cuanto a que el propósito se había cumplido y que las dificultades legales existentes se habían superado.


Observó que el problema que suscita esta iniciativa puede decir relación no tanto con la necesidad de introducir modificaciones legales, sino de suplir la falta de medios tecnológicos y de capacitación de la fuerza policial, la cual parece no tener las capacidades del caso para hacer cumplir la ley vigente cuando se trata de personas encapuchadas que preparan acciones delictivas.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, afirmó que existe consenso en cuanto a condenar el vandalismo político que protagonizan los encapuchados. Agregó que, sin embargo, la pregunta que cabe formular es si aún hay espacio disponible para mejorar la capacitación de los agentes policiales en cuanto a la aplicación del referido artículo 85, que ya ha sido modificado en tres ocasiones anteriores, al punto que hoy el control de identidad es una obligación policial que procede en un amplio abanico de casos.


Observó que no parece que un criterio objetivo como la mera cercanía a un edificio sea suficiente para constituir esta obligación de identificación y planteó que este punto le causaba diversas aprensiones.


El General Gutiérrez manifestó que la institución que representa ha hecho un esfuerzo por llevar abogados a las audiencias donde se discute la legalidad de la detención de las personas encapuchadas. Expresó que, en general, las cifras que se han dado a conocer por los catedráticos no concuerdan con lo que se percibe en esas circunstancias, en que hay un cúmulo importante de declaraciones judiciales de ilegalidad de las señaladas detenciones. Expresó que, frente a ello, Carabineros requiere de normas legales que respalden su actuar en la calle.


Indicó que los encapuchados han variado su forma de operación para complicar el examen judicial, pues, por ejemplo, muchas veces reparten los distintos componentes de un artefacto explosivo entre distintas personas, de modo que cuando una de ellas es detenida y pasa a control judicial, el magistrado declara ilegal la detención pues considera que la parte con la que el imputado fue sorprendido no es suficiente para considerarlo portador de un artefacto cuya tenencia está prohibida por la ley.


Por otra parte, añadió que Carabineros de Chile ha hecho un esfuerzo continuo para mejorar la capacitación de sus miembros, empeño que ha sido liderado por el señor General Director, quien es abogado.


El Profesor señor Medina expresó que la lectura que hacen los tribunales del control de identidad es menos inflexible que lo que acá se ha indicado. Expresó que, justamente, esta facultad es la que utilizó hace poco tiempo la Policía en el operativo masivo que hizo en el Barrio Bellavista en Santiago, que terminó con miles de personas controladas y cientos que pasaron al control judicial de la detención porque durante la diligencia se verificó que portaban drogas u otros elementos ilícitos. Relató que, en este caso, ninguna de dichas detenciones fue declarada ilegal por los tribunales de garantía que estuvieron a cargo de los procesos de control.


Añadió que la situación parece ser distinta en el caso de los detenidos en disturbios, pero observó que la solución no va por el lado de la reforma legal, que en este caso sólo busca un efecto simbólico.


El Profesor señor Troncoso manifestó que todas las observaciones que se han planteado a la iniciativa son de índole jurídica, porque nadie solidariza con los encapuchados o con quienes generan desmanes en el contexto de una protesta. Expresó que las críticas se centran en la inusitada amplitud de atribuciones que este proyecto propone, pues ellas representan una oportunidad para que la autoridad incurra en abusos.


Indicó que hace poco, en una entrevista, la Primera Dama relató que los días inmediatamente posteriores al 11 de septiembre de 1973 fue a recibir a su futuro marido y actual Primer Mandatario al aeropuerto y a la vuelta, fueron detenidos por una patrulla militar. Relató que justo ese día había salido sin su carnet de identidad y que solo logró esquivar una detención porque el oficial a cargo también estaba de novio, al igual que ellos, y por ello les permitió seguir su camino. El Profesor indicó que si en ese caso hubiera estado vigente una norma como la que ahora se propone, aquel oficial se habría visto en la obligación de detenerlos por el mero hecho de no portar documentos de identificación.


El Ministro del Interior y Seguridad Pública, señor Chadwick, señaló que es evidente que la materia que trata este proyecto es compleja y que el texto que se propone es perfectible.


Manifestó que en el ordenamiento general, es efectivo que la Constitución y los instrumentos internacionales sobre derechos humanos contemplan derechos garantizados para las personas, pero esos mismos ordenamientos también prevén que esas prerrogativas esenciales pueden ser reguladas e incluso suspendidas en determinados casos. Observó que ello se observa en nuestra Carta Fundamental, que permite regulación legal de los derechos conferidos por ella, siempre que no se afecte la esencia de los mismos.


Respecto de las observaciones relativas a la legislación extranjera, manifestó que en la actualidad hay un debate global sobre la regulación que equilibra el derecho a la libertad, a la autonomía y a la privacidad, frente a la necesidad colectiva de orden público y seguridad. Ante tal requerimiento, dijo, las respuestas varían de país a país según sea la ponderación que se haga en cada caso.


Expresó que en el Estado de Nueva York, en que se practica un control de identidad preventivo, el debate se orienta hacia la represión de algunas desviaciones en su ejercicio, como es el caso del uso discriminatorio de esa facultad contra ciertas minorías étnicas. Todo ello, sin embargo, dentro de un contexto general en el que se considera que esa atribución es necesaria.


Indicó que es efectivo que el proyecto impone una carga a la libertad de las personas, pero esa carga está limitada a la obligación de portar la propia cédula de identidad. Añadió que, en caso de incumplimiento, también se plantea un riesgo, cual es que la persona que no porte su identificación se expone a ser detenida para efectos justamente de ser identificada. Expresó que la situación anterior es un nuevo punto de equilibrio legítimo y necesario, porque la seguridad de las personas es una de las demandas sociales más sentidas de nuestro país.


Indicó que es efectivo que hoy día existe una atribución sobre la materia en el Código Procesal Penal, pero para que ella opere, se requiere siempre que exista algún tipo de indicio delictivo, lo que acerca el sistema a la figura de la flagrancia y lo coloca en un marco de control judicial en el contexto de un proceso penal por un delito determinado que se imputa a un sujeto. Con ello, dicha atribución sale de la esfera de la prevención. Añadió que todo el sistema anteriormente señalado aleja el control de identidad como política pública de la demanda ciudadana de evitar los delitos.


Añadió que el control preventivo de identidad asociado a la cercanía a un lugar determinado ya tuvo una puesta en marcha exitosa por medio de su inclusión en la ley de violencia en los estadios, la cual ha demostrado hasta la fecha que es un método eficaz para la reducción de los ilícitos.


Connotó que también esta iniciativa pone el énfasis en la confianza que se debe depositar en el criterio de la policía. Señaló que procedía que el legislador asumiera igual enfoque, tal como lo hace con los jueces. Agregó que lo anterior no implica, en ningún caso, una especie de carta blanca para que la policía haga lo que quiera, pues el mismo proyecto establece medidas institucionales de control y de índole remedial para reprimir cualquier tipo de abuso.


Manifestó que la correlación estadística de que dispone el Ministerio que encabeza muestra ciertos puntos geográficos donde se concentra la comisión de ilícitos en las grandes ciudades del país, pero Carabineros no puede actuar hasta que esos ilícitos principien su ejecución, lo que excede con mucho las expectativas preventivas que la población tiene de parte de sus instituciones uniformadas. Puntualizó que el proyecto intenta solucionar este vacío, agregando que una vez que se apruebe en general, el Gobierno está dispuesto a discutir los perfeccionamientos puntuales que se requieran.


Atendiendo a una solicitud de la Comisión, el abogado asesor de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor Juan Pablo Cavada, hizo entrega de un estudio de derecho comparado, en el que se analiza la institución del control de identidad a la luz de la legislación interna de Estados Unidos de Norteamérica, Alemania, España, Francia, Italia y Perú.

El contenido del mismo se ha transcrito precedentemente, en el capítulo de este informe en que se da cuenta de los Antecedentes Jurídicos propios de la iniciativa en estudio.


Resumiendo aquel estudio, presentó el siguiente cuadro:

“Tabla N° 1: Comparación de elementos del control de identidad en la legislación comparada

	País
	Naturaleza
	Supuesto de hecho
	Lugares
	Facultades
	Exigencia de documento que acredite identidad

	Alemania
	· Represivo

· Preventivo
	· Evitar peligro.

· Control fronterizo.

· Persona en recintos importantes o en su entorno, donde se preparen o perpetran delitos, por los que personas u objetos corren peligro inminente.

· Protección de derechos privados.
· Persona en lugar donde se ocultan delincuentes.

· Puntos de control policial legales.
· 
	· Vía pública.
· Lugares cerrados, públicos o privados.
	· Lo necesario para constatar identidad.

· Detener en caso de no identificación.

· Exigir documento.

· Algunos Länder permiten revisión de persona y pertenencias en ciertos edificios o recintos.
	Sí

	España
	· Preventivo

· Investigativo
	En cumplimiento del ejercicio de funciones de protección de la seguridad.
	Vía pública.

Lugar donde se hubiere hecho el requerimiento.
	· En caso de no identificación: detener a persona para conducirla a dependencias próximas, a estos solos efectos y por el tiempo imprescindible.

· Detención por resistencia o negativa infundada a identificarse o a realizar voluntariamente las comprobaciones o prácticas de identificación.
	No

	Estados Unidos de América
	· Preventiva.

· Investigativa, para ejercicio de facultades investigadoras de las policías. 
	Varían en cada Estado.

Todos autorizan a requerir y detener brevemente ante la sospecha razonable de que la persona ha cometido, está cometiendo o está a punto de cometer un delito.
Casos especiales en que no existe expectativa razonable de privacidad.
	Vía pública.

Sólo registro superficial de vestimentas.

	Algunos Estados permiten exigir información adicional. Ej.: nombre, dirección, fecha de nacimiento y explicación de sus acciones.

Procede arresto por no identificarse, si el requerimiento de identificación está razonablemente relacionado con las circunstancias que justificaron la detención.

Algunos Estados sancionan expresamente la no identificación.

En algunos Estados es delito proporcionar un nombre falso.
En el Estado de Nueva York, el Dpto. de Policía ejecuta programa “detener, preguntar y registrar”: los agentes pueden detener e interrogar a los peatones y registrarlos en busca de armas u otras especies. Actualmente, el programa es objeto de una controversia judicial a nivel federal.
	No.

	Francia
	· Preventivo


	Posible infracción al orden público, si está en peligro la seguridad de personas u objetos.
	· Vía pública.

· Puesto de Policía.
	· Detención ante negativa de identificarse, para ser presentado inmediatamente a oficial de policía judicial, máx. 8 hrs.

· Palpaciones de seguridad: búsqueda superficial en el cuerpo de objetos peligrosos, solo si se estima necesaria para la seguridad del policía u otra persona.

· Allanamiento de personas u objetos solo está permitido en casos especiales y por oficiales de policía judicial.

· En casos especiales se permite allanamiento de automóviles y su retención por un máx. de 30 min.
	No.
Sí a extranjeros.

	Italia
	Amplio
	Obligación general de identificarse ante requerimiento de oficial público en el ejercicio de sus funciones.
	Lugares públicos.
	Conducir a quien se niegue a identificarse o cuando existen indicios de que entrega información falsa, para identificarlo, con un máx. de 24 hrs.


	No.
Sujetos considerados peligrosos o sospechosos: la autoridad puede ordenar detención por lapso determinado; portar y exhibir su documento de identificación para cuando sea solicitado.


	Perú
	· Preventivo de delitos.

· Investigación de delitos.


	Ser necesario para prevenir delito u obtener información útil para averiguación de hecho punible.
	· Vía pública.

· Lugar donde se requirió.


	· Requerir identificación.
· Realizar comprobaciones pertinentes.

· Registrar vestimentas, equipaje o vehículo, sólo cuando exista fundado motivo que el intervenido pueda vincularse a comisión de delito.

· Previa orden del Ministerio Público y cuando sea necesario para el juicio o la identificación: fotografiar a imputado y tomar huellas digitales, incluso contra su voluntad.

· Delitos causantes de grave alarma social:

            -- Controlar vías, lugares o establecimientos públicos, en la medida indispensable, para identificar a quienes transiten o se encuentren en ellos;

           - Registrar vehículos y efectuar control superficial de efectos personales, para comprobar que no se porten sustancias o instrumentos prohibidos o peligrosos.

	Sí.
Identificación debe realizarse mediante documento de identidad, donde la persona se encuentre.

Si ello es imposible, Policía puede conducir a dependencia policial más cercana para identificación, condicionado a la gravedad del hecho investigado o al ámbito de la operación policial practicada.

Procedimiento no puede exceder de 4 hrs.




(Biblioteca del Congreso Nacional)”.


A continuación, hizo uso de la palabra el Profesor señor Julián López.


Observó que durante la discusión del proyecto se ha partido de la base que el control preventivo de identidad es una institución radicalmente distinta del control investigativo, pese a que ambas modalidades están contenidas en el mismo artículo del Código Procesal Penal. Expresó que esta separación también está construida en el discurso como una diferencia respecto de los supuestos habilitantes y de las facultades que ambos mecanismos implican, pero, afirmó, en la práctica se trata de las mismas atribuciones. Por lo anterior, opinó que, en principio, debería considerarse una modificación coherente al artículo 85 del Código Procesal Penal.

Expresó que también se observa cierta confusión en torno a la idea de que las regulaciones del derecho comparado son aplicables a nuestra realidad, porque no se puede tomar aquella parte del precepto que establece, en otros ordenamientos, los supuestos para que la policía proceda a realizar el control de identidad, sin observar qué tipo de facultades implica ese control en esos ordenamientos. En este contexto, señaló que el problema central de la propuesta del Ejecutivo es que no existe un estándar que, desde la perspectiva de la proporcionalidad, justifique la afectación de garantías fundamentales que la norma provocará por la remisión que hace a las atribuciones indicadas por el artículo 85 del Código Procesal Penal.

Dijo que la idea planteada en cuanto a objetivar los criterios aplicables suena bien en la teoría, pero es algo muy difícil de llevar a la práctica, puesto que los señalados estándares deben ser colmados con la realidad. A manera de ejemplo, señaló que en Estados Unidos se establece en la ley el estándar de la causa probable para el registro de identidad, pero ello, en la práctica, implica desarrollar una verdadera jurisprudencia relativa a qué actividad policiaca colmará ese estándar.

Sostuvo que, en cambio, el proyecto opta por no introducir ningún estándar para la procedencia del control preventivo, sino que directamente impone como condición “objetiva” la cercanía a un lugar expuesto a peligro o donde sea previsible que se cometan delitos. Ello, en la práctica, significa lo que el policía a cargo del procedimiento quiera o entienda. Señaló que si las cosas se colocan en ese contexto, no parece válido considerar que a causa de un control preventivo de identidad se registre las ropas o equipaje del controlado o se allane su vehículo. Añadió que tampoco resulta plausible -desde el punto de vista de la proporcionalidad de la intervención en una garantía fundamental- el hecho de que ante un control preventivo de identidad fracasado, el controlado sea detenido por ocho horas en un cuartel policial sin tener ningún derecho.

El Honorable Senador señor Espina manifestó que la observación del Profesor López apunta a la necesidad de precisar las situaciones de procedencia en las que la discrecionalidad del Carabinero a cargo del procedimiento permitirá discernir si procede o no un control preventivo.

Añadió que esa precisión debe darse en el marco de datos provenientes de la realidad, pues existen lugares donde objetivamente se concentra la comisión de delitos, en los cuales la policía no tiene facultades para solicitar la identificación de los transeúntes, salvo que haga una interpretación muy extensiva del artículo 85 del Código Procesal Penal. Aseveró que, justamente, en la situación antes planteada puede considerarse que es plausible una limitación acotada de la libertad individual de esos transeúntes en aras de su propia seguridad.

Connotó que, lamentablemente, en nuestro país los delincuentes se han profesionalizado, al punto que es muy difícil que uno de ellos muestre actitudes sospechosas que permitan imputarle algún indicio antes de cometer un ilícito, lo que impide que por la vía del control de identidad que establece el artículo 85 del Código de Enjuiciamiento Criminal sea posible evitar su ocurrencia.

Señaló que si la policía dispone de la facultad de hacer un control de identidad preventivo, ese delincuente profesional tendrá un marco de acción mucho más limitado.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, consultó al Profesor señor López de qué manera se puede hacer operativo un control de órdenes de detención pendientes o de quebrantamientos de condenas, sanciones sustitutivas, medidas precautorias o citaciones a los tribunales que no fueron cumplidas, si a la policía sólo se le permite controlar la identidad de una persona cuando hay indicios delictivos.

El Profesor señor López expresó que cualquier respuesta debe partir por considerar los verbos rectores que se contemplan en el referido artículo 85 con ocasión de la descripción de las facultades que otorga el control de identidad. Señaló que esa norma prevé la facultad de registrar vestimentas, vehículos y equipaje, e incluso de llevar detenido al cuartel policial al controlado y dejarlo ahí por 8 horas, lo que es una actividad muy intensa desde el punto de vista de la afectación de garantías. Indicó que si el asunto se limitara sólo a que la policía tenga la atribución de preguntar el nombre del controlado, no importará que la hipótesis esté muy abierta, porque eso parece una afectación menor a la libertad ambulatoria. Recalcó que el control de identidad chileno no es eso, sino que implica una habilitación a la policía para impetrar una afectación amplia sobre los derechos esenciales de la persona controlada.

Expresó que esa amplia afectación está justificada cuando se trata de las circunstancias habilitantes que señala el artículo 85 del Código de Procedimiento Penal. Explicó que esas dichas circunstancias están consignadas en la ley como “indicios”, que es el estándar más bajo imaginable en cuanto a conductas concretas de un sujeto. En cambio, prosiguió, en el texto del proyecto se elimina esta amplia referencia y se introduce una circunstancia meramente espacial que consiste básicamente encontrarse en algún lugar.


Señaló, entonces, que la verdadera pregunta que cabe formularse es si el mero hecho de encontrarse en un lugar, sin añadir ninguna otra conducta, es un antecedente plausible para que una persona sea registrada en sus vestimentas, equipaje y vehículo y, eventualmente, quede detenida en un cuartel policial hasta por 8 horas. Agregó que si a la pregunta anterior se responde afirmativamente, entonces el buen sentido impone que el lugar de que se trata tiene que tener características muy especiales o estar naturalmente muy expuesto a peligro como para admitir tal afectación de las garantías de quienes lo merodean. Hizo notar que, sin embargo, la redacción de la norma propuesta en este sentido es claramente laxa, porque se refiere en general a los edificios públicos y a todo lugar en que la policía, de forma discrecional, considere que puede ser el locus de determinados ilícitos, aunque el controlado no tenga ninguna relación con aquellos.

Consideró que para responder la pregunta inicial que se le formulara, es necesario dilucidar primero algo básico, que es definir el problema que se está tratando de solucionar. Indicó que cada vez que plantea esta inquietud a Carabineros, obtiene por respuesta la mención de casos específicos en que, a juicio de los uniformados, no es posible hacer el control de identidad, pero que confrontados con la ya citada norma, arrojan una conclusión distinta. Frente a lo anterior, manifestó que, al parecer, el real propósito tras la iniciativa es introducir al ordenamiento jurídico nacional una facultad tan amplia que jamás implique una limitación o cuestionamiento de la actividad de la policía. Agregó que ello, en el fondo, implica que en vez de ajustar la conducta policial discrecional al derecho, intenta ajustar el derecho a la conducta policial.

El General Director de Carabineros de Chile, señor Gustavo González, señaló que el problema surge por el legislador decidió pasar de la detención por sospecha al control de identidad de carácter represivo. Sostuvo que, en la práctica, los agentes policiales tienen problemas para acreditar los indicios que requiere el artículo 85 del Código Procesal Penal. Añadió que, en concepto de Carabineros, la persona que es conducida a un cuartel policial para el solo efecto de su identificación, utilizándose para ello los medios tecnológicos que el Carabinero habitualmente no porta consigo, no está detenida, sino sometida a una privación de libertad temporal.

Opinó que algo similar ocurre a propósito de lo dispuesto en el artículo 134 del Código Procesal Penal, que permite a la policía conducir a la persona que ha cometido una falta al cuartel policial para el solo efecto de materializar allí el proceso de citación que en este caso establece la ley.

Manifestó que la lógica de fondo del citado artículo 85 es establecer una facultad de identificación en relación a las personas que han demostrado positivamente su intención de delinquir, pero en la realidad ello deja fuera toda la labor preventiva, que es la más demandada por la población y que figura en la Constitución Política de la República como una función básica de la Policía, pero que no considera herramientas jurídicas para ser llevada a cabo.

Expresó que los ilícitos comunes son cometidos por un grupo de personas más o menos determinado, en lugares y horas que responden a ciertos parámetros estadísticos. Por tanto, añadió, este criterio es crucial para determinar una facultad preventiva. Recordó que la prisión por sospecha justamente estaba basada en ello, esto es, en personas que se encuentran a deshora o en lugares que permitan atribuirles malos designios, sin que sus explicaciones pudieran hacer desaparecer la sospecha, quedando la calificación de todo ello en manos de la policía. Indicó que los individuos comúnmente controlados por Carabineros son los que terminan cometiendo la mayor parte de los delitos en nuestro país.

Añadió que la institución comparte completamente la necesidad de incorporar normas para evitar el abuso. Expresó que eso ya existe en el artículo 255 del Código Penal y que, internamente, se ha previsto una serie de sistemas de control y represión de las malas prácticas policiacas.

Puntualizó que en la mayor parte de los países avanzados existe el sistema de control de identidad preventivo, agregando que, en la práctica, la policía va más allá de las normas por exigencias de la propia realidad. Expresó que eso se pudo observar en la forma de proceder de la policía norteamericana después del atentado del 11 de marzo de 2001.

Indicó que, en la realidad, se llevan a cabo controles de identidad masivos en lugares determinados de la capital, pues hay sospechas de que allí se cometerán delitos a determinadas horas o porque se considera que por ahí deambulan personas con órdenes de detención pendiente. Expresó que, ante esa necesidad práctica, parece obvio que no debe simularse que han procedido supuestos que no logran configurarse adecuadamente pese a la necesidad preventiva, por lo que la vía para regularizar esta situación es una reforma legal.

Observó que la norma que se propone puede ser objeto de perfeccionamientos y acotaciones, pero siempre en vista de la necesidad de establecer herramientas preventivas de control de los delincuentes comunes que deambulan por la capital con elementos robados, con aparatos para cometer delitos o con drogas.

Indicó que la facultad para hacer registros es necesaria, porque ella permite configurar la flagrancia de quien porta especies ilícitas. Hizo notar que la norma vigente no permite que la experiencia, la intuición policial o el extremo nerviosismo del controlado sean antecedentes suficientes para llevar a cabo un control de identidad.

El Profesor señor López manifestó que cuando se revisan con atención las estadísticas, el cuadro real cambia. Indicó que aquella levantada por el Profesor señor Duce en base a los antecedentes recopilados por la Defensoría Penal Pública, muestra que en el año 2011 se registraron en nuestro país 610.918 detenciones que pasaron a control judicial, de las cuales 2.194 fueron declaradas ilegales, o sea, apenas un 0,35%.

Indicó que, en base a los números antes citados, no existiría un problema masivo de detenciones declaradas ilegales por los tribunales, salvo que se contraargumente que la policía se está inhibiendo de realizar tales detenciones a causa de la insuficiencia de la norma. En relación al caso citado por el señor General Director de Carabineros, en que una señora que llamó repetidamente a la policía porque unos individuos merodeaban insistentemente su casa terminó siendo asaltada, observó que lo que parece haber allí es más bien un defectuoso entendimiento o interpretación de la normativa en vigor, pues los artículos 85 y 129 del Código Procesal Penal claramente permitían, en aquella situación, efectuar el control de identidad y detener por flagrancia a los sujetos antes que el delito se consumara.

Respecto de las personas que portan instrumentos para cometer delitos o drogas al interior de sus mochilas, señaló que ellas son perfectamente controlables y registrables en virtud de las reglas contenidas en el texto vigente del artículo 85.

En conclusión, expresó que la necesidad de un cambio normativo no está apoyada ni por la estadística ni por el tenor literal de los preceptos en vigor correctamente interpretado.

Consideró, en principio, muy apropiado que las policías cuenten con herramientas legales que las faculten para hacer controles de identidad y detenciones en caso de flagrancia, pero partiendo de la base que el actuar de los cuerpos uniformados en cuanto integrantes del Estado debe estar sometido a una regla de derecho que establezca límites para dicha actuación. Señaló que una norma que no imponga ningún límite o criterio, simplemente no es una regla en el sentido anteriormente señalado.

Concluyó diciendo que no es aceptable que se plantee una disposición que asegure que en ningún caso una detención efectuada por la policía podrá ser declarada ilegal.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, dio por finalizado el debate en general del proyecto y puso en votación la idea de legislar.

- Sometido a votación en general el proyecto, fue aprobado por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Espina, Larraín, don Carlos, y Pérez, don Víctor. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio.
DISCUSIÓN EN PARTICULAR


Seguidamente, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, dio inicio a la discusión en particular de la iniciativa.


En este punto del estudio, la Comisión recabó el parecer del Profesor señor Juan Pablo Mañalich.

El mencionado académico planteó que, en términos generales, comparte las aprensiones manifestadas por los Profesores Bofill, López, Medina y Troncoso.

Expresó, luego, que la normativa que se propone no coincide con el estándar establecido por el derecho comparado para las actuaciones preventivas de la policía.

Indicó que más bien cabe colocar el énfasis en el paralelismo entre el texto propuesto y la normativa de la ley sobre violencia en los estadios. Explicó que el segundo estatuto -recientemente modificado para permitir una forma de control preventivo de identidad- contempla supuestos de prohibición de ingreso a los recintos deportivos, lo cual constituye el primer objetivo del control por parte de la policía. Observó que la ley de violencia en los estadios establece un modelo de prevención acotado y concreto, que procura evitar ciertas formas de comportamientos inadmisibles en esos recintos durante el desarrollo de espectáculos deportivos o impedir que ingresen a ellos personas que por resolución judicial están privadas de la posibilidad de hacerlo.

Connotó que, en cambio, no hay un equivalente fáctico en el proyecto que se discute, más allá de la posibilidad de controlar órdenes de detención pendientes, para lo cual bastaría la norma vigente del artículo 85 del Código Procesal Penal. Por el contrario, la única circunstancia habilitante para la nueva facultad es el mero hecho de estar en las cercanías de determinado lugar, sin que se requiera ningún antecedente que conecte el comportamiento de la persona controlada con el probable hecho delictivo que se espera que se produzca en ese lugar.

Desde otro punto de vista, puntualizó que hay un error conceptual en el marco de la discusión en desarrollo, porque no es efectivo que el artículo 85 del Código Procesal Penal establezca un control de índole netamente represiva. Puntualizó que la norma citada opera cuando hay indicios de la comisión de un hecho futuro que ni siquiera está en etapa de principio de ejecución, además del caso del encapuchado, donde incluso se prescinde de aquel elemento. En esa línea, indicó que lo que realmente plantea el artículo 85 es una facultad preventiva específica o acotada, esquema frente al cual se plantea el proyecto, proponiendo un control también preventivo, pero de carácter general y no acotado.

Recordando el análisis del derecho comparado realizado anteriormente, el Honorable Senador señor Espina expresó que quedaba fuera de toda duda que los ordenamientos jurídicos de países avanzados consideran tanto controles de identidad preventivos como represivos, sujetándolos a requisitos y ámbitos de atribuciones diferenciados.

En cuanto al texto aprobado en general, sostuvo que, a la luz del debate doctrinario producido, éste bien podía ser objeto de perfeccionamientos. En esa línea, propuso a la Comisión el siguiente texto alternativo:

“Artículo 3º bis.- Sin perjuicio de las facultades otorgadas los funcionarios policiales en el artículo 85 del Código Procesal Penal, Carabineros de Chile, a través de su personal en servicio, en el ejercicio de su rol de policía preventiva y con el solo objeto de precaver la ocurrencia de hechos que puedan poner en peligro la seguridad y el orden público o cotejar la existencia de órdenes de detención, podrá solicitar la identificación de cualquier persona que se encuentre en lugares o zonas donde por determinadas circunstancias existan antecedentes que hagan razonablemente previsible la ocurrencia de hechos delictuales o que pongan en riesgo la seguridad y el orden público. Este procedimiento concluirá inmediatamente después que dicha persona se identifique en la forma establecida en el inciso siguiente.

La identificación se realizará en el lugar en que la persona se encontrare, por medio de documentos de identificación expedidos por la autoridad pública, como cédula de identidad, licencia de conducir o pasaporte. El funcionario policial deberá otorgar a la persona facilidades para encontrar y exhibir estos instrumentos. Serán aplicables, a este respecto, los incisos tercero y siguientes del artículo 85 del Código Procesal Penal.

El funcionario a cargo del procedimiento procederá a la detención, sin necesidad de orden judicial y en conformidad a lo dispuesto en el artículo 129 del Código Procesal Penal, de quienes se sorprenda, a propósito de este procedimiento, en alguna de las hipótesis del artículo 130 del mismo Código, así como de quienes al momento del cotejo registren orden de detención pendiente.

El abuso en el ejercicio de las facultades establecidas en este artículo estará sujeto a las sanciones administrativas y penales que corresponda.”.

Manifestó que la proposición original del Gobierno, aprobada en general por la Comisión, permite un control de identidad preventivo en los mismos términos que señala el artículo 85 del Código Procesal Penal, cuando el controlado esté en la cercanía de edificios públicos o transite por lugares en que sea previsible, racionalmente, la ocurrencia de ciertos ilícitos.

Explicó que la proposición alternativa que está presentando se construye sobre la base del texto del Ejecutivo, al cual se le añaden algunas precisiones y limitaciones a la luz de lo expuesto por los académicos que han participado en el debate. En primer lugar, señaló que la causal que hace procedente el control se limita sólo a los casos en que se transite por lugares respecto de los cuales existan antecedentes objetivos que permitan presumir que ahí se cometerán ilícitos. En segundo lugar, la atribución de la policía se reduce al control de identidad, no contemplándose la posibilidad de revisar vestimentas, equipajes o vehículos. Finalmente, observó que la propuesta señala que si en el procedimiento el agente a cargo se percata de la existencia de indicios que hagan plausible la procedencia del control represivo de identidad del artículo 85 del Código Procesal Penal, la diligencia seguirá esas reglas.

El Profesor señor Troncoso hizo presente que lo que está en discusión es si, además del control de identidad regulado pormenorizadamente por el artículo 85 del Código Procesal Penal, es posible establecer un control de identidad extra sin referencia a ilícito alguno.

Indicó que si lo anterior se considera adecuado, es forzoso hacer algunas acotaciones. En primer término, señaló que en ese caso la ley debería exigir que se configure a lo menos algún tipo de hipótesis relativa a la conducta del controlado fundada en antecedentes objetivos. En segundo lugar, consideró pertinente establecer algún tipo de flexibilidad para admitir fórmulas razonablemente fidedignas de modo que el controlado pueda acreditar su identidad, sin que la única vía permitida sea el carnet de identidad. Sobre el particular, dijo que no es comprensible que una persona respecto a la cual no hay ningún tipo de indicio en cuanto a un futuro comportamiento delictivo, termine detenida ocho horas en un cuartel policial. Sobre el segundo punto, propuso establecer que el procedimiento de identificación sólo se pueda hacer en el lugar donde se realiza el control, proveyendo a los funcionarios a cargo de la diligencia de las herramientas tecnológicas adecuadas para este propósito.

Consideró del todo plausible que la policía solicite herramientas para evitar la comisión de ilícitos que afecten el orden público y la seguridad ciudadana, aseverando que, sin embargo, esas herramientas deben enmarcarse dentro del ordenamiento jurídico vigente.

El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, observó que lo expresado por el Profesor señor Mañalich respecto de la situación de los estadios donde se desarrollan espectáculos deportivos masivos bien puede aplicarse a otros lugares y sectores de una ciudad, en los que la experiencia policial permite prever razonablemente la ocurrencia de hechos delictivos. Indicó que es efectivo que hay casos en que los agentes policiales obran de manera un tanto apresurada, agregando que, en todo caso, en la generalidad de las ocasiones debe confiarse en su buen criterio y experiencia profesional, pues ellos son quienes habitualmente están en terreno, intentando prevenir la comisión de delitos.

Por su parte, el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, connotó que, efectivamente, el artículo 85 del Código de Procedimiento Penal impone al agente policial a cargo de la seguridad pública la obligación de acreditar ciertas circunstancias que pueden ser de difícil prueba. Indicó que, en cambio, el texto en discusión se centra en el grado de confianza que debe depositarse en la práctica policial, lo cual es perfectamente plausible. Agregó que las dudas que se han suscitado apuntan, esencialmente, a que se otorgan a los policías atribuciones que son muy amplias desde la perspectiva de la afectación de los derechos de las personas. Expresó que la proposición del Honorable Senador señor Espina introduce precisiones que son muy adecuadas, pues consideran la existencia de circunstancias determinadas que el Carabinero a cargo del procedimiento acreditará, en cuanto a que en ese lugar podrían cometerse hechos ilícitos en el futuro cercano. Igualmente, cotejará la existencia de órdenes judiciales de detención pendientes y verificará si se dan los supuestos de la flagrancia, pues en ambos casos la persona controlada podrá ser detenida.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, coincidió con que la propuesta del Honorable Senador Espina acota en la línea correcta las amplias atribuciones que proponía el texto original presentado por el Ejecutivo. No obstante, agregó que aún no están claras en este nuevo texto las hipótesis plausibles y fundamentadas que permitirán el control de identidad preventivo. Se preguntó si las normas del artículo 85 del Código Procesal Penal no bastan para acometer los problemas identificados por el Mensaje.


Destacó también la conveniencia de poder apreciar la magnitud de las órdenes de detención dictadas por los tribunales que aún están pendientes porque la policía no ha sido capaz de diligenciarlas. Sobre este punto, consultó si tendría algún sentido circunscribir la nueva facultad únicamente al caso de verificación de una orden de detención pendiente.

El Honorable Senador señor Espina recordó que el señor General Director de Carabineros fue sumamente claro al remarcar que el control de identidad preventivo es una necesidad real, porque la información policial muestra una población delictual bien identificada que efectúa una actividad habitual en lugares determinados en los que la impunidad está asegurada. Expresó que las personas que viven, transitan o trabajan en esos sectores exigen que la fuerza pública retire de circulación a los maleantes habituales.

Añadió que la medida que se propone importa también el riesgo de que personas que no tienen ninguna relación con la comisión de ilícitos se vean expuestas a que un agente policial les requiera su identidad. Pero, añadió, basta que porten los documentos que el mismo Estado entrega para ese propósito, como el carnet de identidad o la licencia de conducir, para que después de una breve interrupción puedan continuar su trayecto.

El Profesor señor Troncoso manifestó que sostener que en ciertos lugares hay más riesgo delictual en términos objetivos implica efectuar, por parte de los propios agentes del Estado, una verdadera estigmatización de esos sitios y de la gente que vive y trabaja en ellos. Explicó que lo anterior podría relativizarse si se requiriera acreditar algún elemento que vincule en cualquier forma a la persona controlada con el riesgo supuestamente objetivo del lugar por donde transita.

Insistió en que a lo anterior hay que agregar la necesidad de que la persona controlada sea identificada en el mismo lugar.

El Ministro del Interior y Seguridad Pública, señor Chadwick, observó que aun cuando la generalidad de la ciudadanía quiere vivir en un ambiente más seguro, nadie se muestra dispuesto a ceder parte de sus libertades para que ello sea posible. Explicó que el propósito último de este proyecto es imponer un riesgo mayor a quienes se aprestan a cometer delitos, fundamentado en la práctica de los policías.

Indicó que, en la práctica, la única exigencia que el proyecto impone a los ciudadanos es la de portar en todo momento la cédula de identidad y exhibirla cuando la policía lo requiera. A juicio del Gobierno, dijo, la magnitud de una limitación como esta es razonable en comparación con el beneficio social que se obtiene a cambio.

Observó que tanto en los casos que considera este nuevo esquema como en los que plantea el artículo 85, la situación no llegará a los tribunales a menos que en el proceso se detecte un delito flagrante. Indicó que el Ejecutivo está dispuesto a introducir al proyecto todos los controles y precisiones que sean necesarios para lograr el mejor texto posible, de modo que la policía disponga de atribuciones para requerir a toda persona que se identifique, disuadiendo, de este modo, la comisión de delitos.

El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, expresó que el supuesto fenómeno de la estigmatización de lugares como resultado no deseado del proyecto a que antes se ha hecho referencia, no considera una dato de la realidad, cual es que muchas personas prefieren que los lugares donde habitan, trabajan o circulan estén férreamente controlados para evitar ser objeto del fenómeno de la victimización, que es mucho más aflictivo para la opinión pública.

Expresó que la diligencia de control de identidad prevista por la iniciativa en estudio tiene un único propósito que consiste en mejorar la seguridad de toda la ciudadanía que no comete delitos.

Indicó que si se parte de esta base, es posible hacer todo tipo de mejoras al proyecto, como, por ejemplo, que el proceso de identificación de las personas que no porten documentos se haga en vehículos policiales y no en los cuarteles, si es que ese elemento es el óbice para la aprobación de la iniciativa.

Observó que el artículo 85 contempla diversas referencias a la percepción subjetiva del agente policial que hace el control de identidad represivo, pero, pese a ello, dicha herramienta no opera según lo han declarado las más altas autoridades policiacas chilenas. En cambio, connotó que la experiencia comprada deja este tipo de medidas entregadas a las necesidades policiales, lo que muestra un nivel de confianza en esas instituciones que en esta discusión se pone en tela de juicio.

El Profesor señor Mañalich expresó que la práctica inveterada de la herramienta policial del control de detención muestra claramente una persistente estigmatización de ciertos perfiles etarios y socioeconómicos en función de sesgos culturales. Indicó que este mismo riesgo se presenta en caso de un control de identidad que se fundamente en un puro elemento situacional.

Observó que si el propósito de la Comisión es acotar los casos de procedencia del control de identidad preventivo sólo al cotejo de órdenes de detención pendientes o a la constatación de la flagrancia, hay un riesgo claro de terminar en una especie de fraude de etiqueta, en virtud del cual todo actuar policial, lícito o ilícito, se escude en estos elementos, a menos que se precisen ciertos factores que validen la actuación de los uniformados. Pero, en esa situación, agregó, las facultades del artículo 85 parecen ser suficientes.

El Ministro del Interior y Seguridad Pública, señor Chadwick, expresó que el propósito central del Ejecutivo es que Carabineros tenga una atribución que hoy no posee, que consiste en poder pedirle a los transeúntes que se identifiquen y, cumplido ese trámite, el procedimiento se acaba. Indicó que todo lo demás, la flagrancia y el control de las órdenes de detención pendientes, ya está cubierto en los artículos 85 y 129 del Código Procesal Penal.

El Honorable Senador señor Espina indicó que sería perfectamente posible limitar la posibilidad de control preventivo de identidad por parte de Carabineros con el único propósito de verificar la existencia de órdenes de detención pendientes. Indicó que ya disponen de esta atribución en la ley del tránsito respecto a los conductores que manejan por caminos y carreteras públicos. Añadió que, como alternativa a lo anterior, se podría hacer procedente la nueva atribución cuando existan circunstancias que hagan razonablemente previsible la ocurrencia de delitos.

El Profesor señor Mañalich indicó que sería pertinente limitar el propósito de la medida si, a la vez, se condiciona su procedencia a una referencia circunstancial objetiva.

El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, consideró procedente la idea de introducir un propósito único para la diligencia, pero siempre que se especifique que ante la verificación de determinadas circunstancias objetivas, Carabineros deberá siempre intervenir para prevenir un delito.

La Honorable Senadora señora Alvear opinó que la proposición del Honorable Senador señor Espina, enriquecida con los sucesivos aportes que diversos participantes en esta discusión han hecho, representa una proposición mejor que el texto inicial del Ejecutivo. Sin embargo, dijo que aún se observan ámbitos de discrecionalidad policial que no se justifican a la luz de lo señalado por el Profesor señor López, quien fue enfático en demostrar que la norma del artículo 85 del Código Procesal Penal es suficiente.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador Walker, don Patricio, compartió el juicio anterior, observando que, sin embargo, podría inclinarse por la proposición mejorada que se está alcanzando si queda fuera la posibilidad de que Carabineros desplace al controlado a un recinto policial para efectuar el procedimiento de identificación, pues, al igual que el Profesor señor Troncoso, considera que los medios tecnológicos actuales hacen perfectamente factible que el procedimiento de identificación se haga en el mismo sitio.

El Honorable Senador señor Espina consultó qué sucede si la persona controlada se niega a proporcionar información sobre su identidad.

El Profesor señor Troncoso indicó que ese sujeto incurre en la falta contenida en el número 5º del artículo 496 del Código Penal. Expresó que el problema se presenta cuando la persona se allana a identificarse, pero no cuenta con los documentos oficiales que permitan acreditar sus dichos. Recordó que, para ese caso, el antiguo Código de Procedimiento Penal preveía que el controlado podría emplear cualquier medio de prueba para comprobar la veracidad de sus dichos, incluso la declaración de testigos.

El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, compartió la idea anterior y consideró que sería perfectamente factible admitir, para efectos de identificación, cualquier medio de prueba que sea verosímil.

En la sesión siguiente, el Profesor señor Jorge Bofill recordó que en esta discusión se ha manifestado que el control policial preventivo de identidad es un mecanismo de uso frecuente en el derecho comparado y que, en contraposición a ello, la solución contemplada en el artículo 85 del Código Procesal Penal, sería inadecuada por cuanto se ubica en el contexto de una investigación por un hecho delictivo determinado, aunque algunas de las circunstancias que se prevén para la procedencia de aquel mecanismo tienen poca relación con un caso penal concreto.

Indicó que la pregunta que cabe hacerse es si el referido artículo 85 es suficiente. Expresó que, desde la perspectiva del procedimiento penal, aquel precepto representa una atribución investigativa cercana a lo excesivo y que la solución a los problemas que derivan de su aplicación práctica debería venir más por la senda de una mejora en la capacitación policial que en una reforma legal.

Añadió que la siguiente pregunta que cabe plantearse es si se puede hacer algo más con un mecanismo similar. Recordó que la primera respuesta legislativa a esta inquietud fue la dictación de ley Nº 20.620, que incorporó en la ley de violencia en los estadios un mecanismo de control de identidad preventivo. Connotó que esa ley eligió el camino correcto, porque hizo procedente este mecanismo preventivo en un contexto preciso que hace indispensable la actuación preventiva de la policía, como son las aglomeraciones de hinchas en el espacio público colindante a un recinto deportivo en el período próximo a la celebración de un encuentro masivo, como es un espectáculo de fútbol profesional.

Observó que el proyecto en discusión no sigue ese acertado camino, porque, contrariamente a lo que hace la señalada ley, no intensifica ninguna circunstancia objetiva que requiera la intervención policial preventiva, sino que se limita a levantar toda exigencia para que la labor de aquellos funcionarios se pueda realizar.

Señaló que la nueva figura propuesta implica atribuciones que son amplias y gravosas, como la posibilidad de registrar vestimentas, equipajes y vehículos. En paralelo, elimina de plano cualquier criterio que permita a la justicia revisar la racionalidad de una medida determinada.

Explicó que si lo que se busca es evitar situaciones de peligro para la seguridad pública, la labor del legislador al establecer una medida como la propuesta es precisar qué circunstancias objetivas requieren la intervención policial. Observó que el derecho comparado hace justamente eso: establecer situaciones de peligro objetivas en las que la policía tiene que actuar preventivamente.

A continuación, el Ministro del Interior y Seguridad Pública, señor Chadwick, presentó, en nombre del Gobierno, una indicación sustitutiva del siguiente tenor:

“- Sustitúyese el artículo 3° bis propuesto para la ley Nº 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, por el siguiente:

“Artículo 3º bis.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 85 del Código Procesal Penal, en el ejercicio de su rol de policía preventiva y con el solo objeto de precaver la ocurrencia de hechos que puedan poner en peligro la seguridad y el orden público, Carabineros de Chile, a través de su personal en servicio, podrá solicitar la identificación y cotejar la existencia de órdenes de detención, de cualquier persona que se encuentre en lugares o zonas donde, por circunstancias fundadas, sea previsible la ocurrencia de hechos delictuales o que pongan en riesgo la seguridad y el orden público. Este procedimiento concluirá inmediatamente después que se obtenga la identificación de la persona que se controla, en la forma establecida en el inciso siguiente.

La identificación se realizará en el lugar en que la persona se encontrare, por medio de documentos de identificación expedidos por la autoridad pública, como cédula de identidad, licencia de conducir, pasaporte o por cualquier otro medio verosímil que permita establecer positivamente su identidad. El funcionario policial deberá otorgar a la persona las facilidades para identificarse.

En caso de negativa de una persona a acreditar su identidad, le serán aplicables, a este respecto, los incisos tercero y siguientes del artículo 85 del Código Procesal Penal.

El abuso en el ejercicio de las facultades establecidas en este artículo estará sujeto a las sanciones administrativas y penales que correspondan.”.

Explicó que la indicación busca acotar las situaciones de procedencia del control de identidad preventivo a la luz de lo discutido en la Comisión. Ello implica dar facilidades para que la persona se identifique, permitir cualquier medio de prueba verosímil con ese propósito y desarrollar todo el procedimiento en el mismo lugar. Añadió que la indicación también prevé que la persona controlada será conducida al cuartel policial sólo si se niega a identificarse.

El Honorable Senador Larraín, don Hernán, sostuvo que, efectivamente, esta indicación resume un debate que ha sido extenso y logra establecer términos razonables en cuanto a que la nueva atribución policial procederá ante circunstancias fundadas y objetivas.

Recordó que hace dos décadas, el sistema de detención por sospecha que existía era completamente arbitrario y que, ante ello, la legislación pasó de un extremo al otro, sustituyendo ese mecanismo por un control de identidad extremadamente restrictivo. Señaló que con este proyecto se cierra el ciclo, lográndose un justo término medio.

Connotó que la indicación prescribe que el procedimiento de control de identidad preventivo tendrá lugar en el mismo sitio donde se solicitó al transeúnte su identificación. Destacó, igualmente, que se admitirá cualquier medio de prueba para comprobar la identidad que se alega poseer y que sólo procederá la conducción al cuartel policial en caso de personas renuentes.

El Honorable Senador señor Espina hizo notar que el debate sobre esta iniciativa ha hecho evolucionar favorablemente el texto en estudio. Indicó que la última versión del mismo, que está contenida en el texto propuesto por el Ejecutivo en su indicación sustitutiva, impone en el ordenamiento jurídico una separación diametral entre el control preventivo de identidad y el que procede como forma de investigar un crimen o simple delito, otorgando, en el segundo caso, atribuciones más amplias a la policía, pero estableciendo causales de procedencia más acotadas.

Recordó que en la legislación comparada está establecido el control de identidad preventivo, pero contemplando atribuciones más restrictivas que las que plantea el artículo 85 de nuestro Código Procesal Penal.

Refiriéndose a la indicación en análisis, destacó que la nueva redacción clarifica los puntos que todavía causaban dudas, porque establece que el control preventivo procederá sólo si existen circunstancias fundadas que hacen previsible la ocurrencia de hechos delictuales, o sea, que esté en riesgo la seguridad y el orden público. Indicó que esta fórmula llena el vacío detectado por la policía uniformada.

Agregó que el nuevo mecanismo que mediante este proyecto se introduce, sólo permite el control de la identidad de una persona y no alcanza para que el funcionario a cargo registre las vestimentas, equipaje y vehículos, a menos que haya indicios para que ello proceda según los artículos 85 y 129 del mencionado Código.

Expresó que el control preventivo siempre procederá si se han configurado antecedentes objetivos que permitan suponer la comisión de hechos delictivos y que la suficiencia de esos antecedentes puede ser controlada por la Corte de Apelaciones respectiva cuando conozca de un reclamo contra algún procedimiento policial de esta naturaleza. Hizo notar, finalmente, que la proposición considera, en forma expresa, que cualquier exceso policial en el uso de esta nueva facultad será sancionado administrativa y penalmente.

El Profesor señor Troncoso reiteró que, según su parecer, no es necesario establecer una norma como la que se propone, pues las dificultades que en este momento advierte Carabineros son perfectamente abordables con las herramientas que en la actualidad les otorga el ordenamiento procesal penal vigente.

Expresó que la indicación del Ejecutivo mejora notablemente la disposición original al establecer que el proceso de identificación deberá hacerse en el mismo lugar en que la persona se encuentre y que la identidad que se alega por el controlado podrá acreditarse por cualquier medio verosímil, además de excluirse la posibilidad de que el controlado termine siendo conducido a un cuartel de la policía.

Con todo, indicó que las causales de procedencia de la nueva medida aún son inaceptablemente amplias, sin que se requiera que el agente policial que la invoca deba fundamentar su decisión. Ello, agregó, es muy relevante porque en este caso no hay control judicial automático. Expresó que lo anterior sólo se subsanaría si se estableciera, para los agentes que practican el control, la obligación de identificarse previamente, de levantar un registro del procedimiento donde conste la identidad de la persona controlada y los motivos que dieron lugar al control y de comunicar periódicamente estos registros al Instituto Nacional de Derechos Humanos.

A continuación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, declaró cerrado el debate y puso en votación la indicación presentada por el Ejecutivo.

- El texto de la referida indicación del Ejecutivo fue aprobado por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Espina; Larraín, don Carlos, y Larraín, don Hernán. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Walker, don Patricio, y Zaldívar.

Al fundamentar su voto, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, expresó que su voto contrario a la indicación deriva de que los profesores que participaron en el debate demostraron que las atribuciones que confiere el artículo 85 del Código Procesal Penal a los policías son suficientes para acometer el problema del presunto vacío legal que Carabineros ha invocado.

Añadió que aun cuando la indicación propuesta mejoró la formulación original de la iniciativa, ésta igualmente podría perfeccionarse con el propósito de hacer más estricta la procedencia de la nueva medida.

Con todo, anunció que si en la Sala una formulación como la antes indicada es aprobada en general, estaría disponible para un segundo estudio de la disposición.

Posteriormente, cumpliendo con los requerimientos que el Reglamento del Senado plantea para estos efectos, a solicitud del Honorable Senador señor Espina, la Comisión acordó reabrir el debate sobre el proyecto, particularmente para discernir sobre la mejor ubicación de la nueva regla que éste plantea.

Una vez reabierto el debate, los Honorables Senadores señores Espina, Larraín, don Carlos, y Larraín, don Hernán, presentaron una indicación que sustituye íntegramente el texto del artículo único del proyecto, por otro que contiene una disposición análoga a la anteriormente aprobada, incorporándola, sin embargo, al Código Procesal Penal, como artículo 85 bis, nuevo, y no a la Ley Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile.


Su tenor es el siguiente:


“Para sustituir el artículo único íntegramente, por el siguiente artículo único, nuevo:


“Artículo único.- Agrégase el siguiente artículo 85 bis, nuevo, al Código Procesal Penal:


“Artículo 85 bis.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 85, en el ejercicio de su rol de policía preventiva y con el solo objeto de precaver la ocurrencia de hechos que puedan poner en peligro la seguridad y el orden público, Carabineros de Chile, a través de su personal en servicio, podrá solicitar la identificación y cotejar la existencia de órdenes de detención, de cualquier persona que se encuentre en lugares o zonas donde, por circunstancias fundadas, sea previsible la ocurrencia de hechos delictuales o que pongan en riesgo la seguridad y el orden público. Este procedimiento concluirá inmediatamente después que se obtenga la identificación de la persona que se controla, en la forma establecida en el inciso siguiente.

La identificación se realizará en el lugar en que la persona se encontrare, por medio de documentos de identificación expedidos por la autoridad pública, como cédula de identidad, licencia de conducir, pasaporte o por cualquier otro medio verosímil que permita establecer positivamente su identidad. El funcionario policial deberá otorgar a la persona las facilidades para identificarse.

En caso de negativa de una persona a acreditar su identidad, le serán aplicables, a este respecto, los incisos tercero y siguientes del artículo anterior.

El abuso en el ejercicio de las facultades establecidas en este artículo estará sujeto a las sanciones administrativas y penales que correspondan.”.”.

Una vez analizada esta indicación, fue puesta en votación, resultando aprobada por 3 votos a favor y 2 en contra. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señores Espina, Larraín, don Carlos, y Larraín, don Hernán. En contra lo hicieron los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio.


Hubo unanimidad en cuanto a que la iniciativa parlamentaria es procedente para una indicación como la que se ha consignado, pues ella contiene una regla de naturaleza procedimental, que pasa a formar parte del Código Procesal Penal, la que, además, debe aprobarse con quórum de ley común.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de proponeros la aprobación en general y en particular del siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Agrégase el siguiente artículo 85 bis, nuevo, al Código Procesal Penal:


“Artículo 85 bis.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 85, en el ejercicio de su rol de policía preventiva y con el solo objeto de precaver la ocurrencia de hechos que puedan poner en peligro la seguridad y el orden público, Carabineros de Chile, a través de su personal en servicio, podrá solicitar la identificación y cotejar la existencia de órdenes de detención, de cualquier persona que se encuentre en lugares o zonas donde, por circunstancias fundadas, sea previsible la ocurrencia de hechos delictuales o que pongan en riesgo la seguridad y el orden público. Este procedimiento concluirá inmediatamente después que se obtenga la identificación de la persona que se controla, en la forma establecida en el inciso siguiente.

La identificación se realizará en el lugar en que la persona se encontrare, por medio de documentos de identificación expedidos por la autoridad pública, como cédula de identidad, licencia de conducir, pasaporte o por cualquier otro medio verosímil que permita establecer positivamente su identidad. El funcionario policial deberá otorgar a la persona las facilidades para identificarse.

En caso de negativa de una persona a acreditar su identidad, le serán aplicables, a este respecto, los incisos tercero y siguientes del artículo anterior.

El abuso en el ejercicio de las facultades establecidas en este artículo estará sujeto a las sanciones administrativas y penales que correspondan.”.”. (Mayoría, 3 x 2).
- - -




Acordado en sesiones celebradas los días 9 y 15 de octubre, 5 y 26 de noviembre y 3, 4, 9, 10 y 17 de diciembre de 2013, con la asistencia de los Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela (Andrés Zaldívar Larraín) y señores Alberto Espina Otero, Hernán Larraín Fernández (Víctor Pérez Varela), Carlos Larraín Peña (Baldo Prokurica Prokurica) y Patricio Walker Prieto (Presidente) (Hosain Sabag Castillo).





Sala de la Comisión, a 17 de diciembre de 2013.

(Fdo.): Nora Villavicencio González, Abogada Secretaria.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE APRUEBA EL "TRATADO DE EXTRADICIÓN ENTRE LA REPÚBLICA DE CHILE Y LA REPÚBLICA ITALIANA", SUSCRITO EN ROMA, EL 27 DE FEBRERO DE 2002

(3119-10)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, de fecha 23 de octubre de 2002.


Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 31 de julio de 2013, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores.




A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, especialmente invitados, el Ministro de Relaciones Exteriores subrogante, señor Alfonso Silva, y el Jefe del Departamento de Asuntos Internacionales de la Dirección de Asuntos Jurídicos de la Cancillería, señor Juan de Dios Urrutia.

- - -


Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES


1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:


a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".


b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, de 5 de mayo de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 22 de junio de 1981.

2.- Mensaje de S.E. el Presidente de la República.- Este Tratado fue adoptado en el marco de los esfuerzos de ambos países en su lucha contra la criminalidad organizada, ligada al narcotráfico, el terrorismo y otras expresiones de la misma que alcanzan extrema peligrosidad.
Añade el Ejecutivo que, frente a estos fenómenos transnacionales, los procedimientos de extradición aparecen como instrumentos indispensables para su represión, en tanto hacen factible que los respectivos órganos jurisdiccionales pueden actuar eficazmente contra los criminales que evaden su acción. Por tal motivo, este Acuerdo Internacional fue suscrito simultáneamente con otro, entre las mismas Partes y de igual fecha, relativo a la Asistencia Judicial en Materia Penal.

El presente Tratado recoge cabalmente los principios del derecho internacional en materia de extradición, y su texto se enmarca en los criterios ya establecidos en precedentes instrumentos internacionales sobre la misma materia suscritos por Chile con otros países y que se encuentran en vigor, como son aquellos suscritos con España, en 1992, con Australia y con Nicaragua, en 1993 y con Corea, en 1994.
3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, del 12 de noviembre de 2002, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.


Dicha Comisión estudió la materia en sesión efectuada el día 9 de julio de 2013 y aprobó, por la unanimidad de sus miembros presentes el proyecto en informe.

Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 30 de julio de 2013, aprobó el proyecto, en general y en particular, por la unanimidad de sus miembros presentes (97 votos).


4. Instrumento Internacional.- Este instrumento internacional consta de un Preámbulo y XXI artículos.


El artículo I establece que cada Parte Contratante se compromete a entregar a la otra Parte, de conformidad a las normas y condiciones establecidas en el Tratado, a las personas que se encuentren en su territorio y que sean buscadas por la Autoridad Judicial de la otra Parte, por haberse iniciado en su contra un procedimiento penal o por haber sido condenadas a una pena privativa o restrictiva de la libertad personal.

Luego, el artículo II dispone que para que opere la extradición, debe tratarse de un hecho que revista caracteres de delito tanto en la legislación del país requirente como en la del país requerido y debe tener asignada una pena privativa o restrictiva de libertad superior a un año en su extensión máxima. Además, si la extradición fuere solicitada para la ejecución de una pena, la duración de la pena aún por cumplir deberá ser superior a seis meses.





Cuando la solicitud de extradición se refiera a diversos delitos, en algunos de los cuales no concurran las condiciones previstas en el párrafo 1, la extradición, si es otorgada por un delito en el cual las mencionadas condiciones concurren, podrá también ser otorgada por los otros delitos. Además, en el caso que la extradición fuere solicitada para la ejecución de penas impuestas por delitos diversos, podrá ser otorgada si el periodo total de las penas aún por cumplir es superior a seis meses.





Por último, se otorgara además la extradición por delitos que convenciones multilaterales vigentes entre ambas Partes imponen o impongan la obligación de incluirlos en los tratados bilaterales como aquellos que dan lugar a extradición.


El artículo III norma que la ausencia de una reglamentación idéntica en ambos Estados, requirente y requerido, en materia de tasas, impuestos, aduanas y cambios, no será una causal para denegar la extradición.


A su vez, el artículo IV trata sobre el rechazo de la extradición. Al respecto, señala que no procede si por el mismo hecho la persona reclamada se encuentra sometida a procedimiento penal o ya fue juzgada por las autoridades judiciales de la parte requerida; cuando estén prescritas la acción penal o la pena, de acuerdo con las leyes del Estado requirente o del requerido; si se ha otorgado amnistía en la parte requerida; si la persona reclamada es, fue o será juzgada por un tribunal de excepción en la parte requirente; si el hecho se considera delito político por la parte requerida; si la parte requerida tiene serios motivos para considerar que la persona reclamada será objeto de actos persecutorios o discriminatorios por motivos de raza, religión, sexo, nacionalidad, idioma, opinión política o de condición personal o social, o si la situación de dicha persona corre el riesgo de agravarse por uno de los elementos mencionados; si la persona reclamada ha sido o será sometida a un procedimiento que no garantiza el respeto de los derechos mínimos de defensa, pero el hecho de que el procedimiento se haya desarrollado en rebeldía no constituye de por sí motivo de rechazo de la extradición; si existen fundados motivos para estimar que la persona reclamada será sometida a penas o malos tratos que de todas maneras fueren considerados como violación de los derechos fundamentales; si la persona reclamada, al momento de la comisión del delito, era un menor según la ley de la parte requerida, y la ley de la parte requirente no la considera así o si no prevé para los menores un tratamiento procesal o sustancial para su reinserción social en conformidad con los principios fundamentales del ordenamiento jurídico de la parte requerida; y si el hecho es un delito exclusivamente militar, de acuerdo a la ley de la parte requerida.


El artículo V señala que en ningún caso se podrá imponer o aplicar la pena de muerte a la persona extraditada. Cuando los hechos por los cuales se solicitó la extradición sean castigados en el ordenamiento de la parte requirente con la pena de muerte, ésta en ningún caso se impondrá y se aplicará en su lugar una pena privativa o restrictiva de libertad personal prevista por el mismo ordenamiento.





Agrega que cuando por los hechos por los cuales se solicitó la extradición ha sido impuesta la pena de muerte, la extradición será concedida sólo después que dicha pena haya sido sustituida por la pena privativa de libertad máxima prevista por el ordenamiento de la Parte requirente.





Por su parte, el artículo VI dispone que la extradición podrá ser denegada si a la fecha de la solicitud la persona reclamada tiene la nacionalidad de la Parte requerida, salvo que tal nacionalidad hubiere sido adquirida con el propósito de impedir la extradición.





Añade que podrá ser igualmente rechazada la extradición si el hecho por el cual se solicita fue cometido, en su totalidad o en parte, en el territorio de la Parte requerida o en un lugar considerado como tal por la ley de esta misma Parte.





En caso de rechazo, la Parte requerida, a petición de la otra Parte, deberá someter el caso a las propias autoridades competentes para la iniciación de un proceso penal. A tal objeto, la Parte requirente deberá proporcionar elementos útiles. La Parte requerida comunicará, sin demora, el trámite dado a la solicitud y, posteriormente, la decisión final.





El artículo VII establece que la persona extraditada no podrá ser sometida a restricciones o privaciones de la libertad personal con motivo de la ejecución de una pena, ni a otras medidas restrictivas o privativas de la libertad personal, por un hecho anterior a su entrega, distinto de aquel por el cual la extradición fue otorgada, salvo que la parte requerida lo consienta; o la persona extraditada, habiendo tenido la posibilidad, no hubiere abandonado el territorio de la Parte a la que ha sido entregada luego de transcurridos 45 días desde su definitiva liberación o, habiéndolo abandonado, ha retornado voluntariamente.





Para obtener el consentimiento relativo al párrafo 1, letra a), la Parte adonde la persona ha sido extraditada deberá presentar una solicitud adjuntando la documentación especificada en el artículo X. Deberá, además, acompañar a dicha solicitud las declaraciones de la persona extraditada, efectuadas ante una Autoridad Judicial de dicha Parte, en relación a la solicitud de extensión de la extradición.





Añade que si la calificación jurídica asignada al hecho por el cual la extradición ha sido concedida es modificada en el curso del procedimiento, la persona puede ser sometida a privación o restricción de la libertad personal únicamente si por el hecho calificado en forma diferente es admitida la extradición.





Además la persona entregada no puede ser reextraditada a un tercer Estado por un hecho anterior a su entrega, salvo que la Parte requerida lo consienta o que concurran las circunstancias previstas en el párrafo 1, letra b).





Para obtener el consentimiento relativo al párrafo 4, la Parte hacia la cual la persona ha sido extraditada deberá formular una petición adjuntando la solicitud de extradición del tercer Estado y la correspondiente documentación. Deberá, además, acompañar a la solicitud las declaraciones relativas a la reextradición al tercer Estado, efectuadas por la persona extraditada ante una Autoridad Judicial de dicha Parte.





A continuación el artículo VIII señala que el período de detención del extraditado en la Parte requerida, a los fines del proceso de extradición, será computado en la pena a cumplir en la Parte requirente.




El artículo IX establece que, para los fines del presente Tratado, las comunicaciones serán efectuadas por el canal diplomático. Añade que la solicitud de extradición y las otras comunicaciones serán redactadas en el idioma de la Parte requirente, adjuntándose una traducción autorizada o certificada en el idioma de la Parte requerida.





Los actos y los documentos transmitidos en aplicación del presente Tratado estarán exentos del procedimiento de legalización. Agrega que cuando se acompañen copias de documentos, éstas deberán ser presentadas con la certificación de conformidad de la autoridad habilitada.





A su vez, el artículo X dispone que la solicitud de extradición debe ser acompañada por el original o por una copia certificada de la orden restrictiva o privativa de libertad personal o de la sentencia irrevocable de condena, con indicación de la pena aún por cumplir.





Añade que en los documentos presentados de acuerdo con el párrafo 1 o en una relación sumaria redactada a los fines de la extradición deben contenerse las siguientes informaciones:





a) la descripción precisa del hecho, la fecha y el lugar donde fue cometido y su calificación jurídica;




b) los elementos necesarios para determinar la identidad, la nacionalidad, la residencia de la persona reclamada y, si es posible, su fotografía; y





c) tratándose de persona condenada, la indicación de la pena aún por cumplir.





A tales documentos debe ser adjuntada copia de las disposiciones legales de la parte requirente aplicables al hecho y de las relativas a la prescripción del delito y de la pena.





El artículo XI norma que si las informaciones comunicadas por la Parte requirente se demuestran insuficientes para permitir la decisión sobre la solicitud de extradición, la Parte requerida podrá pedir informaciones suplementarias, fijando un plazo para este objeto. A petición motivada, este plazo podrá ser prorrogado.





Luego, el artículo XII trata sobre la prisión preventiva y los trámites que se deben seguir para su aplicación.




El artículo XIII señala que la Parte requerida informará sin demora a la Parte requirente su decisión sobre la solicitud de extradición. El eventual rechazo, aunque sea parcial, debe ser fundamentado.





Si la extradición es otorgada, la Parte requerida informará a la Parte requirente respecto del lugar y de la fecha a partir de la cual se realizará la entrega, dando igualmente precisas indicaciones acerca de las restricciones de la libertad sufridas por la persona reclamada para los fines de su extradición. El plazo para la entrega será de veinte días, a partir de la fecha referida en el párrafo anterior y, a solicitud fundamentada de la Parte requirente, puede ser prorrogado por igual período.





Añade que, si en el plazo fijado la Parte requirente no se hace cargo de la persona reclamada, la decisión de conceder la extradición perderá eficacia y dicha persona será puesta en libertad. Si la Parte requirente presenta una nueva solicitud de extradición fundada en los mismos hechos, la parte requerida podrá rechazarla.




Por su parte, el artículo XIV trata sobre la entrega postergada o provisional. Al respecto, señala que si la persona a ser extraditada estuviere sometida a procedimiento penal o debiere cumplir una condena en el territorio de la Parte requerida por un delito diferente a aquel que motiva la solicitud de extradición, la Parte requerida deberá igualmente decidir sin demora sobre la solicitud de extradición y dar a conocer su decisión a la otra Parte. En caso de ser acogida la solicitud de extradición, la Parte requerida puede diferir la entrega de la persona hasta que dicho procedimiento penal esté concluido o la pena impuesta haya sido cumplida.





Agrega que, sin embargo, a solicitud de la otra Parte, la Parte requerida puede entregar provisionalmente la persona para permitir el desarrollo del procedimiento penal en curso en la Parte requirente, acordando los términos y modalidades de la entrega provisional. La persona entregada temporalmente será detenida durante su permanencia en el territorio de la Parte requirente y devuelta a la Parte requerida en el plazo convenido. Añade que la duración de esta detención, desde la fecha de la salida del territorio de la Parte requerida hasta el regreso al mismo territorio, será computada en la pena a cumplirse en la Parte requerida.





La entrega de la persona a extraditar puede ser igualmente postergada cuando debido a una documentada grave enfermedad el traslado puede poner en serio peligro su vida; o cuando razones humanitarias, determinadas por documentadas circunstancias excepcionales de carácter personal, así lo requieran.





El artículo XV dispone que la Parte requerida, en la medida que sea autorizada por la propia ley, incautará y, si la extradición es otorgada, entregará, como medios de prueba, a la Parte requirente que lo haya solicitado, los objetos sobre los cuales o a través de los cuales se cometió el delito, los que constituyen el precio, el producto o la ganancia del delito, así como los que de cualquier manera puedan ser utilizados como prueba.





Los objetos serán entregados aunque la extradición ya concedida no pueda tener lugar por la muerte o fuga de la persona reclamada. La Parte requerida podrá retener los objetos indicados en el párrafo 1 por el tiempo que sea necesario para un procedimiento penal en curso en dicha Parte o podrá, por la misma razón, entregarlos con la condición de que le sean devueltos.




A continuación, el artículo XVI señala que el tránsito por territorio de una de las Partes de una persona que es extraditada por un tercer Estado hacia la otra Parte, será autorizado sin necesidad de procedimientos judiciales, previa solicitud acompañada por los originales o por copias certificadas de los documentos relativos al procedimiento de extradición y de los datos de identificación de los agentes que acompañan a la persona. Añade que la autorización para el tránsito puede ser denegada por los mismos motivos por los cuales puede ser rechazada la extradición en virtud del presente tratado así como por razones de orden público.





El artículo VII dispone que si una Parte y otros Estados solicitan la extradición de la misma persona, la Parte requerida decidirá teniendo en cuenta las circunstancias del caso y, en particular, la gravedad, el lugar de ejecución del hecho o de los hechos, la nacionalidad y la residencia de la persona reclamada, la posibilidad de reextradición y la fecha de recepción de la solicitud.





Luego, el artículo XVIII indica que los gastos ocasionados por la extradición en el territorio de la Parte requerida serán de cargo de ésta, salvo los gastos de transporte internacional de la persona reclamada, que serán de cargo de la Parte requirente. Añade que los gastos relativos al tránsito serán de cargo de la Parte que lo solicitó.





El artículo XIX establece que la Parte requirente tendrá la facultad de intervenir en el procedimiento judicial en curso en la Parte requerida, haciéndose representar por un abogado habilitado frente a las Autoridades judiciales competentes.




Por su parte, el artículo XX regula el procedimiento de la extradición simplificada. Al respecto, señala que la Parte requerida podrá entregar a la persona reclamada, sin dar curso al juicio de extradición previsto en su legislación interna, siempre que se den los siguientes requisitos: que se haya presentado una solicitud de extradición en conformidad con el artículo X; que el hecho por el cual se solicita la extradición reúna las condiciones previstas en el artículo II; y que la persona reclamada, asistida por un abogado habilitado, preste su expreso consentimiento a ser extraditado.





Agrega que el consentimiento, que será irrevocable, será prestado ante la autoridad competente de la Parte requerida, luego que ésta le haya informado a la persona reclamada lo siguiente: el carácter irrevocable de su consentimiento; su derecho a un procedimiento formal de extradición y las garantías respectivas; y el procedimiento de la extradición simplificada. La circunstancia de haber sido entregada la persona reclamada, sobre la base del procedimiento simplificado, en nada afectará a los derechos y garantías que el procedimiento formal de extradición le otorga.




Finalmente, el artículo XXI dispone que el presente tratado está sujeto a ratificación y que el canje de los instrumentos de ratificación tendrá lugar en la ciudad de Roma. Añade que entrará en vigor el primer día del segundo mes sucesivo a aquel del intercambio de los instrumentos de ratificación y que tendrá duración ilimitada.





Añade que cualquiera de las Partes podrá denunciar en cualquier momento el presente tratado mediante notificación por escrito dirigida a la otra Parte por vía diplomática. La denuncia producirá sus efectos seis meses después de recibida tal notificación.

- - -
DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Tuma, colocó en discusión el proyecto.


El Ministro de Relaciones Exteriores subrogante, señor Alfonso Silva, expresó que este tratado fue adoptado en el marco de los esfuerzos de ambos países en su lucha contra la criminalidad organizada, el narcotráfico, el terrorismo y otras expresiones de delincuencia de similar peligrosidad. Precisó que frente a estos fenómenos transnacionales, los procedimientos de extradición aparecen como instrumentos indispensables para su represión, en tanto hacen factible que los respectivos órganos jurisdiccionales puedan actuar eficazmente contra los criminales que evaden su acción.

Hizo presente que este acuerdo internacional se firmó en el año 2002, pero que se suspendió su aprobación en la Cámara de Diputados debido a las evoluciones de las legislaciones internas de cada Estado. Agregó que la letra g) del artículo 4° de este instrumento internacional podría ser considerada inconstitucional, lo cual obligó a la firma de un Protocolo Adicional.


Agregó que, por dicho motivo, posteriormente se suscribió un texto que permite extraditar salvaguardando los principios del derecho internacional. Aclaró que el Protocolo Adicional del 4 de octubre de 2012, salva la observación del Poder Legislativo.


Por su parte, el Jefe del Departamento de Asuntos Internacionales de la Dirección de Asuntos Jurídicos de la Cancillería, señor Juan de Dios Urrutia, indicó que los hechos que dan lugar a la extradición son aquellos que son sancionados en ambos países con penas restrictivas o privativas de la libertad personal de una duración superior a un año.


Señaló que este instrumento no difiere de un tratado de extradición moderno, por cuanto recoge cabalmente los principios del derecho internacional en la materia. Añadió que su texto no difiere con los criterios ya establecidos en instrumentos internacionales precedentemente suscritos por Chile sobre el mismo objeto.

En este sentido, el señor Urrutia añadió que recoge el principio de doble incriminación, es decir, debe tratarse de un hecho que revista caracteres de delito tanto en la legislación del país requirente como en la del país requerido; el principio de la mínima gravedad que consiste en que el delito debe tener asignada una pena privativa de libertad superior a un año en su extensión máxima; y el principio de “non bis in idem” referido a que la extradición no puede ser otorgada si la persona reclamada se encuentra sometida a proceso o ya fue juzgada por las autoridades judiciales de la Parte requerida, por los mismos hechos que han motivado la solicitud de extradición.


Manifestó que respecto de la prescripción de la pena y la acción penal, este instrumento internacional dispone que el Estado requerido no otorgará la extradición cuando estén prescritas la acción penal o la pena, de acuerdo con las leyes del Estado requirente o del requerido. Por otra parte, explicó que este tratado integró los principios de especialidad, que establece que la persona extraditada no puede ser sometida a restricciones o privaciones de la libertad personal, por hechos anteriores a su entrega, distintos de aquellos por los cuales la extradición fue otorgada, sin el consentimiento de la Parte requerida; y el principio de no aplicación de la pena de muerte y su sustitución, en virtud del cual, en ningún caso se puede imponer o aplicar la pena de muerte a la persona extraditada. Añadió que si los hechos que motivan la extradición fueren castigados con esa pena en la legislación de la Parte requirente, ella debe ser sustituida por una pena privativa de libertad.


Destacó que este instrumento internacional resuelve cuestiones como la relativa a los delitos fiscales, los cuales se encontraban excluidos en el Convenio Europeo de 1957, por no existir identidad normativa en materia de tasas e impuestos, aduanas y cambios. Respecto de la extradición de nacionales, precisó que la Parte requerida, tiene la facultad de denegar la extradición, sin embargo, rechazada la entrega por esta razón, se aplica el principio "aut dedere aut iudicare", es decir, la Parte requerida, a petición de la otra Parte, debe someter el caso a sus propias instancias judiciales para la iniciación de un proceso penal.


Por último, concluyó expresando que se contienen referencias a la entrega postergada de una persona cuya extradición fue acogida, cuando esa persona se encuentra procesada o cumpliendo una pena en el Estado requerido por delitos diferentes a los que motivaron la solicitud de extradición, asimismo, señaló que razones humanitarias pueden justificar diferir la entrega de la persona reclamada. Por otra parte, indicó que este instrumento internacional dispone que la persona reclamada también pueda ser entregada provisionalmente para permitir el desarrollo de procedimientos penales en curso en la Parte requirente.

El señor Urrutia informó que este tratado establece que la extradición simplificada permite evitar un proceso de extradición, facilitando la pronta entrega de la persona reclamada al Estado requirente, con estricto respeto de todos los derechos y garantías que le otorga un procedimiento formal de extradición.


El Honorable Senador, señor Letelier, dejó constancia, respecto de la obligación de juzgar que asume un Estado al denegar la entrega de un connacional, de tener poca convicción en la solución que se acordó en este tratado, por cuanto cree que en Europa no se cumplirá con este deber de juzgamiento.


Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Larraín, Letelier y Tuma.
- - -


En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO


“Artículo único.- Apruébase el "Tratado de Extradición entre la República de Chile y República Italiana", suscrito en Roma, el 27 de febrero de 2002.".
- - -





Acordado en sesión celebrada el día 10 de diciembre de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Eugenio Tuma Zedán (Presidente), Hernán Larraín Fernández, Juan Pablo Letelier Morel y Carlos Kuschel Silva.




Sala de la Comisión, a 10 de diciembre de 2013.
(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo, Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE APRUEBA EL "PROTOCOLO ADICIONAL AL TRATADO DE EXTRADICIÓN ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE CHILE Y EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE ITALIA, DE 27 DE FEBRERO DE 2002", SUSCRITO EL 4 DE OCTUBRE DE 2012

(9001-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, de fecha 11 de junio de 2013.




Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 31 de julio de 2013, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores.




A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, especialmente invitados, el Ministro de Relaciones Exteriores subrogante, señor Alfonso Silva, y el Jefe del Departamento de Asuntos Internacionales de la Dirección de Asuntos Jurídicos de la Cancillería, señor Juan de Dios Urrutia.

- - -





Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".





b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, promulgada por decreto supremo Nº 381, de 5 de mayo de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 22 de junio de 1981.





2.- Mensaje de S.E. el Presidente de la República.- Hace presente el Mensaje que en el curso de la tramitación en el Honorable Congreso Nacional del Tratado de Extradición entre la República de Chile y la República Italiana, suscrito en Roma, el 27 de febrero de 2002, se estimó necesario celebrar un Protocolo Adicional al mismo, con el objeto de normar la situación de las sentencias de extradición dictadas en rebeldía, haciendo compatible el indicado Tratado con las reformas introducidas en la legislación penal de los respectivos países. Añade que, en consecuencia, ambas Repúblicas firmaron el 4 de octubre de 2012 el Protocolo Adicional a dicho instrumento internacional.




Indica el Ejecutivo que el Protocolo Adicional complementa el Tratado de Extradición, constituyendo así una garantía que en su aplicación se salvaguardarán los derechos de la defensa.




3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en la Honorable Cámara de Diputados, el día 20 de junio de 2013, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.




La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana, estudió la materia en sesión efectuada el día 9 de julio de 2013, aprobando por unanimidad de presentes el proyecto en estudio.





Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 30 de julio de 2013, aprobó el proyecto, en general y en particular, por la unanimidad de sus miembros presentes (97 votos).





4.- Instrumento Internacional.- Este Tratado se estructura sobre la base de un Preámbulo y dos artículos.





El Preámbulo da cuenta del interés de los Gobiernos de Chile e Italia por regular la aplicación del Tratado de Extradición, celebrado entre ellos en el año 2002, respecto a las sentencias pronunciadas en rebeldía.





El artículo 1 dispone que cuando una Parte solicite a la otra la extradición de una persona condenada en rebeldía, la extradición será concedida si la Parte requirente demuestra que el propio ordenamiento prevé instrumentos idóneos que asegure, a la persona condenada en rebeldía de quien se solicita la extradición, el derecho a la impugnación de la sentencia de condena o el derecho a un nuevo proceso, en caso que la persona a extraditar no haya tenido conocimiento efectivo del proceso.




Por su parte, el artículo 2 establece que el Protocolo Adicional entrará en vigor el  primer día del segundo mes sucesivo a aquel del intercambio de los instrumentos de ratificación, que se aplicará también a los pedidos de extradición aún pendientes y que éste permanecerá en vigencia mientras lo esté el ya referido Tratado de Extradición.
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Tuma, puso en discusión el proyecto. 





El señor Juan de Dios Urrutia señaló que el Tratado de Extradición con Italia, suscrito en Roma el 27 de febrero de 2002, al que se refiere el presente Protocolo Adicional, fue objetado durante su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores de la Cámara de Diputados.





Explicó que en la discusión del artículo IV, que trata sobre el rechazo de la extradición, se reparó la constitucionalidad de la parte final de la letra g) que señala lo siguiente:





“g) si debido al hecho por el cual es solicitada, la persona reclamada ha sido o será sometida a un procedimiento que no garantiza el respeto de los derechos mínimos de defensa. La circunstancia de que tal procedimiento se ha desarrollado en rebeldía de la persona reclamada, no constituye de por sí motivo de rechazo de la extradición.”.




Al respecto, expresó que en dicho estudio se sostuvo que tal norma, al admitir la posibilidad de otorgar extradición de una persona condenada en rebeldía o ausencia, violaría la garantía constitucional que se consagra en el N° 3, inciso quinto, del artículo 19 de la Carta Fundamental, que señala que la ley no podrá presumir de derecho la responsabilidad penal. Por otra parte, la Cámara de Diputados observó que dicha norma del Tratado vulneraría el N° 1 del artículo 8 de la Convención Americana de Derechos Humanos, y la letra d) del N° 3 del artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, que establecen que toda persona tiene derecho a ser oída públicamente y que toda persona tiene derecho a hallarse presente en el proceso. Asimismo, se afirmó que la norma en cuestión infringe o contradice el Código Procesal Penal de la época, por cuanto este cuerpo legal no autorizaba la sentencia en rebeldía. Al respecto, recordó que la negociación de este Tratado de Extradición se llevó a cabo bajo la plena vigencia del antiguo Código de Procedimiento Penal, el cual contemplaba la hipótesis de una sentencia en rebeldía bajo ciertas condiciones menos restrictivas que aquellas previstas en el Código Procesal Penal vigente.





Explicó que en el Código antiguo, tratándose de penas corporales, el proceso se podía continuar contra el procesado ausente cuando la declaratoria de rebeldía se producía después de estar notificado el certificado que acreditaba el vencimiento del término probatorio. Es decir, en dicha etapa procesal se estimaba que el procesado ya había tenido la oportunidad de defenderse y aportar pruebas. En esa hipótesis, la defensa del prófugo debía ser asumida por un abogado de turno con las garantías de defensa que contemplaba el procedimiento por crimen o simple delito contra personas ausentes.





Indicó que el Código Procesal Penal vigente, por su parte, contempla la hipótesis de continuación del juicio luego de una declaración de rebeldía del imputado en el artículo 283, inciso segundo, en los siguientes términos: “el juicio seguirá adelante cuando la declaración de rebeldía se produjere respecto del imputado a quien se le hubiere otorgado la posibilidad de prestar declaración en el juicio oral, siempre que el tribunal estimare que su ulterior presencia no resulta indispensable para la prosecución del juicio o cuando sólo faltare la dictación de la sentencia”.





Expresó que la Dirección de Asuntos Jurídicos de la Cancillería, en su respuesta a las observaciones de la Comisión de Relaciones Exteriores de la Cámara, sostuvo que si a la luz de la legislación nacional y convenios internacionales no se autoriza una sentencia en rebeldía, el tribunal que conozca en Chile una solicitud de extradición pasiva podría considerar, en tal caso, que la persona reclamada ha sido sometida  a un procedimiento que no garantiza el respeto de los derechos mínimos de la defensa y, en consecuencia, podría rechazarla en conformidad con la primera norma de la letra g) del artículo IV del Tratado.





Agregó que con el propósito de regular la aplicación del Tratado de Extradición en relación con las sentencias pronunciadas en rebeldía y teniendo en consideración las reformas introducidas en la legislación penal de los respectivos países sobre las sentencias de condena dictadas en rebeldía, de conformidad con las garantías del debido proceso y los parámetros internacionales en materia de derechos humanos, los Gobiernos de Chile y de Italia suscribieron, con fecha 4 de octubre de 2012, el Protocolo Adicional al Tratado de Extradición en comento.





Aclaró que este Protocolo Adicional resuelve el tratamiento de las sentencias dictadas en rebeldía en el ámbito de los procedimientos de extradición entre ambos países, en los siguientes términos: cuando una Parte solicite a la otra la extradición de una persona condenada en rebeldía, la extradición será concedida si la Parte requirente demuestra que el propio ordenamiento prevé instrumentos idóneos que aseguren, a la persona condenada en rebeldía de quien se solicita la extradición, el derecho a la impugnación de la sentencia de condena o el derecho a un nuevo proceso, en caso que la persona a extraditar no haya tenido conocimiento efectivo del proceso.




Sometido a votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Larraín, Letelier y Tuma.
- - -





En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:





“Artículo único.- Apruébase el “Protocolo Adicional al Tratado de Extradición entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Italia”, de 27 febrero 2002, suscrito el 4 de octubre de 2012.”.
- - -





Acordado en sesión celebrada el día 10 de diciembre de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Eugenio Tuma Zedán (Presidente), Carlos Ignacio Kuschel Silva, Hernán Larraín Fernández y Juan Pablo Letelier Morel.




Sala de la Comisión, a 10 de diciembre de 2013.

(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo, Secretario.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO CON LA QUE DA INICIO AL PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY QUE ESTABLECE NORMAS SOBRE PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE LOS CONSUMIDORES, PARA ALTERAR EL PESO DE LA PRUEBA EN LOS PROCEDIMIENTOS QUE ELLA ESTABLECE

(9202-03)

El onus probandi, o simplemente “la carga de la prueba”, jurídicamente, es el conjunto de reglas que permite determinar en un caso concreto, quien debe probar un hecho que se alega en juicio. Se ha señalado que no hay obligación de probar, sino que es una “carga”, es decir, siendo facultativa, es muy importante probar pues quien no lo hace, se perjudica. Demandar sin tener prueba es como no demandar. Demandar sin posteriormente probar el derecho o interés que se alega, es tácitamente renunciar a él.

La regla del onus probandi respecto de las obligaciones en nuestro derecho civil, está establecida en el artículo 1698 inciso 1º del CC: “Incumbe probar las obligaciones o su extinción, al que alega aquellas o éstas”. Es decir, quien alega un hecho, debe probarlo. Esta norma es de derecho común, lo que quiere decir que se aplica a todo tipo de juicios o procedimientos, y que por el contrario, sólo si existe una norma especial referida al onus probandi aplicable a algún de procedimiento, podrá dejarse de lado lo establecido por el artículo 1698 C.C.

Ahora bien, la vida moderna nos pone frente a grandes desafíos factuales y jurídicos. El Derecho Civil ha debido ser complementado por la legislación especial en diversos ámbitos, como el derecho del trabajo, y el derecho del consumidor, que se basan ya no en la igualdad entre las partes que “contratan”, sino en su desigualdad económica, protegiendo a la parte más débil.

El derecho del consumidor nos muestra nuevas instituciones como la nulidad parcial, las cláusulas abusivas, la información básica, la propaganda engañosa, y normas especiales de responsabilidad ante productos defectuosos.

No obstante, la ley va avanzando a veces de a poco. El sistema de prueba, o el onus probandi, no ha sido tocado por el legislador en la Ley del Consumidor, salvo en las cláusulas abusivas, en el sentido de que no se le puede imponer al consumidor “invertir” la carga de la prueba en su perjuicio. Pero no hay facilidades de prueba en casos difíciles. El Artículo 50 B de la Ley del Consumidor dispone:

“Los procedimientos previstos en esta ley podrán iniciarse por demanda, denuncia o querella, según corresponda. En lo no previsto en el presente Párrafo, se estará a lo dispuesto en la ley Nº 18.287 y, en subsidio, a las normas del Código de Procedimiento Civil”.

Como estas normas guardan silencio acerca del onus probandi, de quien debe probar, rige la norma general. Tal como señala el profesor Juan Sebastián Barahona Barahona en su obra “PROCEDIMIENTO GENERAL DE PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DEL CONSUMIDOR. ANÁLISIS Y OBSERVACIONES”:

“A diferencia de ello, la LPC estipula el principio del onus probandi contemplado en el art 1.698 del Código Civil, es decir, el que alega un derecho debe probarlo. Pero debido al desconocimiento del consumidor respecto a las normas aplicables, al deducir tanto la demanda como la denuncia, la mayoría de las veces tienen la convicción de que por el sólo hecho de haber realizado tal acción, el juez deberá acoger su pretensión”.

Hay casos en que es difícil probar. Por ejemplo, en materias de comercio electrónico, de servicios sanitarios, electricidad y desperfectos y daños que ellos provoquen, no es fácil probar para el consumidor, y por cierto, es más fácil probar para estos servicios, dada la tecnología que mantienen para efectos de registrar sus operaciones.

Veamos el caso SERNAC con CMR Falabella S.A Rol N° 5571-AMS/06, del Tercer Juzgado de Policía Local de Santiago, de Fecha 05 de Diciembre de 2006, cuya doctrina reza “Corresponde al denunciante acreditar que las transacciones que impugna se realizaron a través de medios electrónicos, corno invoca”:

“Que el Artículo 12 A de la Ley N° 19.496 dispone en su inciso 1°: “En los contratos celebrados por medios electrónicos, y en aquellos en que se aceptare una oferta realizada a través de catálogos, avisos o cualquiera otra forma de comunicación a distancia, el consentimiento no se entenderá formado si el consumidor no ha tenido previamente un acceso claro, comprensible e inequívoco de las condiciones generales del mismo y la posibilidad de almacenarlos o imprimirlos”.

Que, de la prueba rendida válidamente en autos, consiste únicamente de los documentos de fojas 4 y 5, apreciados según las reglas señaladas en los dos considerandos precedentes, sólo puede desprenderse la efectividad del hecho de ser don Claudio Briones Vega de una Tarjeta de Crédito CMR Falabella (sic) con cargo a la cual se contrataron (sic) unos seguros señalados a fojas.

8) Que en parte alguna de la causa se acredita que las transacciones en cuestión hayan sido efectuadas por medios electrónicos o a distancia, prueba que corresponde a la parte denunciante según las reglas generales del onus probandi contenidas en el artículo 1698 inciso 1° del Código Civil que establece “Incumbe probar las obligaciones y su extinción al que alega de aquellas o ésta”. Por ello, el Tribunal estima que no se han acreditado suficientemente los presupuestos para poder entender infringido el articulo 12 A de la Ley N9 19.496, referido específicamente a los contratos por medios electrónicos, por catálogos o a distancia.

9) Que, dado lo expuesto, la denuncia infraccional de autos será desestimada en todas sus partes”.

Nos preguntamos legítimamente: ¿le habría costado mucho a la empresa proveedora de los servicios probar que la transacción se había hecho por medios electrónicos? ¿Y si el contratante es una persona que por su edad no está familiarizado en internet? ¿Y si perdió sus registros escritos o electrónicos de la transacción?

En cambio, en Argentina, vemos otro fallo interesantísimo sobre “DAÑOS Y PERJUICIOS. DESPERFECTO. ELÉCTRICO, DAÑO Y NEXO CAUSAL. SOBRECARGA DE TENSIÓN EN EL SERVICIO ELÉCTRICO. LEY DE DEFENSA DEL CONSUMIDOR (LEY 24.240, REF. POR LEY 26.361) PODER JUDICIAL DE LA NACIÓN R.S. I T.135 f* 49/52”, que dice:

“//la ciudad de La Plata a los 6 días del mes de agosto de dos mil nueve, reunidos en Acuerdo los Señores Jueces que integran la Sala la de la Cámara Federal de Apelaciones daño emergente y lucro cesante que motivó la sobrecarga de tensión (superior a los 380 kW que recibía normalmente) que sufriera dicho establecimiento el 7 de enero de 2003, dañando un capacitador trifásico de 10 kW y una fuente de alimentación de la unidad de Control “Dynhapat” para fresadora a control numérico marca Chevalier, e impidiendo la realización concreta de un trabajo ya presupuestado por la suma de $20.000 más IVA.

Se invierte el onus probandi. En tal sentido, el consumidor sólo deberá acreditar el defecto, el daño y el nexo causal entre el defecto y el daño, debiendo el proveedor -en este caso la empresa EDESUR SA- demostrar que la causa del daño le ha sido ajena”

Nuestro Código Civil, en esta parte puede crear mucho daño, asumiendo que quien alega un hecho debe probarlo. Ello puede dejar en la indefensión a los consumidores de servicios o productos particularmente complejos. Debemos superar esta redacción:

Nos gusta mucho la redacción del artículo 360 del Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia de La Pampa, Argentina: “Incumbirá la carga de la prueba a la parte que afirme la existencia de un hecho controvertido o de un precepto jurídico que el juez o el tribunal no tengan el deber de conocer.

Cada una de las partes deberá probar el presupuesto de hecho de la norma o normas que invocare como fundamento de su pretensión, defensa o excepción.

La distribución de la carga de la prueba no obstará a la iniciativa probatoria del tribunal ni a la apreciación de las omisiones, deficiencias de la prueba o ausencia de la colaboración debida, conforme al artículo 368.

Sin perjuicio de ello, tendrá la carga de probar los hechos, aquel que por las circunstancias del caso, se encuentre en mejores condiciones de arrimar a conocimiento del tribunal, el esclarecimiento de los mismos”.

Creemos que esta redacción es la correcta para corregir nuestra Ley del Consumidor, pues, partiendo de la norma general, da libertad al juez para determinar quién debe probar.

Por tanto, venimos en presentar el siguiente:
Proyecto de ley
Artículo único. Agrégase el siguiente nuevo inciso final al artículo 50 b) DE LA Ley 19.496, que ESTABLECE NORMAS SOBRE PROTECCION DE LOS DERECHOS DE LOS CONSUMIDORES:

“Sin perjuicio de lo anterior, por resolución fundada del juez, tendrá la carga de probar los hechos, aquel que por las circunstancias del caso, se encuentre en mejores condiciones de hacerlo”.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.
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Tal y como señala el artículo 64 de la Ley 19880, que ESTABLECE BASES DE LOS PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS QUE RIGEN LOS ACTOS DE LOS ORGANOS DE LA ADMINISTRACION DEL ESTADO, dispone:

“Transcurrido el plazo legal para resolver acerca de una solicitud que haya originado un procedimiento, sin que la Administración se pronuncie sobre ella, el interesado podrá denunciar el incumplimiento de dicho plazo ante la autoridad que debía resolver el asunto, requiriéndole una decisión acerca de su solicitud. Dicha autoridad deberá otorgar recibo de la denuncia, con expresión de su fecha, y elevar copia de ella a su superior jerárquico dentro del plazo de 24 horas.

Si la autoridad que debía resolver, el asunto no se pronuncia en el plazo de cinco días contados desde la recepción de la denuncia, la solicitud del interesado se entenderá aceptada.

En los casos del inciso precedente, el interesado podrá pedir que se certifique que su solicitud no ha sido resuelta dentro del plazo legal. Dicho certificado será expedido sin más trámite"

A esta norma se la ha denominado “Silencio administrativo”, que fue aprobada no sin una respectiva polémica, por el nivel de amparo que otorga a los derechos del administrado.

En el ámbito del derecho privado, existen muchos reclamos sobre el silencio del proveedor. Como es sabido, la ley del consumidor trata de restablecer la igualdad n el trato legal que el Código Civil supone pero no garantiza ni resguarda, particularmente en las relaciones contractuales.

En internet y en el Servicio Nacional del Consumidor pueden encontrarse muchos reclamos que versan sobre el silencio de los proveedores ante los reclamos de los consumidores, incluso durante el desarrollo de relaciones contractuales vigentes o de tracto sucesivo (las que se pagan usualmente una vez al mes, como los servicios básicos o internet).

Creemos que es necesario establecer una norma de derecho privado que de valor de aceptación al silencio del proveedor, pues muchas de estas empresas tienen en algunos casos tanto poder económico, que para ellas, incumplir sistemáticamente sus obligaciones como proveedores o ser negligente en ello, no es un problema ético, legal ni menos pecuniario.

De acuerdo al derecho civil o común, que actúa en este caso como derecho supletorio, el silencio no hará presumir jamás aceptación o negativa a una propuesta, pues las presunciones son un medio de prueba del cual se coligen consecuencias lógicas de un hecho, algo que acontece en el mundo exterior.

Ahora bien, el silencio es un NO HECHO, por lo que no sirve de base a conclusión u operación lógica alguna para determinar el contenido positivo o negativo de una respuesta.

Sin perjuicio de lo anterior, ello no quiere decir que al silencio no pueda atribuirse por otra vía el valor de aceptación o negativa. Es decir, en las relaciones de derecho privado también el silencio puede tener el valor de manifestación de voluntad, por lo menos en tres casos:

1° Cuando las circunstancias que acompañan al silencio permiten atribuirle el carácter de manifestación de voluntad.

2° Cuando las partes del acto o contrato lo han convenido;

3° Cuando la ley le da expresamente tal efecto;

La primera causal requiere que el silencio esté acompañado de otras circunstancias, es decir, el no hecho del silencio debe estar acompañado de otro u otros hechos, los que apreciados en su conjunto, hagan presumir una manifestación de voluntad; por ejemplo, cuando las partes han celebrado y ejecutado varios contratos similares recurrentemente en el tiempo. En el ámbito del derecho del consumidor, esto puede acontecer, pero siempre en el marco de relaciones desiguales, entre un proveedor económicamente poderoso y un consumidor comparativamente menesteroso, por lo que no vemos esta norma como una solución al problema expuesto.

El que las partes puedan dar valor al silencio, tampoco parece ser una solución, toda vez que entre partes desiguales, es casi imposible que en la práctica un proveedor en un contrato de adhesión donde tiene el dominio económico de imponer cláusulas, acepte de manera tan altruista dar valor al silencio como aceptación en favor del consumidor.

Respecto a la última hipótesis, la ley puede declarar que el silencio valga como manifestación de la voluntad. Así ocurre en varios artículos del Código Civil.

El inciso primero del artículo 2125 dispone: “Las personas que por su profesión u oficio se encargan de negocios ajenos, están obligadas a declarar lo más pronto posible si aceptan o no el encargo que una persona ausente les hace; y transcurrido un término razonable, su silencio se mirará como aceptación”.

Por su parte, el artículo 2195 dispone que:

“Se entiende precario cuando no se presta la cosa para un servicio particular ni se fija tiempo para su restitución.

Constituye también precario la tenencia de una cosa ajena, sin previo contrato y por ignorancia o mera tolerancia del dueño.”
En virtud de esta norma, el silencio del dueño hace presumir que éste acepta que otro tenga la cosa sin mediar manifestación expresa o tácita de voluntad.

Por ende, no se puede decir que el derecho privado desconozca el valor del silencio como manifestación de voluntad por expresa disposición de la ley.

Como ya señalamos, por los constantes reclamos de consumidores que señalan que al realizar un reclamo a los proveedores estos no responden, es necesario imponer una sanción ejemplarizadora. Nos parece que esta sanción debe ser la de otorgar valor de aceptación del proveedor su silencio, ante un reclamo del consumidor.

Vale decir, si el consumidor realiza un reclamo ante el proveedor por las vías de comunicación que estén disponibles para ello, el silencio se mirará como aceptación de la efectividad del reclamo y de las exigencias o indemnizaciones que el consumidor reclame.

Sin perjuicio de lo cual, para que la sanción sea aún más eficaz, ante un consumidor poco informado de sus derechos, creemos que este debe contar con la facultad de continuar su reclamo judicial o administrativamente, por el máximo de sus derechos legales si el acuerdo no los satisface plenamente.

Por tanto, venimos en presentar el siguiente:

Proyecto de reforma constitucional

Artículo único. Agrégase el siguiente nuevo artículo 25 bis a la Ley NO 19.496, que ESTABLECE NORMAS SOBRE PROTECCION DE LOS DERECHOS DE LOS CONSUMIDORES:

“Sin perjuicio de lo dispuesto en el Título y de esta ley, transcurrido el plazo de 10 días hábiles desde que un consumidor haya realizado una solicitud o reclamo ante el proveedor de un bien o servicio contratado, que haya recibido número de registro, sin que este la haya respondido, se entenderá que acepta tanto la efectividad de los hechos como las exigencias del consumidor. Ello no obstará a que ante mediadores, árbitros financieros, organismos fiscalizadores o en juicio, el consumidor pueda reclamar el máximo de sus derechos legales”.
(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.
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Como es sabido, en internet abundan reclamos sobre proveedores que no responden los reclamos o demoran excesivamente las respuestas a los consumidores, aún a los que pagan mensualmente por servicios contratados de manera permanente.

La ley del consumidor no establece plazos de respuesta del proveedor ante los reclamos del consumidor, salvo en el caso de los servicios financieros, en las condiciones y casos especialísimos que el Título IV de la misma ley 19.496 establece.

En el caso de la legislación especial sectorial, tenemos plazos máximos de respuesta muy grandes. Por ejemplo, para los servicios de electricidad, gas y combustible, el plazo máximo para responder es de 5 días. Más aún, en la Ley del consumidor no hay sanción alguna por no responder en algún tiempo razonable.

El adagio jurídico reza que la ley especial prima sobre la ley general. El Código Civil es la ley supletoria de la ley 19.496. Este cuerpo legal no ha establecido plazos para presentar reclamos algunos ante proveedor alguno, por la sencilla razón de que este Código supone a todos los ciudadanos en condiciones de igualdad absoluta, es decir, todos son recíprocamente proveedores de todos.

No obstante, podría aplicarse por analogía (a la misma razón cabe aplicar la misma disposición) los plazos para contestar las ofertas y dar, lugar al consentimiento contractual (concurso de voluntades).

Con todo, las normas sobre formación del consentimiento contractual no están en el Código Civil sino en el de Comercio, lo que no complota contra la generalidad de las normas y su calidad de derecho común y supletorio, de acuerdo a lo que establece la doctrina civilista y fallos de la Corte Suprema. Estas normas son los artículos 97 y siguientes del Código de Comercio. En lo pertinente, estas normas disponen:

“Art. 98. La propuesta hecha por escrito deberá ser aceptada o desechada dentro de veinticuatro horas, si la persona a quien se ha dirigido residiere en el mismo lugar que el proponente, o a vuelta de correo, si estuviere en otro diverso.

Vencidos los plazos indicados, la propuesta se tendrá por no hecha, aun cuando hubiere sido aceptada.

En caso de aceptación extemporánea, el proponente será obligado, bajo responsabilidad de daños y perjuicios, a dar pronto aviso de su retractación. (…).
Art. 101. Dada la contestación, si en ella se aprobare pura y simplemente la propuesta, el contrato queda en el acto perfeccionado y produce todos sus efectos legales, a no ser que antes de darse la respuesta ocurra la retractación, muerte o incapacidad legal del proponente”.

No obstante, si bien estas normas podrían aplicarse en juicio por analogía a las relaciones consumeriles, para regular los plazos para contestar los reclamos de los consumidores, con dudosas posibilidades de éxito, ello no habilita para aplicar las multas que establece el artículo 24 de la ley 19.496.

Por ende, queremos hacer expresa esta norma supletoria, convertirla en norma especial, propiamente consumeril, a efectos de que se pueda sancionar convenientemente a los infractores de ella con las multas que la misma ley 19.496 establece.

Por tanto, venimos en presentar el siguiente:

Proyecto de ley

Artículo único. Agrégase el siguiente nuevo inciso final al artículo 23 bis de la Ley N° 19496, que ESTABLECE NORMAS SOBRE PROTECCION DE LOS DERECHOS DE LOS CONSUMIDORES:

“Cuando el consumidor comunique al proveedor una solicitud o reclamo por cualquier medio habilitado por este, debe contestarlo a más tardar en un plazo de 10 días hábiles. Las respuestas no deben ser evasivas, dilatorias, ni irrespetuosas, tendiendo siempre a la solución y satisfacción de los derechos del consumidor afectado”.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.
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Las personas discapacitadas, tiene una doble vulnerabilidad en el mercado de bienes y servicios: Una, la connatural a su condición de consumidor, la parte más débil de la relación contractual de consumo, por lo que el legislador ha dictado leyes especiales, como la N°19.496, sobre derechos y deberes de los consumidores, que viene en restablecer esa igualdad mediante normas imperativas y prohibitivas en favor de este último.

La otra, por su condición de discapacitado, en cuanto le impide ejercer con total igualdad los mismos derechos consagrados a todo consumidor. 

Este punto es crucial, pues la libertad contractual está limitada por la ley del consumidor, pero sin atender a las especiales características ni los derechos específicos de las personas que tienen una discapacidad física. 

El texto actual del artículo 17 de la Ley 19.496, que ESTABLECE NORMAS SOBRE PROTECCION DE LOS DERECHOS DE LOS CONSUMIDORES, dispone: “Los contratos de adhesión relativos a las actividades regidas por la presente ley deberán estar escritos de modo claramente legible, con un tamaño de letra no inferior a 2,5 milímetros y en idioma castellano, salvo aquellas palabras de otro idioma que el uso haya incorporado al léxico. Las cláusulas que no cumplan con dichos requisitos no producirán efecto alguno respecto del consumidor.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, en los contratos impresos en formularios prevalecerán las cláusulas que se agreguen por sobre las del formulario cuando sean incompatibles entre sí.

No obstante lo previsto en el inciso primero, tendrán validez los contratos redactados en idioma distinto del castellano cuando el consumidor lo acepte expresamente, mediante su firma en un documento escrito en idioma castellano anexo al contrato, y quede en su poder un ejemplar del contrato en castellano, al que se estará, en caso de dudas, para todos los efectos legales.

Tan pronto el consumidor firme el contrato, el proveedor deberá entregarle un ejemplar íntegro suscrito por todas las partes. Si no fuese posible hacerlo en el acto por carecer de alguna firma, entregará de inmediato una copia al consumidor con la constancia de ser fiel al original suscrito por éste. La copia así entregada se tendrá por el texto fidedigno de lo pactado, para todos los efectos legales”.

Las personas con discapacidad visual o auditiva no necesariamente son incapaces ante la ley, es decir, no necesariamente requieren de un representante legal que contrate por ellos o autorice la celebración del acto o contrato, lo que sólo se da en el caso de los sordomudos que no puedan darse a entender claramente.

Pero, ¿qué ocurre con las personas con discapacidad visual o auditiva? No hay ninguna norma que imponga condiciones adecuadas para celebrar válidamente un contrato de consumo, que garanticen que tal persona ha comprendido cabalmente la oferta realizada, las cláusulas del contrato y la información acerca de los bienes y servicios ofrecidos. 

Es decir, a pesar de la especial condición de estas personas, se las arroja al mercado sin ningún resguardo.

A nuestro juicio, los proveedores tienen el deber de contemplar mecanismos adecuados que garanticen la adecuada comprensión de tales elementos por parte de las personas que sufren discapacidad visual o auditiva, pues de lo contrario, podrían ser engañados fácilmente, o por lo menos, suscribirían contratos válidamente sin garantía alguna de que reciban la información suficiente para dar lugar a un contrato que les beneficie, o que hayan al menos comprendido mínimamente.  

Este vacío legal es grave, de cara al deber de resguardar que las personas con discapacidad puedan disfrutar de los mismos derechos que el resto de los ciudadanos. La igualdad formal se convierte en discriminación. Con normas especiales, los restablecemos en la igualdad, pues reconocemos su diferencia. Es lo que venimos a corregir mediante la propuesta de ley que presentamos hoy. 

Por tanto, vengo en presentar el siguiente,

PROYECTO DE LEY

Artículo Único: Agrégase el siguiente nuevo artículo 17 de la Ley N. 19496, que ESTABLECE NORMAS SOBRE PROTECCION DE LOS DERECHOS DE LOS CONSUMIDORES de la siguiente manera: 

“A las personas con notoria discapacidad visual o auditiva, o que tuvieran su respectiva identificación del Registro Nacional de Discapacidad, se les deberá comunicar las condiciones del contrato y las características del bien o servicio respectivo, mediante audios pregrabados, videos con subtítulos o lenguaje de señas, o ambos, o cualquier otro medio idóneo y efectivo, que garantice la entrega de información o una oferta completa, comprensible y detallada para el consumidor. Los consumidores podrán pedir que el proveedor les entregue copias de tales medios, en formatos de uso común, y en soportes de costo de este último para posibilitar su mejor comprensión. Con todo, los videos y audios deberán estar disponibles en internet para tales usuarios”.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO CON LA QUE DA INICIO AL PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY QUE ESTABLECE NORMAS SOBRE PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE LOS CONSUMIDORES, PARA ESTABLECER REQUISITOS QUE MEJOREN LA COMPRENSIÓN DE LOS CONTRATOS REGULADOS POR LA SEÑALADA LEY

(9221-03)

La legibilidad es un requisito que ha sido abordado en la Ley 19.496, que ESTABLECE NORMAS SOBRE PROTECCION DE LOS DERECHOS DE LOS CONSUMIDORES. No obstante, un elemento que echamos de menos en la actual legislación es la comprensibilidad como requisito en los contratos de consumo.

La legibilidad dice relación con aspectos formales: tamaño de la letra del contrato, formato de la letra, espacio entre las líneas y las letras, contraste entre el color de la letra y el de la hoja, entre otros elementos.

En cambio, la comprensibilidad dice relación con la mayor o menor complejidad del lenguaje utilizado en relación al estándar del “hombre común”.

El texto actual del artículo 17 dispone: “Los contratos de adhesión relativos a las actividades regidas por la presente ley deberán estar escritos de modo claramente legible, con un tamaño de letra no inferior a 2,5 milímetros y en idioma castellano, salvo aquellas palabras de otro idioma que el uso haya incorporado al léxico. Las cláusulas que no cumplan con dichos requisitos no producirán efecto alguno respecto del consumidor.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, en los contratos impresos en formularios prevalecerán las cláusulas que se agreguen por sobre las del formulario cuando sean incompatibles entre sí.

No obstante lo previsto en el inciso primero, tendrán validez los contratos redactados en idioma distinto del castellano cuando el consumidor lo acepte expresamente, mediante su firma en un documento escrito en idioma castellano anexo al contrato, y quede en su poder un ejemplar del contrato en castellano, al que se estará, en caso de dudas, para todos los efectos legales.

Tan pronto el consumidor firme el contrato, el proveedor deberá entregarle un ejemplar íntegro suscrito por todas las partes. Si no fuese posible hacerlo en el acto por carecer de alguna firma, entregará de inmediato una copia al consumidor con la constancia de ser fiel al original suscrito por éste. La copia así entregada se tendrá por el texto fidedigno de lo pactado, para todos los efectos legales”.

Existen fuertes críticas acerca de la necesidad de establecer el deber de redactar los contratos de manera comprensible, y no sólo legible. Como es sabido, en Chile existe un alto porcentaje de “analfabetos funcionales”, es decir, personas que a pesar de saber leer y escribir, no pueden comprender lo que leen. Ello posibilita engaños y fraudes que han sido suficientemente documentados a través de diversos “experimentos sociales” de algunos programas de televisión, y vaya que asombran sus resultados.

Al decir del profesor Íñigo de la Maza, en su artículo EL CONTROL DE LAS CLÁUSULAS ABUSIVAS Y LA LETRA G). “El artículo 17 experimentó únicamente dos modificaciones en su texto, se incorporó la expresión “claramente” antes de legible y se fijó el tamaño mínimo de la letra del contrato en 2,5 milímetros. Con anterioridad a la dictación de la ley 19.955 se discutió acerca de si la legibilidad incluía como requisito que el texto fuera comprensible para el consumidor, aun cuando la mejor interpretación para los consumidores era esa, la historia fidedigna del precepto indicaba la voluntad del legislador de limitar la exigencia a que el tamaño de la letra hiciera legible el contrato. La modificación del artículo no parece mejorar las cosas, una vez más la historia fidedigna de la ley indica la vocación del legislador por asegurar únicamente que el tamaño de las letras del texto lo hiciera legible”.

Agrega que el Senador Naranjo “afirmó que el solo requisito de legibilidad resultaba insuficiente, toda vez que lo único que había conseguido era estandarizar un tamaño mínimo para las letras, desvirtuando el propósito que se persiguió en su momento por el legislador (ver “Segundo Informe de la Comisión de Economía recaído en el Proyecto de Ley de la Honorable Cámara de Diputados que Modifica la Ley Nº 19.946, Sobre Protección de los Derechos de los Consumidores” (2787-03)”.

En otros países ha habido un desarrollo sobre este elemento. Es así que en Perú, por el DECRETO LEGISLATIVO QUE APRUEBA LA LEY COMPLEMENTARIA DEL SISTEMA DE PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR, DECRETO LEGISLATIVO Nº 1045, se dispone, en virtud de su artículo 18 que:

 “En los contratos entre consumidores y proveedores: (…)

c. (…) La redacción y términos utilizados deben facilitar su comprensión por los consumidores (…)

Se tendrán por no pactadas las cláusulas, condiciones y estipulaciones que infrinjan el presente artículo.”.

Asimismo, la Secretaría de Industria, Comercio y Minería, emitió la Resolución 906/98, de diciembre de 1998, titulada “Adóptanse medidas en relación a los contratos escritos de consumo; los textos incluidos en documentos que extiendan los proveedores, por los que se generan derechos y obligaciones para las partes y/o terceros, en los términos de la Ley 24.240, y las informaciones que brinden por escrito los proveedores a los consumidores”. Esta Resolución dispone en su artículo 2°.

“Los contratos y demás documentos a que se refiere el artículo anterior deberán asimismo resultar fácilmente legibles, atendiendo al contraste; formato, estilos o formas de las letras; espacios entre letras y entre líneas; sentido de la escritura, y cualquier otra característica de su impresión”.

Finalmente, el año 2008, Brasil una ley que modificó el Código de defensa del Consumidor, en virtud del cual se obliga a emplear términos claros y caracteres legibles que faciliten la comprensión del consumidor.

A nuestro juicio, parece excesivo hacer que de buenas a primeras un texto complejo sea nulo, pues ello depende del consumidor, de su nivel de instrucción, de la especialidad del oficio o profesión que desempeñe. Claramente, si un texto es engañoso, capcioso o de difícil inteligencia, se deberá tener por no escrito. Fuera de estos casos, si igualmente resulta complejo, y el proveedor vulnera su obligación de redactarlo en términos comprensibles, se le podrá imponer la multa residual del artículo 24 de la misma ley, que asciende hasta 50 UTM.

Por tanto vengo en presentar el siguiente,

PROYECTO DE LEY

Artículo Único: Agrégase el siguiente nuevo inciso final al artículo 17 de la Ley N. 19496, que ESTABLECE NORMAS SOBRE PROTECCION DE LOS DERECHOS DE LOS CONSUMIDORES: 

“Asimismo, los contratos deben ser redactados en un lenguaje de fácil lectura, evitando tecnicismos y otras estrategias que confundan al consumidor, facilitando su comprensión. Se prohíbe la cita o la referencia excesiva a distintos contratos y anexos mediante asteriscos, números u otro tipo de siglas. Las cláusulas que violen esta norma se interpretarán siempre en favor del consumidor, y en caso de ser capciosas, engañosas o de difícil inteligencia, se tendrán por no escritas”. 

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO CON LA QUE DA INICIO AL PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY QUE ESTABLECE NORMAS SOBRE PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE LOS CONSUMIDORES, PARA AUMENTAR LAS EXIGENCIAS SOBRE LEGIBILIDAD DE LOS CONTRATOS

(9222-03)

Como es sabido, la Ley 19496, que ESTABLECE NORMAS SOBRE PROTECCION DE LOS DERECHOS DE LOS CONSUMIDORES, ha sido modificada varias veces, a efectos de profundizar en los derechos del consumidor, y así corregir las distorsiones del mercado que desequilibra la relación entre este y el proveedor, siempre más fuerte económicamente que el primero. 

La justicia del contrato, supuesta como algo natural por el Código Civil, es corregida por la “mano visible” del Estado, mediante obligaciones del proveedor, y derechos irrenunciables del consumidor. 

El actual artículo 17 de la Ley 19496, fue modificado por la Ley 19.955 de 17 de abril de 2004, eliminando, de acuerdo a un reporte del SERNAC la “letra chica” y a que “esta importante reforma a la ley de los derechos del consumidor, coloca una medida estándar al tamaño y legibilidad de la letra escrita que circula en infinidad de contratos de adhesión, como los establecidos en telefonía, bancos e Isapres, situación que esta ahora no estaba regulada”.

Efectivamente, texto actual del artículo 17 dispone: “Los contratos de adhesión relativos a las actividades regidas por la presente ley deberán estar escritos de modo claramente legible, con un tamaño de letra no inferior a 2,5 milímetros y en idioma castellano, salvo aquellas palabras de otro idioma que el uso haya incorporado al léxico. Las cláusulas que no cumplan con dichos requisitos no producirán efecto alguno respecto del consumidor.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, en los contratos impresos en formularios prevalecerán las cláusulas que se agreguen por sobre las del formulario cuando sean incompatibles entre sí.

No obstante lo previsto en el inciso primero, tendrán validez los contratos redactados en idioma distinto del castellano cuando el consumidor lo acepte expresamente, mediante su firma en un documento escrito en idioma castellano anexo al contrato, y quede en su poder un ejemplar del contrato en castellano, al que se estará, en caso de dudas, para todos los efectos legales.

Tan pronto el consumidor firme el contrato, el proveedor deberá entregarle un ejemplar íntegro suscrito por todas las partes. Si no fuese posible hacerlo en el acto por carecer de alguna firma, entregará de inmediato una copia al consumidor con la constancia de ser fiel al original suscrito por éste. La copia así entregada se tendrá por el texto fidedigno de lo pactado, para todos los efectos legales”. 

Por un lado, el desarrollo legislativo reciente en países vecinos, ha ido más allá de este texto, que consideramos mínimo para la realidad actual. 

Es así que en Perú, por el DECRETO LEGISLATIVO QUE APRUEBA LA LEY COMPLEMENTARIA DEL SISTEMA DE PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR, DECRETO LEGISLATIVO Nº 1045, se dispone, en virtud de su artículo 18 que:

“En los contratos entre consumidores y proveedores: (…)

c. En caso de formularios contractuales, los caracteres de éstos deberán ser adecuadamente legibles para los consumidores, no debiendo ser de tamaño menor a tres (3) milímetros”.

Asimismo, el año 2008, Brasil una ley que modificó el Código de defensa del Consumidor, en virtud del cual el tamaño de la letra utilizada en los contratos de consumo deberá ser "como mínimo" de cuerpo 12, lo que es un mínimo de 2,8 milímetros.

En España, la letra mínima es 1,2 milímetros, lo que ha tratado de ser corregido por un proyecto de ley que afecta a los contratos financieros, lo que ha sido calificado por la Asociación bancaria de ese país como una legislación discriminatoria.

A nuestro juicio, el desarrollo progresivo de los derechos del consumidor exige avanzar en la letra mínima de los contratos de consumo, para posibilitar la legibilidad de los mismos, lo que también debe redundar en el aumento de las exigencias de formato, formas de las letras y contraste. 

Por tanto vengo en presentar el siguiente

PROYECTO DE LEY

Artículo Único: Modifícase el inciso primero del artículo 17 de la Ley N. 19496, que ESTABLECE NORMAS SOBRE PROTECCION DE LOS DERECHOS DE LOS CONSUMIDORES de la siguiente manera: 

a) Reemplázase el guarismo “2,5” por “3,5”

b) Agrégase entre las voces “léxico” y “Las”, luego del punto seguido y finalizado con otro punto seguido, la siguiente fórmula: “Asimismo, los contratos deben resultar fácilmente legibles, atendiendo al contraste entre letra y fondo; formato, estilos o formas de las letras; existencia de timbres de agua o dibujos de fondo, espacios entre letras y entre líneas” 

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO, CON LA QUE DA INICIO AL PROYECTO QUE AUTORIZA ERIGIR UN MONUMENTO EN MEMORIA DEL EX PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE SUDÁFRICA NELSON MANDELA EN LA CIUDAD DE ARICA

(9223-04)

Nelson Mandela es un ejemplo de integridad política y de lucha contra la opresión de los pueblos. 

Nació en 1918, perteneciente a la etnia xhosa. Durante toda su vida luchó contra el Apartheid, el sistema de segregación racial que dominó Sudáfrica durante décadas. Participó de la formación de diversas organizaciones que combatieron el segregacionismo, así como las diversas masacres y la tortura a que fue sometida la gran mayoría de color.

Estudió derecho, y utilizó sus conocimientos jurídicos para defender la igualdad ante la ley negada a los suyos, tal que fundó la primera oficina de abogados afro descendientes de su país, clausurada por las autoridades ante la eficaz labor realizada. 

El Congreso Nacional Africano fue la base organizacional de su labor por la igualdad racial. Por sus actividades políticas fue detenido, enjuiciado y condenado por 17 años en la cárcel de la Isla Robben, y otros 10 años más en otras cárceles. Durante su privación de libertad, fue sometido a un riguroso sistema de seguridad y aislamiento, junto a trabajos forzados.

En 1985 le fue ofrecida la libertad por el Presidente de Sudáfrica de la época a cambio de abandonar sus actividades políticas, pero Mandela rechazó la oferta, alegando la inutilidad de la medida si no se reconocían libertades colectivas para el pueblo.

A estas alturas, ya era conocido como Madiba, hombre sabio de su clan, en virtud de la profunda huella que dejó en la historia de liberación política de su nación y del testimonio político y moral. 

En virtud de las presiones internacionales, Mandela fue liberado finalmente en 1993, iniciándose una serie de negociaciones con el gobierno del Presidente De Klerck para la democratización del país. Desde 1994 a 1997, Mandela fue Presidente del país, luego que se realizaran las primeras elecciones libres en muchas décadas. Recibió por ello el Premio Nobel de la Paz. 

Constituyó una Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación, respecto de la cual reconoció inspirarse en la experiencia chilena. 

Pacificó su país, dio esperanza a millones de personas, y sembró un camino de largo plazo, con total renuncia a sus intereses personales. Liberó a su país, tanto a opresores como oprimidos, del oscuro papel que el pasado les había heredado. Fue un verdadero paladín de la reconciliación, pues jamás sembró el odio, sino que su sed de justicia se mezcló sabiamente con el perdón, siempre en búsqueda de la verdad sobre las violaciones de derechos humanos durante el gobierno del Partido Nacional Africano.

En noviembre de 2006, Amnistía Internacional nombró a Nelson Mandela Embajador de Conciencia como reconocimiento por sus años de denuncia de los abusos contra los derechos humanos.

Hoy Mandela ha partido de nuestro mundo. Pero su memoria continúa en nosotros. Es un verdadero honor suscribir este proyecto de ley, pues si alguien tiene derecho de llamarse un hombre, parte de la humanidad, es Mandela. 

Creemos que el Monumento que proponemos debe instalarse en la ciudad de Arica, antigua cuna de afro descendientes en el Norte de Chile, quienes al día de hoy rescatan su historia, sus bailes, su cultura, tan llena de opresión y tristezas como las del pueblo sudafricano, y que hoy renace con fuerza a través de distintas expresiones. 

Que el alma de Madiba sea inspiración para esta nueva generación de chilenos que sin olvidar sus raíces, luchan por el reconocimiento de sus derechos. 

Por tanto  vengo en presentar el siguiente

PROYECTO DE LEY

Artículo 1°. Autorícese erigir un monumento, en la comuna de Arica, en memoria del ex Presidente de Sudáfrica, Nelson Mandela.

Artículo 2º. Las obras se financiarán mediante la realización de una colecta pública en la región de Arica y Parinacota. Su producto se depositará en una cuenta especial que al efecto se abrirá en el Banco Estado.

Artículo 3-. Créase un fondo especial con el mismo objeto, que estará constituido por erogaciones, donaciones y aportes privados.

Artículo 4º. Créase una Comisión Especial de 7 integrantes ad honorem encargada de ejecutar los objetivos de esta ley, la que estará integrada por el alcalde de la comuna de Arica, que presidirá la Comisión, los Senadores de la Región, los diputados del distrito N. 1, y los representantes legales de 2 organizaciones de afro descendientes de la región.

Artículo 5º. La Comisión tendrá las siguientes funciones:

a) Preparar las bases y el llamado a concurso público;

b) Fijar la ubicación exacta del monumento;

c) Seleccionar los proyectos respectivos;

d) Organizar las colectas públicas dispuestas en el artículo 2°;

e) Administrar la cuenta y el fondo especiales establecidos en los artículos 2º y 3º, respectivamente; y,

f) Adquirir los bienes necesarios para el emplazamiento y la erección del monumento.”

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO, CON LA QUE DA INICIO AL PROYECTO CON EL QUE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL SOBRE VOTACIONES POPULARES Y ESCRUTINIOS EN MATERIA DE PROPAGANDA ELECTORAL 
(9205-06)

Como es sabida, la propaganda electoral está lejos de ser un tema, ausente de polémicas, toda vez que a pesar de que las fechas para realizarla están acotadas en la ley, antes y después del plazo, hemos visto, de acuerdo al sentido común, actos y publicidad de naturaleza y fines electorales.

Según el artículo 30 de la LEY N° 18700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios:

“Se entenderá por propaganda electoral la dirigida a inducir a los electores a emitir su voto por candidatos determinados o a apoyar alguna de las proposiciones sometidas a plebiscito. Dicha propaganda sólo podrá efectuarse en las oportunidades y en la forma prescrita en esta ley”

Para los plebiscitos comunales la propaganda sólo podrá comprender las materias sometidas a consideración de los vecinos, sin aludir a asuntos ideológicos, de carácter partidista o de política contingente.

El financiamiento de los gastos que se realicen en propaganda electoral o plebiscitaria sólo podrá provenir de fuentes de origen nacional.
La propaganda electoral por medio de la prensa, radioemisoras y canales de televisión sólo podrá efectuarse desde el trigésimo y hasta el tercer día anterior al de la elección o plebiscito, ambos días inclusive.

Con todo, tratándose del caso previsto en el inciso segundo del artículo 26 de la Constitución Política, la propaganda electoral sólo podrá efectuarse desde el decimocuarto y hasta el tercer día anterior al de la votación, ambos días inclusive.

Se prohíbe la propaganda electoral en cinematógrafos y salas de exhibición de videos y la que en cualquier lugar o forma se realice por altoparlantes fijos o móviles, con la única excepción, de la transmisión de discursos pronunciados en concentraciones públicas”.

Es así que de acuerdo a la ley, el Servicio Electoral ha aclarado que si en los carteles, palomas o volantes, no hay un llamado explícito a votar por tal o cual candidato, no hay propaganda electoral. Eso a pesar de que los promocionados se acompañen de frases como “Bien por Chile”, “Estoy contigo”, “Puro Chile”, “Se la puede”, “Fuerza de mujer” o “Soy de terreno”.

Más allá del viejo y sabio adagio del "a buen entendedor, pocas palabras", es meridianamente claro para cualquier persona que se precie de razonable que estas propagandas tienen fines electorales, y que más bien por un resquicio legal, no son consideradas como tales.

A nuestro juicio, esta situación debe sincerarse, pues no se pueden vivir procesos electorales con trampitas, lo que afecta la confianza ciudadana, la buena fe en elecciones verdaderamente libres, y verdaderamente justas.

Por tanto, venimos en presentar el siguiente

PROYECTO DE LEY

Insértase en el inciso primero del artículo 30 de la LEY N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, entre las voces “plebiscito” y “Dicha”, luego del punto seguido, y finalizada por un punto seguido, la siguiente fórmula:

“También será considerada propaganda electoral aquella dirigida a hacer conocidos a los candidatos o precandidatos entre la población o a posicionar su imagen o nombre mediáticamente”.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO, CON LA QUE DA INICIO AL PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE ESTABLECE LA AFILIACIÓN OBLIGATORIA EN LOS COLEGIOS PROFESIONALES Y REGULA OTRAS ATRIBUCIONES DE LOS MISMOS

(9207-07)

Las profesiones tienen origen antiguo. Professio, es un vocablo latino que significa juramento. Se supone que el nacimiento de órdenes mistéricas en la antigua Grecia, dieron lugar al nacimiento de las profesiones, como actividades del pensamiento. De ahí el juramento hipocrático, el que leído en clave antropológica es una invocación mágico religiosa a los dioses olímpicos.

Platón, filósofo idealista, decía que las labores especulativas, eran copia de la actividad de los dioses, es decir, eran una forma de conexión con el mundo de lo ininteligible, con el Nous (el principio de todas las cosas).

Es así que la diferencia entre las profesiones y los oficios. Las profesiones, fundadas en actividades divinas, son obra del pensamiento; en cambio los oficios, fundados en actividades humanas, son las obras manuales, del trabajo físico.

De ahí la jerarquía social que tradicionalmente han tenido las profesiones, recompensadas mayormente que los oficios. Mientras los profesionales son “hombres libres”, pagados con honorarios (contrato de prestación de servicios), los obreros, quienes practican oficios, generalmente mantienen “dependencia y subordinación” hacia un empleador, quien celebra con ellos un contrato laboral.

Chile tomó este sistema de España. Famosos personajes coloniales son el médico, el protomédico, y los privilegios que ostentaban los gremios, las licencias reales para ejercer una profesión.

Más recientemente, y tal como nos recuerda Pablo Fuenzalida Cifuentes, en su artículo NOTAS SOBRE LA JURISDICCIÓN ÉTICA DE LOS COLEGIOS PROFESIONALES, “bajo la vigencia de la Constitución de 1925, los colegios profesionales fueron concebidos como personas jurídicas de derecho público, y más aún, como corporaciones públicas paraestatales que perseguían un fin de interés general (...) Los colegios profesionales pasarían a ser una esfera dentro del Estado, lo cual explicaría que se les otorgaran privilegios y derechos respaldados por disposiciones legales, e incluso, que el mismo Estado les delegara determinadas responsabilidades de decisión y control así como la inclusión de una partida específica dentro del presupuesto fiscal”.

En esta época, los profesionales tenían la obligación de ser socios de los Colegios profesionales. Era difícil sancionar a los profesionales, vía tribunales de justicia, pero las sanciones éticas eran duras: los Colegios les podían quitaban la autorización para ejercer su profesión, entre otras sanciones. Asimismo, el colegio establecía honorarios máximos por servicio.

No obstante, durante la Dictadura, y en virtud de la doctrina neoliberal, se vio con desconfianza a los sindicatos y asociaciones profesionales porque consideraron que su práctica era monopólica y no tendiente al libre mercado.

Es así que mediante el Decreto Ley 3.621 se despojó a los colegios profesionales las facultades de sancionar éticamente a sus asociados. También se eliminó la afiliación obligatoria, en virtud de la libertad de asociación, mediante norma constitucional. También les quitaron la facultad de establecer un arancel máximo.

Tal como señala la exposición de motivos del decreto ley mencionado:

“2.- Que los Colegios Profesionales, cuya inscripción se impone con carácter de obligatoria para el ejercicio de la profesión respectiva, constituyen la única excepción a la norma anteriormente citada (la libertad afiliación y desafiliación), lo que ha significado favorecer condiciones proclives a la mantención de sistemas monopólicos en amplios e importantes sectores del país;
(…)

4.- Que, por otra parte, las facultades jurisdiccionales tanto para dirimir conflictos entre los profesionales o entre éstos y sus clientes como para velar por el cumplimiento de la ética profesional, otorgadas a los Colegios, pueden ser idóneamente ejercidas por los Tribunales de Justicia, estableciendo con este fin procedimientos adecuados, lo que evitará el contrasentido que la misma entidad encargada de la defensa y desarrollo de los intereses profesionales de sus miembros, conozca y resuelva sobre las faltas a la ética profesional cometidas por éstos en el ejercicio de su profesión”.

Estos cambios legales tuvieron efecto:
Los Colegios profesionales sufrieron una evidente pérdida de poder, arrojándose a las profesiones a la fuerza del mercado, al punto que hoy abundan profesionales empleados por contrato laboral, que ya no por honorarios.

Asimismo, hay impunidad profesional. Los tribunales de justicia condenan a los profesionales ante una mala praxis profesional, pero los fallos son escasos, y son más bien criminales que propiamente civiles. Las sanciones éticas son voluntarias y escasas.

Asimismo, es el mercado el que regula los precios por gestión, cruzándose a veces el límite de lo razonable y de lo ético.

Los Colegios fueron transformados en asociaciones gremiales, definidas como grupos de defensa de intereses profesionales, con poco poder específico.

Todo este problema motivó una reforma constitucional, la misma del año 2005, que entre muchos cambios constitucionales, modificó el artículo 19 N° 16, relativo a la libertad de trabajo. Tal reforma reza:

“Los colegios profesionales constituidos en conformidad a la ley y que digan relación con tales profesiones, estarán facultados para conocer de las reclamaciones que se interpongan sobre la conducta ética de sus miembros. Contra sus resoluciones podrá apelarse ante la Corte de Apelaciones respectiva. Los profesionales no asociados serán juzgados por los tribunales especiales establecidos en la ley.”
A nuestro juicio esta fue una, respuesta muy parcial del colegislador al problema de fondo, pues los Colegios pueden conocer y sancionar a los asociados profesionales en cuya contra se presenten reclamaciones, y los que no son socios, son juzgados por tribunales especiales que aún no se han creado.

Recordamos aquí el drama de los Tribunales contencioso administrativos, comprometidos por la Constitución de 1925, que nunca fueron creados por el legislador, lo que provocó que durante décadas los tribunales ordinarios se restaran de conocer y juzgar al Estado por sus abusos, bajo el razonamiento de que no habiendo tribunal, no había quien lo conociera, juzgara y sancionara.

Asimismo, tampoco se ataca el tema de la afiliación obligatoria, que ha potenciado históricamente a los colegios, ni sobre la facultad de fijar los aranceles máximos que previene las distorsiones que provoca el mercado sin vigilancia. Los Colegios funcionaron bien durante décadas con este sistema. Había dignidad profesional, sanciones proporcionadas y razonables, tampoco había impunidad profesional, y por se cobraban precios justos.

Hoy las profesiones sufren una crisis, una crisis de mercado, el que debe ser corregido, más allá de la autorregulación, pues los Colegios merecen ser personas jurídicas de derecho público, como era antes en Chile, y como lo son ahora las entidades religiosas. Los abogados y peritos profesionales son catalogados por el Código Orgánico de Tribunales corno “Funcionarios Auxiliares de la Administración de Justicia”, pues cumplen una importante función social. ¿Dejaremos esta función social bajo la tuición del mercado? ¿O bajo la tuición de una asociación gremial de naturaleza privada?
La respuesta es clara.

Por tanto, vengo en presentar el siguiente,

Artículo único, Reemplázase, en el inciso 4 del N° 16 del artículo 19 de la Constitución Política de la República, la fórmula “Los colegios profesionales constituidos en conformidad a la ley y que digan relación con tales profesiones, estarán facultados para conocer de las reclamaciones que se interpongan sobre la conducta ética de sus miembros. Contra sus resoluciones podrá apelarse ante la Corte de Apelaciones respectiva. Los profesionales no asociados serán juzgados por los tribunales especiales establecidos en la ley”, por la siguiente:

“Con todo, para quienes adquieran la calidad de profesionales de conformidad a la ley, será obligatoria la afiliación a los colegios profesionales respectivos, cuya personalidad jurídica será de derecho público. Estas asociaciones estarán facultadas para conocer y resolver los conflictos entre profesionales, o entre éstos y sus clientes, y de sancionar las infracciones a la ética profesional, de acuerdo a sus estatutos. Podrán, asimismo, fijar aranceles máximos por servicios. Tanto su constitución como el ejercicio de sus facultades jurisdiccionales, sistema de impugnación y alcance de sus fallos, serán materia de ley”.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.

16

MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO, CON LA QUE DA INICIO AL PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE PROHÍBE A LOS ÓRGANOS DEL ESTADO LA DICTACIÓN DE NORMAS O LA EJECUCIÓN DE ACTOS QUE AFECTEN EL DESARROLLO PROGRESIVO DE LOS DERECHOS ESENCIALES DE LAS PERSONAS HUMANAS, SALVO POR RAZONES EXCEPCIONALES Y DEBIDAMENTE JUSTIFICADAS

(9208-07)

Ha habido una tendencia doctrinaria muy extendida de dividir a los derechos en generaciones. Es muy difícil sostenerla actualmente, en vista de que la moderna doctrina de los derechos humanos los mira como un bloque de derechos, todos los cuales acarrean para el estado deberes actuales.

Por una parte de la doctrina se pensaba que los derechos civiles y políticos, de primera generación, son derechos que no requieren financiamiento estatal, son previos a él, basta que el Estado no los viole (deber de abstención del Estado) y que tienen plena y actual vigencia. Entre ellos están el derecho a la vida, a la libertad de culto, de expresión, etc., que son derechos que tienen que ver con libertades.

Mientras, los derechos de segunda generación, los denominados económicos, sociales y culturales, son posteriores al Estado, requieren de financiamiento y por ello no son plena y actualmente vigentes sino que dependen del patrimonio del Estado, que debe actuar para cumplirlos (y no meramente abstenerse de violarlos). Entre ellos están el derecho a la educación, a la salud, al trabajo, a la vivienda, entre otros, que son derechos que tienen que ver con la igualdad.

No obstante, la actual doctrina señala que todos los derechos requieren de financiamiento para ser cumplidos (desde la existencia de tribunales para exigirlos o policía para resguardarlos), todos requieren de acción y abstención del Estado (los deberes de promoción valen para todos los derechos), y todos tienen algo de libertad y de igualdad (no discriminación es de primera generación y los derechos sociales que protegen principalmente a los pobres, son de segunda generación).

Como nos recuerdan Víctor Abramovic y Christian Courtis: “El debilitamiento de la distinción tajante entre derechos civiles y políticos y derechos económicos, sociales y culturales pone también en cuestión la principal objeción que se apunta contra la caracterización de estos últimos como derechos exigibles. De acuerdo a esta objeción, la fuerza vinculante, la exigibilidad o bien la propia “juridicidad” de los derechos económicos, sociales y culturales resulta dudosa ya que la satisfacción de éstos depende de la disponibilidad de recursos por parte del Estado. (...) Cabe repetir que esta objeción parte de la consideración simplista de los derechos económicos, sociales y culturales como derechos que establecen exclusivamente obligaciones positivas, idea que, como vimos, dista de ser correcta. Tanto los derechos civiles y políticos. como los económicos, sociales y culturales constituyen un complejo de obligaciones positivas y negativas Ahora bien, conviene profundizar esta noción, ya que de su afinamiento dependerá la extensión y alcances de la exigibilidad de uno y de otro tipo de derechos”.

Así es el avance de las ciencias jurídicas, se habla hoy de integridad o integralidad de los derechos humanos, sin perjuicio de la validez didáctica de tal clasificación, y de la innegable diferencia cuando se requiere el cumplimiento de ellos en las jurisdicciones domésticas. Así, en Chile, el recurso de protección no puede interponerse ante vulneraciones, amenazas o restricción de los derechos “sociales”, como educación, trabajo, salud, salvo en la medida que se ampare una “libertad” (de trabajo, libre elección del sistema de salud, o libre elección en el sistema educativo).

El moderno derecho internacional de los derechos humanos aboga por terminar con esta inexigibilidad de los derechos sociales.

Uno de los elementos más importantes, que se aplica a todos los derechos humanos, pero que nace de tratados que resguardan derechos económicos, sociales y culturales, es la denominada cláusula de “NO REGRESIVIDAD”.

“Como consecuencia de la obligación de progresividad, le está vedado al Estado adoptar políticas y medidas., y por ende, sancionar normas jurídicas o recurrir a vías de hecho, que empeoren la situación de los derechos económicos, sociales y culturales de los que gozaba la población al momento de adoptado el tratado internacional respectivo, o bien en cada mejora "progresiva". Dado que el Estado se obliga a mejorar la situación de estos derechos, simultáneamente asume la prohibición de reducir los niveles de protección de los derechos vigentes, o, en su caso, de derogar los derechos ya existentes”, nos dicen Víctor Abramovic y Alicia Oliveira.

La no regresividad tiene reconocimiento en los tratados internacionales. Así, en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de Naciones Unidas, el artículo 2 dispone:

“1. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a adoptar medidas, tanto por separado como mediante la asistencia y la cooperación internacionales, especialmente económicas y técnicas, hasta el máximo de los recursos de que disponga, para lograr progresivamente, por todos los medios apropiados, inclusive en particular la adopción de medidas legislativas, la plena efectividad de los derechos aquí reconocidos”.

La progresividad implica no regresividad, es decir, puede avanzarse, pero no retrocederse, ni judicial, ni administrativa, ni legislativamente en ningún Estado que tenga por vigente este tratado, entre ellos Chile, respecto de tales derechos, salvo razones excepcionalísimas, graves crisis, y siempre bajo las más estrictas justificaciones.

En este sentido, el órgano especializado para aplicar este Pacto, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de Naciones Unidas, en su Observación General 3, párrafo 9, señaló que “cualquier medida deliberadamente regresiva al respecto requerirá la más cuidadosa consideración y deberá ser justificada plenamente por referencia a la totalidad de los derechos previstos en el Pacto y en el contexto del aprovechamiento pleno del máximo de los recursos de que se dispone”.

De acuerdo a Víctor Abramovic y Alicia Oliveira (Op. Cit.), “la obligación de no regresividad constituye, entonces, uno de los parámetros de juicio de las medidas adoptadas por el Estado en materia de derechos económicos, sociales y culturales. Desde el punto de vista conceptual, la obligación de no regresividad constituye una limitación que los tratados de derechos humanos pertinentes y, eventualmente, la Constitución imponen sobre los Poderes Legislativo y Ejecutivo a las posibilidades de restricción de los derechos económicos, sociales y culturales. Desde el punto de vista del ciudadano, la obligación en cabeza del Estado constituye una garantía de mantenimiento de los derechos económicos, sociales y culturales de los que goza desde la adopción del PIDESC y la Convención Americana de Derechos Humanos, y de toda mejora que hayan experimentado desde entonces”.

Es así que el mismo Pacto de San José de Costa Rica, o CONVENCION AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS, en su artículo 26, dispone:

“Los Estados Partes se comprometen a adoptar providencias, tanto a nivel interno como mediante la cooperación internacional, especialmente económica y técnica, para lograr progresivamente la plena efectividad de los derechos que se derivan de las normas económicas, sociales y sobre educación, ciencia y cultura, contenidas en la Carta de la Organización de los Estados Americanos, reformada por el Protocolo de Buenos Aires, en la medida de los recursos disponibles, por vía legislativa u otros medios apropiados”.

Ahora, el deber de progresividad y no regresividad no se encuentra reconocido en nuestra Constitución. A nivel teórico, la doctrina Constitucional reconoce la no progresividad. Como nos recuerdan Oliveira y Abramovic, “constitucionalistas de la talla de Konrad Hesse han propuesto, en materia de derechos sociales, la teoría de la irreversibilidad (Nichtumkehrbarkeitstheorie). De acuerdo con esta noción, si bien resulta imposible inducir de la propia Constitución el contenido sustantivo de las obligaciones sociales del Estado, una vez que el legislador o la Administración han regulado los diferentes campos mandados por la constitución, toda medida regresiva que afecte el contenido esencial de las regulaciones establecidas es inconstitucional. Se trata de la irreversibilidad de las conquistas sociales alcanzadas” (Op. Cit.)

No obstante, en Chile no tiene plena eficacia, ni siquiera en nuestra práctica constitucional. Vernos que día a día existen leyes o decretos que retroceden en los derechos sociales, pues no existe reconocimiento expreso de esta norma a nivel constitucional.

Creemos que este principio es de la mayor relevancia, pues de lo contrario, las mayorías parlamentarias, los jueces, o el ejecutivo, podrían seguir dictando leyes, sentencias o decretos que sean regresivos o no progresivos.

Por tanto, venimos en presentar el siguiente

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL

Agrégase el siguiente nuevo inciso tercero al artículo 5 de la Constitución Política de la República:

“Respecto de tales derechos, los órganos del Estado no podrán dictar normas o ejecutar medida alguna que vaya en contra del desarrollo progresivo de tales derechos, salvo razones excepcionalísimas y debidamente justificadas”.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO, CON LA QUE DA INICIO AL PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE INCORPORA EN EL NUMERAL 15° DEL ARTÍCULO 32 DE LA CARTA FUNDAMENTAL LOS PRINCIPIOS DE PARTICIPACIÓN Y TRANSPARENCIA EN LA NEGOCIACIÓN DE TRATADOS INTERNACIONALES DE NATURALEZA ECONÓMICA

(9209-07)

En los últimos meses ha habido gran polémica en virtud de la negociación del tratado Trans-Pacific Partnership (TPP). De acuerdo a los elementos conocidos “doce naciones serán parte en el presente Tratado, entre ellos los Estados Unidos, México, Canadá, Japón, Australia, Brunei, Chile, Malasia, Nueva Zelanda, Perú, Singapur y Vietnam”.

Lo curioso de este tratado es que se negocia en secreto. Ninguna de sus partes, acuerdos preliminares, tratativas previas, documentos de base, análisis jurídicos de impacto respecto de cada país, es pública, ni siquiera para los parlamentarios de cada Estado. Esto ha llegado al punto que su capítulo de propiedad intelectual, sólo ha podido ser público en virtud de una filtración de “wikileaks”.

La ciudadanía organizada ha puesto alarma respecto de este tratado, pues señalan que habrá un enorme perjuicio de los consumidores, tal que “los abogados de Derechos Digitales -que se han opuesto públicamente a la opacidad de las negociaciones en curso y que promueve el movimiento TPP Abierto- dicen que el documento confirma que lo que se está negociando va más allá de lo que se incluye en el TLC con Estados Unidos. Por lo mismo, afirman, Chile no tiene nada que ganar y mucho que perder. En efecto, Chile ya tiene tratados de libre comercio con 10 de los 11 de los países que son parte del TPP, incluyendo el mercado más grande, Estados Unidos, por lo que ya ha negociado con ellos los distintos capítulos del acuerdo, incluyendo los beneficios arancelarios, que son los centrales en este tipo de acuerdos comerciales.”.

Rodrigo Contreras, ex negociador jefe del Acuerdo TPP por Chile y director de Asuntos Económicos de la Cancillería chilena entre 2007 y 2012, terminó abominando el tratado por los posibles límites al acceso a Internet que se podrían imponer para proteger la propiedad intelectual en el descargo de contenidos en línea, señalando que “es preciso rechazar la imposición de un modelo concebido en función de realidades de países de altos ingresos, que son muy distintas de los demás países participantes”. También señaló que “tampoco debernos aceptar la ampliación excesiva de los plazos de protección a los derechos de autor para libros, películas o música, que limitarían su disponibilidad en bibliotecas y escuelas, y que los harían más costosos para personas de menores ingresos”. Respecto de la extensión de las patentes sobre medicamentos más allá de los plazos actuales “o la restricción de la impugnación a solicitudes de patentes frívolas”, esta “retrasaría la disponibilidad de medicamentos genéricos y aumentaría el costo de las medicinas”.

La participación es concebida por Nuria Cunill como “la intervención de los individuos en actividades públicas en tanto portadores de intereses sociales”.

González, Francisco Estévez Valencia, Claudio Rammsy García. Santiago Octubre 

Por su parte, el principio de transparencia “consiste en respetar y cautelar la publicidad de los actos, resoluciones, procedimientos y documentos de la Administración, así como la de sus fundamentos, y en facilitar el acceso de cualquier persona a esa información, a través de los medios y procedimientos que al efecto establezca la ley”.

Los derechos a la transparencia y a la participación ciudadana están reconocidos expresamente en diversos tratados internacionales.

El artículo 21 de la Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948, dispone: “Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de expresión; este derecho incluye el no ser molestado a causa de sus opiniones, el de investigar y recibir informaciones y opiniones, y el de difundirlas, sin limitación de fronteras, por cualquier medio de expresión”.

A su vez, el artículo 25.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de Naciones Unidas reconoce: “Todos los ciudadanos gozarán, sin ninguna de la distinciones mencionadas en el artículo 2, y sin restricciones indebidas, de los siguientes derechos y oportunidades: a) Participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes libremente elegidos;”
El mismo Pacto también reconoce en su artículo 19: “Toda persona tiene derecho a la libertad de expresión; este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección”.

El artículo 23.1, letra A de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, “Pacto de San José de Costa Rica” reconoce: “1. Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos y oportunidades: a) de participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes libremente elegidos;”.

El mismo pacto reconoce en su artículo 13 “1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión. Este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección”.

La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha dicho en una famosa opinión consultiva que: “para el ciudadano promedio es tan importante conocer las opiniones de otros o el tener acceso a la información en general tanto como lo es su propio derecho a impartir su propia opinión (...) una sociedad que no está bien informada es una sociedad que no es verdaderamente libre”.

En otras partes del mundo, el principio de transparencia y participación en la negociación y aprobación de tratados internacionales ha intentado ceñirse a estos principios, pues en sociedades verdaderamente democráticas, lo que no es transparente y lo que no tuvo participación ciudadana, fracasa. Así, enfrentada Europa a una posible nueva Constitución Europea, la discusión principal fue justamente relativa a qué sistema de aprobación garantizaba la legitimidad de aquellas normas. Para HABERMAS “la forma como se enfrente la elaboración de esta carta fundamental debe ser participativa. El modelo actual, conformado por el domino intergubernamental del debate y basado en la legitimidad de tratados internacionales, no sirve para afrontar una discusión de esta envergadura”. La discusión del proyecto de tratado para la Constitución Europea, “supuso consultas a los propios ciudadanos, a través de la participación de organizaciones de la sociedad civil, desarrolladas en sesiones ad hoc, y en debates nacionales paralelos”. No obstante, el esfuerzo desplegado no resultó suficiente, justamente porque se acusó la insuficiencia de tales consultas, que fueron más formales que sustantivas.

A pesar de que los tratados que citamos más arriba están suscritos por Chile o ratificados por él, hay un importante punto: Una cosa es la legislación internacional y otra es la legislación doméstica. Chile, no obstante su pretendida política de acatamiento absoluto de los tratados, tiene muchas de sus normas incumplidas. La responsabilidad internacional del Estado es una asignatura pendiente en esta materia.

En Chile, los tratados son negociados y suscritos por el Presidente de la República, y luego aprobados o rechazados por el Congreso Nacional.

Como nos señala el profesor de la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile Francisco Soto Barrientos en su artículo EL CONGRESO: ESPACIO. PREFERENTE PARA LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA: “Desde los albores del Estado moderno, el Parlamento es identificado como el órgano constitucional que debería canalizar las distintas perspectivas existentes en la sociedad. Así, la actividad legislativa resulta ser medio idóneo para dar curso institucional al debate deliberativo. Esta idea es sostenida ya en la Inglaterra del siglo XVIII y posteriormente, será LOCKE quién profundizará en esta tesis, argumentando a favor de la existencia de un particular vínculo entre la ciudadanía y el poder legislativo. También puede ser reconocida esta mirada en el debate constitucional continental en la obra de SIEYÉS, PAINE y otros autores más contemporáneos, como KELSEN”.

No obstante, más adelante, concluye que “De la revisión general del sistema institucional chileno podernos concluir que, a pesar del reconocimiento constitucional del derecho de participación (artículo 1 de la Constitución de 1980) y el de participar directamente en la dirección de los asuntos públicos (contemplado en los documentos internacionales analizados), estos derechos no cuentan con instituciones que garanticen su implementación. Todo lo contrario; hemos establecido una clara vinculación entre el modelo institucional chileno y deterioro de la participación en Chile”.

El diseño constitucional chileno es presidencialista. Y la forma en que los tratados son suscritos y aprobados es materia que nuestra Constitución regula expresamente. El Artículo 32 de la norma fundamental dispone: “Son atribuciones especiales del Presidente de la República: (...) 15- Conducir las Relaciones políticas con las potencias extranjeras y organismos internacionales, y llevar a cabo las negociaciones; concluir, firmar y ratificar los tratados que estime convenientes para los intereses del país, los que deberán ser sometidos a la aprobación del Congreso conforme a lo prescrito en el artículo 54 Nº l. Las discusiones y deliberaciones sobre estos objetos serán secretos si el Presidente de la República así lo exigiere.”
Como señala un reportaje de Ciper Chile: “En Chile se había instalado la tradición de que las negociaciones de los TLCs se llevaban a cabo con un “cuarto adjunto”, un salón contiguo al de las negociaciones oficiales en que los actores interesados, desde empresarios a la sociedad civil, eran informados y se escuchaban sus aportes”. No obstante, como es una costumbre qué “no hace derecho”, en definitiva el que haya participación ciudadana y transparencia, depende de la voluntad del gobernante de turno.

Nada garantiza que esto cambie, salvo que exista una norma constitucional expresa que cambie las actuales facultades omnímodas del Presidente al negociar y suscribir tratados con otras naciones, o al someter a aprobación parlamentaria dichos acuerdos. Es justamente lo que queremos proponer por medio de este acto.

Por tanto, venimos en presentar el siguiente:

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL

Artículo único. Agrégase el siguiente nuevo inciso final al Número 15 del artículo 32 de la Constitución Política de la República: “No obstante, el periodo de negociación previa a la suscripción y la discusión parlamentaria de los Acuerdos de Complementación Económica, tratados de libre comercio, o cualquier otro de naturaleza económica o comercial, será siempre regido por el principio de transparencia, y contemplará mecanismos de participación ciudadana”.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO, CON LA QUE DA INICIO AL PROYECTO DE LEY QUE SANCIONA PENALMENTE LA ADQUISICIÓN MASIVA DE DIARIOS, REVISTAS O PERIÓDICOS, QUE LIMITE EL EJERCICIO DE LAS LIBERTADES DE EXPRESIÓN E INFORMACIÓN

(9210-07)

Existen personas con un enorme poder económico, y con un especial cuidado de su reputación. En algunos casos son dueños de medios de comunicación social, por lo que la intangibilidad de su imagen está resguardada.

No obstante, siempre las personas públicas o poderosas son sujeto de investigaciones periodísticas sobre su origen, su pasado o sus negocios. Es parte del ejercicio legítimo del periodismo, y de derechos humanos vigentes.

Hemos sabido de casos, muy conocidos por lo demás, de personas que han adquirido o se han apoderado de ediciones completas de diarios, revistas o periódicos para evitar que la ciudadanía se informe acerca de episodios oscuros o inconvenientes para la buena imagen de estas personas. Se ha acusado de esta práctica incluso a ex miembros del Congreso Nacional que siguen siendo poderosos empresarios.

Creemos que esta práctica es nociva, tremendamente injusta, y que debe modificarse la ley para se aplique al autor una sanción, ejemp1arizadora pues este es un acto de censura previa.

La censura previa es sancionada por la Constitución, que garantiza a todas las personas, en el N° 12 del artículo 19°:

“12° - La libertad de emitir opinión y la de informar, sin censuro previa, en cualquier forma y por cualquier medio, sin perjuicio de responder de los delitos y abusos que se cometan en el ejercicio de estas libertades, en conformidad a la ley, la que deberá ser de quórum calificado”. También en el artículo primero de la Ley 19.733, SOBRE LIBERTADES DE OPINION E INFORMACION Y EJERCICIO DEL PERIODISMO: “La libertad de emitir opinión y la de informar, sin censuro previa, constituyen un derecho fundamental de todas las personas. Su ejercicio incluye no perseguido ni discriminado a causa de las propias opiniones, buscar y recibir informaciones, y difundirlas por cualquier medio, sin perjuicio de responder de los delitos y abusos que se cometan, en conformidad a la ley.

Asimismo, comprende el derecho de toda persona natural o jurídica de fundar, editar, establecer, operar y mantener medios de comunicación social, sin otras condiciones que las señaladas por la ley.

“Se reconoce a las personas el derecho a ser informadas sobre los hechos de interés general”. También los tratados internacionales, como la Declaración Universal de Derechos Humanos, que en su Artículo 19 dispone:

“Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de expresión; este derecho incluye el de no ser molestado a causa de sus opiniones, el de investigar y recibir informaciones y opiniones, y el de difundirlas, sin limitación de fronteras, por cualquier medio de expresión”. Asimismo, el Artículo 29 de este tratado ordena que: “2. En el ejercicio de sus derechos y en el disfrute de sus libertades, toda persona estará solamente sujeta a las limitaciones establecidas por la ley con el único fin de asegurar el reconocimiento y el respeto de los derechos y libertades de los demás, y de satisfacer las justas exigencias de la moral, del orden público y del bienestar general en una sociedad democrática”.

Por su parte, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, en su Artículo 19, ordena: “1. Nadie podrá ser molestado a causa de sus opiniones.

2. Toda persona tiene derecho a la libertad de expresión; este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección.

3. El ejercicio del derecho previsto en el párrafo 2 de este artículo entraña deberes y responsabilidades especiales. Por consiguiente, puede estar sujeto a ciertas restricciones, que deberán, sin embargo, estar expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para:

a) Asegurar el respeto a los derechos o a la reputación de los demás;

b) La protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral públicas”.

Finalmente, la Convención Americana sobre Derechos Humanos, o Pacto de San José de Costa Rica, dispone, en su Artículo 13:

“1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión. Este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección.

2. El ejercicio del derecho previsto en el inciso precedente no puede estar sujeto a previa censura sino a responsabilidades ulteriores las que deben estar expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para asegurar:

a. el respeto a los derechos o a la reputación de los demás, o

b. la protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral públicas. (…)
No obstante, siempre se resalta la censura previa como un ilícito que comete el Estado, pero jamás por los particulares.

Si una persona se siente perjudicada con una publicación injuriosa o calumniosa, ahí están los tribunales de justicia para reclamar por tal ilegalidad. Pero adquirir la edición completa de un medio de comunicación social es una VIA DE HECHO, una medida de fuerza, que limita, restringe de manera ilegítima y perturba el ejercicio del derecho y libertad de expresión.

No puede quedar al poder económico de una persona el que un reportaje salga o no a la luz pública, menos si la persona investigada es quien censura previamente, por la vía de los hechos, a la publicación que supuestamente lo perjudica.

La censura previa limita, restringe y perturba también el derecho a informarse. Una ciudadanía desinformada es ciudadanía ciega, sometida a la imprevisión, a decisiones erradas, a la ceguera colectiva. El derecho a saber es uno de los derechos más importantes en una democracia que se precie de tal.

El periodista que haga un reportaje serio, absolutamente riguroso y ejecutado de acuerdo a las normas de su profesión, no puede ser condenado. La verdad, la rigurosidad son causales de justificación en materia penal.

En caso de que sea un reportaje poco serio, falso, injurioso o calumnioso, allí están los tribunales para el ejercicio del denominado “derecho a réplica” o derecho de aclaración, rectificación y respuesta, así como los delitos de injurias y calumnias.

Este vacío legal permite la “desaparición” de revistas y publicaciones “inconvenientes”, en kioskos y negocios. Ya es hora de que esto deje de acontecer, pues resulta vergonzoso para un país pretendidamente moderno que estas prácticas continúen ocurriendo por simples omisiones legislativas.

Creemos que la pena debe ser ejemplarizadora, pues la censura previa es un daño colectivo, que impide y daña la posibilidad de fiscalización ciudadana de las personas púbicas, sean autoridades o particulares, la transparencia, y la libertad de expresión. Como la conducta que venimos en reprimir sólo pueden cometerla personas adineradas, entonces la pena no puede ser pecuniaria, pues justamente, en estos casos, lo que sobra es dinero. Postulamos entonces, una pena privativa de libertad, de entre tres y cinco años de cárcel.

Por tanto, venimos en presentar el siguiente

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL

Artículo Único: Agrégase a la Ley 19733, SOBRE LIBERTADES DE OPINION E INFORMACION Y EJERCICIO DEL PERIODISMO, el siguiente nuevo artículo 37:

“El que adquiera masivamente los ejemplares de la edición de un medio de comunicación social escrito, impidiendo sustancialmente el efectivo o libre ejercicio de la libertad de expresión o información en una localidad, ciudad, provincia o región, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado máximo”.

No bastará que el medio de comunicación social se encuentre disponible electrónicamente para que no se considere lesionado el bien jurídico involucrado”
(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.

19

MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO, CON LA QUE DA INICIO AL PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE ESTABLECE EN EL ARTÍCULO 65, INCISO CUARTO, N° 4, UNA REGLA DE PROPORCIONALIDAD EN LA FIJACIÓN POR LEY DE LOS NIVELES DE REMUNERACIÓN MÍNIMA DE LOS TRABAJADORES, RESPECTO DE LOS INGRESOS QUE PERCIBE EL DECIL MÁS RICO DE LA POBLACIÓN

(9211-07)

El gran tema de la desigualdad ha dominado el debate político en el último tiempo, y lo que se espera es la intensificación del mismo. La discusión se ha centrado en el sueldo mínimo. La ley que establece el sueldo mínimo tiene por fin evitar los abusos, y la correcta valoración del tiempo-vida que ofrecen los trabajadores en la relación de trabajo en aras dé satisfacer sus necesidades mínimas. En Chile se aplica desde 1937. Cerca de 750.000 trabajadores dependientes ganan el sueldo mínimo o menos en Chile, es decir, el 15% del total, de tales trabajadores.

El sueldo mínimo actual alcanza para “un kilo de pan cada día, movilización diaria del trabajador, un arriendo básico de 115000 pesos y una cuenta de luz básica. El resto alcanza para 15 litros de leche o 13,5 litros de parafina al mes”.

Detonante de la discusión sobre la desigualdad en las remuneraciones de los chilenos, ha sido la liberación de las cifras de diversos organismos internacionales y nacionales al respecto.

Por ejemplo, Fundación Sol concluyó que 5 los datos de países de la OCDE, “tenían un salario base que doblaba al chileno cuando tenían el mismo PIB per cápita que ostentamos hoy”. En esas condiciones, países como Canadá (1962), Holanda (1964), España (1978), Estados Unidos (1948) y Grecia (1984), “tenían como promedio, salarios mínimos cuyo valor, duplica el exhibido por Chile”.
De acuerdo a las cifras, “cuando Canadá tenía el mismo PIB que Chile 1962 su sueldo mínimo por hora era de 4,87 dólares (2307 pesos), en Holanda en 1964 era de US$6,15 (2.914 pesos), en España en 1978 era de US$4,16 (1.971 pesos), en Estados Unidos en 1948 era de US$6,6 (3.127 pesos) y en Grecia en 1984 era de US$4,95 (2.345 pesos). Mientras en Chile -con las correcciones metodológicas correspondientes- es de US$2,3 (1.089 pesos)”. De este modo, la Fundación señaló que "Chile tiene una infravaloración respecto a la realidad europea de los años 60 y 70, inclusive considerando que esos países, en esos tiempos ya tenían educación y salud concebidos corno un derecho, por tanto el salario mínimo permitía adquirir más bienes”.

La misma Fundación, tomando también datos de la OCDE, señaló que Chile tiene el segundo sueldo mínimo más bajo de los países OCDE. El sueldo mínimo chileno paga 2,3 dólares, 1088 pesos la horade trabajo, después de México que paga 0,9 dólares la hora, es decir 425 pesos.
Pero la peor cifra es la que dio la OCDE en diciembre de 2011, según la cual Chile es el país más desigual de los 27 que conforman el organismo. De acuerdo a la OCDE, en sus países miembros “el promedio es que el 10% más rico gana 9 veces lo que gana el decil más pobre de la población, mientras que en nuestro país esa cifra se casi se triplica: el 100% más rico de la población gana 27 veces el sueldo del decil de menores ingresos, señalando a Chile en el país más desigual de la lista”. Según las cifras, desde la época del 80, “en el decil más alto, los ingresos aumentaron 1,2% promedio por año, mientras que en el 10% de menores ingresos, éstos aumentaron un 2,4% cada año, en promedio”.

El inciso cuarto del Artículo 65 de la Constitución Política dispone:

“Corresponderá, asimismo, al Presidente de la República la iniciativa exclusiva para: (...)

4°.- Fijar, modificar, conceder o aumentar remuneraciones, jubilaciones, pensiones, montepíos, rentas y cualquiera otra clase de emolumentos, préstamos o beneficios al personal en servicio o en retiro y a los beneficiarios de montepío, en su caso, de la Administración Pública y demás organismos y entidades anteriormente señalados, como asimismo fijar las remuneraciones mínimas de los trabajadores del sector privado, aumentar obligatoriamente sus remuneraciones y demás beneficios económicos o alterar las bases que sirvan para determinarlos; todo ello sin perjuicio de lo dispuesto en los números siguientes”;

A nuestro juicio, la libertad de trabajo y el derecho de propiedad, deben relacionarse con el derecho a la igualdad ante la ley y a la no discriminación.

No es posible tolerar tal nivel de desigualdad, que constituye una profunda herida en nuestro país, con una sociedad dividida, con un gran sector de trabajadores asalariados que no ganan lo suficiente para satisfacer sus necesidades mínimas.

Debe establecerse un nivel de proporcionalidad por norma constitucional, a efectos de que exista un límite a la diferencia señalada, una cláusula en la Carta Fundamental que haga carne el anhelo de igualdad en que debe basarse toda sociedad democrática.

Por tanto, venimos en presentar el siguiente

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL

Agrégase la siguiente nueva parte segunda al número 4 del inciso cuarto del Artículo 65 de la Constitución Política:

“Esta ley contemplará mecanismos y garantías efectivas para que el decil más pobre obtenga como mínimo de remuneración la décima parte de lo que gana el decil más rico de la población”.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO, CON LA QUE DA INICIO AL PROYECTO DE LEY QUE EXCLUYE LA APLICACIÓN DE LA CIRCUNSTANCIA ATENUANTE DE RESPONSABILIDAD CRIMINAL DE IRREPROCHABLE CONDUCTA ANTERIOR, TRATÁNDOSE DE DELITOS GRAVES

(9212-07)

En Chile hay un fuerte interés ciudadano en la seguridad pública. Ha sido tema de agenda transversal por muchos años, y ya es interés común el perfeccionar la ley penal, así como las procesales, cuya novedad ha hecho necesarias varias reformas para ajustar la ley a la realidad.

El interés y las críticas ciudadanas son variados y ha llegado hasta nosotros una muy razonable, que dice relación con la aplicación de la atenuante de irreprochable conducta anterior.

Como dispone el artículo 62 del Código penal, “Las circunstancias atenuantes o agravantes se tornarán en consideración para disminuir o aumentar la pena en los casos y conforme a las reglas que se prescriben en los artículos siguientes”.

Justamente, las atenuantes bajan la pena asignada al delito. Una de esas atenuantes es la del N°6 del artículo 11 del Código Penal: “Son circunstancias atenuantes: (...) 6a. Si la conducta anterior del delincuente ha sido irreprochable”.
Las atenuantes son un factor que a veces rebaja la pena notablemente. Por ejemplo, el artículo 68 del Código Penal señala:

“Cuando la pena señalada por la ley consta de dos o más grados, bien sea que los formen una o dos penas indivisibles y uno o más grados de otra divisible, o diversos grados de penas divisibles, el tribunal al aplicarla podrá recorrer toda su extensión, si no concurren en el hecho circunstancias atenuantes ni agravantes.

Habiendo una sola circunstancia atenuante o una sola circunstancia agravante, no aplicará en el primer caso el-grado máximo ni en el segundo el mínimo.

Si son dos o más las circunstancias atenuantes y no hay ninguna agravante, el tribunal podrá imponer la pena inferior en uno, dos o tres grados al mínimo de los señalados por la ley, según sea el número y entidad de dichas circunstancias”.

Incluso, si concurre sólo una atenuante “muy calificada”, la pena puede bajar incluso a menos del mínimo asignado por la ley, pues de acuerdo al artículo 68 bis del Código Penal:

“Sin perjuicio de lo dispuesto en los cuatro artículos anteriores, cuando sólo concurra una atenuante muy calificada el Tribunal podrá imponer la pena inferior en un grado al mínimo de la señalada al delito”.

Ahora bien, en una carta enviada a nuestra oficina parlamentaria suscrita por la “Agrupación de familiares de víctimas de delitos violentos de Los Lagos”, la “Agrupación de familiares y amigos víctimas de Aysén” y “Agrupación de familiares de víctimas de delitos violentos de Punta Arenas”, en la cual se señala como petitorio el siguiente punto:

“5.1.1 ELIMINAR DEL CÓDIGO PROCESAL LA ATENUANTE “IRREPROCHABLE CONDUCTA ANTERIOR”, QUE FAVORECE AMPLIAMENTE A LOS VICTIMARIOS, REBAJANDO LAS PENAS EN FORMA IRRISORIA Y HUMILLANTE ANTE LOS FAMILIARES CONSANGUINEOS”.

Para muchas personas resulta aberrante que por el sistema de atenuantes se dé una pena baja a personas que han cometido delitos graves. ¿Cómo es posible que una vida valga tan poco para la legislación penal? Penas de tres años, incluso cumplidas con penas remitidas, es decir, firmando una vez al mes.

Ahora bien, la famosa “mano dura” no soluciona nada sin un debido análisis de proporcionalidad de las penas. A nuestro juicio, cualquiera puede cometer un error, cometer un robo, o ser sindicado de secuestro, o de apremios. Pero ocurre distinto con los delitos graves, por ejemplo, ante secuestro con homicidio, robo con homicidio, o apremios con homicidio o los homicidios calificados.

Son estos delitos graves los que aberran a la conciencia ciudadana. Creemos que la irreprochable conducta anterior no puede aplicarse en estos delitos, y por cierto, enumeramos los delitos respecto de los cuales debería ser inaplicable:

El delito del artículo 433 del Código penal, que dispone:

“El culpable de robo con violencia o intimidación en las personas, sea que la violencia o la intimidación tenga lugar antes del robo para facilitar su ejecución, en el acto de cometerlo o después de cometido para favorecer su impunidad, será castigado:

1° Con presidio mayor en su grado medio a presidio perpetuo calificado cuando, con motivo u ocasión del robo, se cometiere, además, homicidio, violación o alguna de las lesiones comprendidas en los artículos 395, 396y 397, N° 1.
2° Con presidio mayor en su grado medio a máximo, cuando las víctimas fueren retenidas bajo rescate o por más de un día, o se cometieren lesiones de las que trata el N°2° del artículo 397”.
El delito del Inciso final del artículo 141 del Código Penal, que establece que:

“El que con motivo u ocasión del secuestro cometiere además homicidio, violación, violación sodomítica o algunas de las lesiones comprendidas en los artículos 395, 396 y 397 N° 1, en la persona del ofendido, será castigado con presidio mayor en su grado máximo a presidio perpetuo calificado.

El inciso final del artículo 142 dispone que en caso de la sustracción de un menor de 18 años: “Si con motivo u ocasión de la sustracción se cometiere alguno de los delitos indicados en el inciso final del artículo anterior, se aplicará la pena que en él se señala”.

El inciso final del artículo 150 A del Código Penal, referido a los apremios ilegítimos, dispone que:

“Si de la realización de las conductas descritas en este artículo resultare alguna de las lesiones previstas en el artículo 397 o la muerte de la persona privada de libertad, siempre que el resultado fuere imputable a negligencia o imprudencia del empleado público, la pena será de presidio o reclusión mayor en su grado mínimo a medio y de inhabilitación absoluta perpetua”.

El delito del artículo 150 B para los cómplices de los apremios, que dispone:

“Al que, sin revestir la calidad de empleado público, participare en la comisión de los delitos sancionados en los dos artículos precedentes, se le impondrán las siguientes penas: (...).
3° Presidio o reclusión menor en su grado máximo a presidio o reclusión mayor en su grado mínimo, si se tratare de la figura del último inciso del artículo 150 A”.

Los contenidos entre los artículos 361 A 372 TER, referidos a los delitos sexuales contra niños.

El Artículo 372 bis, que dispone que “El que, con ocasión de violación, cometiere además homicidio en la persona de la víctima, será castigado con presidio perpetuo a presidio perpetuo calificado”.

El delito del artículo 348, 351 y 352 del mismo Código, sobre abandono de menores, que disponen:

Art. 348. “Si a consecuencia del abandono resultaren lesiones graves o la muerte del niño, se impondrá al que lo efectuare la pena de presidio mayor en su grado mínimo, cuando fuere alguna de las personas comprendidas en el artículo anterior, y la de presidio menor en su grado máximo en el caso contrario.

Lo dispuesto en este artículo y en los dos precedentes no se aplica al abandono hecho en casas de expósitos”.

Art. 351. “Si del abandono en un lugar solitario resultaren lesiones graves o la muerte del niño, se impondrá al que lo ejecuta la pena de presidio mayor en su grado medio, cuando fuere alguna de las personas a que se refiere el artículo precedente, y la de presidio mayor en su grado mínimo en el caso contrario”.

Art. 352. “El que abandonare a su cónyuge o a un ascendiente o descendente, legítimo o ilegítimo, enfermo o imposibilitado, si el abandonado sufriere lesiones graves o muriere a consecuencia del abandono, será castigado con presidio mayor en su grado mínimo”.

El delito de homicidio calificado, del artículo 391 N° 1 del Código Penal

Art. 391. “El que mate a otro y no esté comprendido en el artículo anterior, será penado:

1° Con presidio mayor en su grado medio a presidio perpetuo, si ejecutare el homicidio con alguna de las circunstancias siguientes:

Primera. Con alevosía.

Segunda. Por premio o promesa remuneratoria.

Tercera. Por medio de veneno.

Cuarta. Con ensañamiento, aumentando deliberada e inhumanamente el dolor al ofendido. Quinta. Con premeditación conocida”.

Los delitos de los artículos 411 a 411 octies del Código Penal, referido al tráfico de personas.

Los delitos de la Ley N° 20.357 que TIPIFICA CRÍMENES DE LESA HUMANIDAD Y GENOCIDIO Y CRÍMENES Y DELITOS DE GUERRA.

Por tanto, venimos en presentar el siguiente:

Agrégase el siguiente nuevo inciso segundo al artículo 11 del Código Penal:

“No se aplicará la atenuante del número 6 de este artículo a los delitos contemplados en los artículos 141, 150 A, 150 13, 361 A 372 TER, 348, 351y 352, 391 N. 1, 411 a 411 octies y 433 del Código Penal, así como a los delitos de la Ley N. 20.357 que TIPIFICA CRÍMENES DE LESA HUMANIDAD Y GENOCIDIO Y CRÍMENES Y DELITOS DE GUERRA”.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO, CON LA QUE DA INICIO AL PROYECTO DE LEY QUE IMPIDE APLICAR COMO CIRCUNSTANCIA ATENUANTE DE RESPONSABILIDAD CRIMINAL, EN LOS DELITOS QUE ESPECIFICA, EL HABER PROCURADO REPARAR CON CELO EL MAL CAUSADO

(9213-07)

Han llegado a nosotros resultados de varios juicios en los cuales la atenuante, es decir, una circunstancia para rebajar la sanción criminal ante un delito, ha tenido resultados irrisorios. Consultados abogados del área penal, nos han señalado que es posible que ante un delito grave, el hechor pueda ofrecer, en medio de un juicio, una suma de dinero o bienes, que calificados suficientes por el tribunal, den como resultado la constitución de una atenuante, y por ende, de una rebaja de pena.

La atenuante mencionada es la del N° 7 del artículo 11 del Código Penal: “Son circunstancias atenuantes: (…) 7a. Si ha procurado con celo reparar el mal causado o impedir sus ulteriores perniciosas consecuencias”.

Las atenuantes son un factor que a veces rebaja la pena notablemente. Por ejemplo, el inciso final del artículo 68 del Código Penal señala:

“Si son dos o más las circunstancias atenuantes y no hay ninguna agravante, el tribunal podrá imponer la pena inferior en uno, dos o tres grados al mínimo de los señalados por la ley, según sea el número y entidad de dichas circunstancias”.

De acuerdo al artículo 68 del Código Penal: “Sin perjuicio de lo dispuesto en los cuatro artículos anteriores, cuando sólo concurra una atenuante muy calificada el Tribunal podrá imponer la pena inferior en un grado al mínimo de la señalada al delito”. Es decir, que una atenuante puede incluso puede rebajar la pena hasta un grado menos de la pena mínima asignada por la ley.

En una carta enviada a nuestra oficina parlamentaria suscrita por la “Agrupación de familiares de víctimas de delitos violentos de Los Lagos”, la “Agrupación de familiares y amigos víctimas de Aysén” y “Agrupación de familiares de víctimas de delitos violentos de Punta Arenas”, en la cual se señala como petitorio el siguiente punto:

“6.4 QUE SE CONSULTE A LOS FAMILIARES SI ACEPTAN O NO LA ATENUANTE EN DINERO ($) “PARA REPARAR EL MAL CAUSADO”. EL HOMICIDIO DE UNA PERSONA ES UN DAÑO “IRREPARABLE”, ES IMPOSIBLE PENSAR SIQUIERA QUE UNA VIDA SE PUEDE COMPENSAR O REPARAR CON DINERO, PUESTO QUE LA VIDA, COMO EL DON PRECIOSO QUE DIOS NOS CONCEDE NO TIENE PRECIO, Y ES ABSOLUTAMENTE UN ACTO BURDO, VIL Y DESPRECIABLE, QUIEN TIENE LA SOLA IDEA DE PONERLE PRECIO A LA VIDA HUMANA. ES LA HUMILLACIÓN MÁS BAJA, VIL, DAÑINA, TRAUMATIZANTE, DESPIADADA Y CRUEL PARA LAS FAMILIAS CONSANGUÍNEAS, ESCUCHAR EN UN TRIBUNAL, LA ORDEN DE ACEPTAR ESTA ATENUANTE PARA "REPARAR EL MAL CAUSADO”.

La ciudadanía está cada vez más empoderada de sus derechos. La seguridad ciudadana es un concepto que hoy se utiliza transversalmente en el mundo político para nombrar las aspiraciones y derechos de las personas para lograr, entre otros, penas justas ante los delitos de los cuales son víctimas.

Para los delitos contra la vida, asombran penas a veces muy bajas, ya que en virtud de la aplicación de atenuantes como la ya señalada, parece que los imputados con condenas seguras, “compran una rebaja de pena”. Pone dinero en la mesa, que la víctima puede encontrar incluso insuficiente.

Incluso, se da el caso de cantidades no muy altas para cualquier persona de clase media (un millón, un millón y medio por una vida), que se pueden conseguir incluso mediante avances de tarjetas del comercio bancaria o en el retail.

De hecho, nuestro Código ya establece expresamente que esta atenuante no se aplica respecto de ciertos delitos. Así, el artículo 450 bis dispone que “En el robo con violencia o intimidación en las personas no procederá la atenuante de responsabilidad penal contenida en el artículo 11, N° 7.

Asimismo, en el caso de los delitos de robo y hurto, el artículo 456 bis del miso Código señala que: “En estos delitos no podrá estimarse que concurre la circunstancia atenuante del número 7 del artículo 11 por la mera restitución a la víctima de la especies robadas o hurtadas y, en todo caso, el juez deberá considerar, especificada, la justificación del celo con que el delincuente ha obrado”.

Creernos en la necesidad de hacer inaplicable esta atenuante también ante determinados delitos graves. Por ejemplo, secuestros con homicidio, violación con homicidio, robos con homicidio, delitos de lesa humanidad, apremios con resultado de muerte, entre otros, que repugnan la más elemental conciencia de la propia humanidad y la de la víctima.

La vida, los derechos más valiosos, no tienen precio. No parece razonable que alguien pague por atenuar la pena. Pero por cierto, creemos que es necesario darle mayor poder a la víctima, o a sus deudos en caso de muerte, pues es claro que su situación se encuentra hoy desmejorada.

De acuerdo al inciso primero del artículo 108 del Código Procesal Penal: "Para los efectos de este Código, se considera víctima al ofendido por el delito.

En los delitos cuya consecuencia fuere la muerte del ofendido y en los casos en que éste no pudiere ejercer los derechos que en este Código se le otorgan, se considerará víctima:

a) al cónyuge y a los hijos;

b) a los ascendientes;

c) al con viviente;

d) a los hermanos, y

e) Al adoptado o adoptante”.

No hay un equilibrio de poderes en el proceso penal. Se dice que los querellantes son intervinientes, que tienen poder en el proceso, pero eso no es tan cierto, pues parecen más objetos que sujetos del proceso penal.

El mayor poder de la víctima debe hacerse carne en la facultad procesal de aceptar o no la reparación del mal causado como tal, a efectos de que el proceso sea no sólo mecanismo punitivo, sino realmente reparador de los males causados por el delito, entre los cuales considerarnos los siguientes:

I. El delito del artículo 433 del Código penal, que dispone:

“El culpable de robo con violencia o intimidación en las personas, sea que la violencia o la intimidación tenga lugar antes del robo para facilitar su ejecución, en el acto de cometerlo o después de cometido para favorecer su impunidad, será castigado:

1° Con presidio mayor en su grado medio a presidio perpetuo calificado cuando, con motivo u ocasión del robo, se cometiere, además, homicidio, violación o alguna de las lesiones comprendidas en los artículos 395, 396 y 397, N° 1°.

2° Con presidio mayor en su grado medio a máximo, cuando las víctimas fueren retenidas bajo rescate o por más de un día, o se cometieren lesiones de las que trata el N°2° del artículo 397”.

II. El delito del Inciso final del artículo 141 del Código Penal, que establece que:

“El que con motivo u ocasión del secuestro cometiere además homicidio, violación, violación sodomítica o algunas de las lesiones comprendidas en los artículos 395, 396 y 397 N° 1, en la persona del ofendido, será castigado con presidio mayor en su grado máximo a presidio perpetuo calificado.

El inciso final del artículo 142 dispone que en caso de la sustracción de un menor de 18 años: Si con motivo u ocasión de la sustracción se cometiere alguno de los delitos indicados en el inciso final del artículo anterior, se aplicará la pena que en él se señala”.

III. El inciso final del artículo 150 A del Código Penal, referido a los apremios ilegítimos, dispone que:

“Si de la realización de las conductas descritas en este artículo resultare alguna de las lesiones previstas en el artículo 397 o la muerte de la persona privada de libertad, siempre que el resultado fuere imputable a negligencia o imprudencia del empleado público, la pena será de presidio o reclusión mayor en su grado mínimo a medio y de inhabilitación absoluta perpetua".

IV. El delito del artículo 150 B para los cómplices de los apremios, que dispone:

“Al que, sin revestir la calidad de empleado público, participare en la comisión de los delitos sancionados en los dos artículos precedentes, se le impondrán las siguientes penas: (...)

3° Presidio o reclusión menor en su grado máximo a presidio o reclusión mayor en su grado mínimo, si se tratare de la figura del último inciso del artículo 150 A.

V. Los contenidos entre los artículos 361 A 372 TER, referidos a los delitos sexuales contra niños.

VI. El Artículo 372 bis, que dispone que “El que, con ocasión de violación, cometiere además homicidio en la persona de la víctima, será castigado con presidio perpetuo a presidio perpetuo calificado”.

VII. El delito del artículo 348, 351 y 352 del mismo Código, sobre abandono de menores, con resultado de lesiones graves o muerte.

VIII. El delito de homicidio calificado, del artículo 391 N° 1 del Código Penal, que supone alevosía, por premio o promesa remuneratoria, por medio de veneno, con ensañamiento, aumentando deliberada e inhumanamente el dolor al ofendido, o con premeditación conocida”.

IX. Los delitos de los artículos 411 a 411 octies del Código Penal, referido al tráfico de personas.

X. Los delitos de la Ley N° 20.357 que TIPIFICA CRÍMENES DE LESA HUMANIDAD Y GENOCIDIO Y CRÍMENES Y DELITOS DE GUERRA.

Por tanto, venimos en presentar el siguiente
Proyecto de ley
Agrégase el siguiente nuevo inciso segundo al artículo 11 del Código Penal:

“No se aplicará la atenuante del número 7 de este artículo a los delitos contemplados en los artículos 141, 150 A, 150 B, 361 A, 372 TER, 348, 351 y 352, 391 N° 1, 411 a 411 octies y 433 del Código Penal, así como a los delitos de la Ley N. 20.357 que TIPIFICA CRÍMENES DE LESA HUMANIDAD Y GENOCIDIO Y CRÍMENES Y DELITOS DE GUERRA, salvo que la víctima, entendida de acuerdo al artículo 108 del Código Procesal Penal, acepte tal reparación como suficiente”

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO, CON LA QUE DA INICIO AL PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE PRESCRIBE, EN LOS CASOS DE VACANCIA DEL CARGO DE DIPUTADO O SENADOR, LA REALIZACIÓN DE UNA ELECCIÓN COMPLEMENTARIA

(9214-07)

La ley es “una manifestación de la voluntad soberana”, una de las tantas, pues también lo es la sentencia judicial o la potestad reglamentaria del poder ejecutivo.

Connatural al Congreso Nacional es la generación de representantes de esa voluntad popular mediante elecciones “libres y justas”, como reza la Declaración de Derechos Humanos de Naciones Unidas.

Es del caso que en Chile ha habido siempre una crítica a la democracia representativa, pues han existido enclaves que de acuerdo a muchos ha impedido que el Congreso tenga tan alta característica. Entre ellos encontramos al sistema binominal, los quórums altos para leyes vitales para la plena eficacia e imperio de los derechos de las personas, un Tribunal Constitucional mayoritariamente masculino, cuya elección tiene fuertes dosis de “cuoteo político”, entre otras.

Uno de los anhelos más sentidos los antiguos fue contra la existencia de los “senadores designados”, eliminados por la reforma constitucional del año 2005, los cuales eran designados por el Poder judicial, Contraloría, las Fuerzas Armadas, el Ejecutivo, el Congreso, lo que garantizaba aún más que el voto en el Congreso no era representativo del pueblo, sino de la burocracia estatal.

No obstante su eliminación, hoy continuamos con senadores designados, no por esta burocracia estatal, sino por los partidos políticos. Creemos que su existencia atenta con igual o mayor medida contra una democracia verdadera. La salud del sistema democrático está en juego.

Todo viene de la reforma constitucional del año 2005, mediante la Ley N° 2.050. En virtud de esta reforma, el actual inciso tercero del artículo 51 de la Constitución Política de la República reza: “Las vacantes de diputados y las de senadores se proveerán con el ciudadano que señale el partido político al que pertenecía el parlamentario que produjo la vacante al momento de ser elegido”.

El artículo reemplazado correspondía al artículo 47 de la Constitución previa a la misma reforma, el cual disponía:

“Se entenderá que los diputados y senadores tienen por el solo ministerio de la ley, su residencia en la región correspondiente, mientras se encuentren en ejercicio de su cargo.

Las elecciones de diputados y de los senadores que corresponda elegir por votación directa se efectuarán conjuntamente. Los parlamentarios podrán ser reelegidos en sus cargos.

Las vacantes de diputados, y las de senadores elegidos por votación directa, que se produzcan en cualquier tiempo, se proveerán con el ciudadano que, habiendo integrado la lista electoral del parlamentario que cesó en el cargo, habría resultado elegido si a esa lista hubiere correspondido otro cargo. En caso de no ser aplicable la regla anterior y faltar más de dos años para el término del período del que hubiere cesado en el cargo, la vacante será proveída por la Cámara que corresponda, por mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio, de entre los incluidos en una terna propuesta por el partido a que perteneciere quién hubiere motivado la vacante.

El nuevo diputado o senador durará en sus funciones el término que le faltaba al que originó la vacante. Los parlamentarios elegidos como independientes que mantuvieren tal calidad a la fecha de producirse la vacante, no serán reemplazados, a menos que hubieren postulado integrando listas en conjunto con un partido político. En este último caso, se aplicará lo dispuesto en el inciso anterior.

En ningún caso procederán elecciones complementarias”
A nuestro juicio, el Congreso sigue dando una muy mala imagen a la ciudadanía Entendemos que cada Presidente es autónomo y actualmente tiene la potestad constitucional de “llamar” a figuras fuertes del Congreso nacional para “fortalecer” algún Ministerio cuando existe una crisis.

Lo hemos vivido en los últimos dos gobiernos. Cada vez que se requiere llenar un Ministerio débil, se puede llamar a un senador o diputado políticamente fuerte para que ocupe un cargo ministerial. Bien por el parlamentario, bien por el Ministerio, bien por el ejecutivo de turno, pero mal para el país.

El Congreso Nacional ve como parten los representantes ciudadanos a trabajar en el gobierno, la agenda, el talante, el programa y compromisos del parlamentario quedan interrumpidos o suspendidos, por no decir que quedan en cero, y el cupo parlamentario se ocupa, nada más, nada menos, por quien designe “por oficio” el partido político del parlamentario que deja el cargo vacante.

La ciudadanía ha debido presenciar este mecanismo bastante poco estético, incluso poco ético, lo que ha puesto a la institucionalidad bajo enormes críticas. A su vez, los vaivenes políticos han determinado que cada quien justifique estos movimientos en virtud las crisis políticas del momento. Cómo dice el viejo adagio “la necesidad tiene cara de hereje”
Creemos que estos “nuevos designados” deben desaparecer del panorama constitucional. Esto no le hace bien a la democracia. Tampoco creemos que debamos retroceder al panorama previo al año 2005, pues que ocupara el cargo vacante “quien integró la lista electoral del que asumió el cargo”, dio lugar a que el reemplazante a veces tuviera una votación increíblemente baja, por lo que el principio de representación popular nuevamente quedaba herido o en cuestión.

Creemos que el sistema más idóneo es que el cargo vacante sea ocupado por quien gane una nueva elección complementaria, organizada de acuerdo a lo que señale la ley respectiva. Las cosas se deshacen corno se hacen. Quien quiera llegar al Congreso, que no entre por la ventana, sino por el mecanismo usual, por la vía destinada al efecto.

Sólo así podremos decir que no existen parlamentarios “designados”, y que el parlamento es efectivamente representante de la voluntad popular, y no de los partidos políticos.

Por tanto, venirnos en presentar el siguiente:

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL

Artículo único. Reemplázase el inciso tercero del artículo 51 de la Constitución Política de la República por el siguiente: “Las vacantes de diputados y las de senadores se proveerán con una nueva elección complementaria, de acuerdo a lo que disponga la ley respectiva”.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO, CON LA QUE DA INICIO AL PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE MODIFICA EL INCISO PRIMERO DEL ARTÍCULO 119 DE LA CARTA FUNDAMENTAL PARA LIMITAR A TRES LO PERÍODOS CONSECUTIVOS EN QUE UN CIUDADANO PUEDE SER ELEGIDO COMO CONCEJAL

(9215-07)

Tal y como dispone el artículo 118 de la Constitución Política de la República, las Municipalidades son “corporaciones autónomas de derecho público, con personalidad jurídica y patrimonio propio, cuya finalidad es satisfacer las necesidades de la comunidad local y asegurar su participación en el progreso económico, social y cultural de la comuna”.

Como personas jurídicas de derecho público, gozan de autonomía constitucional, incluso presupuestaria. Existen asignaciones vía Ley de Presupuestos, pero además existe una Ley de Rentas Municipales que refuerza tal autonomía presupuestaria. 

Las Municipalidades manejan al día de hoy sectores tan importantes como salud y educación. Tienen  participación en los planos reguladores, emiten permisos de edificación, otorgan patentes comerciales, y otros poderes que en la práctica y en la norma, constituyen manifestaciones del Gobierno Local que ejercen de acuerdo a la norma fundamental.

De acuerdo al artículo 119 de la misma norma: 

“En cada municipalidad habrá un concejo integrado por concejales elegidos por sufragio universal en conformidad a la ley orgánica constitucional de municipalidades. Durarán cuatro años en sus cargos y podrán ser reelegidos. La misma ley determinará el número de concejales y la forma de elegir al alcalde”.

Es curioso que nuestra Constitución sólo entregue esta norma para el caso de los concejales pero no para los alcaldes, cuya posibilidad de reelección está regulada por Ley. El Reglamento del Senado impide que los senadores presentemos una reforma constitucional en conjunto con un proyecto de ley. Así que postulamos esta vez una reforma constitucional sólo para concejales. 

Esta reforma dice relación con la posibilidad de reelegirlos ilimitadamente. Todos sabemos los efectos que esto puede producir en el sistema democrático. A nivel local, las Municipalidades manejan tantas facultades que afectan directamente en la vida de las personas, e incluso algunas municipalidades tantos recursos, que este es un terreno fácil para generar caudillismos. 

Todos sabemos lo que ocurre cuando la ciudadanía denuncia “apernamientos” de autoridades. La elección democrática del cargo no elimina la crítica, toda vez que los partidos políticos a veces se ven tentados a imponer tales candidatos en la “parrilla electoral”, lo que resulta un incentivo a una reelección indefinida. 

La renovación de la política a nivel local nos mueve a apoyar alguna limitación pertinente, toda vez que de lo contrario, estaremos presentes ante verdaderos propietarios de cargos públicos de elección popular, lo que no es otra cosa que una grave perversión a nuestra democracia.

Por tanto, venimos en presentar el siguiente: 

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL

Artículo único.  Reemplázase en el artículo 119 de la Constitución Política de la República la fórmula “Durarán cuatro años en sus cargos y podrán ser reelegidos”, por la fórmula “Un ciudadano podrá ser electo concejal sólo por tres veces consecutivas. Cada período durará cuatro años”.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO, CON LA QUE DA INICIO AL PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE INCORPORA UN INCISO FINAL AL ARTÍCULO 48 DE LA CARTA CONSTITUCIONAL PARA LIMITAR A TRES LOS PERÍODOS CONSECUTIVOS EN QUE UN CIUDADANO PUEDE SER ELEGIDO COMO DIPUTADO

(9216-07)

El Congreso Nacional es quien teóricamente representa la “voluntad popular”. No obstante, hemos visto que existen enclaves que impiden que el Congreso tenga tan alta característica. Uno de ellos es el mentado sistema binominal, en contra del cual hay cada vez mayor acuerdo. Pero hay otros que no pueden pasar desapercibidos, y que atentan con igual o mayor medida contra una democracia verdadera.  La salud del sistema democrático está en juego.

Una de las perversiones de nuestra democracia es la eternización de ciertas figuras políticas. Sin el ánimo de polemizar con personas o autoridades en particular, parece aconsejable que existan mecanismos institucionales para evitar que ciertos cargos políticos sean monopolizados. 

Separar la función pública de quien la desempeña, es un imperativo democrático. Claramente existen atributos personales que permiten ser electo, así como atributos personales para realizar una labor eficazmente. Pero si no existe una sana distancia entre persona y cargo, como todo monopolio, la seguridad que provoca el mantener un cargo cautivo, es un desincentivo a la eficacia en el desempeño en la función pública. 

Las “barreras de entrada” que impiden que exista competencia y que refuerzan los monopolios, no se dan sólo en los mercados, sino que también en la política. Pero somos testigos de un silencio en nuestra Constitución, que desregula la posibilidad de relección de los diputados. 

Tal como señala el artículo 47 de la Constitución Política de la República: 

“La Cámara de Diputados está integrada por 120 miembros elegidos en votación directa por los distritos electorales que establezca la ley orgánica constitucional respectiva.

La Cámara de Diputados se renovará en su único totalidad cada cuatro años”.

Luego, el artículo 48 del mismo cuerpo legal dispone: 

“Para ser elegido diputado se requiere ser ciudadano con derecho a sufragio, tener cumplidos veintiún años de edad, haber cursado la enseñanza media o equivalente, y tener residencia en la región a que pertenezca el distrito electoral correspondiente durante un plazo no inferior a dos años, contado hacia atrás desde el día de la elección”.

Finalmente, el artículo 51 ordena:

“Se entenderá que los diputados tienen, por el solo ministerio de la ley, su residencia en la región correspondiente, mientras se encuentren en ejercicio de su cargo.

Las elecciones de diputados y de senadores se efectuarán conjuntamente. Los parlamentarios podrán ser reelegidos en sus cargos”.

Tal como en las relaciones económicas de mercado, las barreras de entrada y los monopolios generan distorsiones de mercado, que son corregidas por leyes anti monopolio, en lo político debemos reaccionar legislativamente.

La omisión de la norma fundamental parece asegurar la existencia de una supuesta “mano invisible” de Adam Smith, pero en lo político, como si espontáneamente quien detenta un cargo va a estar siempre disponible a abandonarlo en el momento preciso en favor de las “nuevas generaciones”. No ha sido así históricamente en Chile, y no parece que vaya a ser distinto si la misma Constitución no interviene.

Para los diputados, creemos que son suficientes tres periodos, límite razonable, y que permite que el candidato vuelva a cumplir la misma función, luego de uno no más periodos de receso.

La renovación de las figuras políticas así lo exige. Nadie es indispensable, y por el contrario, en una democracia todos somos necesarios y llamados a asumir una responsabilidad. 

Por tanto, venimos en presentar el siguiente: 

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL

Artículo único. Agrégase el siguiente nuevo inciso final al artículo 48 de la Constitución Política de la República: “Sin perjuicio de lo anterior, los diputados podrán ser electos sólo por tres períodos consecutivos”.

Elimínase del artículo 51 la fórmula “Los parlamentarios podrán ser reelegidos en sus cargos”.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO, CON LA QUE DA INICIO AL PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE INCORPORA UN INCISO FINAL AL ARTÍCULO 50 DE LA CARTA CONSTITUCIONAL PARA LIMITAR A DOS LOS PERÍODOS CONSECUTIVOS EN QUE UN CIUDADANO PUEDE SER ELEGIDO COMO SENADOR

(9217-07)

Estamos enfrentados como país al desafío de una Asamblea Constituyente, para lo cual se hace necesario desde el día de hoy a afirmar posiciones ante los defectos que presenta nuestra institucionalidad, particularmente en cuanto a la posibilidad de ser reelecto eternamente al cargo de senador. 

Quienes suscriben este proyecto saben bien que no es conveniente a su interés personal promover esta idea, pero sabemos bien que lo que debe motivar la labor parlamentaria es el bien del país, el bien común, más allá de los intereses personales. Esto es parte del estándar de probidad, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 8 de la misma Constitución. 

La probidad, la conducta honrada, honesta, libre de tacha o reparo ético o legal, no es sólo una conducta personal: requiere de dispositivos jurídicos que la alienten o le den vida. No todo puede quedar a la autorregulación de los partidos políticos o de la voluntad de los independientes. 

La política en Chile tiene la tendencia a generar caudillismos, vale decir, la concentración del poder político en ciertas figuras sin contrapeso, que pasan a dominar ciertos temas o territorios, como si fuera un monopolio personal. Luego viene el clientelismo, que implica una negociación de ayudas, prebendas o privilegios a cambio de apoyo político al caudillo. Quienes llevamos años en la función parlamentaria, quienes tenemos experiencia y un ánimo sincero por cambiar las cosas, comprobado por actos, y no sólo por palabras, podemos decir con libertad, que “de todo ha pasado por delante de nuestros ojos”.   

Respecto de los senadores, nuestra actual Constitución, reformada el año 2005, dispone en su artículo 49:

“El Senado se compone de miembros elegidos en votación directa por circunscripciones senatoriales, en consideración a las regiones del país, cada una de las cuales constituirá, a lo menos, una circunscripción.

La ley orgánica constitucional respectiva determinará el número de Senadores, las circunscripciones senatoriales y la forma de su elección.

Los senadores durarán ocho años en su cargo y se renovarán alternadamente cada cuatro años, en la forma que determine la ley orgánica constitucional respectiva”.

Luego, en el artículo 50, ordena: 

“Para ser elegido senador se requiere ser ciudadano con derecho a sufragio, haber cursado la enseñanza único media o equivalente y tener cumplidos treinta y cinco años de edad el día de la elección”.

Finalmente, en el artículo 51, la ley fundamental manda que: 

“Se entenderá que los diputados tienen, por el solo ministerio de la ley, su residencia en la región correspondiente, mientras se encuentren en ejercicio de su cargo.

Las elecciones de diputados y de senadores se efectuarán conjuntamente. Los parlamentarios podrán ser reelegidos en sus cargos”.

La figura del senador no puede ser la de un faraón, quien asume el cargo hasta el fin de sus días. No pueden haber cargos eternos, y no se puede negar que existen incentivos políticos poderosos para mantener ciertas figuras, más de las deseables, eternamente en algunos cargos. 

Respecto a esto los mecanismos jurídicos guardan un silencio a estas alturas cómplice. En Chile teneos la tendencia cultural colonial de apoyar el viejo adagio del “quien tiene, mantiene”. Ello no sólo respecto del electo, sino que a posteriori de sus descendientes. 

Muchos creen que siendo corregido el sistema binominal se podrán corregir estas distorsiones, pero no. El sistema electoral corregirá el sistema electoral, pero la tendencia popular a elegir a quien los partidos pongan en la “parrilla de candidatos”, pues toda institución, incluso aquellas amparadas en el silencio de la ley, en la costumbre institucional, arrastran una inercia, que la que queremos conjurar en este proyecto de reforma constitucional.

Nos referimos sólo al senado, para dividir estratégicamente los proyectos, y generar discusiones separadas, a efectos de no distorsionar el diálogo político entre ambas Cámaras. 

Por tanto, venimos en presentar el siguiente: 

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL

Artículo único. Agrégase el siguiente nuevo inciso final al artículo 50 de la Constitución Política de la República: “Sin perjuicio de lo anterior, los senadores podrán ser electos sólo por dos periodos consecutivos”.

Elimínase del artículo 51 la fórmula “Los parlamentarios podrán ser reelegidos en sus cargos”. 

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO, CON LA QUE DA INICIO AL PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE MODIFICA EL INCISO SEGUNDO DEL ARTÍCULO 113 DE LA CARTA FUNDAMENTAL PARA LIMITAR A TRES LOS PERÍODOS CONSECUTIVOS EN QUE UN CIUDADANO PUEDE SER ELEGIDO COMO CONSEJERO REGIONAL

(9218-07)

Como es sabido, el 28 de octubre de 2009, fue publicada en el Diario Oficial la “REFORMA CONSTITUCIONAL EN MATERIA DE GOBIERNO Y ADMINISTRACIÓN REGIONAL”, Ley N°20.390.

De acuerdo a la iniciativa presidencial que provocó esta reforma: “En cuanto a la configuración del Consejo Regional, el presente proyecto propone una reforma sustantiva, que consagra la elección popular mediante sufragio universal de los consejeros regionales, cuya generación hasta ahora le ha correspondido al cuerpo electoral conformado por los concejales municipales de cada provincia”.

El mensaje añade que “no obstante que la generación democrática indirecta de los representantes regionales fue, sin duda, un paso importante, no por ello es suficiente para garantizar la plena participación de la ciudadanía regional en la búsqueda del desarrollo de los territorios que la cobijan”; y que  “el origen ciudadano de estos representantes hará, por de pronto, más tangible y permanente su responsabilidad política, en orden a hacer realmente efectiva esa participación ciudadana, al constituirse en sus directos mandatarios, además de fortalecer la identidad regional y promover la constitución de actores locales”.

La reforma citada dio lugar en la Constitución al artículo 113, que reza en lo pertinente que “El consejo regional será un órgano de carácter normativo, resolutivo y fiscalizador, dentro del ámbito propio de competencia del gobierno regional, encargado de hacer efectiva la participación de la ciudadanía regional y ejercer las atribuciones que la ley orgánica constitucional respectiva le encomiende.

El consejo regional estará integrado por consejeros elegidos por sufragio universal en votación directa, de conformidad con la ley orgánica constitucional respectiva. Durarán cuatro años en sus cargos y podrán ser reelegidos. La misma ley establecerá la organización del consejo regional, determinará el número de consejeros que lo integrarán y su forma de reemplazo, cuidando siempre que tanto la población como el territorio de la región estén equitativamente representados”.

Como sabemos, la crítica a la eternización de autoridades de elección popular en los mismos cargos públicos ha sido muy criticada como uno de los vicios de nuestra democracia. 

En este sentido, vemos parlamentarios que mantienen su puesto, en constantes relecciones, sin límite alguno. La ausencia de mecanismos legales o constitucionales en este caso para evitar esta “faraonización” de la actividad parlamentaria. Hemos presentado iniciativas al respecto, para evitar esta distorsión a los mecanismos democráticos. 

En referencia al rol de los Consejeros Regionales y los parlamentarios, el Mensaje presidencial señala que “El sentido y finalidad de los diversos tipos de representación están claramente concebidos en nuestro ordenamiento jurídico-institucional. Por lo mismo, aun cuando ambos tipos de representantes comparten similar escenario territorial, les corresponde desarrollar diferentes roles institucionales, asumiéndose en consecuencia, que dichas representaciones no pueden sino ser complementarias en un esfuerzo común, cual es el pleno desarrollo de los habitantes y de los territorios que aquellos representan”.

De hecho, si revisamos la Ley N°20.678, que ESTABLECE LA ELECCIÓN DIRECTA DE LOS CONSEJEROS REGIONALES, que reforma la Ley N°19.175, Orgánica Constitucional Sobre Gobierno y Administración Regional, hace que algunos Consejeros Regionales tengan un territorio  competencial similar a los distritos para diputados, sin perjuicio de que sus funciones sean distintas. No obstante, la entidad de los presupuestos regionales que manejan, y las características de nuestra cultura política nacional, nos hace prever la posibilidad cierta de que se mantengan en sus cargos elección tras elección, igual que ocurre con diputados y senadores.

No podemos permitir que las nuevas instituciones, como la elección popular de Consejeros Regionales, sean arrojadas a las mismas perversiones que las antiguas. El ejercicio de la memoria no puede permitido para la historia pasada y vetado  para la reciente o inmediata. La frescura de los recuerdos es lo que motiva este proyecto.

¿Cómo pretendemos renovar la política si no corregimos los factores de fondo que la hacen repulsiva para la mitad del electorado? Maquillajes ha habido muchos, soluciones y reales terapias, pocas. 

Lo contrario es, como dijo Cristo, “poner vino nuevo en odres viejos”. 

Por tanto, venimos en presentar el siguiente: 

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL

Artículo único. Reemplázase en el inciso segundo del artículo 113 de la Constitución Política de la República, la fórmula “Durarán cuatro años en sus cargos y podrán ser reelegidos”, por la siguiente: “Durarán cuatro años en sus cargos y podrán ser electos sólo por tres periodos consecutivos”.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO, CON LA QUE DA INICIO AL PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE INCORPORA UN INCISO FINAL EN EL ARTÍCULO 48 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA CON EL FIN DE IMPEDIR A LOS CIUDADANOS QUE TENGAN, RESPECTO DE UN SENADOR, LA CALIDAD DE CÓNYUGE O DE PARIENTES POR CONSANGUINIDAD O POR AFINIDAD, EN LOS GRADOS QUE SEÑALA, SU ELECCIÓN COMO DIPUTADO POR DISTRITOS COMPRENDIDOS EN LA CIRCUNSCRIPCIÓN SENATORIAL CORRESPONDIENTE

(9219-07)

Chile es una República democrática. Postulamos a ser un Estado democrático de Derecho. No obstante, ello no evita, y por historia contamos con ciertos “enclaves autoritarios” que hemos venido corrigiendo a través del tiempo, y en otros sentidos, somos custodios o aún toleramos varias distorsiones a las instituciones democráticas.

Una de ellas es el hecho de que ciertas familias estén sobre representadas políticamente. Uno de los fenómenos más notorios es el siguiente: un senador es electo por 8 años, y en la siguiente elección de diputados, en un distrito ubicado dentro de su circunscripción, es electo como diputado su hijo o un familiar directo.

Ortiz, expone una definición jurídica y política del nepotismo: “práctica de redistribución del poder, consistente en asignarlo a personas, no en razón de sus méritos y cualificaciones, sino en virtud de las relaciones de parentesco, en donde los familiares de todos los grados son nombrados responsables de poder político, ocupando toda suerte de cargos públicos”.

Continúa señalando que una de las consecuencias es que “el nepotismo propicia un conflicto de intereses entre el personal y el general, por otro lado, restringe el acceso en condiciones de igualdad a las funciones públicas, dificulta que las entidades públicas puedan cumplir objetivamente con las funciones que le son encomendadas, pues se vela por el interés y bienestar de unos cuantos”.

Esta situación ha generado críticas, en virtud de las obvias distorsiones que provoca al sistema democrático, que peligra en ser manipulado por los intereses particulares de ciertas familias políticamente poderosas. Atrás quedaron los más terribles ejemplos de este fenómeno en la Europa Renacentista con los Borgia. Atrás quedaron los faraones y los reyes.

La democracia exige meritocracia, los derechos de sangre no dan propiedad de ciertos cargos, ni permiten la asignación de las candidaturas.

Tal como señala el artículo 47 de la Constitución Política de la República:

“La Cámara de Diputados está integrada por 120 miembros elegidos en votación directa por los distritos electorales que establezca la ley orgánica constitucional respectiva.

La Cámara de Diputados se renovará en su único totalidad cada cuatro años”.

Luego, el artículo 48 del mismo cuerpo legal dispone:

“Para ser elegido diputado se requiere ser ciudadano con derecho a sufragio, tener cumplidos veintiún años de edad, haber cursado la enseñanza media o equivalente, y tener residencia en la región a que pertenezca el distrito electoral correspondiente durante un plazo no inferior a dos años, contado hacia atrás desde el día de la elección”.

Sin perjuicio del actual silencio de la norma, podemos encontrar estándares orientadores en la legislación vigente para poder evitar el nepotismo en los mecanismos de determinación de quiénes serán los candidatos a un determinado cargo. 

Por ejemplo, de acuerdo al artículo 54 de la LEY Nº 18.575, ORGANICA CONSTITUCIONAL DE BASES GENERALES DE LA ADMINISTRACION DEL ESTADO:

“Sin perjuicio de las inhabilidades especiales que establezca la ley, no podrán ingresar a cargos en la Administración del Estado:   (…)

b) Las personas que tengan la calidad de cónyuge, hijos, adoptados o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive respecto de las autoridades y de los funcionarios directivos del organismo de la administración civil del Estado al que postulan, hasta el nivel de jefe de departamento o su equivalente, inclusive”.

Asimismo, el Artículo 12 de la Ley 19.880, que ESTABLECE BASES DE LOS PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS QUE RIGEN LOS ACTOS DE LOS ORGANOS DE LA ADMINISTRACION DEL ESTADO, ordena: 

“Principio de abstención. Las autoridades y los funcionarios de la Administración en quienes se den algunas de las circunstancias señaladas a continuación, se abstendrán de intervenir en el procedimiento y lo comunicarán a su superior inmediato, quien resolverá lo procedente.

Son motivos de abstención los siguientes: (…)

2. Tener parentesco de consanguinidad dentro del cuarto grado o de afinidad dentro del segundo, con cualquiera de los interesados, con los administradores de entidades o sociedades interesadas y también con los asesores, representantes legales o mandatarios que intervengan en el procedimiento, así como compartir despacho profesional o estar asociado con éstos para el asesoramiento, la representación o el mandato”.

Creemos firmemente que no es sano para nuestra democracia reforzar dinastías familiares vía representación ciudadana. Contar con familiares en un mismo territorio con cargos parlamentarios, parece más una representación de familias que representación ciudadana. 

Aceptar esta situación sería más bien tolerar una vulneración del principio de representación popular, y lo peligroso de que una familia tuviera una exagerada influencia política en el Senado y en la Cámara de Diputados. 

Las primarias legales no conjuran contra este fenómeno, pues son voluntarias, y donde un partido acepte realizarlas, es sabido que un senador tiene un gran poder político, tal que puede favorecer vía negociación política las votaciones partidarias para uno u otro candidato en su distrito. 

Por tanto, venimos en presentar el siguiente: 

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL

Artículo único. Agrégase al artículo 48 de la Constitución Política de la República, el siguiente nuevo inciso final:

“Sin perjuicio de lo anterior, no podrán ser elegidos diputados quienes tengan la calidad de cónyuge, hijo, adoptado o pariente hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive, del senador en ejercicio cuya circunscripción coincida con el distrito del respectivo candidato, salvo en el caso que el senador no repostule al cargo en la misma elección”.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO, CON LA QUE DA INICIO AL PROYECTO DE LEY QUE IMPIDE LA POSTULACIÓN AL CARGO DE CONCEJAL A QUIEN TENGA EL PARENTESCO QUE SEÑAL CON QUIEN ES ALCALDE EN LA MISMA COMUNA 

(9224-07)

De acuerdo al artículo 118 de la Constitución Política de la República, las Municipalidades son “corporaciones autónomas de derecho público, con personalidad jurídica y patrimonio propio, cuya finalidad es satisfacer las necesidades de la comunidad local y asegurar su participación en el progreso económico, social y cultural de la comuna”.

Las Municipalidades, en virtud de su autonomía presupuestaria, administran y tienen potestades públicas en ámbitos de la vida comunal como urbanización, comercio, higiene ambiental, salud y educación. 

De acuerdo al artículo 119 de la norma fundamental: 

“En cada municipalidad habrá un concejo integrado por concejales elegidos por sufragio universal en conformidad a la ley orgánica constitucional de municipalidades. Durarán cuatro años en sus cargos y podrán ser reelegidos. La misma ley determinará el número de concejales y la forma de elegir al alcalde”.

Ahora bien, los requisitos para ser electo concejal son legales y no constitucionales. De acuerdo al artículo 73 de la LEY Nº 18.695, ORGANICA CONSTITUCIONAL DE MUNICIPALIDADES: 

“Para ser elegido concejal se requiere: 

a) Ser ciudadano con derecho a sufragio;

b) Saber leer y escribir;

c) Tener residencia en la región a que pertenezca la respectiva comuna o agrupación de comunas, según corresponda, a lo menos durante los últimos dos años anteriores a la elección;

d) Tener su situación militar al día, y

e) No estar afecto a alguna de las inhabilidades que establece esta ley.

No podrá ser alcalde ni concejal el que tuviere dependencia de sustancias o drogas estupefacientes o sicotrópicas ilegales, a menos que justifique su consumo por un tratamiento médico”.

A nivel local, las Municipalidades manejan tantas facultades que afectan directamente en la vida de las personas, e incluso algunas municipalidades tantos recursos, que este es un terreno fácil para generar caudillismos. 

Hemos podido ver que algunas municipalidades han caído en cierto morbo, que no podemos callar: Donde un padre es alcalde, luego es electo un hijo concejal, o un hermano, o su cónyuge, u otro pariente cercano. 

Creemos que este es un factos que causa una grave distorsión a la democracia, pues una de las funciones de los concejales es fiscalizar la acción del alcalde. 

Tal como señala el artículo 79 de la Ley Orgánico constitucional de Municipalidades: “Al concejo le corresponderá: (…) d) Fiscalizar las actuaciones del alcalde y formularle las observaciones que le merezcan, las que deberán ser respondidas por escrito dentro del plazo máximo de quince días;”

Sin perjuicio de lo anterior, que plantea una grave contradicción de roles, tenemos el tema del nepotismo, muy ligado a la probidad. Un concejal cuyo padre o pariente es alcalde, tendrá un grave conflicto al momento de fiscalizarlo. Pero paralelamente, puede haber tentaciones de parte del alcalde de “instalar” a un hijo como concejal, imponiendo su candidatura, con el apoyo de la maquinaria e incluso los recursos municipales. 

Las primarias partidarias no conjuran esta posibilidad, pues un poderoso alcalde tiene más recursos y poderes para “negociar” las votaciones, lo que podría ocurrir respecto de cualquier candidato; no obstante, creemos que sería aberrante si ello ocurre en favor de un familiar.

Para Ortiz, las definiciones de nepotismo recalcan que es “una forma de corrupción política, una realidad que está presente en las sociedades actuales, y la cual supone siempre un abuso de poder por parte del gobernante y un desprecio a la dignidad de los órganos representativos y a la élite política, lo que se traduce en un desprecio del principio de imparcialidad en la distribución del poder que inspira y vertebra a la democracia”.

En nuestro ordenamiento jurídico vigente podemos encontrar estándares orientadores para poder evitar el nepotismo en los mecanismos de determinación de quiénes serán los candidatos a un determinado cargo. Por ejemplo, de acuerdo al artículo 54 de la LEY Nº 18.575, ORGANICA CONSTITUCIONAL DE BASES GENERALES DE LA ADMINISTRACION DEL ESTADO:

“Sin perjuicio de las inhabilidades especiales que establezca la ley, no podrán ingresar a cargos en la Administración del Estado:   (…)

b) Las personas que tengan la calidad de cónyuge, hijos, adoptados o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive respecto de las autoridades y de los funcionarios directivos del organismo de la administración civil del Estado al que postulan, hasta el nivel de jefe de departamento o su equivalente, inclusive”.

Creemos que es un grave peligro que este fenómeno prolifere. No es sano para nuestra democracia admitir como posibilidad que los alcaldes, que manejan grandes facultades y recursos, puedan contar con el apoyo de familiares en las concejalías. 

Los cargos son de elección popular y Chile es una república democrática, no una democracia familiar.

Por tanto, venimos en presentar el siguiente: 

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL

Artículo único. Agrégase en siguiente nuevo inciso final al artículo 73 de la LEY Nº 18.695, ORGANICA CONSTITUCIONAL DE MUNICIPALIDADES: 

“Tampoco podrá ser elegido concejal quien tengan la calidad de cónyuge, hijo, adoptado o pariente hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive, del alcalde en ejercicio de la misma comuna, salvo en el caso que este no repostule al cargo en la misma elección”.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO, CON LA QUE DA INICIO AL PROYECTO DE LEY QUE LIMITA A UN MÁXIMO DE DOS REELECCIONES CONSECUTIVAS LA PARTICIPACIÓN DE UN CANDIDATO A ALCALDE

(9225-07)

Los gobiernos locales en nuestro ordenamiento jurídico, están asignados a las municipalidades, definidas por el artículo Núm. 1 de la Ley Orgánica respectiva como “corporaciones autónomas de derecho público, con personalidad jurídica y patrimonio propio, cuya finalidad es satisfacer las necesidades de la comunidad local y asegurar su participación en el progreso económico, social y cultural de las respectivas comunas”.

La democracia nivel local carece en estos instantes de incentivos de renovación de las figuras políticas. De acuerdo a lo dispuesto por el artículo 57 del DFL N 1, que FIJA EL TEXTO REFUNDIDO, COORDINADO Y SISTEMATIZADO DE LA LEY Nº 18.695, ORGANICA CONSTITUCIONAL DE MUNICIPALIDADES:

 “El alcalde será elegido por sufragio universal, en votación conjunta y cédula separada de la de concejales, en conformidad con lo establecido en esta ley. Su mandato durará cuatro años y podrá  ser reelegido”.

La ausencia de incentivos o de garantías para renovar las figuras políticas, puede también ser un incentivo para el caudillismo político y el clientelismo como forma de corrupción, sea económica o como tráfico de influencias para lograr ciertas prebendas, favores, nombramientos o apoyos. Ello se ve reafirmado por los cuantiosos recursos que manejan las municipalidades, generalmente de enorme magnitud. Por ende, las posibilidades de que un alcalde se mantenga en el poder son tan altas como las que se producen en el Congreso Nacional.

Tal como señala Jaris Mujica Pujazon en su ensayo “RELACIONES CORRUPTAS: PODER, AUTORIDAD Y CORRUPCIÓN EN GOBIERNOS LOCALES”:

“La corrupción funciona de múltiples formas, no se limita a un modo unívoco de relación y no es exclusivamente económica. En el caso de los gobiernos locales, sustancialmente en el terreno municipal, en el que nos concentramos, los juegos de la corrupción son muy complejos, pues obedecen a intereses que fluctúan constantemente y a redes que se reagrupan y desarman con bastante velocidad. Lo que intentamos ahora es dar cuenta de algunas de las estrategias de corrupción que se utilizan en el terreno cotidiano del municipio, las que nos permitirán entrever una manera práctica de construir relaciones frente a lo político”.

Hemos sido testigos en nuestra historia constitucional de alcaldes que han sido reelectos indefinidamente por más de los periodos aconsejables para una sana democracia.

Muchos piensan que esto es manifestación del sistema electoral en que son electos los alcaldes, pero los estudios demuestran lo contrario. Tal como señala el estudio de Expansiva (2007), “Elecciones municipales y relección de alcaldes en Chile: 1992-2004”, de autoría de Patricio Navia y Kenneth Bunker: “Los cambios en la ley electoral no tuvieron efecto ni en el porcentaje de alcaldes que busca la reelección ni en el porcentaje de aquellos que lo logra”.

A nuestro juicio, el carácter vitalicio que asumen ciertos cargos públicos son una perversión de nuestra democracia, que cabe terminar, particularmente respecto de aquellos que son de elección popular. La tesitura cultural política chilena aún resiente criticables y poco modernas (por no decir antidemocráticas) costumbres políticas como el caudillismo local.

Si queremos tener una democracia sana, debemos eliminar incentivos como este. El que el espacio político sea local, no lo exime del estándar democrático. “Vox populi, vox dei”, el respeto a la voluntad soberana del pueblo, es un estándar máximo, pero no absoluto, más aún si no es el pueblo quien presenta la mayoría de los candidatos, sino sólo quien los elige. 

Las elecciones “justas y libres” que reclama y exige la legislación internacional se basan en garantías de justicia mínima. Entre ellas, la renovación de las autoridades, la sana rotación de quienes asumen cargos, implica imponer un máximo de periodos para el cargo de alcalde. 

Somos, o intentamos ser una República democrática, no una República con monarquías locales. 

Por tanto, venimos en presentar el siguiente: 

PROYECTO DE LEY

Artículo único.  Reemplázase en el artículo 57 del DFL N 1, que FIJA EL TEXTO REFUNDIDO, COORDINADO Y SISTEMATIZADO DE LA LEY Nº 18.695, ORGANICA CONSTITUCIONAL DE MUNICIPALIDADES, la fórmula “Su mandato durará cuatro años y podrá  ser reelegido”, por “Su mandato durará cuatro años y podrá  ser reelegido por un máximo de dos periodos consecutivos”:

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO, CON LA QUE DA INICIO AL PROYECTO DE LEY QUE IMPIDE LA POSTULACIÓN AL CARGO DE CONSEJERO REGIONAL A QUIEN TENGA EL PARENTESCO QUE SEÑAL CON QUIEN ES PARLAMENTARIO EN LA MISMA CIRCUNSCRIPCIÓN PROVINCIAL

(9226-07)

Como es sabido, el 28 de octubre de 2009, fue publicada en el Diario Oficial la “REFORMA CONSTITUCIONAL EN MATERIA DE GOBIERNO Y ADMINISTRACIÓN REGIONAL”, Ley N°20.390. 

La reforma citada dio lugar en la Constitución al artículo 113, que reza en lo pertinente que “El consejo regional será un órgano de carácter normativo, resolutivo y fiscalizador, dentro del ámbito propio de competencia del gobierno regional, encargado de hacer efectiva la participación de la ciudadanía regional y ejercer las atribuciones que la ley orgánica constitucional respectiva le encomiende.

El consejo regional estará integrado por consejeros elegidos por sufragio universal en votación directa, de conformidad con la ley orgánica constitucional respectiva. Durarán cuatro años en sus cargos y podrán ser reelegidos. La misma ley establecerá la organización del consejo regional, determinará el número de consejeros que lo integrarán y su forma de reemplazo, cuidando siempre que tanto la población como el territorio de la región estén equitativamente representados.”.

De acuerdo a la iniciativa presidencial que provocó esta reforma: “el origen ciudadano de estos representantes hará, por de pronto, más tangible y permanente su responsabilidad política, en orden a hacer realmente efectiva esa participación ciudadana, al constituirse en sus directos mandatarios, además de fortalecer la identidad regional y promover la constitución de actores locales”.

Por su parte, la LEY N°19.175, ORGANICA CONSTITUCIONAL SOBRE GOBIERNO Y ADMINISTRACION REGIONAL, dispone en su artículo 32.- “No podrán ser consejeros regionales:

a) Los senadores y diputados;

b) Los ministros de Estado, los subsecretarios, los intendentes, los gobernadores, los alcaldes, los concejales y los funcionarios públicos de la exclusiva confianza del Presidente de la República o del Intendente respectivo;

c) Los funcionarios de la Contraloría General de la República y los miembros del Consejo del Banco Central;

d) Los miembros del Poder Judicial, los fiscales del Ministerio Público y los miembros del Tribunal Constitucional, del Tribunal Calificador de Elecciones y de los Tribunales Electorales Regionales, y los miembros de las Fuerzas Armadas, Carabineros e Investigaciones, y

e) Las personas que tengan vigente o suscriban, por sí o por terceros, contratos o cauciones ascendentes a doscientas unidades tributarias mensuales o más, con el respectivo gobierno regional. Tampoco podrán serlo quienes tengan litigios pendientes con el gobierno regional, a menos que se refieran al ejercicio de derechos propios, de su cónyuge, hijos, adoptados o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive.

Igual prohibición regirá respecto de los directores, administradores, representantes y socios titulares del diez por ciento o más de los derechos de cualquier clase de sociedad, cuando ésta tenga contratos o cauciones vigentes ascendentes a doscientas unidades tributarias mensuales o más, o litigios pendientes, con el gobierno regional.

Tampoco podrán ser consejeros regionales las personas que se hallen condenadas por crimen o simple delito”.

Como sabemos, la eternización de autoridades de elección popular en los mismos cargos públicos ha sido muy criticada como uno de los vicios de nuestra democracia. Ahora bien, el peligro de que esta eternización conlleve a que la influencia del senador o del diputado pueda imponer un candidato a Consejero Regional es bastante cierta. Recordemos que para Consejeros Regionales no hay primarias, y que estas son “voluntarias”.

En referencia al rol de los Consejeros Regionales y los parlamentarios, el Mensaje presidencial señala que “El sentido y finalidad de los diversos tipos de representación están claramente concebidos en nuestro ordenamiento jurídico-institucional. Por lo mismo, aun cuando ambos tipos de representantes comparten similar escenario territorial, les corresponde desarrollar diferentes roles institucionales, asumiéndose en consecuencia, que dichas representaciones no pueden sino ser complementarias en un esfuerzo común, cual es el pleno desarrollo de los habitantes y de los territorios que aquellos representan”.

De hecho, si revisamos la Ley N°20.678, que ESTABLECE LA ELECCIÓN DIRECTA DE LOS CONSEJEROS REGIONALES, que reforma la Ley N° 19.175, Orgánica Constitucional Sobre Gobierno y Administración Regional, hace que algunos Consejeros Regionales tengan un territorio  competencial similar a los distritos para diputados, sin perjuicio de que sus funciones sean distintas.

Como este era un diseño institucional previsto, el inciso final del artículo 113 ya mencionado, ordena: “Los Senadores y Diputados que representen a las circunscripciones y distritos de la región podrán, cuando lo estimen conveniente, asistir a las sesiones del consejo regional y tomar parte en sus debates, sin derecho a voto”.

Sin perjuicio de ello, todo tiene un límite. Nos parece intolerable que la influencia del senador o diputado pueda imponer un pariente como candidato a Consejero regional. 

De acuerdo a Yaneth Ortiz, de la Universidad de Salamanca, “la significación original de nepotismo proviene de nepote, del italiano nipote, que significa sobrino. Carocci lo define, aplicando e término a la actualidad, como el favorecimiento a los parientes o amigos con el fin de hacerles obtener cargos, prebendas, puestos. Señala que, hoy en día, el nepotismo designa, genéricamente una forma de corrupción aplicable a cualquier personaje dotado de influencia y poder”

Sin perjuicio del actual silencio de la norma, podemos encontrar estándares orientadores en la legislación vigente para poder evitar el nepotismo en los mecanismos de determinación de quiénes serán los candidatos a un determinado cargo.

Por ejemplo, de acuerdo al artículo 54 de la LEY Nº18.575, ORGANICA CONSTITUCIONAL DE BASES GENERALES DE LA ADMINISTRACION DEL ESTADO:

“Sin perjuicio de las inhabilidades especiales que establezca la ley, no podrán ingresar a cargos en la Administración del Estado: (…)

b) Las personas que tengan la calidad de cónyuge, hijos, adoptados o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive respecto de las autoridades y de los funcionarios directivos del organismo de la administración civil del Estado al que postulan, hasta el nivel de jefe de departamento o su equivalente, inclusive”.

Asimismo, el Artículo 12 de la Ley N°19.880, que ESTABLECE BASES DE LOS PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS QUE RIGEN LOS ACTOS DE LOS ORGANOS DE LA ADMINISTRACION DEL ESTADO, ordena: 

“Principio de abstención. Las autoridades y los funcionarios de la Administración en quienes se den algunas de las circunstancias señaladas a continuación, se abstendrán de intervenir en el procedimiento y lo comunicarán a su superior inmediato, quien resolverá lo procedente.

Son motivos de abstención los siguientes: (…)

2. Tener parentesco de consanguinidad dentro del cuarto grado o de afinidad dentro del segundo, con cualquiera de los interesados, con los administradores de entidades o sociedades interesadas y también con los asesores, representantes legales o mandatarios que intervengan en el procedimiento, así como compartir despacho profesional o estar asociado con éstos para el asesoramiento, la representación o el mandato”.

En vista de lo anterior, creemos que es una pésima señal para la democracia que proliferen candidatos a consejeros regionales que sean parientes de diputados o senadores en ejercicio en el mismo distrito o circunscripción. No es estético. Tampoco parece ser ético. Y la tentación es grande.

Por tanto, venimos en presentar el siguiente: 

PROYECTO DE LEY

Artículo único.  Agrégase al artículo 32 de la LEY N° 19.175, ORGANICA CONSTITUCIONAL SOBRE GOBIERNO Y ADMINISTRACION REGIONAL, el siguiente nuevo inciso final: 

“Igual prohibición regirá sobre quienes tengan la calidad de cónyuge, hijos, adoptados o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive, del diputado o senador en ejercicio cuyo distrito o circunscripción coincida con la circunscripción provincial respectiva, salvo en el caso que el parlamentario no repostule al cargo en la misma elección”.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO, CON LA QUE DA INICIO AL PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL, QUE PROHÍBE DEROGAR O SUSPENDER LOS DERECHOS LABORALES Y PREVISIONALES DE LOS FUNCIONARIOS PÚBLICOS

(9206-13)

Como es sabido, la denominada Ley del 80/20, que es un derecho incluido y reconocido por el Estatuto Administrativo a todos los empleados públicos, garantiza el derecho de los trabajadores públicos a un empleo estable.

De acuerdo al inciso segundo del artículo 10 del Estatuto Administrativo, Ley 18.834: “El número de funcionarios a contrata de una institución no podrá exceder de una cantidad equivalente al veinte por ciento del total de los cargos de la planta de personal de ésta”.

La norma citada garantiza la estabilidad laboral de los empleados públicos, pues los empleados “a contrata” tienen contratos anuales, que vencen automáticamente cada 31 de diciembre, por lo que son despedidos sin expresión de causa, salvo prórroga decidida por su jefatura.

Teniendo un límite de contratas, los demás funcionarios son de planta, es decir, tienen trabajo estable. No obstante, hay servicios públicos con más de un 90% de trabajadores que son a contrata. No cuesta imaginar la desesperación cada diciembre de estos trabajadores, algunos llevan más de 15 años a contrata, con el alma pendiendo de un hilo cada fin de año. 
Muchos empleados públicos creen que la Ley del 80/0 es vigente pero incumplida por los servicios públicos. Incluso esto ha motivado denuncias y solicitudes de investigación en Contraloría General de la República. Se alega en ellas una vulneración general del ejecutivo en la conformación de las plantas funcionarias, irrespetando una norma con vigencia y fuerza normativa actual, pero sin eficacia práctica.

No obstante, año a año en el Congreso votamos un paquete de leyes presentadas por el ejecutivo, en la Ley de Presupuesto, y que el año pasado alcanzó a las 730 páginas en total. En esa ley, en cada servicio público, aparece una glosa que dice “No regirá la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 de la Ley N° 18.834, respecto de los empleos a contrata incluidos en la dotación”.

Es decir, el derecho a la estabilidad laboral de los trabajadores públicos, se elimina por el lapso de un año en la Ley de Presupuesto. Dicho de otra manera, el ejecutivo y el Congreso han estado desactivando año a año la Ley 80-20, la garantía de la estabilidad laboral para los empleados públicos.

En la Ley de Presupuesto tramitada este 3013 para aplicarse durante todo el 2014, encontrarnos esta glosa mutiladora de la Ley del 80-20 en muchos servicios, solo por dar ejemplos, en la Subsecretaría de Prevención del Delito, todos los Gobiernos Regionales, todo el Ministerio de Economía (lo que. incluye Sernapes.ca, Sernac, entre otros), DIRECON, todo el Ministerio de Educación, algunos capítulos del Ministerio de Obras Públicas, todo el Ministerio de Agricultura, todo el Ministerio de Salud, todo el Ministerio de Vivienda, la CONADI, Gendarmería de Chile, Gendarmería de Chile, todo el Ministerio de Energía, Servicio Nacional de la Mujer, el Servel, todo el Ministerio de Hacienda, que incluye la Dirección de Presupuestos, el Servicio de Impuestos Internos, el Servicio Nacional de Aduanas, Tesorería, Dirección de Compras y Contratación Pública, Superintendencia de Valores y Seguros, Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y Dirección Nacional del Servicio Civil; Sence, el Registro Civil, paradojalmente la Dirección el Trabajo, hasta la Agencia Nacional de Inteligencia.

Es decir, en estos servicios clave, hay maltrato institucional, inestabilidad laboral, incertidumbre, inseguridad, despidos intempestivos, y un largo etcétera para miles de funcionarios en virtud de esta verdadera mutilación de la garantía de estabilidad laboral para los funcionarios públicos.

A nuestro juicio, esto no puede continuar sucediendo, pues el Congreso se hace cómplice del. Sufrimiento y de la precariedad laboral de miles de profesionales chilenos, que son desvinculados sin explicación alguna, ni indemnización, ni nada.

Paralelamente, esta práctica es peligrosísima, pues en el futuro, si la Ley de Presupuesto, como ley simple, puede desactivar otra ley simple -bajo el principio jurídico de que ley posterior prima sobre la ley anterior, o que ley especial prima sobre ley general, o en virtud de la técnica de la derogación temporal expresa- entonces nada impediría la derogación de otros derechos legales funcionarios, sea en el Estatuto Administrativo o en otras leyes sobre derechos funcionarios, tales como el derecho al pago de horas extraordinarias, asignaciones especiales, garantías del debido proceso en la desvinculación de la relación funcionaria (sumario e investigación sumaría), entre otros.

El principio es claro, las conquistas sociales no pueden desactivarse por ley, menos la ley de presupuesto.

Por tanto, venimos en presentar el siguiente:

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL

Artículo único. Agrégase el siguiente nuevo inciso final al artículo 67 de la Constitución Política de la República:

“Con todo, la Ley de Presupuestos no podrá derogar ni suspender los derechos y garantías legales laborales ni previsionales de los funcionarios públicos”.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DEL SENADOR SEÑOR CHAHUÁN, CON EL QUE SOLICITA A SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA HAGA PRESENTE LA URGENCIA PARA EL DESPACHO DEL PROYECTO DE LEY BOLETÍN N° 3849-04, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL EN LA CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE CONFIERE EL CARÁCTER DE TÍTULO PROFESIONAL UNIVERSITARIO A LAS CARRERAS DE KINESIOLOGÍA, FONOAUDIOLOGÍA, ENFERMERÍA, OBSTETRICIA Y PUERICULTURA, NUTRICIÓN Y DIETÉTICA, TECNOLOGÍA MÉDICA Y TERAPIA OCUPACIONAL

(S 1627-12)

Considerando:

1°.- Que con fecha 20 de abril de 2005, ingresó en esta Corporación una moción de ley patrocinada por la ex Senadora Evelyn Matthei y el Senador Alberto Espina, en virtud de la cual se propuso modificar el artículo 52 de la ley N° 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, con la finalidad de incorporar las carreras de Kinesiología, Fonoaudiología, Enfermería, Obstetricia y Puericultura, Nutrición y Dietética, Tecnología Médica y Terapia Ocupacional a la lista de títulos profesionales que requieren de licenciatura previa para su otorgamiento.

2°.- Que este proyecto de ley, al cual se le asignó el Boletín N° 3849-04, fue aprobado en general y en particular el 13 de diciembre de 2005, siendo enviado a la Cámara de Diputados para su segundo trámite constitucional.

3°.- Que en la referida Cámara, la moción fue aprobada en general, el 2 de septiembre de 2009, disponiéndose efectuar la discusión de las indicaciones presentadas en la Sala.

4°.- Que no obstante ello, desde esa fecha, la Comisión de Educación no se ha abocado a dicho debate, de modo que el mencionado proyecto de ley no ha avanzado mayormente.

5°.- Que dada la importancia que la modificación legal propuesta reviste para una óptima atención profesional de salud de pacientes y usuarios, se hace necesario que se aplique urgencia a la citada moción.

En mérito a lo expuesto,

EL SENADO DE LA REPÚBLICA ACUERDA:

Solicitar a S.E., el Presidente de la República, se sirva aplicar urgencia, en conformidad a lo previsto en el artículo 74 de la Constitución Política de la República, al proyecto de ley en virtud del cual se modifica el artículo 52 de la ley N° 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, con la finalidad de incorporar las carreras de Kinesiología, Fonoaudiología, Enfermería, Obstetricia y Puericultura, Nutrición y Dietética, Tecnología Médica y Terapia Ocupacional a la lista de títulos profesionales que requieren de licenciatura previa para su otorgamiento (Boletín N° 3.849-04), el que se encuentra radicado desde el mes de septiembre de 2009, en la Comisión de Educación de la Cámara de Diputados.
(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador. 
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL, RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE INCORPORA A LOS FUNCIONARIOS JUDICIALES A LA LEY N° 19.296

(6721-07)
HONORABLE SENADO:
La Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de presentar su segundo informe respecto del proyecto de ley de la referencia, cuya tramitación se inició el año 2009 por Moción de los Diputados señores Pedro Araya Guerrero, Gabriel Ascencio Mansilla, Jorge Burgos Varela, Alberto Cardemil Herrera, Marcelo Díaz Díaz y Felipe Harboe Bascuñán y de los ex Diputados señora Laura Soto González y señor Eugenio Tuma Zedan.
- Se hace presente que esta iniciativa fue aprobada en general en sesión de 19 de noviembre de 2013.
A la sesión en que la Comisión consideró en particular esta iniciativa de ley asistieron, además de sus integrantes y especialmente invitados, los representantes de la Asociación Nacional de Empleados del Poder Judicial (ANEJUD), el Presidente Nacional, señor Raúl Araya Castillo, el Vicepresidente Nacional, señor Benjamín Ahumada Díaz, el Segundo Vicepresidente Nacional, señor Guillermo Quiroz Manzo y la Directora Nacional, señora Iris Urzúa Urzúa; los representantes de la Asociación Nacional de Magistrados del Poder Judicial de Chile, la Directora Nacional, señora Nancy Bluck Bahamondes, el Director Nacional, señor Leopoldo Llanos Sagristá y el Jefe de Gabinete, señor Javier Vera Sembler.
Concurrieron, además, la abogada de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Paola Álvarez; el asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río; el asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Luis Fernando Sánchez; la asesora de la Senadora Rincón, señora Labibe Yumha; los asesores del Senador García Ruminot, señores Rodrigo Fuentes y Felipe Massardo y el Coordinador Legislativo del Instituto Igualdad, señor Gabriel de la Fuente.
- El Senador señor Eugenio Tuma Zedan, como uno de los autores del proyecto de ley, participó en la sesión dedicada a su estudio en particular.
-------
Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:
1.-
Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: números 1, 2 y 3 del artículo único y el artículo transitorio.
2.-
Indicaciones aprobadas sin modificaciones: número 1.
3.-
Indicaciones aprobadas con modificaciones: 
4.-
Indicaciones rechazadas:
5.-
Indicaciones retiradas:
6.-
Indicaciones declaradas inadmisibles: 
-------
DISCUSIÓN EN PARTICULAR
TEXTO APROBADO EN GENERAL POR EL SENADO
 
Cabe dejar constancia que el texto aprobado en general por el Senado está estructurado en un artículo único, con cuatro numerales y un artículo transitorio. El artículo único modifica 4 artículos de la ley N° 19.296.

El número 1 del artículo único intercala un inciso segundo nuevo al artículo 1° para hacer aplicable la ley N° 19.296 a los miembros del Poder Judicial en ejercicio o jubilados.

El número 2 del artículo único agrega un inciso final al artículo 7°, con el objeto de restar a las asociaciones de funcionarios del Poder Judicial la finalidad de hacer presente cualquier incumplimiento del Estatuto Administrativo y la finalidad de deducir ante la Contraloría General de la República el recurso de reclamación establecido en dicho Estatuto, cuerpo legal que no tiene aplicación en el caso de los funcionarios judiciales.

El número 3 del artículo único intercala un inciso tercero nuevo en el artículo 25 de la ley N° 19.296, con la finalidad de establecer que la ratificación de la Contraloría –a propósito de la medida disciplinaria de destitución- no será aplicable a los funcionarios judiciales.

El número 4 del artículo único agrega un inciso final al artículo 31, con el propósito de regular los permisos de los directores de las asociaciones de funcionarios del Poder Judicial en conformidad al auto acordado que al efecto dicte la Corte Suprema.

Finalmente, el artículo transitorio dispone un plazo de dos años desde la publicación de la ley para adecuar los estatutos de las asociaciones de trabajadores del Poder Judicial al régimen jurídico de la ley N° 19.296.
-------
AUDIENCIAS
La Comisión resolvió escuchar, en forma previa al tratamiento de la indicación formulada, la opinión de los representantes de la Asociación Nacional de Empleados del Poder Judicial y de la Asociación Nacional de Magistrados del Poder Judicial.
ASOCIACION NACIONAL DE EMPLEADOS DEL PODER JUDICIAL

El Presidente Nacional de la Asociación Nacional de Empleados del Poder Judicial, señor Raúl Araya Castillo, dio cuenta ante la Comisión de las observaciones de dicha entidad respecto del proyecto de ley en estudio.

En primer lugar, afirmó que, actualmente, el régimen laboral aplicable a los funcionarios del Poder Judicial depende, en gran medida, de las decisiones que
adopta la Corte Suprema mediante auto acordados -como manifestación de las facultades económicas que el ordenamiento jurídico le concede para una mejor y más pronta administración de justicia-, accediendo, por regla general, a los requerimientos de los funcionarios del sector.

Sin embargo, aseveró que existen una serie de materias que carecen de regulación legal -tales como el fuero gremial aplicable a los dirigentes de las respectivas asociaciones o los permisos aplicables en su caso-, lo que constituye una situación discriminatoria si se compara con el régimen correspondiente a la generalidad de los funcionarios de la administración del Estado.

En esa misma línea, abogó por establecer, mediante la aprobación de la iniciativa de ley en análisis, ciertos parámetros mínimos que garanticen el reconocimiento de ciertas prerrogativas en favor de los funcionarios, sin perjuicio de la facultad de la Corte Suprema para regular, mediante auto acordados, la forma y el modo en que éstos se hacen efectivos.

Asimismo, afirmó que la necesidad de proteger el ejercicio de tales derechos deriva de la naturaleza de las funciones que desarrollan los dirigentes gremiales del sector, sobre todo considerando que éstas se ejercen simultáneamente con las labores propias de su labor ministerial o administrativa.

ASOCIACIÓN NACIONAL DE MAGISTRADOS

El Director Nacional de la Asociación Nacional de Magistrados, señor Leopoldo Llanos Sagristá, expuso ante la Comisión sus observaciones respecto de la iniciativa legal en análisis.

En primer lugar, afirmó que la propuesta legislativa no contiene disposiciones que afecten la organización y atribuciones de los tribunales de justicia. De ello se deriva, añadió, que no resultaba necesario considerar la opinión de la Corte Suprema sobre el particular, atendiendo el tenor de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 77 de la Constitución Política de la República.

Con todo, detalló que, durante la tramitación de la iniciativa en su primer trámite constitucional, la Corte Suprema la informó favorablemente, sin perjuicio de las prevenciones que manifestó en relación al régimen de permisos, fuero de los dirigentes gremiales y sistema de calificaciones anuales aplicables en su caso.

En ese contexto, aseveró que la Asociación Nacional de Magistrados no se opone a que la fijación de los permisos que corresponde a los funcionarios del sector sea aplicable mediante auto acordados dictados por la Corte Suprema. 

Asimismo, enfatizó que debe garantizarse la independencia de los dirigentes gremiales frente a las eventuales presiones que pudieren sufrir por parte de sus superiores jerárquicos, lo que puede ser cautelado mediante el sistema de fuero que contiene la iniciativa.

Por otra parte, manifestó que la situación funcionaria de los magistrados deriva del principio de inamovilidad que, a su respecto, consagra el artículo 80 de la Constitución Política de la República, que establece que éstos no pueden ser removidos de sus cargos arbitrariamente. En ese sentido, detalló que la iniciativa contiene la imposibilidad de que la Contraloría General de la República deba ratificar la medida disciplinaria de destitución, toda vez que, tratándose de los magistrados, éstos cumplen sus labores en un órgano constitucional independiente.

Seguidamente, manifestó su conformidad con la disposición que establece que los funcionarios que ocupan cargos de representación gremial no serán objeto del sistema de calificación anual, salvo que expresamente lo solicitare el dirigente. Dicha disposición, detalló, evita que el sistema de calificación pueda ser aplicado arbitrariamente a raíz de las labores gremiales que éstos desarrollan, lo que, en definitiva, limita indebidamente el ejercicio de las funciones propias de su cargo.





A continuación, la Directora Nacional de la Asociación Nacional de Magistrados del Poder Judicial, señora Nancy Bluck Bahamondes, destacó la incongruencia que existe entre los dos informes que ha evacuado la Corte Suprema durante la tramitación legislativa del proyecto y señaló que en una primera oportunidad, lo informó favorablemente, pero en una segunda consulta opinó en forma negativa, por lo que –indicó- resulta lógico indagar sobre lo que ocurrió, resultando que nada había cambiado, sino que curiosamente se habían acogido dos de los reparos de la Corte Suprema.





Añadió que la postura negativa de la Corte Suprema sobre el régimen de calificaciones contenido en el artículo 25 de la ley N° 19.296, que sustrae a los dirigentes de las asociaciones gremiales de dicho régimen, tiene como único fundamento el que introduciría una discriminación entre los jueces que son dirigentes gremiales y el resto de los jueces, argumento que en el parecer de la Asociación es bastante débil, ya que en Chile sólo está prohibido establecer diferencias arbitrarias, situación que no ocurre en el caso de los trabajadores del Poder Judicial, porque el objetivo último es que los dirigentes de las asociaciones gremiales, sobre todo en una institución tan jerarquizada como es el Poder Judicial, puedan realizar las actividades que le son propias con entera libertad y sin el temor de represalias por dicho accionar gremial.





Hizo presente la absoluta necesidad que tienen los jueces de contar con el ropaje protector que les otorgaría la ley N° 19.296, justamente por las dos características que son consustanciales al Poder Judicial, esto es, el evidente sistema jerarquizado que existe al interior de la judicatura y la más absoluta concentración de funciones en la Corte Suprema y en las Cortes de Apelaciones que se dedican no solamente al tema jurisdiccional, sino que también califican y disciplinan a los magistrados.





La Directora de la Asociación Nacional de Magistrados, señora Nancy Bluck Bahamondes, remarcó que dichas dos características pueden transformar el derecho de asociación consagrado en el N° 15 del artículo 19 de la Constitución Política en una ilusión y, además, pueden originar consecuencias negativas para las personas que se dedican a ejercer como dirigentes gremiales, por ejemplo, en el caso de las calificaciones.





Informó que el actual sistema de calificaciones en el Poder Judicial se sustenta sobre la determinación de una nota 6,5 como promedio, encontrándose la gran mayoría de los jueces en lista sobresaliente. Por ello, si el superior jerárquico quiere rebajar esa calificación le basta como fundamento introducir una frase –establecida como uso común- que dice “El funcionario ha tenido un desempeño inferior al promedio”. En consecuencia, detrás de las calificaciones, se pueden ocultar todo tipo de situaciones subjetivas y si eso es aplicable a los jueces en general, con mayor razón resulta peligroso tratándose de aquellos que se dedican a las actividades de dirigencia gremial.





Con este ejemplo, aseveró, se demuestra con qué facilidad se puede llegar a afectar la actividad de dirigencia gremial, mediante estos sistemas de presión, realidad que la Asociación pretende evitar con la aplicación de la ley N° 19.296. En definitiva, puntualizó, la pregunta que surge es si la opinión de la Corte Suprema se convierte en una discusión jurídica, lo que –opinó- ciertamente no lo es, porque si se habla en lenguaje jurídico el mandato último está reflejado en el número 15 del artículo 19 de la Carta Fundamental que reconoce a todos los ciudadanos, en los que se incluyen los jueces y los funcionarios del Poder Judicial, el derecho de asociarse sin permiso previo. Por lo tanto, precisó, si se habla con lenguaje jurídico es el lenguaje de los derechos fundamentales, esto es, de los derechos humanos y, en consecuencia, los jueces reclaman a su respecto la integración absoluta del derecho de asociación por medio de la incorporación de todos los trabajadores del Poder Judicial a la ley N° 19.296.





La Directora Nacional de la Asociación Nacional de Magistrados del Poder Judicial, señora Nancy Bluck, indicó que la finalidad de la entidad que representa es contribuir a mejorar las condiciones laborales y de vida de sus asociados en conjunto con el mejoramiento de la administración de justicia. Este último anhelo se cumpliría participando con libertad y siempre con transparencia, ya que la Asociación no tiene agendas ocultas.





Retomando la idea de que no se trata de una discusión jurídica, opinó que la cuestión manifestada por la Corte Suprema refleja un ejercicio de poderes, que quiere continuar concentrando el más alto Tribunal contra la opinión de los todos los sectores académicos, porque –precisó- no hay dos voces en la academia en orden a que las facultades de la Corte Suprema no solo no han de seguir aumentando, sino que deben ser restringidas para que el Máximo Tribunal se dedique a aquello que le es propio y que es la tarea jurisdiccional que forma parte de su esencia.





Añadió que en la medida que los dirigentes están actualmente desprotegidos, el derecho de asociación se hace ilusorio y aquella garantía fundamental que asegura la Constitución Política se transforma en una expectativa que sucumbe fácilmente frente a cualquier intervención.





La Directora Nacional de la Asociación Nacional de Magistrados del Poder Judicial, señora Nancy Bluck Bahamondes puso término a sus palabras precisando que la entidad que representa quiere ser parte del proceso democrático del país y del diálogo social, porque respecto del sector justicia tienen opiniones que deben ser escuchadas, requiriendo la libertad para ello sin temor a ningún tipo de represalias en la estructura jerárquica que les es aplicable. Resaltó que desde el año 2009 se encuentran esperando el despacho de esta iniciativa que hará efectivo el derecho de asociación de los jueces y funcionarios del Poder Judicial.

CONSULTAS





El Senador señor García Ruminot respecto de la eventual dificultad que podría producirse entre el texto del artículo 31 de la ley N° 19.296, referido a los permisos de los dirigentes y el inciso que se está proponiendo agregar que sujeta dicho tema a un auto acordado de la Corte Suprema, consultó a los dirigentes invitados la opinión que les merece la indicación número 1, de su autoría, que establece el marco de referencia al que debe sujetarse el mencionado auto acordado, constituido por los incisos primero a tercero del artículo 31.





El Senador señor García Ruminot expresó que el auto acordado solamente debe reglamentar el otorgamiento de los permisos, conforme al mandato de la ley N° 19.296, de manera que la Corte Suprema, por ejemplo, no podría disminuir las horas de extensión de los mismos.





Al respecto, el Presidente Nacional de la Asociación Nacional de Empleados del Poder Judicial, señor Raúl Araya Castillo, manifestó su coincidencia con la indicación formulada, señalando que la experiencia práctica del uso de los permisos ha dependido de la buena predisposición y buena voluntad de la Corte Suprema, tal es así que el Presidente y el Secretario de la entidad que representa en un principio tenían un día de permiso al mes. Posteriormente, agregó, se les aumentó a 3 días en el mes y un día al resto del directorio nacional, porque a las directivas regionales no se les daba ningún día.





En la actualidad, informó, la Corte Suprema les otorga 3 días de permiso en el mes a todos los directores nacionales y 2 días a los directores regionales.





La Directora Nacional de la Asociación Nacional de Magistrados del Poder Judicial, señora Nancy Bluck Bahamondes, opinó que resultaba de gran importancia la indicación presentada por el Senador señor García Ruminot y recordó que en el primer trámite constitucional ante la Cámara de Diputados la Asociación se manifestó a favor incluso de la prevención de la Corte Suprema respecto de que los permisos continuaran regulándose mediante un auto acordado, porque al no tener prácticamente ninguna garantía en ese ámbito era preferible contentarse con poco.





Reiteró la sentida aspiración de los magistrados de Chile de contar con un reconocimiento de su derecho a asociarse sujetos a las disposiciones de la ley N° 19.296.





Por su parte, el Director Nacional de la Asociación Nacional de Magistrados del Poder Judicial, señor Leopoldo Llanos Sagristá, complementó lo anteriormente expresado recalcando que los jueces y los empleados del Poder Judicial siempre entendieron que el espíritu del artículo 31 de la ley N° 19.296 es el acceso a los permisos gremiales por parte de cualquier entidad regulada por dicha ley y, por lo tanto, tenía que existir un mínimo, establecido en la disposición indicada, que no puede ser contravenido por alguna norma reglamentaria emitida por la Corte Suprema. En consecuencia, manifestó su opinión favorable a la indicación del Senador señor García Ruminot.

-------
INDICACIÓN PRESENTADA EN EL PLAZO FIJADO POR LA SALA DEL SENADO
Respecto del número 4 del artículo único del proyecto de ley en examen se presentó, en el plazo fijado para ello, una indicación, signada con el número 1, del Senador señor García, para anteponer, en el inciso final propuesto, la frase “Sin perjuicio de lo establecido en los incisos anteriores,”.




-Puesta en votación la indicación número 1 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores Bianchi, Escalona, García Ruminot y Muñoz Aburto, quienes facultaron a la Secretaría para enmendar la redacción formal de la modificación correspondiente.

El Senador señor Escalona dejó constancia de su reconocimiento a la indicación presentada por el Senador señor García Ruminot al constituir una contribución al mejoramiento del proyecto. Asimismo, manifestó que tomar conocimiento de las opiniones expresadas por los dirigentes de la Asociación Nacional de Empleados del Poder Judicial y de la Asociación Nacional de Magistrados del Poder Judicial ha sido sumamente valioso en el examen de la iniciativa legal.
MODIFICACIÓN
En conformidad al acuerdo adoptado, la Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de proponer la siguiente modificación al proyecto de ley aprobado en general por el Senado:

ARTÍCULO ÚNICO
Número 4


Sustituir en el inciso final propuesto el artículo “Los” por la frase “Sin perjuicio de lo establecido en los incisos anteriores, los”.
 (Unanimidad 4x0. Indicación 1. Senadores señores Bianchi, Escalona, García Ruminot y Muñoz Aburto).
TEXTO DEL PROYECTO
En virtud de la modificación consignada, el proyecto de ley queda como sigue:
PROYECTO DE LEY:
"Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.296, sobre Asociaciones de Funcionarios de la Administración del Estado:

1.- Intercálase en el artículo 1° el siguiente inciso segundo, pasando el actual a ser tercero:

"Asimismo, les será aplicable esta ley a los miembros del Poder Judicial actualmente en ejercicio o jubilados, sin perjuicio de las excepciones que se señalan.".

2.- Agrégase en el artículo 7° el siguiente inciso final:


"Las finalidades señaladas en la letra d) y en la segunda parte de la letra f) del inciso segundo, no serán aplicables a las asociaciones de funcionarios del Poder Judicial.".

3.- Intercálase en el artículo 25 el siguiente inciso tercero, pasando el actual a ser cuarto y así sucesivamente:

"Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 80 de la Constitución Política, no será procedente respecto de los directores de las asociaciones de funcionarios del Poder Judicial, la ratificación por la Contraloría General de la República, de la medida disciplinaria de destitución a que se refiere el inciso primero.".

4.- Agrégase el siguiente inciso final en el artículo 31:

"Sin perjuicio de lo establecido en los incisos anteriores, los permisos que corresponda conceder a los directores de las asociaciones de funcionarios del Poder Judicial, se regirán por las normas que al efecto dicte la Corte Suprema por medio de un auto acordado.".

Artículo transitorio.- Para acogerse al régimen jurídico que establece esta ley, las asociaciones integrantes del Poder Judicial, cuyos estatutos se encontraren vigentes a la fecha de publicarse este texto legal, deberán adecuarlos en el plazo de dos años, contado desde la misma fecha. Durante dicho lapso gozarán de los derechos que la ley N° 19.296 concede.".
-------
Acordado en sesión celebrada el 18 de diciembre de 2013, con asistencia del Senador señor Pedro Muñoz Aburto (Presidente) y de los Senadores señores Carlos Bianchi Chelech, Camilo Escalona Medina (en reemplazo de la Senadora señora Ximena Rincón González) y José García Ruminot.
Sala de la Comisión, a 18 de diciembre de 2013.
(Fdo.): Pilar Silva García de Cortázar, Secretaria de la Comisión.
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�	 Disponible en: � HYPERLINK "http://www.gesetze-im-internet.de/bgsg_1994/__23.html" �http://www.gesetze-im-internet.de/bgsg_1994/__23.html� (Diciembre, 2013).
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�	 Información extractada de Mensaje de Proyecto de Ley, Boletín N° 9.036.
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�	 En Hiibel v. Sixth Judicial District Court of Nevada, letra a).


�	 Mensaje de Proyecto de Ley, Boletín N° 9.036.


�	 En Hiibel v. Sixth Judicial District Court of Nevada, letra a).


�	 Las leyes de 5 Estados (Arizona, Indiana, Luisiana, Nevada y Ohio) imponen explícitamente la obligación de proporcionar información de identificación adicional. En otros 14 Estados se faculta a la autoridad policial a hacer preguntas, pero no se impone explícitamente la obligación de responder (Montana, Alabama, Delaware, Illinois, Kansas, Missouri, Nebraska, New Hampshire, Nueva York, Dakota del Norte, Rhode Island, Utah, Wisconsin y Colorado).


�	 Glenn, Richard A. Op.cit.
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�	 El programa tiene su fundamento en la Ley de Procedimiento Penal (New York State Criminal Procedure Law), sección 140.50, disponible en: � HYPERLINK "http://codes.lp.findlaw.com/nycode/CPL/TWO/H/140/140.50" �http://codes.lp.findlaw.com/nycode/CPL/TWO/H/140/140.50�, basado a su vez en Terry v. Ohio.


�	 U.S. Commission on Civil Rights. Police Practices and Civil Rights in New York Cit. Chapter 5: Stop, Question and Frisk. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.usccr.gov/pubs/nypolice/ch5.htm" �http://www.usccr.gov/pubs/nypolice/ch5.htm� (Diciembre, 2013).


�	 Una Corte de Apelaciones Federal se encuentra actualmente revisando la sentencia de una jueza que exigía cambios al programa “Stop & Frisk” del Departamento de Policía de Nueva York. La jueza dictaminó en agosto de 2013 que este programa viola los derechos civiles protegidos por la Constitución de los EE.UU. Ver en: � HYPERLINK "http://www.laopinion.com/corte-apelaciones-bloquea-orden-contra-stop-and-frisk-nyc-cateo-detencion-minorias" �http://www.laopinion.com/corte-apelaciones-bloquea-orden-contra-stop-and-frisk-nyc-cateo-detencion-minorias� (Diciembre, 2013).


�	 Artículo 3 de la Legge 1 aprile 1981, n. 121, Nuovo ordinamento dell' Amministrazione della pubblica sicurezza. Disponible en: � HYPERLINK "http://bcn.cl/1hm1u" �http://bcn.cl/1hm1u� (Diciembre, 2013).


�	 Savino, Mario, L’assetto delle forze di polizia in Italia: i problemi esistenti e le prospettive di riforma. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.irpa.eu/wp-content/uploads/2011/06/Savino-Forze-di-polizia.pdf" �http://www.irpa.eu/wp-content/uploads/2011/06/Savino-Forze-di-polizia.pdf� (Diciembre, 2013).


�	 Brunetti, Assunta, Documento d´identitá sempre a portata di mano?, Revista Nuove Direzioni, Nº 4, Julio-Agosto, 2011, p. 67. Disponible en: � HYPERLINK "http://bcn.cl/1hkl8" �http://bcn.cl/1hkl8� (Diciembre, 2013).


�	 Decreto disponible en: � HYPERLINK "http://bcn.cl/1hmdp" �http://bcn.cl/1hmdp� (Diciembre, 2013).


�	 La norma no restringe el control de identidad sólo a la policía, sino que éste puede ser efectuado por otra autoridad que cumpla funciones de policía similares.


�	 Di Troia, Pietro, Rifiuto d’indicazione sulla propria identità personale: aspetti normativi e giurisprudenziali. Disponible en: � HYPERLINK "http://www.infocds.it/item.aspx?IDArticolo=989" �http://www.infocds.it/item.aspx?IDArticolo=989� (Diciembre, 2013).


�	 Tribunale ordinario di Venezia, sezione del giudice delle indagini preliminari, provvedimento del 21/3/2001 sull'obbligo di esibizione dei documenti da parte degli extracomunitari, disponible en: � HYPERLINK "http://www.diritto.it/sentenze/magistratord/gallo.html" �http://www.diritto.it/sentenze/magistratord/gallo.html� (Diciembre, 2013).
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�	 Constitución disponible en: http://bcn.cl/1hnd2 (Diciembre, 2013).


�	 Ver: � HYPERLINK "http://www.pnp.gob.pe/" �http://www.pnp.gob.pe/� (Diciembre, 2013).


�	 Dictado por Decreto Legislativo Nº 958, publicado el 29 de julio de 2004.


�   Proyecto de ley presentado con fecha 29 de julio de 2013 al Senado de la República.


�   “(…) En consecuencia, la disímil interpretación que se ha efectuado en relación con la naturaleza y fines del control de identidad, así como de la naturaleza y alcance de los “indicios” que deben existir para que dicho control sea procedente y legítimo, ha llevado a que Carabineros de Chile se encuentre, en muchos casos, imposibilitado de cumplir con su deber legal y constitucional, en relación con su carácter de policía preventiva.” (Mensaje Proyecto Boletín N° 9.036-07).





�  Efectivamente, los lugares donde se puede esperar fundadamente que se cometa un delito son prácticamente todos, sobre todo si se piensa en relación a la naturaleza de los delitos.  Por ejemplo, en los domicilios particulares, lugares donde existan centros comerciales, instituciones financieras, colegios, poblaciones, entre otros, se concentra la mayoría de los delitos contra la propiedad, como delitos de robo en lugar habitado y hurtos. En el mismo sentido, los delitos asociados a la ley de drogas (ley N° 20.000) ocurren en su mayoría en domicilios particulares, y en el caso de las faltas que trata el artículo 50 de la referida ley, las situaciones se producen principalmente en la vía pública.


�  Artículo 85.- Control de identidad. Los funcionarios policiales señalados en el artículo 83 Art. 2 Nº 2 a) deberán, además, sin orden previa de los fiscales, solicitar la identificación de cualquier persona en los casos fundados, en que, según las circunstancias, estimaren que existen indicios de que ella hubiere cometido o intentado cometer un crimen, simple delito o falta; de que se dispusiere a cometerlo; de que pudiere suministrar informaciones útiles para la indagación de un crimen, simple delito o falta; o en el caso de la persona que se encapuche o emboce para ocultar, dificultar o disimular su identidad. La identificación se realizará en el lugar en que la persona se encontrare, por medio de documentos de identificación expedidos por la autoridad pública, como cédula de identidad, licencia de conducir o pasaporte. El funcionario policial deberá otorgar a la persona facilidades para encontrar y exhibir estos instrumentos.


� Artículo 19 N° 7: “El derecho a la libertad personal y a la seguridad individual.


En consecuencia:


a) Toda persona tiene derecho de residir y permanecer en cualquier lugar de la República, trasladarse de uno a otro y entrar y salir de su territorio, a condición de que se guarden las normas establecidas en la ley y salvo siempre el perjuicio de terceros.”.


�   Promulgado por Decreto Nº 778 (Diario Oficial de 29 de abril de 1989).


�  Artículo 9 PIDCP “1. Todo individuo tiene derecho a la libertad y a las seguridades personales. Nadie podrá ser sometido a detención o prisión arbitrarias. Nadie podrá ser privado de su libertad, salvo por las causas fijadas por ley y con arreglo al procedimiento establecido en ésta. 2. Toda persona detenida será informada, en el momento de su detención, de las razones de la misma, y notificada, sin demora, de la acusación formulada contra ella. 3. Toda persona detenida o presa a causa de una infracción penal será llevada sin demora ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales, y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad. La prisión preventiva de las personas que hayan de ser juzgadas no debe ser la regla general, pero su libertad podrá estar subordinada a garantías que aseguren la comparecencia del acusado en el acto del juicio, o en cualquier momento de las diligencias procesales y, en su caso, para la ejecución del fallo. 4. Toda persona que sea privada de libertad en virtud de detención o prisión tendrá derecho a recurrir ante un tribunal, a fin de que éste decida a la brevedad posible sobre la legalidad de su prisión y ordene su libertad si la prisión fuera ilegal. 5. Toda persona que haya sido ilegalmente detenida o presa, tendrá el derecho efectivo a obtener reparación.”.


�  Promulgada por Decreto Nº 873 (Diario Oficial de 5 de enero de 1991).


�  Artículo 1 CADH “1.Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personales. 2. Nadie puede ser privado de su libertad física, salvo por las causas y en las condiciones fijadas de antemano por las Constituciones Políticas de los Estados partes o por las leyes dictados conforme a ellas. 3. Nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento arbitrarios. 4. Toda persona detenida o retenida debe ser informada de las razones de su detención y notificada, sin demora, del cargo o cargos formulados contra ellas. 5. Toda persona detenida o retenida debe ser llevada, sin demora, ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad, sin perjuicio de que continúe el proceso. Su libertad podrá estar condicionada a garantías que aseguren su comparecencia en el juicio. 6. Toda persona privada de libertad tiene derecho a recurrir ante un juez o tribunal competente, a fin de que éste decida, sin demora, sobre la legalidad de su arresto o detención y ordene su libertad si el arresto o la detención fueran ilegales.  En los Estados Partes cuyas leyes prevén que toda persona que se viera amenazada de ser privada de su libertad tiene derecho a recurrir a un juez o tribunal competente a fin de que éste decida sobre la legalidad de tal amenaza, dicho recurso no puede ser restringido ni abolido.  Los recursos podrán interponerse por sí o por otra persona.  7. Nadie será detenido por deudas.  Este principio no limita los mandatos de autoridad judicial competente dictados por incumplimientos de deberes alimentarios.”.


� MEDINA, Cecilia, “La Convención Americana: Teoría y Jurisprudencia”, Centro de Derechos Humanos Universidad de Chile, Santiago, 2003, pág. 211 y siguientes.


�  MEDINA, ob. cit., pág. 212.


�  Caso Gangaram Panday, de 4 de diciembre de 1991,  párr. 47; caso Bámaca Velásquez, párr. 139, 22 de Febrero de 2002; caso Durán y Ugarte, párr. 85,16 de Agosto de 2000, entre otros.


� CDH, caso Van Alphen c. Holanda, N° 305/1988.


� MEDINA, ob. cit., pág. 267.


�  Minuta aprobada por el Consejo del Instituto Nacional de Derechos Humanos el 20 de mayo de 2013 – Sesión 154.


� Sobre la ponderación en caso de conflicto entre derechos fundamentales o entre éstos y otros bienes constitucionalmente tutelados, Vid. BERNAL PULIDO, C., El principio de proporcionalidad y los derechos fundamentales, Madrid, Centro de Estudios Constitucionales, 2007.


Para la CIDH el concepto de seguridad ciudadana es más adecuado para el abordaje de los problemas de criminalidad y violencia desde una perspectiva de derechos humanos, en lugar de los conceptos de “seguridad pública”, “seguridad humana”, “seguridad interior” u “orden público”. El concepto de seguridad ciudadana tendría un enfoque centrado en la construcción de mayores niveles de ciudadanía democrática, con la persona humana como objetivo central de las políticas. La expresión seguridad ciudadana habría surgido, fundamentalmente, como un concepto en América Latina en el curso de las transiciones a la democracia, como medio para diferenciar la naturaleza de la seguridad en democracia frente a la seguridad en los regímenes autoritarios. En estos últimos, el concepto de seguridad está asociado a los conceptos de “seguridad nacional”, “seguridad interior” o “seguridad pública”, los que se utilizan en referencia específica a la seguridad del Estado. En los regímenes democráticos, el concepto de seguridad frente a la amenaza de situaciones delictivas o violentas, se asocia a la “seguridad ciudadana” y se utiliza en referencia a la seguridad primordial de las personas y grupos sociales (Cfr. CIDH, “Informe sobre seguridad ciudadana y derechos humanos”, OEA/Ser. L/V/II., Doc. 57, 31 de diciembre de 2009, pág. 8, párr. 21.)


�   Artículo 17.1. Nadie será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, su familia, su domicilio o su correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra y reputación. 2. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o esos ataques.


�   Observación General N°. 16, Comentarios generales adoptados por el Comité de los Derechos Humanos, Artículo 17 - Derecho a la intimidad, 32º período de sesiones, 1988, párrafo 1.


� Corte IDH Caso Loayza Tamayo v/s Perú, Sentencia de 17 septiembre de 1997, párr. 44.


�  “Artículo 89.- Examen de vestimentas, equipaje o vehículos. Se podrá practicar el examen de las vestimentas que llevare el detenido, del equipaje que portare o del vehículo que condujere, cuando existieren indicios que permitieren estimar que oculta en ellos objetos importantes para la investigación. Para practicar el examen de vestimentas, se comisionará a personas del mismo sexo del imputado y se guardarán todas las consideraciones compatibles con la correcta ejecución de la diligencia”.


� Véase Mensaje 137-361, de 10 de julio de 2013, de S.E el Presidente de la República, con el que se inicia un Proyecto de Ley que Establece un Control Preventivo de Identidad por parte de Carabineros de Chile.


� La noma propuesta señala “….se encuentre en, o en las inmediaciones de, lugares u objetos especialmente expuestos a peligro, tales como edificios públicos; establecimientos de salud; instalaciones de abastecimiento y generación de energía eléctrica, agua potable o gas; instalaciones de telecomunicaciones; centrales de abastecimiento de transporte público y depósitos o instalaciones de acopio o destrucción de sustancias peligrosas o prohibidas; todo ello, con el objeto de prevenir la ocurrencia de hechos que puedan poner en peligro la seguridad y el orden público. Asimismo, Carabineros de Chile, en la misma forma y para el mismo objeto antes aludido, podrá solicitar la identificación de cualquier persona que se encuentre en lugares o zonas donde sea previsible, razonablemente, la ocurrencia de hechos delictuales o que pongan en riesgo la seguridad y el orden público.”.





� El artículo 85 del CPP establece como hipótesis de procedencia los “casos fundados, en que, según las circunstancias, estimaren que existen indicios de que ella hubiere cometido o intentando cometer un crimen o simple delito o falta; de que se dispusiere a cometerlo; de que pudiera suministrar informaciones útiles para la indagación de un crimen, simple delito o falta; o en el caso que una persona se encapuche o emboce para ocultar, dificultar o disimular su identidad.”.


� Tratándose de Carabineros la cifra de aprehensiones fue de 515.211 durante el año 2011. Véase Instituto Nacional de Estadísticas, Carabineros Informe 2011, págs. 11 y 12, en � HYPERLINK "http://www.ine.cl/canales/menu/publicaciones/calendario_de_publicaciones/pdf/carabineros_2011.pdf" �http://www.ine.cl/canales/menu/publicaciones/calendario_de_publicaciones/pdf/carabineros_2011.pdf� (última visita 10 de octubre de 2013). En el caso de La Policía de Investigaciones se trató de 96.707 para el mismo período. Véase Instituto nacional de Estadística, Policía de Investigaciones Informe 2011, pág. 182, en � HYPERLINK "http://www.ine.cl/canales/menu/publicaciones/calendario_de_publicaciones/pdf/investigaciones_2011.pdf" �http://www.ine.cl/canales/menu/publicaciones/calendario_de_publicaciones/pdf/investigaciones_2011.pdf� (última visita el 10 de octubre de 2013).


� Véase Defensoría Penal Pública, Informe Estadístico Anual Enero-Diciembre 2012, pág. 10 en � HYPERLINK "http://www.dpp.cl/resources/upload/files/documento/9a4c122934927b0ee2c37842994663e5.pdf" �http://www.dpp.cl/resources/upload/files/documento/9a4c122934927b0ee2c37842994663e5.pdf� (última visita el 10 de octubre de 2013)


� Véase Instituto Nacional de Estadísticas, Carabineros Informe 2012, págs. 11 y 12, en � HYPERLINK "http://www.ine.cl/canales/menu/publicaciones/calendario_de_publicaciones/pdf/informe_anual_carabineros_2012.pdf" �http://www.ine.cl/canales/menu/publicaciones/calendario_de_publicaciones/pdf/informe_anual_carabineros_2012.pdf� (última visita el 10 de octubre de 2012).


� Esta proyección consiste es disminuir en un 5% el número de aprehensiones del año 2011, con lo cual se podrían contabilizar 91.872 aprehensiones de parte de la Policía de Investigaciones.


� Véase Defensoría Penal Pública, Informe Estadístico Anual Enero-Diciembre 2012, pág. 10, en � HYPERLINK "http://www.dpp.cl/resources/upload/files/documento/9a4c122934927b0ee2c37842994663e5.pdf" �http://www.dpp.cl/resources/upload/files/documento/9a4c122934927b0ee2c37842994663e5.pdf� (última visita el 10 de octubre de 2013).


� Se trata de 156.070 aprehensiones en el año 2012. Detalles pueden verse en: � HYPERLINK "http://www.seguridadpublica.gov.cl/delitos_de_mayor_connotacion_social_historico.html" �http://www.seguridadpublica.gov.cl/delitos_de_mayor_connotacion_social_historico.html� (última visita 10 de octubre de 2013).


� Se trata de 35.571 aprehensiones en el año 2012. Detalles pueden verse en: � HYPERLINK "http://www.seguridadpublica.gov.cl/delitos_de_violencia_intrafamiliar.html" �http://www.seguridadpublica.gov.cl/delitos_de_violencia_intrafamiliar.html� (última visita el 10 de octubre de 2012).


� Por ejemplo, debido a que las cifras de la Defensoría Penal Pública no cubren necesariamente a todos los detenidos, pero cubren a más del 95% de los presentados a tribunales según se suele estimar.


� Sobre la evolución legislativa del control de identidad analizando con detalles los contenidos de sus diversas reformas, se puede ver Jaime Salas, Evolución del Control de Identidad ¿En ruta a su desnaturalización?, en Problemas del Proceso Penal, Librotecnia, Santiago 2009, págs. 89 a 112.


� Uno de los argumentos que la autoridad pública ha señalado como justificación de la necesidad de este proyecto es precisamente el poder tener mayores facultades tratándose de los encapuchados. Por ejemplo, véanse las declaraciones del Ministro del Interior en el acto de presentación del proyecto consignadas en la página web del propio Ministerio: � HYPERLINK "http://www.interior.gob.cl/n7952_10-07-2013.html" �http://www.interior.gob.cl/n7952_10-07-2013.html� (última visita el 10 de octubre de 2013).


� A modo ejemplar, pueden verse sentencias de la Corte de Apelaciones de San Miguel de 5 de julio de 2010 en causa rol nº 819-2010, de la Corte de Apelaciones de Concepción de 29 de julio de 2010 en causa rol nº 356-2010 y de 10 de junio de 2011 en causa rol nº 226-2011, y de la Corte Suprema de 27 de septiembre de 2010, en causa rol nº 4600-2010.


� Opinión de Casal Hernández citada por César Ramos y María Merino, Control de Identidad, Memoria para la Obtención del Grado de Licenciado en Ciencias Jurídicas y Sociales, Universidad de Chile, año 2010, pág. 26.


� Véase Claus Roxin, Derecho Procesal Penal, Editores del Puerto, Buenos Aires 2003, pág. 284. Roxin señala que en esta segunda hipótesis la opinión dominante en Alemania ha concluido que “…el registro de su persona y de las cosas que lleva consigo, así como las medidas tendientes a su identificación, sólo están permitidas con su conformidad… de donde concluye que se debe pedir su consentimiento positivo y no sólo apoyarse en la inexistencia de una oposición declarada expresamente o reconocible”.


� Citado por César Ramos y María Merino, ob. cit., págs. 31 y 32.


� Se trata de una facultad reconocida jurisprudencialmente por la Corte Suprema de los Estados Unidos a partir del caso Terry v. Ohio de 1968. Detalles pueden verse en Joshua Dressler, Understanding Criminal Procedure, Mathew Bender, New York, 1998, págs. 255 a 278.


� Dicha norma señala textualmente “1. Los agentes de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad podrán requerir, en el ejercicio de sus funciones de indagación o prevención, la identificación de las personas y realizar las comprobaciones pertinentes en la vía pública o en el lugar donde se hubiere hecho el requerimiento, siempre que el conocimiento de la identidad de las personas requeridas fuere necesario para el ejercicio de las funciones de protección de la seguridad que a los agentes encomiendan la presente Ley y la Ley Orgánica de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad”.


� Véase análisis en sitio web policial en: � HYPERLINK "http://webpolicial.info/portal/index.php?option=com_content&task=view&id=239&Itemid=71&limit=1&limitstart=4" �http://webpolicial.info/portal/index.php?option=com_content&task=view&id=239&Itemid=71&limit=1&limitstart=4� (última visita el 10 de octubre de 2013).


� El listado que a modo ejemplar señala la propuesta (y, por tanto, no taxativo) incluye: edificios públicos; establecimientos de salud; instalaciones de abastecimiento y generación de energía eléctrica, agua potable o gas; instalaciones de telecomunicaciones; centrales de abastecimiento de transporte público y depósitos o instalaciones de acopio o destrucción de sustancias peligrosas o prohibidas.


� En el ámbito comparado, véase, por ejemplo, Equality and Human Rights Commission, Stop and Think: a critical review of the use of stop and search powers in England and Wales, 2010, 112 págs. (� HYPERLINK "http://www.equalityhumanrights.com" �www.equalityhumanrights.com�).


� Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP), artículo 9.1., Convención Americana de Derechos Humanos (CADH), artículo 7.1.


� PIDCP, artículo 12.1; CADH, artículo 22.1.


� PIDCP, artículo 17; CADH, artículo 11.


� PIDCP, artículo 21; CADH, artículo 15.


� PIDCP, artículos 2.1. y 26; CADH, artículo 1.


� OSCE-ODIHR Guidelines on Peaceful Assembly, párrafo 35.� HYPERLINK "http://www.osce.org/odihr/24523" �http://www.osce.org/odihr/24523�


� PIDCP, artículo 2.2.; CADH, artículo 2.





_1394022858

